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SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN EspeCial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia.

BOLETIN Nº 9.790-07


________________________________________

HONORABLE SENADO:

La Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de presentar su segundo informe acerca del proyecto de ley aludido, iniciado en Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria, con urgencia calificada de “suma”.

Este proyecto fue aprobado en general en la sesión de 5 de agosto de 2015.
Cabe recordar que la Comisión de Hacienda debe pronunciarse acerca de las normas de esta iniciativa que son de su competencia.

-------

NORMAS DE QUÓRUM

Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 8° y 9° permanentes, y primero, segundo, quinto y sexto transitorios, tienen el rango de leyes orgánicas constitucionales, por lo que requieren de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

El inciso segundo del artículo 17, contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto tiene el carácter de norma de quórum calificado y requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Ley Fundamental.

El artículo 1° por cuanto dice relación con el artículo 18 de la Constitución Política de la República, en materia de votaciones populares y escrutinios.

El artículo 2° por incidir en los artículos 18 y 19 N° 15°, inciso quinto de la Carta Fundamental, sistema electoral público y partidos políticos.

El artículo 3°, complementado por los artículos primero y segundo transitorios, en relación con los artículos 18 y 19 N° 15°, inciso quinto de la Ley Fundamental, sistema electoral público y partidos políticos.

El artículo 4°, que deroga el Título II de la ley N° 19.885 que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios, por incidir en el sistema electoral público y los partidos políticos, artículos 18 y 19 N° 15, inciso quinto de la Constitución Política de la República.

El artículo 5°, que modifica la Ley orgánica constitucional sobre el Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, vinculado con el sistema electoral público, artículo 18 de la Carta Fundamental, complementado por los artículos primero, segundo, quinto y sexto transitorios.
El artículo 6°, que modifica la Ley sobre Elecciones Primarias, por cuanto dice relación con el artículo 18 y con el artículo 19 N°15°, inciso quinto de la Constitución Política, sistema electoral público y partidos políticos.

El artículo 8° que modifica la ley orgánica constitucional que fija la planta del Servicio Electoral, vinculado al artículo 18 de la Constitución Política de la República, en materia de votaciones populares y escrutinios.

El artículo 9°, en cuanto modifica las leyes sobre Votaciones Populares y Escrutinios, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral y sobre Partidos Políticos, que inciden en los artículos 18 y 19 N° 15°, inciso quinto de la Carta Fundamental.
Asimismo, en lo que respecta al inciso final del artículo 34 bis del artículo 1° y al inciso segundo del artículo 27 quáter que se incorpora al artículo 2° del proyecto de ley, tienen la categoría de normas orgánicas constitucionales por estar relacionados con las atribuciones de los tribunales de justicia. Oportunamente se consultó a la Corte Suprema, mediante oficio 28 de esta Comisión Especial, dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley Fundamental y en el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional. Requieren de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.

Finalmente, el inciso segundo del artículo 17 contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley, en lo que se refiere a la excepción a la publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad con lo que dispone el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política y requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 66 de la Ley Fundamental.
 
Para los efectos de lo dispuesto en el artículo 124 del Reglamento del Senado, se deja constancia de lo siguiente:

1.- Artículos que no fueron objeto de indicaciones ni de modificaciones: numeral 4 (que pasa a ser numeral 5) del artículo 1°; numerales 4, 5, 6, 10, 11, 12, 15, 20, 21, 22, 24, 25 (que pasaron a ser 6, 7, 8, 12, 13, 14, 17, 26, 27, 29, 33 y 34) del artículo 2°; numerales 4, 6, 7 (que pasó a ser numeral 8) del artículo 3°; el artículo 4°; el artículo 7° (que pasa a ser artículo 10) y el artículo tercero transitorio.
2.- Indicaciones aprobadas sin modificaciones: 5 a), 7, 13, 14, 15, 31, 32, 39, 42, 49, 55, 62, 63, 64, 65, 66, 67, 71, 72, 73, 78, 78 a), 81, 83, 84, 89, 96, 97, 99, 103 a), 119, 140, 147, 148, 149, 168, 171, 175, 189 a), 195, 196, 197, 212, 228, 231, 232, 233, 234 a), 237 a), 237 b), 237 c), 241, 241 a), 244 a), 256, 257, 258 a), 259, 259 a).
3.- Indicaciones aprobadas con modificaciones: 1, 4, 6, 10, 11, inciso primero, 25, 28, 36, 37, 44, 45, 46, 50, 56, 75, 75 a), 82, 91, 94, 100, letras a), b) y c), 103 letras a) y b), 117, 132, 133, 137, 138, 142, 143, 150, 158, 159 a), 161, 167, 177, 178, 181, 184, inciso segundo de la 189, 190, 190 a), 194, 198, 207, 220, 221, 222, 223, 224, 226, 231 a), 237, 237 d), 242, números 2 y 3 (artículos 4° y 5°), 243, 247, 250, 251, 253, 254, 258.
4.- Indicaciones rechazadas: 2, 3, 5, 8, 9, 11, inciso segundo, 12, 16, 17, 18, 19, 20, 22, 23, 24, 26, 27, 29, 34, 35, 38, 40, 41, 47, 48, 51, 52, 53, 54, 57, 58, 59, 60, 61, 68, 69, 70, 74, 85, 86, 87, 88, 90, 92, 93,95, 98, 103, letra c), 104 a 116, 118, 120, 121, 122, 123, 124, 125, 126 a 131, 134, 135, 136, 141, 154, 157, 159, 176, 179, 180, 182, 183, 185, 186, 187, 188, incisos primero y final de la 189,191, 193, 204, 205, 208, 209, 210, 211, 215, 217, 218, 219, 229, 234, Número 1 y artículos 6°, 7°, 8° y 9° del número 3 de la indicación 242, 245, 246, 248, 249, 252, 255.
5.- Indicaciones retiradas: 21, 30, 43, 76, 77, 79, 80, 101, 102, 139, 144, 146, 151, 152, 153, 155, 156, 160, 162, 163, 164, 165, 166, 169, 170, 172, 173, 174, 192, 199, 200, 202, 203, 213, 214, 216, 235, 236, 238, 239, 240, 244, 260.
6.- Indicaciones declaradas inadmisibles: 33, 145, 201, 206, 225, 227, 230, 261, 262.
ASISTENCIA
 
 A las sesiones en que la Comisión estudió esta iniciativa de ley asistieron, además de sus miembros, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre Guzmán; la Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, la Jefa de la División de Estudios del mismo Ministerio, señora Pamela Figueroa, el Jefe de la División de Relaciones Políticas e Institucionales, señor Gabriel de la Fuente, el Jefe de Gabinete, señor Christian Valenzuela; el asesor del Ministro, señor Exequiel Silva; las asesoras señoras Valeria Lubbert, María José Solano, Cristina Vio y Francisca Soto y los asesores señores Tomás Jordán, Giovanni Semería, Nicolás Torrealba, Guillermo Briceño, Gonzalo Parra, Francisco Espinoza, Hernán Campos, Hugo Arias, Felipe Ponce, Fernando Nehm y Felipe Cowley; la asesora del Ministerio de Hacienda, señora Consuelo Fernández, la Jefa del Departamento Institucional Laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Patricia Orellana y el asesor de la misma Dirección, abogado señor Rodrigo Quinteros; el asesor del Comité Partido Por la Democracia, señor Sebastián Abarca; el asesor del Comité Partido Unión Demócrata Independiente, señor Giovanni Calderón; el asesor del Comité Partido Socialista, señor Claudio Rodríguez; el asesor del Comité Partido Demócrata Cristiano, señor Gonzalo Duarte; el asesor del Comité Partido Comunista de la Cámara de Diputados, señor Lincoyán Painecura. Asesores parlamentarios: De la Senadora Lily Pérez el señor Francisco Rubio. Del Senador Ignacio Walker la señora Constanza González, el señor Arturo León y el señor Javier Igor. Del Senador Harboe la señora Deborah Bailey y los señores Nicolás Freire y Sebastián Lewis. Del Senador Guillier la señora Natalia Alviña. Del Senador García Ruminot el señor Rodrigo Fuentes. Del Senador señor Coloma, el señor Álvaro Pillado. De la Senadora señora Von Baer, el señor Jorge Barrera. Del Senador señor Ossandón, el señor Daniel Giacamán. De la Senadora Allende, el señor Cristián Arancibia. Del Diputado Mirosevic los señores Luis Felipe Ramos y Patricio Morales. Del Diputado Soto, el señor Álvaro Jorquera. Del Diputado señor Paulsen, la señora Constanza Castillo. También estuvieron presentes, el Director de Estudios de Chile Transparente, señor Emilio Moya; el asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery; el abogado del Instituto Libertad, señor David Huina; la abogada del Instituto Libertad y Desarrollo, señora Bárbara Vidaurre; la Directora de Incidencia de Espacio Público, señora María Jaraquemada; el Subdirector y el asesor legislativo de Ciudadano Inteligente, señores Rodrigo Echecopar y Octavio del Favero; la investigadora del PNUD, señora Valentina Salas; la investigadora de la Universidad de Heidelberg, señora Stefanie María Hasfwig; el estudiante de Derecho de la Universidad de Yale, señor Lucas Mac-Clure y la estudiante de la Radio Universidad Católica, señora Javiera Bianchi; los periodistas del Diario La Tercera, señoras Macarena Vega y María Elena Álvarez y señores Camilo Carreño y Andrés Muñoz; la periodista de la Radio Universidad de Chile, señora Tania González; el periodista del diario El Mercurio, señor Rienzi Franco; el periodista de la Revista Qué Pasa, señor Juan Salhaberry; el periodista de la Agencia de Noticias Mediabanco, señor Ricardo Méndez; el periodista de Xpress Media, señor Felipe Thienel; la periodista de la Radio Bío Bío, señora Montserrat Valenzuela; el periodista del Diario El Pulso, señor Jorge Arellano y el estudiante de periodismo de la Universidad de Chile, señor Miguel Lizarazu.
Especialmente invitados concurrieron: el abogado y académico, señor Alejandro Ferreiro Yazigi; el Presidente de Espacio Público, señor Eduardo Engel y la Directora de Incidencia señora María Jaraquemada; el profesor de la Universidad de Chile, señor Ricardo Gamboa; el Presidente de Chile Transparente, señor José Miguel Insulza; el Subdirector y la investigadora del Centro de Estudios Públicos, señor Lucas Sierra y señora Isabel Aninat; el abogado de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery; el abogado y el cientista político del Instituto Libertad, señores David Huina y Pablo Rodríguez, respectivamente; el coordinador microeconómico y la investigadora del Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales (CLAPES UC), señor Salvador Valdés y señora Amaya Fraile. Asimismo, participaron en la sesión del 11 de septiembre de 2015, el Profesor titular de Derecho Penal de la Universidad de Chile, señor Jean Pierre Matus y el abogado y profesor señor Giovanni Calderón. 
 
A las sesiones de 8, 14 y 22, de octubre y 5 de noviembre de 2015, concurrieron invitados: del Servicio Electoral de Chile, el Presidente del Consejo Directivo señor Patricio Santamaría, el Director y la Subdirectora del SERVEL, señor Eduardo Charme y señora Elizabeth Cabrera, la asesora jurídica, señora Andrea González y el Jefe de la División Desarrollo de Personas, señor José Henríquez. También estuvieron presentes, el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Electoral ANEMSEL, señor Mauricio Osorio, el Secretario señor Carlos Mena y el Tesorero señor Antonio Assar. De la Asociación Nacional de Funcionarios ANFUSE, el Presidente señor Luis Berríos, quienes además concurrieron a la sesión del 24 de noviembre de 2015.

En una de las sesiones celebradas el 10 de agosto de 2015 estuvo presente el Diputado señor Leonardo Soto Ferrada.

En la sesión de 3 de septiembre de 2015, en el horario de mañana, concurrieron los Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa y Patricio Walker Prieto.

En sesiones celebradas el 7 de septiembre y 8 de octubre de 2015, concurrió el Senador señor Juan Antonio Coloma Correa.
En la sesión celebrada el 22 de septiembre de 2015, concurrieron los Senadores señores Juan Antonio Coloma Correa y Carlos Montes Cisternas. Además, estuvo presente el Diputado señor Pedro Browne Urrejola.


En sesiones de 5 y 25 de noviembre de 2015, concurrió el Senador señor Juan Antonio Coloma Correa.

Cabe destacar que las sesiones realizadas por esta Comisión Especial fueron transmitidas por TV Senado y por medio del sistema de streaming de la página web de la Corporación.

-------

DISCUSIÓN EN PARTICULAR 

AUDIENCIAS EFECTUADAS EN SESIONES CELEBRADAS EL 10 DE AGOSTO DE 2015

La Comisión Especial resolvió –previo al análisis de las indicaciones formuladas al proyecto aprobado en general- escuchar a expertos sobre materias de financiamiento, transparencia y control del gasto electoral.

ABOGADO Y ACADÉMICO SEÑOR ALEJANDRO FERREIRO

 
El abogado y académico, señor Alejandro Ferreiro, expuso ante la Comisión respecto del contenido de la iniciativa en estudio.

 
En primer lugar, aseveró que, en general, el proyecto de ley recoge adecuadamente las recomendaciones emanadas de diversos informes y opiniones de especialistas en materia de regulación entre el dinero y la actividad política. 

 
Con todo, afirmó que la iniciativa debe ser analizada en conformidad a las modificaciones que, en lo sucesivo, se promoverán en materia de funcionamiento y requisitos que deben cumplir los partidos políticos para acceder a financiamiento público.

 
Asimismo, sostuvo que una cuestión esencial en materia de financiamiento político es el rol que se reconoce a las donaciones de personas naturales a partidos y campañas. En ese sentido, expuso que, al eliminarse las donaciones de personas jurídicas -lo que resulta adecuado-, los aportes de fuentes privadas se reducen exclusivamente al que pueden realizar las personas naturales. 

 
Sin embargo, agregó que, al exigirse plena transparencia, incluso de las donaciones de bajo monto, el desincentivo a donar para las personas naturales resulta muy elevado, lo que resulta inadecuado. En efecto, afirmó que el objetivo de la regulación en materia de transparencia apunta a prevenir los conflictos de interés, los que no se producen si se trata de donaciones bajas, las que, añadió, deben ser mantenidas en reserva considerando que se trata de datos sensibles relacionados con preferencias políticas.

 
En la misma línea, afirmó que, en caso de prohibirse cualquier aporte de personas naturales, las campañas serán financiadas casi exclusivamente con recursos públicos, lo que contribuirá a alejar las campañas de los ciudadanos y favorecerá, innecesariamente, a los candidatos incumbentes con acceso al anticipo fiscal para gastos electorales.

 
Seguidamente, reseñó algunas propuestas relativas al articulado contenido en la iniciativa.

 
Al efecto, detalló que la iniciativa no establece una sanción ante la falta de subsanación de los requisitos que debe cumplir la declaración de patrimonio e intereses que efectúan todos los candidatos a cargos de elección popular.

 
Asimismo, añadió que se elimina la disposición contenida en el actual inciso tercero del artículo 30 de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que señala que el financiamiento de los gastos electorales solo puede provenir de fuentes de origen nacional, lo que permitiría suponer que las donaciones de fuente extranjera están permitidas, imposibilitando la fiscalización sobre tales aportes y vulnerando el inciso quinto del numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República.

 
Por otra parte, comentó que se debe analizar la necesidad de ampliar el plazo de campaña por medios de comunicación social -excluida la franja televisiva- de 30 a 60 días antes de la elección, toda vez que, si se pretende extender la campaña y favorecer el debate electoral, resulta adecuado permitir el flujo de aportes privados anónimos para financiarlas, considerando que las campañas extensas requieren más recursos.

 
En cuanto a la definición de propaganda electoral, explicó que la iniciativa impide que el gasto previo a los plazos legales se considere como parte de ella, lo que impide imputarlo para el límite al gasto electoral y genera un incentivo perverso para adelantar las campañas.

 
En relación al retiro de propaganda ilegal y deducción del gasto incurrido, a raíz del reembolso que correspondan a los candidatos, afirmó que se trata de una disposición de cuya correcta aplicación depende la eficacia del control al gasto ilegal. En esa línea, afirmó que la norma restringe adecuadamente la exhibición de propaganda callejera a lugares especialmente habilitados por el Servicio Electoral, lo que permitirá evitar la contaminación visual que actualmente se produce.

 
Asimismo, valoró la propuesta que establece que las municipalidades, de oficio o a solicitud del Servicio Electoral, deberán retirar la propaganda ilegal, estando obligadas a repetir el pago en contra de los candidatos infractores. Sin embargo, agregó que esta norma debe armonizarse con la contenida en el artículo 35 de la ley –y que no se modifica en lo esencial por el proyecto-, que otorga a Carabineros la función de retirar los elementos de propaganda que contravengan tales disposiciones.

 
Al respecto, sostuvo que, en el caso de retiro de propaganda por Carabineros, no se contempla la deducción del gasto incurrido en el retiro, lo que puede significar conflictos y asimetrías de trato según quien retire la propaganda, en tanto que no establece una distribución de roles o coordinación para definir, en cada caso, si dicha labor le compete a Carabineros o a los municipios.

 
En lo relativo a las modificaciones propuestas a la ley Nº 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, afirmó que es necesario definir adecuadamente los ítems o rubros que lo componen.
 
A continuación, añadió que no resulta adecuado establecer la prohibición de donar a los funcionarios públicos, toda vez que ello constituye una restricción excesiva cuyo fundamento radicaría en sostener que la transparencia de todas las donaciones puede favorecer la presión sobre los empleados públicos o les obligaría a exhibir ante el público sus preferencias políticas. En consecuencia, sostuvo que, en lugar de prohibir su aporte a las campañas, resulta más adecuado permitir las donaciones anónimas de bajo monto.

 
En materia de duplicación del anticipo de gasto electoral, detalló que la propuesta contempla elevar de 0,01 UF a 0,02 UF -$250 a $500 aproximadamente- por cada voto obtenido en la elección equivalente, previa el anticipo que el Estado entregará a cada partido político. Dicha modificación, agregó, supone un gran beneficio para los partidos incumbentes respecto de los partidos o movimientos nuevos, toda vez que el aporte estatal no podrá ser compensado con cargo a un financiamiento privado previsiblemente muy disminuido en el marco de la nueva regulación propuesta.


De ese modo, sostuvo que ello constituye una barrera de entrada para partidos o movimientos nuevos, en tanto que, considerando el cambio de sistema electoral y la volatilidad de las preferencias político electorales a que puede conducir el actual escenario, algunos partidos recibirán más anticipos que los montos que les corresponden como reembolso final luego de la elección, lo que genera la necesidad de contemplar mecanismos para impedir el perjuicio fiscal en caso que el anticipo entregado supere a lo que corresponde por reembolso.

 
Asimismo, añadió que el proyecto puede generar que el reembolso de gasto electoral pueda sumarse a los aportes de otra fuente, lo que permitiría financiar dos veces el mismo gasto.

 
En cuanto a la eliminación de donaciones anónimas, arguyó que dicha fórmula no evitará la ocurrencia de prácticas consideradas como irregulares, considerando que las donaciones anónimas de bajo monto se beneficiarán del control de ingresos de campaña que supone la utilización de una cuenta corriente bancaria única. Asimismo, sostuvo que resulta adecuada la eliminación de las donaciones reservadas y los beneficios tributarios que pudieren derivar de ello.

 
Respecto a la publicidad de las donaciones a los partidos políticos, arguyó que se debe aplicar el mismo criterio utilizado para las donaciones a campañas, toda vez que, al ser menor el riesgo de conflicto de interés o captura derivado de aportes de bajo monto, es preferible incentivar una multiplicidad de aportes menores en lugar de exigir que todos sean transparentes, puesto que la norma propuesta inhibirá los aportes privados y transformará a los partidos políticos en entes financiados casi exclusivamente por el Estado.

 
Finalmente, se refirió a las modificaciones que la iniciativa propone a la ley N° 18.603, orgánica constitucional sobre Partidos Políticos. Al efecto, comentó que exigir la publicidad de todo informe o documento elaborados por un partido puede resultar excesivo, por lo que se requiere establecer hipótesis de reserva admisibles, al menos temporalmente, considerando que sus informes o estudios pueden un tener carácter estratégico que merece ser cautelado.

 
En cuanto a la regulación administrativa sobre gastos reembolsables, precisó que la norma contempla que el Ministerio Secretaría General de la Presidencia, previo informe del Servicio Electoral, determinará los gastos de los partidos políticos que se podrán financiar con cargo al aporte fiscal. En general, agregó, no parece prudente que un reglamento del Ejecutivo regule un tema tan sensible, debiendo ser definido por la ley y, en caso de dudas interpretativas o conflicto, debe ser resuelto por el Servicio Electoral.

 
Respecto de la devolución del remanente sin utilizar, detalló que el proyecto contempla que el remanente de los aportes fiscales no utilizados en un año calendario por un partido político debe ser reembolsado al fisco.

 
Con todo, agregó que no resulta razonable aplicar para los partidos políticos las mismas reglas que operan en materia de financiamiento para los servicios públicos, particularmente respecto del carácter cíclico de sus gastos o su postergación para ejercicios sucesivos. En consecuencia, agregó que la propuesta obliga a utilizar todos los ingresos al 31 de diciembre de cada año, rigidizando la gestión y forzando a efectuar un gasto ineficiente.

 
Por último, sostuvo que parece conveniente analizar la regulación propuesta de manera integral, incluyendo un estatuto general de transparencia activa y pasiva de los partidos políticos en conjunto con las demás exigencias que la ley le impondrá para promover su modernización, fortaleciendo su aporte a la democracia.

ECONOMISTA Y PRESIDENTE DE LA FUNDACIÓN ESPACIO PÚBLICO, SEÑOR EDUARDO ENGEL

 
El economista y presidente de la Fundación Espacio Público, señor Eduardo Engel, al inicio de su intervención explicó que los principios orientadores para la legislación en materia de financiamiento de la actividad política deben apuntar a la promoción de competencia pareja en la arena política, evitando su captura por parte de intereses particulares, lo que permite contribuir a implementar mejores políticas públicas.

 
Con dicha finalidad, aseveró que es necesario transparentar el financiamiento de campañas, incluyendo las normas sobre propaganda electoral, fortalecer la institucionalidad fiscalizadora y sancionatoria que ejerce el Servicio Electoral y el Tribunal Calificador de Elecciones, e incorporar el financiamiento público de los partidos políticos, los que deben estar sujetos a exigencias en materia de transparencia, trabajo territorial y programático y democracia interna.

 
En ese contexto, afirmó que se requiere implementar una reforma integral de los partidos políticos, junto al fortalecimiento de las capacidades y facultades del Servicio Electoral y del Tribunal Calificador de Elecciones.

 
Seguidamente, se refirió a las disposiciones contenidas en la iniciativa en estudio y señaló que el proyecto contiene una serie de materias que son abordadas adecuadamente, particularmente en materia de transparencia y financiamiento de campañas y partidos, prohibición de donaciones de personas jurídicas a campañas y partidos, ampliación del concepto de propaganda electoral, en tanto que permite que los ciudadanos puedan denunciar infracciones a normas de financiamiento de campañas.

 
Valoró la regulación que estandariza los precios de referencia para campañas radiales, junto a aquella que crea una cuenta única bancaria para aportes a campañas electorales, requiere la declaración de intereses y patrimonio y aumenta el aporte público inicial a campañas.

 
Sin embargo, arguyó que la iniciativa puede ser objeto de una serie de modificaciones.

  
En ese sentido, abogó por promover la utilización de mecanismos tecnológicos innovadores que faciliten donaciones masivas de bajo monto por parte de la ciudadanía, establecer un período de pre campaña -desde la fecha de las primarias hasta 30 días antes de la elección, durante la cual el Servicio Electoral pueda fiscalizar ingresos y gastos-, e imputar como gasto, al doble de su valor de mercado, la publicidad en la vía pública y medios de comunicación que se hubiere desplegado anticipadamente.

 
En la misma línea, sostuvo que se debe ampliar la figura de cohecho, establecer una franja radial gratuita para propaganda electoral, facilitar el transporte público local gratuito para todos los electores y permitir donaciones anónimas de bajo monto.

 
En ese orden de ideas, añadió que es necesario extender la obligación de rendir gastos al ítem correspondiente a gastos menores y frecuentes de campaña de manera justificada y detallada, institucionalizar la fiscalización y aplicación de sanciones para faltas al uso de asignaciones parlamentarias en ambas cámaras del Congreso Nacional, y prohibir nuevas contrataciones a honorarios por parte del Ejecutivo en el período inmediatamente anterior a los procesos eleccionarios.

 
Al mismo tiempo, abogó por limitar el gasto en publicidad que pudieren realizar organismos del Estado, especificar los períodos de publicación de información sobre donaciones y gastos -a cargo del Servicio Electoral-, crear un registro de proveedores y establecer que las candidaturas patrocinadas por partidos políticos deben consignar los logos respectivos en su publicidad.

 
En relación a la necesidad de fortalecer la fiscalización y sanciones del Servicio Electoral, destacó la regulación propuesta en materia de ampliación de algunas facultades, tales como auditorías, salidas a terreno o ingreso a sedes, entre otras.

 
Con todo, agregó que resulta necesario otorgar autonomía constitucional a dicho organismo, aumentar su dotación de personal, establecer funciones específicas en su estructura orgánica para cumplir con todas las áreas de su mandato e incorporar normas sobre fiscalización en terreno.
 
Asimismo, sostuvo que es necesario mantener la potestad sancionatoria en el Servicio Electoral, separándola de la función investigativa y acusatoria; establecer mayores exigencias en el nombramiento de su Consejo Directivo, junto a la dedicación exclusiva de sus consejeros; y especificar que la aplicación de sanciones le corresponderá a su Consejo Directivo, las que pueden ser apelables ante el Tribunal Calificador de Elecciones, manteniendo el procedimiento actual.

 
Añadió que resulta adecuado ampliar las sanciones actualmente vigentes, incorporando a los propios candidatos o partidos dentro de los afectados por las sanciones, y fortalecer la instancia jurisdiccional en materia electoral, favoreciendo su actuación eficiente.

 
En lo tocante al financiamiento público de los partidos políticos, sostuvo que el proyecto regula adecuadamente dicha materia al prohibir el financiamiento de empresas, establecer obligaciones de transparencia activa y extender la fiscalización del Servicio Electoral.

 
No obstante, manifestó que resulta necesario reducir el anticipo fiscal cuando más del 10% de los candidatos incluidos en sus listas hayan sido sancionados por faltas a las normas en materia de financiamiento electoral o hubieren incumplido las normas sobre democracia interna, trabajo programático o transparencia, entre otros requisitos.

 
Del mismo modo, añadió que se debe mejorar la exigencia de representación en el Congreso Nacional como requisito para acceder a fondos públicos, considerando, el porcentaje correspondiente a la votación en la última elección de diputados.

PROFESOR DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE,

SEÑOR RICARDO GAMBOA

 
El profesor de la Universidad de Chile, señor Ricardo Gamboa, al iniciar su exposición, coincidió en la necesidad de regular conjuntamente las materias relativas al financiamiento de la actividad política y los requisitos que deben cumplir las colectividades que intervienen en ésta.

 
A continuación, sostuvo que las reformas que se promuevan deben considerar la autonomía que se reconoce a los partidos políticos, particularmente en cuanto a los estándares de publicidad que deben satisfacer. Al efecto, describió que, en el ámbito comparado, la mayor regulación dice relación con la actividad externa de las colectividades.

 
Acerca del origen de los aportes, coincidió en la necesidad de considerar lo dispuesto en el inciso quinto del numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que prohíbe que las fuentes de financiamiento de los partidos políticos puedan provenir de dineros, bienes, donaciones, aportes o créditos de origen extranjero.

 
En relación las normas contenidas en el proyecto de ley, manifestó que sus disposiciones, en general, contribuyen a regular adecuadamente la relación entre el dinero y la actividad política e incentivar la competencia entre los distintos actores.

 
En lo relativo al financiamiento de los partidos políticos, agregó que la iniciativa requiere el cumplimiento de determinados requisitos y la obtención de ciertos índices de representación parlamentaria, lo que genera la necesidad de analizar los porcentajes de votación requerida y el tipo de elección popular de que se trate.

 
Por otra parte, sostuvo que el financiamiento de los partidos políticos debe permitir el desarrollo de sus actividades en toda la estructura de la colectividad, evitando que sean utilizados únicamente por grupos específicos o poco representativos.

 
Respecto de la rebaja de los límites de gasto electoral, aun cuando se trata de distritos o circunscripciones electorales de mayor tamaño, añadió que dicha fórmula incentiva una mayor coordinación entre los candidatos de una misma colectividad, lo que resulta adecuado.

 
En cuanto a la publicidad de las donaciones para campañas electorales, indicó que, entre los países que integran la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE), no existe una regla general, toda vez que en 17 legislaciones se prohíbe y en 13 se permite a partir de determinado monto de la donación.

 
Con todo, coincidió que establecer una prohibición de donación aplicable únicamente a los funcionarios públicos resulta inadecuada, considerando que algunos de ellos, tales como los ministros de Estado, son, al mismo tiempo, militantes de partidos políticos, por lo que tal restricción carecería de fundamento.

 
En materia de las atribuciones que el proyecto propone conferir al Servicio Electoral, añadió que debe tratarse de facultades aplicables conforme a un criterio realista, de modo que no resulta adecuado establecer competencias que, en la práctica, no podrán ser ejercidas.

PRESIDENTE DE CHILE TRANSPARENTE,

SEÑOR JOSÉ MIGUEL INSULZA

 
El presidente de Chile Transparente, señor José Miguel Insulza, expuso ante la Comisión respecto de los estándares de transparencia que es posible demandar de la actividad política.
 
En ese sentido, afirmó que la legislación vigente en la materia ha generado un mejoramiento en materia de control ciudadano, sin perjuicio que, tal como ocurre con todos los cuerpos legales, su contenido debe ser actualizado considerando los nuevos requerimientos.

 
En tal contexto, aseveró que el escrutinio ciudadano respecto del actuar de los partidos políticos y de sus miembros ha evolucionado durante los últimos años, lo que requiere una actualización de las normas legales aplicables en la materia, tal como ocurre a propósito del financiamiento de personas jurídicas o los límites del gasto electoral.
 
En materia de financiamiento por parte de personas jurídicas, sostuvo que actualmente existe cierto consenso respecto de la prohibición del aporte de empresas.

 
Por otra parte, manifestó que resulta adecuado permitir el aporte de personas naturales, considerando que la reserva de éstos apunta a evitar la influencia hacia los candidatos que reciben el aporte. Con todo, afirmó que dicha finalidad no ha sido cumplida, lo que da cuenta de promover las medidas legislativas conforme a un criterio realista.

 
En la misma línea, aseveró que resulta adecuado establecer limitaciones al monto de los aportes, considerando, además, que se trata de donaciones a una actividad pública, lo que podría generar consecuencias en materia tributaria.

 
Asimismo, valoró las disposiciones relativas al financiamiento de la actividad política y la extensión de la noción de gasto electoral.
 
Respecto a las facultades del Servicio Electoral, sostuvo que el proyecto corrige una falencia de la legislación vigente, lo que resulta adecuado para aplicar correctamente la normativa que propone, sin perjuicio que deben aumentarse sustantivamente los recursos que se asignan a dicho organismo.

 
Finalmente, manifestó que, en general, el proyecto cumple adecuadamente con el propósito que persigue, particularmente en materia de gastos reservados, financiamiento por parte de empresas, fortalecimiento del Servicio Electoral y definición de la actividad propia de las campañas electorales.

CONSULTAS
 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de la determinación de los plazos dentro de los cuales es posible realizar actos de campaña electoral. Al efecto, expresó que debe evaluarse la necesidad de establecer y regular un período de pre-campaña electoral, o imputarla al plazo legal en que éstas pueden realizarse.

 
La Senadora señora Pérez San Martín sostuvo que la iniciativa debe favorecer una mayor representatividad de la ciudadanía en las autoridades de elección popular. En ese contexto, afirmó que el aporte a las colectividades políticas debe operar no sólo respecto de los partidos con representación parlamentaria.

 
El Senador señor Harboe comentó que la iniciativa considera el deber que debe cumplir el Estado respecto de la actividad política, la que actualmente no ha sido ejercida correctamente, mediante un mecanismo que permita reducir la influencia del dinero en dicha actividad.

 
Con dicha finalidad, señaló que el proyecto elimina la posibilidad de realizar aportes anónimos de bajo monto por parte de personas naturales, lo que resulta inadecuado al impedir el ejercicio de una legítima prerrogativa que emana de la ciudadanía y afectar, eventualmente, el acceso y estabilidad en el empleo. Asimismo, agregó que la adhesión política constituye un dato sensible que debe ser cautelado, de lo que deriva la necesidad de proteger dicha información.

 
Al mismo tiempo, explicó que al prohibirse el aporte de las personas jurídicas el financiamiento de las campañas sólo radicará en el aporte estatal o las donaciones de personas naturales, lo que podría estimular el financiamiento irregular.

 
En cuanto al aporte de capital propio a una campaña electoral, abogó por prohibir o limitar dicha figura toda vez que, de otro modo, un candidato que cuenta con gran cantidad de recursos personales podría vulnerar la limitación en el gasto.

 
En materia de propaganda electoral, agregó que el proyecto circunscribe su realización a un plazo determinado, lo que podría generar que aquellos actos realizados fuera de ese plazo no sean considerados como actos de propaganda, quedando sin fiscalización por parte del Servicio Electoral.

 
Por otra parte, aseveró que el proyecto debe compatibilizar las medidas de fiscalización que puede adoptar el Servicio Electoral con la investigación que debe desarrollar el Ministerio Público, toda vez que puede ocurrir que ciertos actos sean considerados como una infracción grave desde el punto de vista administrativo, pero no así desde el ámbito penal.

 
Finalmente, afirmó que existe la necesidad de reponer la prohibición de aportes de fuente extranjera, toda vez que, de ese modo, se pueden vulnerar los propósitos que persigue el proyecto, y se deben mejorar los estándares de funcionamiento y estructura orgánica de los partidos políticos, a raíz del sistema de financiamiento público que contempla la iniciativa.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en valorar el contenido del texto despachado en primer trámite constitucional por la Cámara de Diputados.

 
Seguidamente, precisó que existe la necesidad de implementar un sistema de aporte privado de bajo monto, evitar una restricción excesiva del aporte que pueden realizar los funcionarios públicos, prohibir cualquier aporte de fuente extranjera y evitar la excesiva proliferación de partidos políticos, lo que podría ocurrir al no existir requisitos mínimos para su constitución y funcionamiento.


En cuanto a la fijación del período de campaña, enfatizó que se debe evitar la extensión excesiva de éstas, toda vez que, de lo contrario, se produce una desafección de la ciudadanía con los procesos eleccionarios y un exceso en el gasto electoral.

 
En ese contexto, agregó que es necesario evaluar la necesidad de establecer un período de pre campaña para elecciones de Presidente de la República, considerando que tales candidaturas requieren un posicionamiento previo -por un plazo cercano a los dos años, según se ha sostenido en la ciencia política-, lo que ha sido reconocido, a modo de ejemplo, en la legislación estadounidense.

 
Finalmente, consultó acerca del establecimiento de un fondo común para la actividad política, formado con el aporte de personas jurídicas, el que se podría distribuir entre los distintos candidatos atendiendo al resultado de la elección de que se trate.

 
El presidente de Chile Transparente, señor José Miguel Insulza, afirmó que en materia de donaciones reservadas, dicha figura puede generar una situación problemática para aquellos candidatos que se oponen a recibirlas, sobre todo cuando se trata de aportes de dudosa procedencia. Asimismo, aseveró que, en principio, las donaciones privadas pueden ser admitidas, lo que exige reducir el riesgo de que, por intermedio de dicho mecanismo, se perjudique al candidato que las recibe.

 
Respecto del período de precampaña, sostuvo que se debe regular su realización en primarias electorales, en tanto que, respecto de los partidos políticos, se deben elevar los requisitos para su constitución y funcionamiento, con la finalidad de evitar la proliferación de dichas entidades.

 
En cuanto a la creación de un fondo común conformado por el aporte de personas jurídicas, detalló que se trata de un mecanismo que ha sido utilizado, habiendo operado correctamente.

 
El abogado, señor Alejandro Ferreiro, dentro de las materias prácticas que derivan de la aprobación de la iniciativa, abogó por detallar el procedimiento de declaración de incumplimiento de los requisitos de presentación de una candidatura parlamentaria, particularmente cuando se omite la declaración de patrimonio e intereses.

 
Asimismo, valoró las disposiciones contenidas en la iniciativa en lo que respecta a los plazos y condiciones para desarrollar una campaña electoral.

 
Respecto del gasto generado antes del período legal de campañas, afirmó que se deben establecer las facultades para que el Servicio Electoral pueda actuar en dicha hipótesis, en tanto que, en materia de financiamiento de la actividad partidaria, abogó por evitar la proliferación de partidos, sin que ello genere la imposición de requisitos excesivamente complejos para el ingreso de nuevas fuerzas políticas.

 
Por otra parte, abogó por garantizar un mecanismo de aportes anónimos de bajo monto por parte de personas naturales, lo que permitiría cautelar la privacidad de los aportantes. En ese contexto, manifestó que el establecimiento de un sistema de donación en una cuenta corriente única, la que puede ser fiscalizada por el Servicio Electoral, resulta ser un instrumento adecuado.

 
Finalmente, afirmó que el aporte de capital propio no implica un conflicto de interés, por lo que, en principio, no se trata de una figura que debiera ser restringida, considerando, además, que en cualquier caso tales aportes se encuentran afectos a un límite global de gastos.

 
El economista y presidente de la Fundación Espacio Público, señor Eduardo Engel, sostuvo que se debe regular el período de pre campaña, distinguiéndolo de aquél propio de campañas electorales, implementando la figura de un comité exploratorio cuando se trate de campañas a Presidente de la República.

 
Tratándose de los criterios de financiamiento de las colectividades políticas, agregó que el proyecto debe operar en conformidad a los requisitos de inscripción de los partidos, en tanto que, tratándose de la representación parlamentaria que pudiere exigirse, ello podría dificultar el financiamiento de nuevas agrupaciones.

 
Acerca de la creación de un fondo común mediante aportes de empresas, señaló que dicho mecanismo puede generar una intervención excesiva del sector privado en la política.

 
En cuanto al límite a los aportes propios, sostuvo que se debe garantizar la competencia en igualdad de condiciones entre todos los candidatos, lo que exige limitar el aporte que se realice con fondos propios.

 
Respecto del momento en que se divulga la identidad de los aportantes de fondos, agregó que, considerando que se establecerá un límite de gasto relativamente bajo, su puesta en conocimiento no generaría necesariamente que la campaña se centre en ese punto en particular.

 
Asimismo, coincidió en la necesidad de establecer un sistema de aporte anónimo de bajo monto para personas naturales.

 
El profesor de la Universidad de Chile, señor Ricardo Gamboa, indicó que, en materia de los requisitos que deben satisfacer los partidos políticos para acceder a financiamiento público, se debe atender, a modo de ejemplo, a la representación por número de votos a nivel nacional.

 
Acerca del límite del aporte propio, afirmó que, al existir un límite para el gasto de campañas, no resulta pertinente prohibir la utilización de fondos propios de cada candidato.

 
En materia de la creación de un fondo común mediante el aporte de personas jurídicas, coincidió en la necesidad de evitar que un instrumento de esa naturaleza permita suponer la cooptación de las empresas hacia la actividad política.

HÉCTOR MERY REPRESENTANTE DE LA FUNDACIÓN JAIME GUZMÁN

 
El abogado de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, manifestó que la iniciativa puede contribuir a mejorar el régimen institucional vigente.

 
Con todo, aseveró que el proyecto descansa sobre la base de considerar a los partidos políticos como personas jurídicas de derecho público, lo que, afirmó, resulta controvertido en nuestro país.

 
En ese contexto, afirmó que la regulación constitucional vigente reconoce el derecho de asociación, incluyendo el derecho a formar partidos políticos, lo que constituye la base sobre la cual debe diseñarse la forma en que tales colectividades deben operar.

 
De ese modo, añadió que el proyecto limita excesivamente el aporte de personas naturales a las campañas electorales y prohíbe aquel que pueden enterar las personas jurídicas, lo que vulnera el derecho de estas entidades para adquirir el dominio de toda clase de bienes. 

 
Finalmente, añadió que de ese modo se restringe desproporcionadamente el derecho de las personas jurídicas a intervenir en la actividad política, en tanto que el aporte realizado únicamente con fondos fiscales igualmente genera una tensión entre el dinero y la política, tal como ocurre en aquellos países que consagran dicho sistema.

LUCAS SIERRA REPRESENTANTE DEL CENTRO DE ESTUDIOS PÚBLICOS

 
El subdirector del Centro de Estudios Públicos, señor Lucas Sierra, expuso ante la Comisión respecto de la regulación propuesta en materia de financiamiento de las campañas electorales.

 
En primer lugar, puntualizó que las campañas electorales constituyen una etapa indispensable en los procesos eleccionarios. Con todo, afirmó que el financiamiento de dichas campañas, en nuestro país, opera mediante un sistema mixto que requiere ser modificado, sin perjuicio que, aseveró, la iniciativa no resuelve adecuadamente dicha problemática.
 
En efecto, afirmó que la legislación vigente incurre en un error al suponer que, en la práctica, los aportantes privados a las campañas electorales no ponen en conocimiento sus aportes a los destinatarios de éstos. De ese modo, apuntó que el propósito que persigue dicha regulación –consistente, como es sabido, en evitar el conocimiento de la identidad de las personas jurídicas mediante el sistema de aportes reservados- resulta incumplido, sobre todo considerando las falencias que dicho cuerpo legal contiene en materia de fiscalización.

 
De ese modo, sostuvo que una alternativa consiste en mejorar la legislación vigente generando incentivos para las donaciones de personas naturales y jurídicas sin fines de lucro, junto al establecimiento de altos estándares de fiscalización y sanciones.
 
Agregó que la donación reservada por parte de personas jurídicas, junto al aporte del Estado, permite garantizar condiciones mínimas de igualdad para todos los candidatos, particularmente tratándose de candidatos desafiantes.

 
En esa línea, arguyó que el financiamiento estatal favorece al candidato incumbente, toda vez que considera el voto obtenido, en tanto que no existe un criterio ex ante que permita distribuir los recursos para un candidato que desafía a quien ejerce el cargo de que se trate.

 
En consecuencia, afirmó que el proyecto, al prohibir los aportes de personas jurídicas, eliminar un mecanismo de reserva de identidad y reducir los topes a los aportes y expansión de distritos y circunscripciones, generará una evidente disminución del aporte total privado, lo que, junto al aumento del aporte estatal, provocará incentivos para la demanda de recursos irregulares.

 
Seguidamente, la investigadora del Centro de Estudios Públicos, señora Isabel Aninat, en materia de campañas y propaganda electoral, opinó que la definición de gasto electoral, concebido como aquel realizado por el candidato o un tercero a su favor, puede incentivar una serie de aportes irregulares, tal como ocurriría en el evento de realizar campaña negativa en contra de un candidato o realizar deliberadamente ciertas prácticas que lo desfavorecen.

 
Asimismo, agregó que la iniciativa no regula las campañas electorales que se realizan mediante redes sociales o sistemas informáticos, sin considerar probablemente que dichos mecanismos constituirán, en lo sucesivo, los mecanismos mediante los cuales aquéllas tenderán a desarrollarse.

 
Respecto de las medidas de fiscalización que puede adoptar el Servicio Electoral, abogó por permitir que pueda desarrollarse mediante terceros, previa autorización de dicho organismo.

 
En lo tocante a las medidas de fiscalización, añadió que el proyecto permite adecuadamente la presentación de denuncias por parte de la ciudadanía, sin perjuicio que debe evitarse la sustitución del debate propio de las campañas por denuncias infundadas que pudieren influir excesivamente en los resultados electorales.

 
En materia de partidos políticos, abogó por establecer fondos estatales para su financiamiento, con la finalidad de estimular la producción de bienes públicos, lo que requiere financiar aquellas actividades que acerquen a los partidos políticos a la ciudadanía y los conviertan en organizaciones activas y vinculadas con sus militantes.

 
Al efecto, sostuvo que debe establecerse un sistema de financiamiento condicionado a las labores que desarrollan, considerando los requisitos y finalidades que dichas colectividades deben cumplir.

 
Por otra parte, agregó que se deben promover medidas en favor de la incorporación de sectores excluidos y descentralización de la dirección de los partidos políticos.

 
En materia de fiscalización de su actividad, aseveró que la iniciativa permite que los partidos políticos puedan ocultar ciertas prácticas que pudieren resultar irregulares, considerando que el Servicio Electoral sólo podría desplegar sus facultades de control durante el período de campaña.

 
Respecto del rol del financiamiento estatal a los partidos políticos, sostuvo que los países que han consagrado dicho sistema han generado una excesiva dependencia del aporte público, alejando a las colectividades de la ciudadanía.

 
En consecuencia, comentó que resulta relevante implementar un sistema mixto de provisión de fondos mediante la donación de bajo monto por parte de personas naturales, la promoción del pago de cuotas de los militantes de las colectividades y un mejoramiento en sus prácticas internas.

 
En cuanto a la reinscripción de militantes, añadió que ello constituye un requisito fundamental para acceder al financiamiento público, en los términos propuestos por la Comisión Presidencial contra los conflictos de interés, tráfico de influencias y corrupción. En efecto, añadió que ello requiere la coordinación de los partidos políticos con el Servicio Electoral, sin perjuicio que, agregó, la fórmula que propone el proyecto carece de generalidad e impide la creación de nuevos padrones electorales.

 
Finalmente, aseveró que la eventual autonomía constitucional del Servicio Electoral requiere la implementación de facultades que le permitan fiscalizar adecuadamente la actividad política y los partidos políticos.

PABLO RODRÍGUEZ REPRESENTANTE DEL INSTITUTO LIBERTAD

 
El cientista político del Instituto Libertad, señor Pablo Rodríguez, expresó que el propósito de la iniciativa apunta, en general, a perfeccionar el funcionamiento del sistema político. Con todo, aseveró que el proyecto se ve influido excesivamente por la actual coyuntura, pasando de un extremo a otro en materia de financiamiento de la política sin pensar en el largo plazo, lo que puede significar que una regulación deficiente puede ser tan negativa como la ausencia de normas.

 
En ese contexto, sostuvo que existen tres grandes problemáticas que no están bien resueltas en el proyecto: la relación entre candidatos incumbentes y desafiantes, el aporte de empresas y personas naturales y las normas sobre intervencionismo electoral.

 
En materia de la relación entre incumbentes y desafiantes, aseveró que no resulta correcto favorecer a los incumbentes en desmedro de los desafiantes, lo que requiere garantizar la competencia e incertidumbre en los resultados electorales.

 
Manifestó que se deben sincerar completamente las precampañas, considerando que, en la práctica, los candidatos no empiezan sus campañas 90 días antes de la elección, lo que permitiría que los candidatos desafiantes tengan reales opciones de ganar una elección.

 
En cuanto a los aportes de empresas y personas naturales, añadió que resulta preferible que existan aportes regulados de personas jurídicas en lugar de marginar a las empresas de la política, considerando que no dejarán de realizar tales aportes y buscarán nuevos mecanismos de influencia. En consecuencia, propuso establecer un sistema mixto de carácter público-privado permanente, transparente y fiscalizable.

 
Asimismo, añadió que resulta adecuado que los aportes limitados de personas naturales puedan tener el carácter de anónimos, considerando que, de otro modo, se desincentiva la realización de tales donaciones.

 
Por otra parte, afirmó que no resulta acertado establecer una dependencia completa de los partidos políticos por parte del Estado o el gobierno de turno, lo que requiere atomizar las fuentes de recursos para la actividad política tal como, añadió, se permite en la mayoría de los países que pertenecen a la Organización para la Cooperación y el Desarrollo Económicos (OCDE).

 
En lo que respecta a las medidas para evitar hipótesis de intervencionismo electoral, añadió que se debe evitar efectivamente el intervencionismo político y electoral por parte de empresas estatales en períodos de campaña, garantizando la prescindencia total en períodos electorales de altos funcionarios públicos tales como ministros, subsecretarios o jefes de servicio o autoridades de exclusiva confianza del Presidente de la República, y no permitir la utilización de recursos públicos, humanos, técnicos o de otro tipo con objetivos electorales, tales como beneficios sociales, bonos, subsidios, programas de empleo, bases de datos, entre otros.

 
En la misma línea, afirmó que se debe regular los gastos reservados que maneja el gobierno de turno, prohibir inauguraciones de “primeras piedras” en períodos electorales y limitar el mecanismo de las urgencias y de presentación de reformas constitucionales, o de aquellas leyes de quórum especial, en períodos de campaña electoral. 

 
En efecto, arguyó que en los momentos cercanos a las elecciones las urgencias debieran fijarse en conjunto entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, lo que requiere limitar la facultad de veto que ejerce el Presidente de la República, y limitar, en dicho período, la contratación de parientes de autoridades públicas en organismos del Estado.

 
Finalmente, manifestó que la experiencia en otros países demuestra que el exceso de regulaciones y prohibiciones no han logrado los objetivos perseguidos, generando consecuencias negativas y comportamientos menos transparentes y cuestionables. Habida cuenta de ello, señaló que se deben fortalecer las atribuciones y recursos para el Servicio Electoral, junto con analizar tales medidas en concordancia con el nuevo sistema electoral proporcional, que establece distritos más grandes y menos requisitos para formar partidos, lo que podría generar una proliferación de partidos políticos buscando recursos del Estado.

 
Agregó que ello requiere ampliar la discusión de financiamiento público de partidos políticos a centros de estudios, considerando que estas instituciones aportan al país desde la contribución de ideas, formación ciudadana, formulación de políticas públicas y asesoría legislativa, y elevar los niveles de transparencia y probidad de los partidos políticos para acceder a financiamiento público, respetando su autonomía.

SALVADOR VALDÉS EN REPRESENTACIÓN DEL CENTRO LATINOAMERICANO DE POLÍTICAS ECONÓMICAS Y SOCIALES (CLAPES UC)

 
El coordinador microeconómico del Centro Latinoamericano de Políticas Económicas y Sociales (CLAPES UC), señor Salvador Valdés, explicó que, en el último tiempo, la desconfianza ciudadana ha aumentado a raíz de diversos casos de corrupción y conflictos de intereses, los que deben ser investigados y castigados de acuerdo a la ley vigente. Dicha situación, sostuvo, ha generado la necesidad de fortalecer los mecanismos legales de donación pública o privada.

 
Con todo, afirmó que la iniciativa apunta en otra dirección, toda vez que no introduciría modificaciones sustanciales a la composición de las cámaras legislativas, sino que castiga a todos los donantes privados, incluso a los que usaron canales legales, impidiendo la libre expresión en política, e incentiva la donación irregular e ilegal, sea estatal o privada.

 
En ese contexto, aseveró que, en materia de financiamiento privado a la actividad política, se debe proteger la libertad de los ciudadanos para manifestarse en ella.

 
En efecto, sostuvo que la ampliación de los distritos y del número de electores eleva el costo de contactar a ese mayor número de donantes, por lo que, para atraer y proteger a candidatos respetuosos de la ley, resulta necesario elevar el límite de gasto electoral. 

 
Al mismo tiempo, agregó que, para bajar significativamente el costo total de las campañas, la prioridad debería ser consistir en fiscalizar con mayor detalle el financiamiento irregular. Con todo, enfatizó que la iniciativa apunta en sentido contrario, al bajar los límites de gasto legal a la mitad, lo que otorga ventaja a candidatos audaces que usan financiamiento irregular estatal o privado.

 
En la misma línea, añadió que el financiamiento privado constituye un canal seguro para la donación asociativa, considerando que ello configura un derecho ciudadano inalienable. Al efecto, aseveró que dicho aporte es más expresivo que la donación atomizada y ayuda a contrarrestar la tendencia de cada uno de quienes simpatizan con un candidato a restarse y dejar que los demás financien, tal como opera en las democracias más avanzadas.

 
Por otra parte, afirmó que el proyecto debe proteger a los donantes privados de la extorsión de políticos poderosos, incluyendo a los donantes pequeños como contratistas y funcionarios del Estado.

 
Asimismo, añadió que el financiamiento irregular de origen estatal merece tanto repudio como el de origen privado, en tanto que, aseveró, existen remuneraciones desproporcionadas en el Poder Ejecutivo al alero de sistemas discrecionales para contratar y elevar el sueldo de operadores políticos de las facciones oficialistas, lo que financia indirectamente su reelección.

 
En consecuencia, abogó por fortalecer la capacidad de la Contraloría General de la República para fiscalizar las remuneraciones que pertenezcan al 5% de los puestos mejor pagados de cada ministerio y empresa pública.

CONSULTAS
 
El Senador señor Pérez Varela abogó por implementar la legislación correspondiente conforme a un criterio realista, particularmente en materia de fijación del plazo en que pueden desplegarse las campañas electorales.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en promover reformas legislativas con realismo, toda vez que, de ese modo, es posible evitar la ocurrencia de irregularidades en el financiamiento, transparencia y publicidad de la actividad política.
 
En ese contexto, manifestó que un sistema de financiamiento mixto suficientemente regulado resulta razonable, al evitar la sobrecarga en el financiamiento público de campañas y partidos políticos y permitir los aportes de bajo monto por parte de personas naturales. 

 
Al mismo tiempo, agregó que los aportes de personas jurídicas, durante los últimos años, presentan cierta tendencia a favorecer a un determinado sector político, esto es, a repartirse en condiciones de desigualdad entre las distintas colectividades.

 
La investigadora del Centro de Estudios Públicos, señora Isabel Aninat, coincidió en la necesidad de regular el período anterior a las campañas electorales, distinguiendo las normas aplicables a su financiamiento de aquellas que dicen relación con el despliegue de propaganda, incluso con anterioridad a las elecciones primarias.

 
El subdirector del Centro de Estudios Públicos, señor Lucas Sierra, añadió que la iniciativa tiende a favorecer las campañas electorales de los candidatos incumbentes en desmedro de los desafiantes, lo que requiere, entre otras medidas, evitar que los recursos que recibe una autoridad en ejercicio vayan destinados a financiar dichas campañas y regular adecuadamente el financiamiento privado, que favorece preferentemente a los candidatos desafiantes.

 
Respecto a la diferenciación entre los aportes anónimos y reservados, añadió que se debe distinguir entre el donante, el donatario y la ciudadanía. Tratándose de las donaciones anónimas, afirmó que quienes las conocen el monto del aporte y la identidad de quien la realizó son el donante y el donatario, en tanto que, en aquellas reservadas, dicha información sólo es conocida por el donante, lo que permite garantizar la independencia respecto del donatario, a diferencia de las donaciones anónimas, que se prestan para conflictos de interés.
 
Finalmente, sostuvo que la prohibición de efectuar donaciones para determinados funcionarios públicos podría constituir una hipótesis de discriminación arbitraria, con la eventual inconstitucionalidad que ello supone, en tanto que una limitación al uso de fondos propios para campañas electorales parece igualmente errónea.

 
El abogado de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, aseveró que la desigual repartición entre los fondos aportados a campañas electorales no genera, necesariamente, que aquella coalición que recibe mayor cantidad de aportes obtenga una mayor votación.

 
Asimismo, añadió que debe considerarse que los fondos estatales, por sí mismos, no se encuentran revestidos de mayor legitimidad en relación a los aportes privados, por lo que la severa restricción que el proyecto propone respecto de éstas resulta inadecuada.

 
En materia de regulación de pre campañas electorales, afirmó que resulta particularmente complejo determinar el momento en que ésta puede iniciarse. Respecto del deber de reserva de las donaciones de personas naturales, agregó que se trata de una materia que debe ser cautelada, evitando que la prohibición de cualquier tipo de donación constituya una limitación excesiva de la libertad personal.

 
Finalmente, afirmó que el financiamiento público excesivo puede incentivar mecanismos irregulares de aportes privados.

 
El cientista político del Instituto Libertad, señor Pablo Rodríguez, agregó que, en diversas encuestas de opinión, la ciudadanía no se ha pronunciado masivamente en favor de un determinado sistema de financiamiento de la actividad política. Asimismo, arguyó que la iniciativa debe enfocarse preferentemente en la fuente de financiamiento, más en que en el límite de gasto electoral.
DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LAS INDICACIONES FORMULADAS AL TEXTO APROBADO EN GENERAL
ARTÍCULO 1° QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY N° 18.700, VOTACIONES POPULARES Y ESCRUTINIOS

INDICACIÓN NÚMERO 1

SEÑALAMIENTO DE CUENTA BANCARIA DEL CANDIDATO


La Presidenta de la República formuló la indicación número 1, que agrega un inciso final al artículo 3°-referido a la declaración de las candidaturas- para exigir respecto de cada candidato que señale una cuenta bancaria única que cumpla los requisitos del artículo 16 de la ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la indicación apunta a especificar el momento en que debe abrirse la cuenta corriente bancaria que establece el artículo 16 de la ley N° 19.884, la que debe verificarse al momento de la declaración de candidatura.

 
En la misma línea, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, añadió que la indicación resulta aplicable a aquellos candidatos que hubieren realizado la declaración de candidatura, en cuyo caso debe abrirse la cuenta corriente bancaria que establece la ley.

 
-Puesta en votación la indicación 1, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 1

DECLARACIÓN DE PATRIMONIO E INTERESES DE LOS CANDIDATOS QUE PARTICIPEN O NO EN LAS ELECCIONES PRIMARIAS

Se formularon las siguientes indicaciones al inciso primero del artículo 6° bis que se propone agregar:

INDICACIONES NÚMEROS 2 Y 3

Los Senadores señores Larraín y Coloma proponen sustituir el artículo 6° bis con la finalidad de establecer que sólo los candidatos que participen en las elecciones primarias deberán efectuar la declaración de patrimonio e intereses. Los candidatos que no participen en las primarias deberán presentar la declaración en la fecha correspondiente a la declaración de sus respectivas candidaturas.

-Estas indicaciones fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 4


La Presidenta de la República propone que la declaración de patrimonio e intereses se realice en la fecha que corresponda a la declaración de las candidaturas y en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses.

INDICACIÓN NÚMERO 5

La indicación número 5 presentada por los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe tiene como propósito agregar al inciso primero del artículo 6° bis una oración final que incluye formularios para la declaración de patrimonio e intereses en la página web del Servicio Electoral.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la disposición en estudio consagra el deber de los candidatos de efectuar una declaración de patrimonio e intereses que, en conformidad a la aprobación de la indicación 1, debe realizarse al momento de declaración de cada candidatura. 

 
De ese modo, afirmó que el Ejecutivo propone que tal declaración deba efectuarse en la oportunidad que prevé el artículo 3° de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, tratándose para las declaraciones de precandidatura. Asimismo, detalló que la indicación 4 ajusta la referencia normativa contenida en el texto aprobado en general por el Senado, al corresponder a la ley sobre Probidad en la Función Pública, la que incluye en dicha declaración a los intereses del cónyuge.

 
El abogado señor Giovanni Calderón consultó respecto del organismo ante el que debe efectuarse la declaración de patrimonio e intereses, y de cuál es el estímulo para efectuar una declaración de precandidatura electoral considerando las normas de control que operan en cada caso.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, detalló que la disposición en estudio se inserta en el Título I de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios, la que, entre otras materias, establece los requisitos que deben cumplir las candidaturas ante el Director del Servicio Electoral, por lo que dicha declaración debe efectuarse ante ese organismo. Al efecto, manifestó respecto de la indicación 5, sobre facilitación de la declaración con formularios en la página web del Servicio Electoral, que dicha institución ya cuenta con la facultad de dictar las resoluciones generales y particulares necesarias para el ejercicio de sus atribuciones, de manera que resulta apropiado establecerlo en el artículo 6° bis.
 
En sesión posterior, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó la propuesta del Ejecutivo –indicación 5 a)- para establecer que el Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.
 
De ese modo, aseveró que la indicación apunta a facilitar la declaración de patrimonio e intereses que deben realizar los precandidatos y candidatos.

 
El Senador señor García Ruminot reiteró que existe la necesidad de establecer que, tratándose de los concejales, la declaración de patrimonio e intereses deba efectuarse únicamente respecto de aquellos que resultaren electos, particularmente en aquellas comunas de menor tamaño, toda vez que, de ese modo, es posible estimular la presentación de un mayor número de candidatos.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, afirmó que no es posible establecer un tratamiento diferenciado únicamente respecto de los concejales, considerando que las normas contenidas en la iniciativa operan, en general, respecto de todas las autoridades elegidas en cargos de elección popular, sin importar el tamaño de la comuna o zona geográfica en que se desempeñen.

 
-Puesta en votación la indicación 4 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Respecto de la indicación 5, se rechazó, por haberse considerado su objetivo en la indicación 5 a) formulada por el Ejecutivo, que también fue aprobada con la misma unanimidad.

-La Comisión Especial acordó en forma unánime que la Secretaría en conjunto con los representantes del Ejecutivo realice las adecuaciones pertinentes en las normas donde deban incluirse los precandidatos.


En sesión de 25 de noviembre de 2015, el Senador señor Pérez Varela comentó que el artículo 6° bis se refiere exclusivamente a la obligación de efectuar las declaraciones de intereses y de patrimonio, respecto de las declaraciones de candidaturas y precandidaturas, teniendo presente que la ley que regula las elecciones primarias no exige la concurrencia de determinados requisitos, sino que ellos se deben cumplir al momento de la inscripción de la candidatura.
-------

Al inciso segundo del artículo 6° bis que se propone agregar a la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios –referido a la no admisión por el Servicio Electoral de las declaraciones e inscripciones de candidaturas en el plazo previsto- se formuló la siguiente indicación:

INDICACIÓN NÚMERO 6


La indicación número 6 de los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe reemplaza el inciso segundo del artículo 6° bis para establecer que el Servicio Electoral deberá fijar un plazo para que los candidatos subsanen los eventuales errores o imprecisiones de sus declaraciones y, en caso de no repararlos, se entenderán como no presentadas las declaraciones e inscripciones a candidaturas.


La Comisión Especial estimó prudente abocarse a la segunda oración de la indicación 6 y así lo refrendó la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, esto es, contemplar el efecto que produce el vencimiento del plazo, en cuyo caso se entenderán como no presentadas las declaraciones e inscripciones a candidaturas de aquellos candidatos que no hubieran efectuado la declaración de patrimonio e intereses o no hubieran subsanado errores o imprecisiones de éstas.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que, mediante el efecto que se propone, en la práctica se otorga un mayor plazo para presentar declaraciones de patrimonio e intereses.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que el texto aprobado en general por el Senado establece una sanción ante la no presentación o la presentación errónea de la declaración de patrimonio e intereses, cuando se hubiere vencido el plazo otorgado para su subsanación. De ese modo, manifestó que la indicación 6 resuelve adecuadamente la segunda hipótesis.
 
-Puesta en votación la indicación 6, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Al inciso tercero del artículo 6° bis que se propone agregar a la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios –referido a la aplicación de sanciones por el Servicio Electoral- se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 7


La Presidenta de la República, por medio de la indicación número 7, propone suprimir el inciso tercero del artículo 6° bis.
INDICACIONES NÚMEROS 8 Y 9


Los Senadores señores Larraín y Coloma formularon las indicaciones números 8 y 9 para completar referencia a la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el fundamento de la indicación 7 dice relación con el efecto que propone el inciso segundo del artículo 6 bis de la ley N° 18.700 ante el incumplimiento de la declaración de patrimonio e intereses, por lo que el inciso tercero de dicho artículo resulta redundante.

 
-Puesta en votación la indicación 7, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Las indicaciones 8 y 9 fueron rechazadas por la misma unanimidad.


Al inciso cuarto del artículo 6° bis que se propone agregar a la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios –referido a la entrega de copias de las declaraciones por el Servicio Electoral al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero- se formuló la siguiente indicación:

INDICACIÓN NÚMERO 10


El Senador señor Horvath, mediante la indicación número 10, propone agregar la exigencia de que se publiquen las declaraciones en la página web del Servicio Electoral.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, opinó que la indicación resulta redundante, considerando que en la legislación orgánica aplicable a los partidos políticos se consagra la obligación de publicar, en sus páginas web, las declaraciones de patrimonio e intereses de sus candidatos.
 
Con todo, propuso compatibilizar dicha regulación con la obligación de entregar, dentro de los diez días hábiles siguientes, copia de estas declaraciones al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero dependiente del Ministerio de Hacienda.


-Puesta en votación la indicación 10, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 2

DEFINICIÓN DE PROPAGANDA ELECTORAL, SUPRESIÓN DE LA RESTRICCIÓN AL FINANCIAMIENTO DE ORIGEN EXTRANJERO, INVITACIÓN A LAS INAUGURACIONES Y PROPAGANDA POR PRENSA Y RADIOEMISORAS
letra a)


A esta letra a), que reemplaza los incisos primero y segundo del artículo 30 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, se formularon las siguientes indicaciones:
INDICACIÓN NÚMERO 11


El Senador señor Navarro, mediante la indicación número 11, sustituye los incisos primero y segundo del artículo 30, consagrando un nuevo concepto de propaganda electoral incorporando los medios electrónicos, otro concepto de propaganda electoral en general que implicaría la intención de promover una candidatura, un partido político o un movimiento político sin hacer un llamado explícito al voto y un tercer concepto que dice relación con hacer conocidos a los candidatos o precandidatos entre la población o a posicionar su imagen o nombre mediáticamente.

-Respecto de esta indicación, se aprobó el inciso primero, con modificaciones y el segundo se rechazó. En ambas situaciones por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 12

El Senador señor Horvath, con la indicación número 12 sustituye la propaganda electoral como “manifestación pública” por propaganda electoral como “manifestación pública realizada por cualquier medio”.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIONES NÚMEROS 13 Y 14

La Presidenta de la República y el Senador señor Coloma sugieren eliminar frase que une la propaganda electoral a los plazos establecidos en el artículo 30, 31 y 32 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


-Estas indicaciones fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 15


La Presidenta de la República, por medio de la indicación número 15, elimina la frase “o movimiento político”.

 
-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Discusión sobre las indicaciones 11, 12, 13, 14 y 15

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, manifestó que la indicación 11 no debe contemplar una referencia a los plazos que establecen los artículos 31 y 32, toda vez que de ese modo se imposibilita la contravención de dicha norma, en los términos que proponen las indicaciones 13 y 14. Asimismo, añadió que se debe eliminar la mención que contiene respecto del movimiento político, toda vez que no existe una definición legal aplicable en su caso.

 
Finalmente, agregó que la ley N° 19.884 contempla, a propósito del gasto electoral, una noción de propaganda electoral que debe ser considerada durante el análisis de las indicaciones en estudio.

  
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la regulación propuesta por el texto aprobado en general por el Senado resulta ser excesivamente amplia, lo que genera la necesidad de especificar los actos que pueden ser comprendidos dentro de la noción de propaganda electoral, en los términos que formulan las indicaciones en estudio.

 
El Senador señor Montes puntualizó que la indicación 11 considera correctamente las distintas plataformas o instrumentos en que puede desarrollarse una propaganda electoral. Asimismo, abogó por excluir de dicha noción aquellas actividades de promoción de asuntos propios de la política contingente.
 
El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de considerar la noción de propaganda contenida en la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, y eliminar cualquier referencia al ámbito temporal en que aquélla puede verificarse.

 
El Senador señor García Ruminot aseveró que la eliminación de la referencia a los movimientos políticos podría generar la exclusión de tales colectividades respecto de la regulación aplicable a las campañas y propaganda electoral, lo que puede resultar erróneo.

 
El Diputado señor Browne, junto con compartir dicha observación, agregó que los candidatos incumbentes contarán con una serie de ventajas respecto de los desafiantes, lo que genera la necesidad de acotar detalladamente el tipo de actos que pueden ser considerados como propaganda electoral.

 
El Senador señor Guillier coincidió que resulta necesario establecer un criterio de igualdad entre la propaganda que pueden desplegar los candidatos incumbentes y desafiantes.

 
El abogado señor Giovanni Calderón, previa autorización de la Comisión para hacer uso de la palabra, indicó que deben limitarse las actividades que pueden ser excluidas de la noción de propaganda electoral.

 
El abogado señor David Huina, previa autorización de la Comisión para hacer uso de la palabra, sostuvo que la noción de propaganda electoral dice relación con aquellas actividades que pueden desplegar los partidos políticos y no los movimientos políticos, por lo que resulta adecuado diferenciar el régimen aplicable en cada caso.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que, tratándose de movimientos políticos, si la propaganda electoral supone una determinada intención de voto, operan en su caso las prohibiciones y limitaciones que contempla la iniciativa. En tanto, agregó que en aquellos casos en que ello sólo tiene como finalidad divulgar la existencia de un movimiento político no quedará sujeto a dicha regulación, a diferencia de lo que ocurre en el caso de los partidos políticos, los que siempre se encuentran tras una candidatura.

 
El Senador señor Montes abogó por estimular la circulación de ideas y la creación de propuestas en el ámbito político, lo que requiere evitar que las actividades propias de ello puedan ser consideradas como propaganda electoral.

 
El Senador señor Harboe sostuvo que debe evitarse la especificación de las actividades que no constituyen propaganda electoral, toda vez que resulta más adecuado acotar aquellas que sí pueden resultar comprendidas en dicho concepto.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que, señalando de modo meramente ejemplar las actividades comprendidas en la noción de propaganda electoral, puede resolverse adecuadamente dicha situación.

 
El Senador señor Guillier manifestó una duda respecto a lo que se entiende por “redes sociales”, dado que una cosa son las plataformas digitales –la web- y otra son las estructuras sociales que se generan a partir de esas plataformas. Agregó que no se le puede impedir a la ciudadanía que opine.


Los integrantes de la Comisión Especial estimaron plausible dicha advertencia y fue sacada del texto la alusión a las redes sociales.


El abogado del Instituto Libertad, señor David Huina señaló como necesario incorporar la expresión “manifestación pública”, porque ejemplificó con el caso de activistas repartiendo folletos o portando banderas que claramente están llevando a cabo una manifestación pública.


La Comisión Especial concordó con dicha sugerencia.


En lo que respecta al inciso segundo del artículo 30, se propuso un texto que consigna lo que no es propaganda electoral, incluyendo actividades tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades no electorales propias de los partidos políticos y aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.


El Diputado Browne coincidió con la idea de que ojalá todas las autoridades electas realicen difusión de sus planteamientos, pero recordó que en el caso de los alcaldes existe la restricción de la renuncia al cargo 30 días antes de las elecciones, por lo que propuso que en el inciso segundo se restringiera la propaganda de los parlamentarios al período propio de campaña.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sugirió agregar la habitualidad a las actividades no electorales de los partidos políticos.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, aprobó el reemplazo de los incisos primero y segundo del artículo 30 de la ley N° 18.700, cuyo texto es el resultado de las indicaciones 11, inciso primero, con modificaciones y las indicaciones 13, 14 y 15.

 
En sesión de 25 de noviembre de 2015, el Senador señor Harboe propuso agregar en el inciso primero del artículo 30, a continuación de la expresión “medios análogos,” la palabra “siempre”, de manera de acotar la definición de propaganda electoral. La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial concordó con dicha proposición.

Seguidamente, el Senador señor Harboe se refirió a la situación de los movimientos políticos que no quedan regulados en la ley, posibilitando –a las personas que quieran burlar el texto legal- acogerse al subterfugio de pertenecer a un movimiento.


El Senador señor Walker, don Ignacio manifestó que existen sólo dos formas de ser candidato, independiente o formando parte de un partido.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, señaló que la preocupación manifestada se encuentra resuelta en la disposición al incorporarse a los candidatos, de modo que si existe un movimiento que promueve candidatos, la propaganda de dichos candidatos va a estar regulada como propaganda electoral. Además, aclaró que contemplar a los movimientos implica varios riesgos, uno de ellos es que la definición de movimiento político no está contenido en la legislación y otro es que puede configurar restricciones a la libertad de expresión, dado que los movimientos políticos no pueden realizar actividad electoral al igual que un partido político, por lo que cualquier expresión o manifestación de dichos movimientos podría ser sujeta a restricciones que atenten contra la garantía constitucional.

El Senador señor Harboe puntualizó que se estaba dejando fuera de la regulación a una práctica que es cada vez más habitual.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con el Senador señor Harboe, porque el artículo 30 es de aplicación permanente y no sólo en período de campaña.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, recordó que se trata de propaganda con fines electorales, es decir, la mera promoción de un partido político no configura propaganda electoral. Por otro lado, si se agregara en la ley a los movimientos políticos significaría que pertenecer a determinada asociación –por ejemplo colegios profesionales- cualquier actividad podría entenderse como propaganda electoral.

El Senador señor Harboe dejó constancia que la redacción del inciso primero del artículo 30 tal como está es discriminatoria, ya que los movimientos políticos no van a estar sujetos a las mismas exigencias de los candidatos y de los partidos políticos.

El asesor señor David Huina propuso clarificar el inciso primero agregando a la expresión “partidos políticos”, la categoría de “constituidos o en formación”, resolviendo de esta manera la inquietud del Senador señor Harboe.


La unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial concordó con dicha idea, entendiéndose que se modifican las indicaciones pertinentes.

INDICACIÓN NÚMERO 16

El Senador señor Navarro, según la indicación número 16, intercala en el artículo 30 de la ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios los incisos tercero a séptimo, nuevos, que regulan qué se entenderá por propaganda en los plebiscitos; qué no se entenderá por propaganda electoral; que las acciones de propaganda efectuadas en tiempo anterior al plazo establecido inhabilitarán al candidato a participar en las elecciones; que prohíbe el contenido machista o discriminatorio de las propagandas y la participación de menores de 15 años en ellas y preceptúa que las propagandas deberán mencionar en forma expresa el partido político o si se trata de una candidatura independiente y los pactos o sub pactos.
 
-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

letra b) del numeral 2)


A la letra b) -que elimina la restricción al financiamiento extranjero- se formularon las siguientes indicaciones:
INDICACIONES NÚMEROS 17, 18, 19 Y 20


Los Senadores señores Coloma, Larraín, García y Ossandón proponen la eliminación de la letra b), esto es, que se mantenga el texto del inciso tercero del artículo 30, que señala: “El financiamiento de los gastos que se realicen en propaganda electoral o plebiscitaria sólo podrá provenir de fuentes de origen nacional.”.

INDICACIÓN NÚMERO 21

Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe, mediante la indicación número 21, reemplazan la letra b) para sustituir, a su vez, el inciso tercero del artículo 30 por el siguiente: “El financiamiento de los gastos que se realicen en propaganda electoral sólo podrá provenir de fuente de origen nacional.”.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, fundamentó la eliminación del inciso tercero del artículo 30 en que el carácter sistemático de las normas sobre gasto electoral se encuentran en la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, en cuyo artículo 24 se contempla una prohibición para los aportes de campaña electoral provenientes de personas naturales o jurídicas extranjeras, con excepción de los efectuados por extranjeros habilitados legalmente para ejercer en Chile el derecho a sufragio. En consecuencia, no tiene lógica su inclusión en la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

-La Comisión Especial rechazó las indicaciones 17 a 20, por la unanimidad de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio

-La indicación 21 fue retirada por sus autores.

letra c) del numeral 2)


A la letra c) –referida a la obligación de las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias públicas desde el sexagésimo día anterior a la elección de cursar invitaciones por escrito a todos los candidatos del respectivo territorio electoral- se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 22


El Senador señor Larraín, por medio de la indicación número 22, sustituye el inciso que contiene la letra c) por uno que prohíbe a las autoridades políticas del Gobierno y el Congreso Nacional convocar, participar u organizar eventos o ceremonias de carácter público desde el nonagésimo día anterior a la respectiva elección. Asimismo, establece restricciones para las elecciones primarias.

INDICACIÓN NÚMERO 23

El Senador señor Horvath, conforme a la indicación número 23, agrega que a los candidatos invitados se les tratará en condiciones de igualdad y sin preferencias especiales por parte de la autoridad.

INDICACIÓN NÚMERO 24

El Senador señor Zaldívar propone agregar que copia de la invitación se entregue al respectivo Servicio Electoral.

Respecto de la obligación de las autoridades públicas de cursar invitación por escrito a todos los candidatos del respectivo territorio electoral, el Senador señor Ignacio Walker precisó que en la actualidad la mayoría de las autoridades adoptan las providencias del caso, de manera que consagrarlo en la ley es totalmente razonable.

El asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, recordó que el artículo 62 N° 8 de la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado dispone que infringe especialmente el principio de la probidad administrativa, contravenir los deberes de eficiencia, eficacia y legalidad que rigen el desempeño de los cargos públicos, con grave entorpecimiento del servicio o del ejercicio de los derechos ciudadanos ante la Administración.

El Senador señor Harboe sugirió agregar una oración final en el inciso cuarto nuevo que se agrega al artículo 30, disponiendo que el incumplimiento de la obligación sea considerado una contravención al principio de probidad.

-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, aprobó dicha sugerencia dada la necesidad de establecer una exigencia de cumplimiento y la sanción que corresponda.

Consecuentemente, la Comisión Especial rechazó las indicaciones 22, 23 y 24.
letra d) del numeral 2)


A la letra d) –referida al plazo en que se podrá desarrollar la propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras- se formuló la siguiente indicación:

INDICACIÓN NÚMERO 25


El Senador señor Guillier sustituye el inciso contenido en la letra d), por uno que contempla además una prohibición para las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras de discriminar arbitrariamente en el cobro de las tarifas y de negar la venta de espacios publicitarios con fines electorales.

El Senador señor Guillier fundamentó su indicación en la necesidad de compatibilizar la libertad de expresión y el derecho de los medios de comunicación a definir sus reglas. 

Recordó que las tarifas en períodos electorales tienden al alza y en muchas ocasiones son más onerosas que las tarifas para la propaganda comercial. 


Sostuvo que lo que le parece discriminatorio es que a un candidato le cobren una tarifa determinada y a otro candidato le suban la tarifa o le apliquen una menos onerosa.


El Senador señor Ignacio Walker precisó la necesidad de incluir el concepto de publicación de las tarifas, tal como se contempla en el texto aprobado en general.


El Senador señor Harboe destacó el contenido del texto aprobado en general y de la indicación del Senador Guillier, porque buscan en primer lugar establecer un equilibrio entre el legítimo derecho de ejercer una actividad económica de parte de las radioemisoras y de la prensa escrita y, por lo tanto, cobrar tarifas de acuerdo a las reglas del mercado, y en segundo lugar evitar que existan discriminaciones de las radioemisoras y de la prensa escrita respecto de los candidatos y candidatas.

Opinó que el texto aprobado en general por el Senado establece una obligación de informar al SERVEL respecto de las tarifas, lo que habilitaría a los medios de prensa escrita y radioemisoras para participar en la propaganda electoral.


El Senador señor Pérez Varela celebró como una medida de transparencia la obligación de informar las tarifas al SERVEL, asegurando un tratamiento tarifario igualitario.

Trajo a colación el actual inciso octavo del artículo 31 que prohíbe la discriminación en el cobro de las tarifas, de manera que el texto aprobado en general regula adecuadamente la materia. En cambio, señaló la indicación podría significar una intromisión excesiva en la actividad de las empresas periodísticas y radioemisoras.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, manifestó que el sentido de la indicación 25 estaría recogido en el inciso octavo del artículo 31 –ya mencionado por el Senador señor Pérez Varela- y trajo a colación –en cuanto al tema de la sanción- el artículo 124 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios que señala: “El Director responsable de un órgano de prensa, radioemisora o canal de televisión a través del cual se infringiere lo dispuesto en los artículos 30 ó 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien unidades tributarias mensuales. Igual sanción se aplicará a la empresa propietaria o concesionaria del respectivo medio de difusión.”.

El Senador señor Guillier dejó constancia, respecto de esta materia, que es necesario preservar la libertad editorial de cada medio de comunicación para adoptar libremente la decisión de a quien le conceden o no espacio para publicidad electoral, pero una vez que se concede la tarifa debe ser igual para todos.


El Senador señor Montes propuso que se deje establecido que el SERVEL determine la forma de entregar la información tarifaria.


El Senador señor García Ruminot abogó por un trato no discriminatorio con las radioemisoras más modestas en lo que respecta a las tarifas, en el sentido de no amarrarlas a tarifas predeterminadas.


El Senador señor Guillier recordó que las campañas son dinámicas y en la medida que los candidatos compiten van variando las tarifas.


El Senador señor Ignacio Walker sugirió incorporar en el texto en análisis una frase que permita a los medios de prensa y radioemisoras adecuar oportunamente y con la debida antelación las tarifas.

El Senador señor Montes manifestó inquietud sobre la situación que se deriva de los denominados intermediarios de medios, que le compran espacios a las radios y a su vez los venden a los candidatos. Al respecto, el Senador señor Harboe opinó que ese mercado va a cambiar radicalmente con la norma que se está concordando, puesto que desde el minuto en que la radio –no el intermediario- está obligada a informar al SERVEL sus tarifas, las que además serán publicadas en las páginas web del Servicio y del correspondiente medio, restarán de las negociaciones a los intermediarios.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, concordó en trasladar el inciso octavo del artículo 31 como inciso quinto del artículo 30 y, el texto aprobado en general, con modificaciones derivadas de las indicaciones 25 y 28, queda como inciso sexto del artículo 30, tal como se consigna en el capítulo de indicaciones.
NUMERAL 3

PERÍODO DE PROPAGANDA EN CASO DE PLEBISCITO

letra a) del numeral 3


A la letra a) del numeral 3 –que modifica el artículo 31 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 26


El Senador señor Navarro, mediante la indicación número 26, reemplaza el inciso quinto del artículo 31 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, para regular los tiempos de propaganda de los candidatos independientes a diputados y senadores.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 27

El Senador señor Navarro, en virtud de la indicación número 26, sustituye en el inciso séptimo del artículo 31, la frase que hace referencia a la prohibición de los servicios limitados de televisión de transmitir propaganda electoral por una que permite a los permisionarios de servicios limitados de televisión efectuar propaganda electoral en el caso que cuenten con los mecanismos para exhibir publicidad nacional.
CANALES DE TELEVISIÓN REGIONALES Y LOCALES


A propósito del inciso séptimo del artículo 31, el Senador señor Harboe realizó un planteamiento sobre la existencia actual de una multiplicidad de canales de televisión regionales y locales, los que se verán incrementados con el establecimiento de la televisión digital, materia que en esta ley no estaría siendo regulada, por lo que solicitó al Ejecutivo que adopte una resolución en conjunto con la Subsecretaría de Telecomunicaciones.

El Senador señor Guillier destacó que el inciso séptimo del artículo 31 hace mención de los “canales de televisión de libre recepción” y se preguntó qué sucede con la televisión por cable, sumado al año 2016 donde se iniciará el proceso de televisión digital.


El Senador señor Pérez Varela también consultó sobre la regulación de las radios “on line”.

 
-La indicación 27 fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 28

El Senador señor Guillier, por medio de la indicación número 28, propone suprimir el inciso octavo del artículo 31, dado que su indicación número 25 regula tal materia, referida a la no discriminación en el cobro de las tarifas por las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras.

-De conformidad al acuerdo adoptado respecto de la indicación 25, esta indicación 28 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN NÚMERO 29


El Senador señor Navarro, en virtud de la indicación número 29, modifica el inciso octavo del artículo 31 para limitar la publicación o emisión de propaganda electoral sólo al tiempo que la ley permite.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
letra b) del numeral 3


A la letra b) –que contempla la prohibición de propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos o por altoparlantes fijos o móviles- se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 30


El Senador señor Montes, por medio de la indicación número 30, sustituye la letra b) para agregar la prohibición de contratar, pagar o financiar la confección o distribución de propaganda electoral gráfica o la difusión en medios de comunicación masiva a toda persona que no sea el candidato, el partido político respectivo o los administradores electorales de unos y otros. Se contempla una sanción penal.

El Senador señor Ignacio Walker comentó que en el artículo 2° de la ley N° 19.884 se regula el tema del gasto electoral efectuado por un tercero a favor del candidato.


-Esta indicación fue retirada por su autor.

INDICACIONES NÚMEROS 31 y 32

Los Senadores señores Larraín y Coloma proponen reemplazar el inciso contemplado en la letra b) por uno que prohíba la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.


El abogado señor Giovanni Calderón explicó que habitualmente se realizan las campañas, especialmente en las regiones, por medio de altoparlantes instalados en vehículos, pese a la prohibición legal. En consecuencia, mediante esta indicación y atendido el número de restricciones a la propaganda electoral, se estimó conveniente legalizar la práctica de los altoparlantes, la que además se encuentra regulada en las ordenanzas municipales.

Los Senadores señores Harboe y Walker, don Ignacio coincidieron con el fundamento de la indicación y propusieron su aprobación.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, aprobó las indicaciones 31 y 32.
NUMERAL 4

DISTRIBUCIÓN DEL TIEMPO DE LA PROPAGANDA EN TELEVISIÓN EN ELECCIONES DE DIPUTADOS Y SENADORES

No se presentaron indicaciones a su respecto.

NUMERAL 5

TRANSMISIÓN POR RADIO DE INFORMACIÓN ELECTORAL DE UTILIDAD PARA LA CIUDADANÍA


Al numeral 5 –que establece la obligación de las radioemisoras de transmitir (desde las 7 de la mañana hasta las 22 horas) cada día seis spots con información electoral de utilidad para la ciudadanía, como también espacios de debate- se presentaron las siguientes indicaciones:
INDICACIÓN NÚMERO 33


El Senador señor Navarro sustituye el artículo 31 ter, para establecer un período de 15 minutos diarios en las radioemisoras-en conformidad a las instrucciones del SERVEL- con la finalidad de realizar un debate entre los candidatos a elecciones parlamentarias y municipales; en las presidenciales, en las primarias y en las plebiscitarias las radioemisoras destinarán 15 minutos diarios divididos en tres bloques para la promoción de candidatos o para el debate entre candidatos.

En el caso de los spots diarios, la indicación aumenta el número de 6 a 15.


-Esta indicación fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión Especial, dado que incide en una materia de iniciativa del Presidente de la República, cual es la determinación de atribuciones del Servicio Electoral.
INDICACIÓN NÚMERO 34

La Presidenta de la República propone suprimir en el inciso segundo del artículo 31 ter la mención a las elecciones primarias de Presidente de la República.

-Esta indicación fue rechazada como consecuencia de la supresión del inciso segundo del artículo 31 ter, tal como se consigna a continuación.

Respecto del artículo 31 ter, el Senador señor Montes opinó que los spots con información electoral son un aporte mínimo, por lo que sería conveniente analizar con los representantes de la Asociación de Radiodifusores otras formas de interesar a la ciudadanía en el debate político.

El Senador señor Pérez Varela estimó innecesaria la norma, principalmente el inciso segundo, bastando con la obligación ya aprobada de informar sus tarifas y de publicarlas en las páginas web correspondientes.


El Senador señor García Ruminot solicitó votación separada del artículo 31 ter aprobado en general, fundamentado principalmente en la realidad de las radioemisoras pequeñas y en la idea de que la decisión sea adoptada voluntariamente por los medios de comunicación radial.

El Senador señor Ignacio Walker manifestó dudas respecto de la directriz –contenida en el inciso segundo del artículo 31 ter- que impartiría el Servicio Electoral a las radioemisoras.


-Puesto en votación el inciso primero del artículo 31 ter, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

El Senador señor Walker, don Ignacio fundamentó su voto favorable al inciso primero del artículo 31 ter, en el principio de reciprocidad para con la sociedad que debe tener cualquier radioemisora que obtuvo una concesión. Dicho principio, recordó, inspiró la franja gratuita en televisión desde el fallo del Tribunal Constitucional del año 1989.

-Puesto en votación el inciso segundo del artículo 31 ter, fue rechazado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Puesto en votación el inciso tercero del artículo 31 ter, fue aprobado –con una adecuación formal- por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 6

ESPACIOS PÚBLICOS AUTORIZADOS PARA LA PROPAGANDA ELECTORAL (PLAZAS, PARQUES O BANDEJONES U TAMBIÉN OTROS ESPACIOS EN ZONAS RURALES)
INDICACIÓN NÚMERO 35


El Senador señor Larraín propone suprimir el numeral 6 que reemplaza el artículo 32 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 36


La Presidenta de la República formuló la indicación número 36 con la finalidad de sustituir en el artículo 32 –las 4 veces que aparece- la frase “plazas, parques o bandejones” por “plazas o parques”.
INDICACIÓN NÚMERO 37

Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe sugieren sustituir en el artículo 32 la expresión “plazas, parques”, todas las veces que aparece por “plazas o parques”, indicación que se complementa por la indicación número 39.

Al inciso primero del artículo 32 se presentaron las siguientes indicaciones:
INDICACIÓN NÚMERO 38


El Senador señor Quinteros propone reemplazar el inciso primero del artículo 32 para agregar los lugares cuyo uso sea compatible con la propaganda electoral y que el Concejo Municipal envíe su informe al Servicio Electoral a más tardar seis meses antes de la correspondiente elección o dentro de los quince días siguientes a la publicación del decreto de convocatoria a plebiscito.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

INDICACIÓN NÚMERO 39


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe sugieren eliminar la expresión “o bandejones”.

INDICACIÓN NÚMERO 40

El Senador señor Navarro propone agregar al inciso primero la siguiente oración final: “Sin embargo, esta propaganda no podrá afectar el libre tránsito de las personas ni imponer dificultades para el desplazamiento de los automóviles o ciclistas, o bien obstaculizar la visión de los conductores ni podrá impedir el normal uso de los lugares que se utilicen, en el caso que aquí se describe, la propaganda será declarada ilegal y procederá el retiro.”.

 
-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela, 
DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE ESPACIOS PÚBLICOS PARA LA PROPAGANDA ELECTORAL


En primer lugar, la Comisión Especial aprobó por unanimidad de sus integrantes la sustitución de la mención a “plazas, parques o bandejones” y de “plazas, parques y bandejones” por “plazas o parques” y “plazas y parques”.


A continuación, el Senador señor Pérez Varela observó el carácter reglamentario excesivo del inciso primero del artículo 32 propuesto, teniendo en cuenta que va a convertirse en la fuente de las denuncias, de conflictos y del accionar del Servicio Electoral, entidad esta última que junto a las múltiples obligaciones que se le están creando va a tener que preocuparse sobre la localización de la propaganda.


Estimó como suficiente que las ordenanzas municipales establezcan la reglamentación pertinente.


El Senador señor García propuso simplificar el texto del inciso primero, acogiendo las indicaciones 36, 37 y 39 y dejando la autorización del Servicio Electoral, entidad que requerirá la información que estime necesaria para determinar las plazas y parques permitidos.

El Senador señor Harboe comentó que las indicaciones tienen el objetivo de disminuir la afectación de la vida diaria de los ciudadanos por la instalación de propaganda electoral. En ese sentido, se quiere limitar la publicidad sólo a plazas y parques, dejando fuera los bandejones centrales de las calles y avenidas, toda vez que afectaría la visibilidad el que estuvieren ocupados por publicidad.

Respecto del procedimiento contenido en el artículo 32, opinó que podría modificarse, atendido que las municipalidades son parte que tiene incumbencia en esta materia.

Trajo a colación que formuló la indicación 57, la que establece incluso la posibilidad de consagrar la causal en la cesación en el cargo por notable abandono de deberes al alcalde que no retire la propaganda electoral abiertamente ilegal, porque de lo contrario no se dará cumplimiento a la norma.


El Senador señor Pérez Varela mantuvo sus aprensiones respecto de la nueva tarea que se le encomienda al Servicio Electoral, estimando que en muchas comunas no se logrará la aplicación efectiva de la disposición.

El Senador señor Guillier reflexionó que en la democracia clásica, la plaza pública era el símbolo de la democracia participativa y ciudadana, situación que en Chile no ha sido respetada, dada la discriminación y excesiva restricción que se observa para el uso de los espacios públicos.


El Senador señor Ignacio Walker resaltó la importancia del artículo 32 en discusión, en consideración a que una de las finalidades de la ley es reducir el gasto electoral y por ello se debe asumir un criterio restrictivo sobre la propaganda en la vía pública. Por otro lado, señaló, otra razón para la mencionada reducción del gasto electoral es la existencia del derecho a vivir en un ambiente libre de contaminación visual, alcanzando en las últimas elecciones un nivel de saturación absolutamente contraproducente.

El Senador señor Pérez Varela, en materia de gasto electoral, indicó que el Servicio Electoral posee los mecanismos para su control y respecto de la saturación de la contaminación visual opinó que los candidatos que incurren en ello perderían la elección, lo que no sucede.


Agregó que en la ley no se puede establecer criterios de conductas conforme a la reacción de la ciudadanía. Insistió en regular de manera simple, transparente y fiscalizable esta materia.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, recordó que la norma actual prohíbe toda propaganda en espacios públicos y privados. Asimismo, uno de los objetivos es reducir el gasto y otro que la propaganda pueda ser fiscalizada, caso este último que sólo podrá ocurrir si se especifican los lugares donde se puede realizar.

En cuanto a la complejidad del procedimiento que se establece en el inciso primero del artículo 32, llamó la atención respecto de la facultad del Servicio Electoral de establecer las plazas y parques permitidos pudiendo requerir la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente.


El Senador señor Harboe realizó una proposición sobre la redacción del inciso primero centrando la autorización en el Servicio Electoral.

-Puestas en votación las indicaciones 36, 37 y 39, fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y respecto de la supresión de frases del texto aprobado en general que establecen la sola autorización del Servicio Electoral votó en contra el Senador señor Pérez Varela.

-Respecto del inciso segundo del artículo 32 aprobado en general, la unanimidad de los integrantes de la Comisión acordó sustituir la frase “plazas, parques o bandejones” por “plazas y parques”, de conformidad a lo planteado por las indicaciones 37 y 39.
 
Al inciso tercero del artículo 32 –referido a la regulación de los espacios públicos que efectuará el Servicio Electoral mediante instrucciones- se formularon las siguientes indicaciones:
INDICACIÓN NÚMERO 41

El Senador señor Coloma sugiere eliminar el inciso tercero del artículo 32.

-Esta indicación fue rechazada por 4 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 1 voto a favor del Senador señor Pérez Varela.

INDICACIÓN NÚMERO 42

La Presidenta de la República adiciona una frase que obliga al Servicio Electoral a velar por el no entorpecimiento –vía propaganda- del uso de los espacios públicos por la ciudadanía.

-Esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Al inciso cuarto del artículo 32 –referido a la publicación en el sitio electrónico del Servicio Electoral de la nómina de las plazas, parques y bandejones u otros lugares públicos autorizados para la propaganda electoral- se presentó la siguiente indicación:

INDICACIÓN NÚMERO 43


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe proponen sustituir la frase “de las plazas, parques y bandejones, u otros lugares públicos tratándose de zonas rurales,”, por “de los lugares”.

-Esta indicación fue retirada por sus autores.


-La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio acordó –conforme a lo dispuesto en la indicación 37, con modificaciones- reemplazar en el inciso cuarto la frase “plazas, parques y bandejones” por “plazas y parques”.

Al inciso quinto del artículo 32 –referido a la prohibición de efectuar propaganda en espacios públicos mediante carteles cuyas dimensiones superen los 25 metros cuadrados- se presentaron las siguientes indicaciones:

INDICACIONES NÚMEROS 44, 45 Y 46


La Presidenta de la República y los Senadores señores Walker, don Ignacio, Harboe y Zaldívar sugieren sustituir los 25 metros cuadrados como medida máxima de los carteles de propaganda por 6 metros cuadrados.

El Senador señor Harboe explicó que el texto aprobado en general se refiere a la utilización en espacios públicos de las denominadas “gigantografías” con un máximo de veinticinco metros cuadrados.


Opinó que a pesar de que las indicaciones rebajan a seis metros cuadrados los carteles, continuaban siendo representaciones de gran tamaño que podrían provocar la saturación del espacio público, por lo que sugería aprobar las indicaciones, con modificaciones, en el sentido que el máximo sean dos metros cuadrados.

-La Comisión por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y un voto en contra del Senador señor Pérez Varela aprobó las indicaciones 44, 45 y 46, con modificaciones.

INDICACIÓN NÚMERO 47


El Senador señor Navarro propone un máximo de 9 metros cuadrados para los carteles de propaganda.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
Al inciso sexto del artículo 32 –referido a la propaganda realizada por activistas o brigadistas en la vía pública- se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 48


El Senador señor Navarro manifiesta querer sustituirlo por uno que agrega la obligación de mantener un registro de carácter público, completo y exhaustivo de todas las personas que ejerzan las labores de activistas o brigadistas.


El Senador señor García Ruminot destacó de esta indicación que se establezca la obligación de los candidatos de llevar un registro de las personas encargadas de pintar murallas y otras labores.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, informó que esta materia se regula en otras disposiciones.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN NÚMERO 49


El Senador señor Zaldívar añade a la propaganda efectuada por activistas o brigadistas que aquellos otros elementos que utilicen no sean fijos.

-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio aprobó esta indicación.

Luego, se proponen los siguientes incisos nuevos para el artículo 32:

INDICACIÓN NÚMERO 50

El Senador señor Guillier manifiesta la idea de agregar un inciso octavo nuevo al artículo 32 que versa sobre la prohibición de toda clase de propaganda que destruya, modifique, altere o retire, de forma irreversible, los bienes muebles o inmuebles del lugar autorizado.


El Senador señor Guillier expresó que con frecuencia la propaganda provoca alteraciones en los espacios públicos, por lo que el propósito de la indicación es preceptuar claramente que aunque la propaganda se ubique en lugar autorizado debe respetar la integridad de los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.

El Senador señor Harboe sugirió incorporar en la redacción la generación de un daño.


El Senador señor Ignacio Walker propuso incluir el tema del daño irreversible provocado por la propaganda.


El Senador señor Pérez Varela advirtió que existen municipios –Los Ángeles y Chillán- que prohíben la publicidad en las plazas, decisión que mediante la modificación legal va a quedar a destiempo.

El Senador señor Harboe opinó que dichos municipios son la excepción respecto de las resoluciones de otras alcaldías en el país y que, en todo caso, van a contar con el respaldo de la ley, dado el tenor del artículo 32 que se está aprobando.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio aprobó esta indicación, con la modificación mencionada.
INDICACIÓN NÚMERO 51


El Senador señor Navarro sugiere incluir incisos nuevos al artículo 32, referidos a la prohibición del porte y uso de armas y armas blancas por parte de los activistas y brigadistas, a la prohibición de propaganda aérea y para el caso de elecciones internas de los partidos políticos sólo se contempla una propaganda que implique un llamado a votar.

 
Al inciso octavo del artículo 32 –referido a al retiro por parte de las municipalidades de la propaganda electoral que se realice con infracción y la obligación de repetir en contra de los candidatos por el monto de los costos en que hubieren incurrido- se formularon las siguientes indicaciones:

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.
INDICACIÓN NÚMERO 52


El Senador señor Larraín propone suprimir el inciso octavo del artículo 32.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

INDICACIÓN NÚMERO 53

El Senador señor Guillier –atendido que en el artículo 35 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, Carabineros también está facultado para el retiro de propaganda- sugiere anteponer a la frase “Las municipalidades” por “Sin perjuicio de lo establecido en el artículo 35”.


El Senador señor Harboe dijo entender que la indicación tiene como finalidad dejar a salvo que Carabineros también pueda retirar propaganda, de manera que proponía su rechazo, porque la idea es eliminar ese tipo de facultades u obligaciones administrativas de los carabineros, dado que dicha institución tiene por misión otro tipo de objetivos.
 
-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

INDICACIÓN NÚMERO 54


El Senador señor Navarro propone considerar, como gasto de campaña, el pago por los candidatos del retiro de la propaganda electoral que se realice con infracción de la normativa establecida.


El Senador señor García Ruminot concordó con el propósito de esta indicación, en cuanto que el costo del retiro de la propaganda sea considerado gasto de campaña.


Recordó que hasta el día de hoy se observa propaganda de las últimas elecciones, por lo que estima como una persuasión adecuada considerar como gasto de campaña el retiro de la propaganda.

El Senador señor Harboe manifestó que de conformidad a las modificaciones que se han ido aprobando por la Comisión Especial, entender como gasto de campaña el retiro de la propaganda puede conducir incluso hasta la sanción de cesación en el cargo.


-La Comisión Especial rechazó la indicación 54, por cuatro votos en contra, de los Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y un voto a favor, del Senador señor García Ruminot.
INDICACIÓN NÚMERO 55


La Presidenta de la República agrega una oración final al inciso octavo del artículo 32 que contempla el caso de infracción de las municipalidades al no retirar la propaganda, caso en el cual el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio aprobó esta indicación.

 
Al inciso noveno del artículo 32 –referido al período en que podrá efectuarse la propaganda electoral- se formuló la siguiente indicación:
INDICACIÓN NÚMERO 56


El Senador señor Coloma propone sustituir en el inciso noveno del artículo 32 la palabra “trigésimo” por “sexagésimo” en el sentido que la propaganda electoral se pueda efectuar desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección.
 
-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, dado que la propaganda en la vía pública concita el acuerdo de que sea efectuada desde el día 30 hasta el tercer día anterior a la elección.


En sesión de 25 de noviembre de 2015, se reabrió el debate a su respecto, con la finalidad de introducir una enmienda en el inciso final del artículo 32, referida a la propaganda realizada por los activistas o brigadistas en la vía pública, con el objeto de que se pueda ejecutar en el plazo de sesenta días.


-En consecuencia, se aprobó la indicación 56, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Luego, se formuló indicación para incorporar un inciso nuevo al artículo 32.

INDICACIÓN NÚMERO 57


El Senador señor Harboe sugiere establecer un inciso nuevo que sancione con la pérdida del cargo por notable abandono de deberes al alcalde que no ordene el retiro de propaganda.


-La Comisión Especial rechazó la indicación 57, por 4 votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y un voto a favor del Senador señor Harboe.

-En sesión de 28 de septiembre de 2015, a propósito del tema de los derechos de repetición de las municipalidades y a sugerencia del Senador señor Harboe, se modificó la indicación 150, referida al artículo 15 de la ley 19.884, para incluir dentro de los casos en que no se proceda al reembolso de los gastos electorales cuando se hagan efectivos contra los candidatos o los partidos los derechos de repetición del artículo 32 de la ley N° 18.700. Lo anterior, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 7

PROPAGANDA EN ESPACIOS PRIVADOS


Al numeral 7 que contiene el artículo 32 bis, referido a la propaganda en espacios privados con propaganda que no supere los 25 metros cuadrados y que no sean bienes destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, permitiendo, además, que en las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes se exhiban carteles, afiches u otra propaganda electoral, se formularon las siguientes indicaciones:
INDICACIÓN NÚMERO 58


El Senador señor Larraín propone suprimir el artículo 32 bis.


El asesor del Comité UDI, señor Giovanni Calderón, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, fundamentó la indicación 58 de la siguiente manera:


-Desde el punto de vista conceptual lo que se está restringiendo –mediante el texto del artículo 32 bis- es una de las facultades del dominio al hablar de propiedades privadas.


-Si bien las facultades del dominio admiten constitucionalmente ciertas restricciones, conforme a la función social de la propiedad, estrictamente son imposiciones de actividad y no son restricciones de la facultad de disposición. 

-La indicación le está indicando al propietario de un determinado bien raíz que no puede hacer algo en función de un interés superior que sería la intención del legislador de restringir la propaganda. 


El asesor señor Calderón opinó que el texto del artículo 32 bis está a un paso de la inconstitucionalidad desde el punto de vista de la facultad de disposición del derecho de propiedad, porque la propaganda en espacios privados sólo podrá hacerse mediante determinados elementos y con específicos tamaños.


Agregó que desde el punto de vista práctico, se puede presentar la eventualidad de conflictos entre los distintos comandos, derivados de la instalación de propaganda -en la casa del adherente de un candidato X-, del candidato Y, de manera de generar una denuncia que implique sanciones para el candidato Y.


El Senador señor Harboe manifestó que el artículo 32 bis es una expresión de lo que se quiere hacer en cuanto a limitar la influencia del dinero en las campañas. Recordó que se está reduciendo de manera considerable la propaganda en los espacios públicos.

Sobre la propaganda en los espacios privados, señaló que en muchas ocasiones se producen situaciones de abuso o de incentivos para que el vecino coloque un cartel de tal o cual candidato. Con la finalidad de evitar dichas circunstancias, se están disponiendo ciertas limitaciones, respecto de las cuales –opinó- no se observa inconstitucionalidad alguna, puesto que la Constitución Política no asegura el derecho de propiedad absoluto, sino lo que consagra son los estatutos propietarios, es decir, regímenes de propiedad que admiten un número de limitaciones. De hecho, indicó, el Código Civil está plagado de limitaciones al derecho de dominio.

Prosiguió diciendo que el artículo 32 bis contiene una prohibición de ciertos usos de carácter temporal y limitada a treinta días. Asimismo, emitió una opinión favorable respecto de la indicación 60, del Senador señor Lagos Weber que establece una mayor exigencia, tal como la declaración jurada ante notario público de que no se ha obtenido pago o retribución, o habiéndolo recibido, que se indique la suma o retribución.

El Senador señor Pérez Varela argumentó que la restricción del gasto está contenido en otras normas, de modo que el artículo 32 bis no va a convertirse en el mecanismo en ese sentido. 


Agregó que el afán de restricción de la propaganda en los 30 días establecidos en la ley, es una situación muy cómoda para los que están ejerciendo cargos y muy compleja para los desafiantes, quienes tienen que darse a conocer, particularmente en la nueva distribución de distritos, cuyo territorio ha sido aumentado.


Ejemplificó con los distritos 46 y 47, de las provincias de Bío-Bío y Arauco, que se convierten en uno solo, pero son absolutamente distintos, lo que va a demandar al candidato desafiante un esfuerzo enorme que lo más probable no rinda los frutos frente a las personas que actualmente están ejerciendo sus cargos.

Se mostró partidario de la norma aprobada en general.


El Senador señor Guillier recordó que esta materia se discutió hace tiempo atrás, a propósito de la propaganda en carreteras, donde se argumentó que el libre derecho a usar la propiedad prevalecía sobre cualquier consideración pública, situación que ha ido cambiando.

Manifestó que le parecía adecuado regular la propaganda en espacios privados con determinadas contenciones en bien de la comunidad, porque si no podría ocurrir que toda la propaganda que se ubica en los postes termine ubicada en la propiedad privada, intermediando, además, el pago de una suma de dinero.


-Puesta en votación la indicación 58 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN NÚMERO 59

 
El Senador señor Larraín sugiere reemplazar el artículo 32 bis por el siguiente:

 
“Artículo 32 bis.- Se prohíbe realizar propaganda electoral en postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza. Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral.”.

Al inciso primero del artículo 32 bis, que exige autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del espacio privado para efectuar propaganda, que las dimensiones no superen los 25 metros y que se envíe copia de la autorización al Servicio Electoral se formularon las siguientes indicaciones:

 
-Puesta en votación la indicación 59 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 60

El Senador señor Lagos manifiesta la idea de reemplazar el inciso primero por uno que agrega la exigencia de una declaración jurada ante notario público de los que autoricen la propaganda, en el sentido de que no han obtenido retribución alguna o si la recibieron se especifique la suma y que las dimensiones no superen los seis metros cuadrados.
 
El Senador señor Harboe explicó que la indicación apunta a evitar la proliferación de propaganda en espacios privados cuando medie pago entre el candidato o un tercero y el dueño, poseedor o mero tenedor del inmueble, debiendo ser declarado al configurar un gasto.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, en dicha hipótesis, resulta adecuado cuantificar el uso de espacios privados para propaganda electoral, con independencia del pago que se hubiere realizado.

 
El Senador señor Harboe explicó que no resulta adecuado suponer la existencia de un canon de arrendamiento, considerando que el dueño de una propiedad, en algunos casos, puede haber consentido en que sea utilizada de modo gratuito para fines de propaganda electoral.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia aseveró que la hipótesis descrita coincide con la noción de gasto electoral, lo que requiere que sea cuantificada.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que la regulación propuesta debe ir encaminada a permitir el surgimiento de nuevas candidaturas y figuras políticas, evitando una afectación excesiva del derecho a la libertad de expresión.

 
El Senador señor Montes abogó por prohibir la propaganda en espacios privados que sean de dominio de personas jurídicas.

 
El asesor legislativo, señor David Huina, coincidió en considerar dicha circunstancia como un gasto electoral, habida cuenta de la definición que opera al respecto.

 
La Directora subrogante del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, explicó que la ley de gasto electoral requiere contabilizar el aporte que se manifiesta al poner a disposición un espacio privado para realizar campaña electoral. Con la finalidad de incorporar dicho aporte a las cuentas de cada candidato, añadió, se requiere avaluar dicho aporte.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 61


El Senador señor Quinteros propone sustituir el inciso primero del artículo 32 bis por uno que consigna la prohibición de efectuar propaganda en espacios privados que sean de dominio de personas jurídicas.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 62


La Presidenta de la República sugiere establecer que la propaganda se pueda efectuar sólo por carteles o afiches adheridos.
INDICACIONES NÚMEROS 63 Y 64


Los Senadores señores Walker, don Ignacio, Harboe y Zaldívar, presentaron una indicación con el mismo objetivo que la indicación número 62.
INDICACIONES NÚMEROS 65, 66 y 67


La Presidenta de la República y los Senadores señores Walker, don Ignacio, Harboe y Zaldívar coincidieron en una indicación que rebaja las dimensiones de la propaganda de 25 a 6 metros cuadrados.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que la regulación distingue entre la propaganda que se puede verificar en espacios privados en los plazos correspondientes, de aquellos casos en que se prohíbe la propaganda en bienes privados destinados a servicios públicos, y las reglas aplicables a las sedes oficiales u oficinas de propaganda de una candidatura.

 
Al efecto, explicó que el parecer del Ejecutivo apunta a prohibir la fijación de carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura, reduciendo, además, de veinticinco a seis metros la propaganda que puede instalarse en recintos privados.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la propuesta del Ejecutivo introduce excesivas restricciones para la ciudadanía, las que puede desplegar por propia voluntad diversas actividades durante el período de propaganda electoral.


En sesión posterior, el Ejecutivo a propósito de las observaciones del Servicio Electoral –cuando se discutió la indicación 60- en cuanto a la necesidad de considerar la utilización de espacios privados como gasto electoral, propuso teniendo en consideración la indicación 196 formulada por la Presidenta de la República, que se agregue al inciso primero del artículo la declaración como gasto de la propaganda que se localice en espacios privados, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.

La Comisión por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senador señor García Ruminot, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, aprobó dicha inclusión derivada de la indicación 196 y concordó asimismo – a solicitud del Senador señor García Ruminot, dado que la prohibición relativa a la fijación de afiches u otra propaganda electoral debe operar sin importar la militancia de los candidatos a una colectividad política- en eliminar en el inciso final del artículo 32 bis la palabra “independientes”.

Asimismo, atendidas las explicaciones del Ejecutivo respecto del contenido del inciso final del artículo 32 bis, que es idéntico al actual artículo 33 de la ley N° 18.700, se acordó la derogación de este último.
 
-Las indicaciones 62, 63, 64, 65, 66 y 67 fueron aprobadas por tres votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y dos votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.


-La inclusión de una oración final en el inciso primero del artículo 32 bis, derivada de la indicación 196, fue aprobada por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senador señor García Ruminot, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, al igual que la supresión en el inciso final del artículo 32 de la palabra “independientes” y la derogación del artículo 33 de la ley N° 18.700.


En sesión de 25 de noviembre de 2015, la Comisión acordó modificar el inciso primero del artículo 32 bis, en el sentido que la propaganda en espacios privados se pueda realizar mediante carteles, afiches o letreros, atendido el carácter de dichos espacios, un potrero, una pared, un jardín, etcétera. La Comisión Especial concordó esta idea por unanimidad.
INDICACIÓN NÚMERO 68


El Senador señor Navarro propone que las dimensiones de la propaganda se rebajen de 25 a 9 metros cuadrados.

 
La indicación 68 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Al inciso tercero del artículo 32 bis, que posibilita que las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos independientes exhibir propaganda se formuló la siguiente indicación:

INDICACIÓN NÚMERO 69


El Senador señor Ossandón propone un cambio de redacción, “podrán exhibir en sus frontispicios carteles” por “podrán en sus frontispicios exhibir carteles”.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senador señor García Ruminot, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 8

DIVULGACIÓN DE ENCUESTAS


Respecto del numeral 8 que permite en el artículo 32 ter la divulgación de encuestas de opinión pública hasta el cuarto día anterior al de la elección fueron presentadas las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 70


El Senador señor Larraín propone sustituir hasta el cuarto día anterior al de la elección por hasta el trigésimo quinto día anterior al de la elección.

-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senador señor García Ruminot, Senadoras señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 71


El Senador señor Zaldívar propone sustituir hasta el cuarto día anterior al de la elección por hasta el décimo quinto día anterior al de la elección.

INDICACIONES NÚMEROS 72 Y 73

La Presidenta de la República y el Senador señor García proponen considerar también las encuestas anteriores a un plebiscito.
INDICACIÓN NÚMERO 74

El Senador señor Navarro sugiere agregar una oración final al artículo 32 ter que libera de la prohibición a quienes determine el Servicio Electoral, no pudiendo favorecer a ningún candidato o partido en particular.


-Puestas en votación las indicaciones 71, 72 y 73, fueron aprobadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senador señor García Ruminot, Senadoras señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-La indicación 74 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senador señor García Ruminot, Senadoras señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Seguidamente, se formuló una indicación para incorporar cuatro artículos nuevos:
INDICACIÓN NÚMERO 75


Las Senadoras señoras Muñoz y Goic proponen lo siguiente:

1) Artículo 34, que regula a los brigadistas de los candidatos, exigiendo que éstos lleven un registro de los mismos, los cuales sólo podrán ser requeridos por los tribunales, el Servicio Electoral o el Ministerio Público.


2) Artículo 34 bis, que establece la obligación para los candidatos de llevar un registro de sus sedes y de los vehículos que utilicen para propaganda y publicidad electoral.

3) Artículo 34 ter, que contempla sanciones para los candidatos que incurrieren en irregularidades, inexactitudes, omisiones o falsedades en sus declaraciones o infrinjan obligaciones de registro.

4) Artículo 34 quáter, consagra la responsabilidad solidaria del candidato y su partido político de todo daño por sus brigadistas.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, explicó que el propósito de la iniciativa apunta a evitar la ocurrencia de acciones violentas durante las campañas políticas entre quienes realizan labores de propaganda o difusión de candidaturas.

 
Con dicha finalidad, añadió, propone establecer un registro de sedes, vehículos y brigadistas, junto con los requisitos necesarios para cumplir con dicha labor, y los regímenes de responsabilidad que operan ante los daños que hubieren causado.

 
La Senadora señor Muñoz explicó que la indicación recoge una iniciativa legal de su autoría, cuya finalidad va dirigida a controlar a los brigadistas que se desempeñan en campañas electorales.

 
El Senador señor Pérez Varela propuso referirse a los brigadistas en lugar de activistas de campañas, toda vez que éstos realizan una labor de otra naturaleza. Asimismo, abogó por establecer la responsabilidad del candidato por las acciones que ejecutaren, en lugar de radicarla en el partido político al que pertenecieren. En cuanto a las labores que pudieren desarrollar, sostuvo que éstas radican especialmente en materias de difusión e información política.

 
El Senador señor García Ruminot manifestó su conformidad con la norma propuesta, con la finalidad de evitar la ocurrencia de hechos violentos a instancias de una campaña electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que no resulta adecuado responsabilizar civilmente al candidato por los daños causados por sus brigadistas.

 
El Senador señor Pérez Varela, en sentido contrario, afirmó que las colectividades políticas carecen de la información necesaria para conocer detalladamente las acciones de los brigadistas, por lo que resulta adecuado radicar dicha responsabilidad en los candidatos.

 
Al efecto, añadió que resulta adecuado consagrar el carácter subsidiario de la responsabilidad civil entre el brigadista y el candidato.

 
En cuanto a las facultades del juez para ordenar la retención del reembolso a que tuviere derecho el candidato, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, señaló que la propuesta del Ejecutivo apunta a responsabilizar patrimonialmente al candidato por los daños que se generan a raíz de las conductas delictivas, en tanto no hubiere sido fijado el monto de la eventual indemnización, lo que permite favorecer el resarcimiento de los daños.

 
-Puesta en votación la indicación 75, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Horvath, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión posterior, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el Ejecutivo, teniendo en consideración las observaciones de los miembros de la Comisión, presentó la indicación 75 a), que apunta a perfeccionar el texto aprobado y establecer que los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.

 
Asimismo, considerar que se entenderán como brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica, y sólo podrán desempeñarse como brigadistas las personas que no hayan sido condenadas por delitos, en tanto que será responsabilidad de los candidatos asegurar que sus brigadistas no tengan impedimentos para desempeñarse como tales.

 
Finalmente, establece que los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que los involucren, de cualquier manera, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que la obligación de denuncia de faltas que de cualquier manera involucren a los brigadistas resulta excesivamente amplia.

 
Asimismo, consultó respecto de la forma en que, en la práctica, los candidatos podrán certificar que sus brigadistas no han sido condenados por delitos.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que, con la finalidad de determinar las faltas, se debe atender al catálogo que al efecto establece el Título I del Libro III del Código Penal.

 
Por otra parte, afirmó que los candidatos deberán solicitar certificados de antecedentes a sus brigadistas, considerando que se trata de personas que recibirán una retribución económica por la labor que desarrollarán.

 
El Senador señor Guillier aseveró que la regulación propuesta opera únicamente para los brigadistas y no respecto de aquellos voluntarios que no se encuentran en tal condición.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que del vínculo existente entre los brigadistas y las candidaturas no deriva la facultad de requerir información respecto a los antecedentes penales de aquéllos, sin perjuicio del deber del candidato consistente en denunciar los hechos constitutivos de delitos que hubieren realizado.

 
En consecuencia, solicitó votación separada de la frase final del inciso segundo y del inciso tercero de la indicación propuesta por el Ejecutivo.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió con dicha observación.

 
Asimismo, reiteró que la obligación de denuncia respecto de faltas que de cualquier manera involucren a los brigadistas resulta errónea, toda vez que requiere la presentación de medios de prueba que difícilmente podrán ser recabadas por el denunciante.

 
Habida cuenta de ello, solicitó votación separada de la obligación de denunciar los hechos que pudieren constituir faltas que involucren, de cualquier manera, a los brigadistas.

 
-Puesta en votación la frase final del inciso segundo y el inciso tercero de la indicación 75a), fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
-Puesta en votación la obligación de denunciar los hechos que pudieren constituir faltas que involucren, de cualquier manera, a los brigadistas, fue aprobada por 3 votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, del Senador señor García Ruminot.
 
-Seguidamente, puesto en votación el texto restante de la indicación 75a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 9

FISCALIZACIÓN DE LA PROPAGANDA ELECTORAL EN ESPACIOS PÚBLICOS POR CARABINEROS Y CUENTA ANTE EL SERVICIO ELECTORAL


Respecto del numeral 9 –referido a la obligación de Carabineros –contemplada en el artículo 35 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios- de fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre propaganda y de proceder al retiro de los elementos ocupados en propaganda dando cuenta de lo actuado al juez de policía local competente-se presentaron las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 76


Las Senadoras señoras Muñoz y Goic proponen incorporar los artículos que proponen en la indicación 75 como base del actuar de Carabineros.
INDICACIÓN NÚMERO 77


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe sugieren introducir en el artículo 35 la obligación de las municipalidades de retirar los elementos de propaganda, quedando en esta materia como subsidiaria la acción de Carabineros.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la indicación en estudio apunta a evitar una duplicidad en las labores de fiscalización y retiro de los elementos de propaganda. Con dicha finalidad, propone que Carabineros deba realizar dicha labor cuando las municipalidades no lo hubieran hecho previamente.

 
El Senador señor Pérez Varela indicó que establecer la atribución de retiro únicamente en las municipalidades, puede generar un incumplimiento en aquellos casos en que exista cercanía política con el candidato infractor. En consecuencia, abogó por establecer que dichas funciones deben ser ordenadas por el Servicio Electoral, previa denuncia de cualquier persona a Carabineros, en cuyo caso la Municipalidad debe proceder al retiro de la propaganda.


-La indicación 77 fue retirada, atendido el tenor de las indicaciones 78 y 78 a).

INDICACIÓN NÚMERO 78

 
La Presidenta de la República propone modificar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, en el sentido de suprimir la frase “y las demás autoridades competentes”.

El Ejecutivo señaló que la referencia a las demás autoridades competentes puede resultar equívoca, dado que el organismo con facultades en la materia es el Servicio Electoral.


- Puesta en votación la indicación 78, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadora señora Muñoz y Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 79


El Senador señor Guillier sugiere modificar el texto aprobado por la Cámara de Diputados, con la finalidad de contemplar la obligación de repetición del inciso séptimo del artículo 32.
INDICACIÓN NÚMERO 80


Los Senadores Walker, don Ignacio y Harboe proponen agregar al artículo 35 un inciso que cumple el mismo objetivo de la indicación número 79.

DISCUSIÓN

 
En la sesión siguiente, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta que, recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión, apunta a establecer que Carabineros deberá denunciar al Servicio Electoral las infracciones a lo dispuesto en los artículos 30, 32 y 32 bis que constate, lo que no obsta a las denuncias que pueda presentar cualquier persona, de conformidad a la ley N° 18.556. Asimismo, propone que el Servicio Electoral procederá a retirar u ordenar a la respectiva municipalidad el retiro de los elementos de propaganda que contravengan las disposiciones aplicables en la materia, siendo compensadas por los candidatos o partidos, con cargo a los reembolsos a que tengan derecho.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que corresponde establecer que la obligación de retiro de propaganda debe estar radicada exclusivamente en las municipalidades, y no en el Servicio Electoral, considerando, además, que la propuesta establece que el respectivo reembolso debe ir dirigido a las municipalidades.

 
Por otra parte, explicó que resulta razonable que, en lugar de establecer que las denuncias sean formuladas ante el Servicio Electoral, puedan ser realizadas ante Carabineros, toda vez que cuenta con funcionarios en todas las comunas del país, en tanto que el retiro de la publicidad deba ser realizado directamente por el Servicio Electoral.
 
El Senador señor Guillier consultó respecto del procedimiento en aquellos casos en que una municipalidad se niega al retiro de la propaganda.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la norma propuesta apunta a evitar cualquier arbitrariedad por parte de las municipalidades en el ejercicio de sus funciones fiscalizadoras, considerando que la iniciativa contempla el procedimiento ante el incumplimiento de las funciones que deben desempeñar los municipios.

 
El Senador señor Lagos Weber consultó respecto de las sanciones aplicables por el incumplimiento de la normativa.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que, respecto de los municipios, se establece el derecho a repetir en contra de los reembolsos que procedan en cada caso. Por otra parte, agregó que un incumplimiento sostenido de la obligación legal que establece el proyecto podría dar lugar a la causal de notable abandono de deberes en contra de la autoridad municipal respectiva.

 
-En consecuencia y reabierto el debate, la indicación 78 fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Las indicaciones 76, 77, 79 y 80 fueron retiradas por sus autores.

 
En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 78 a), que complementa la indicación 78 y apunta a establecer que Carabineros deberá denunciar al Servicio Electoral las infracciones a lo dispuesto en los artículos 30, 32 y 32 bis de la ley N° 18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios, sin perjuicio que cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556, o directamente ante Carabineros.

 
Asimismo, dispone que el Servicio Electoral ordenará retirar a la municipalidad respectiva los elementos de propaganda que contravengan las disposiciones mencionadas.

 
-Puesta en votación la indicación 78a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Luego, se formularon cuatro indicaciones que contemplan la inclusión de números nuevos modificatorios de artículos de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, en materia de elecciones.

INDICACIÓN NÚMERO 81


La Presidenta de la República sugiere agregar en el artículo 55 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, la obligación del Servicio Electoral de entregar para el uso de los Delegados de las Juntas Electorales dos ejemplares –uno impreso y otro en formato digital-del Padrón Electoral y de la Nómina de Electores Inhabilitados de toda la Circunscripción Electoral.

-Puesta en votación la indicación 81, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 82


La Presidenta de la República propone modificar el inciso segundo del artículo 67 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con la finalidad de reparar un error formal.

 
-Puesta en votación la indicación 82, con modificaciones, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 83

La Presidenta de la República sugiere una enmienda al inciso primero del artículo 70 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, con el objetivo de incluir los escrutinios de los consejeros regionales.
 
-Puesta en votación la indicación 83, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 84

La Presidenta de la República propone modificar el numeral 3) del artículo 71, con la finalidad de sustituir la frase “firmas en el cuaderno” por “Padrón de Mesa”

 
-Puesta en votación la indicación 84, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 10

MULTAS A BENEFICIO FISCAL Y SU PUBLICACIÓN EN SITIO ELECTRÓNICO DEL SERVEL


A la letra b) que modifica el artículo 124 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, referida a la publicación en el sitio electrónico del Servicio Electoral las sanciones aplicadas a los directores responsables de un órgano de prensa, radioemisora o canal de televisión, se formularon dos indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 85


El Senador señor Navarro propone agregar que la publicación en el sitio electrónico se considerará gasto de campaña.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la sanción propuesta resulta recogida en las disposiciones que, sobre el particular, establece la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral.

 
-Puesta en votación la indicación 85, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 86

El Senador señor Ossandón sugiere agregar que además en la información en el sitio electrónico se individualice al candidato infractor y la circunstancia de haber existido o no reincidencia.

 
-Puesta en votación la indicación 86, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión de 25 de noviembre de 2015, la Comisión Especial acordó modificar el monto de la multa aplicable al director responsable de un órgano de prensa, radioemisora o canal de televisión que se considera en el artículo 124 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios.


El Senador señor Harboe advirtió que la sanción no guarda relación con otras sanciones que se han aprobado, por ejemplo, respecto de las del artículo 126 o con las establecidas en los artículos 27 A y 27 bis y, por lo demás, el mencionado artículo 124 dice relación con la publicidad más efectiva e influyente y más onerosa. Propuso elevar la multa máxima.

El Senador señor Walker, don Ignacio estimó prudente bajar la multa mínima, en consideración a las radios pequeñas y modestas.

-La Comisión Especial acordó establecer una multa mínima de 10 unidades tributarias mensuales y una multa máxima de 200 unidades tributarias mensuales.

NUMERAL 11

AUMENTO DE LA MULTA POR INFRACCIÓN A LAS NORMAS SOBRE PROPAGANDA ELECTORAL


A la letra a) del numeral 11, que sustituye el inciso primero del artículo 126 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios disponiendo una multa a beneficio fiscal de 10 a 100 UTM al que hiciere propaganda electoral con infracción a las normas pertinentes se formularon dos indicaciones.

INDICACIÓN NÚMERO 87


El Senador señor Navarro propone agregar al inciso primero del artículo 126 que la propaganda efectuada con infracción de las normas pertinentes se considerará gasto de campaña.

 
-Puesta en votación la indicación 87, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 88

El Senador señor Larraín sugiere sustituir multa a beneficio municipal por multa a beneficio fiscal.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la infracción a las normas sobre propaganda electoral dicen relación con las municipalidades que deben realizar su retiro, por lo que, en ese caso, la multa debe operar a beneficio municipal.
 
-Puesta en votación la indicación 88, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 89

La Presidenta de la República propone agregar al artículo 126 un inciso segundo, nuevo, para sancionar al candidato o partido que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos, con multa de 20 a 200 UTM, a beneficio municipal.

El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, vinculando la indicación 89 con la letra c) de la indicación 103, propone establecer que los gastos efectuados en materia de propaganda electoral, fuera de los plazos establecidos en la ley, serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite de gasto electoral, sin perjuicio de la multa que opera en su caso.
 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la sanción propuesta sólo puede ser aplicada cuando se trate de actos que pueden ser comprendidos dentro de una propaganda electoral, los que se diferencian de aquellos que resultan propios o inherentes a la actividad política.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que resulta adecuado distinguir entre aquellas actividades de propaganda que generan la sanción que propone el Ejecutivo, de aquellas que resultan propias de la actividad política de que se trate.

 
-Puestas en votación las indicaciones 89 y 103, en lo concerniente a su letra c), fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
A la letra b) del numeral 11, que consagra la denuncia de cualquier persona ante el Director Regional del Servicio Electoral, con la finalidad de que se ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda se presentó una indicación.
INDICACIÓN NÚMERO 90


El Senador señor Zaldívar propone agregar un texto que introduce el concepto de la mala fe en los denunciantes de propaganda que no se ha retirado y en ese caso sancionarlos con multa no inferior a 5 ingresos mínimos remuneracionales.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, afirmó que la prueba del elemento subjetivo que propone la indicación resultaría ser muy complejo.

 
En la misma línea, el asesor de dicha Secretaría de Estado, señor Tomás Jordán, añadió que las denuncias presentadas son objeto de un control previo de admisibilidad, lo que permite excluir aquellas que carecen de fundamento.

 
-Puesta en votación la indicación 90, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 12
TRASPASO DE COMPETENCIA AL SERVICIO ELECTORAL RESPECTO DE LAS INFRACCIONES A LAS NORMAS SOBRE PROPAGANDA ELECTORAL


A la letra a) del artículo 144 de la Ley sobre Votaciones Populares y Escrutinios, referida a la eliminación de varios artículos que corresponden a la actual competencia del juez de policía local de la comuna donde se cometieron las infracciones en ellos contenidos, se le formularon dos indicaciones:

INDICACIÓN NÚMERO 91


La Presidenta de la República propone adecuar la mención de un artículo.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la indicación permite que el conocimiento de las sanciones administrativas sea de competencia del Servicio Electoral, con una competencia muy residual de los Juzgados de Policía Local en los casos en que se trate de infracciones que generen una pena privativa de libertad.

 
-Puesta en votación la indicación 91, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 92

Las Senadoras señoras Muñoz y Goic sugieren modificar la letra a) para adecuarlo a la indicación número 75.

A continuación, se analizó una indicación que propone agregar un inciso final al artículo 144.

INDICACIÓN NÚMERO 93


Las Senadoras señoras Muñoz y Goic formularon esta indicación para agregar un inciso final al artículo 144, que se relaciona con la indicación número 75 por ellas presentada, cuyo objetivo es que copia de las sentencias que sancionen a los candidatos en materia de propaganda sea enviada por el tribunal respectivo a la Tesorería General de la República.

 
-Puesta en votación la indicación 92, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesta en votación la indicación 93, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 2° QUE INTRODUCE MODIFICACIONES A LA LEY SOBRE TRANSPARENCIA, LÍMITES Y CONTROL DEL GASTO ELECTORAL

NUMERAL 1
CONCEPTO DE GASTO ELECTORAL


A la letra a) del numeral 1, que modifica el inciso primero del artículo 2°, para contemplar un nuevo concepto de gasto electoral se formularon siete indicaciones.
INDICACIÓN NÚMERO 94


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe proponen sustituir el concepto de gasto electoral por todo aporte susceptible de valoración económica efectuado.

INDICACIÓN NÚMERO 95


El Senador señor Guillier sugiere reemplazar en el concepto de gasto electoral aprobado por la Cámara de Diputados, el que sea todo desembolso de dinero y todo aporte avaluable en dinero.
INDICACIONES NÚMEROS 96 Y 97


La Presidenta de la República y el Senador señor García proponen incluir en el concepto de gasto electoral a los partidos políticos.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que el propósito de la indicación 94 considera que, por definición, todo desembolso puede ser avaluable en dinero, por lo que el texto aprobado en general por el Senado resulta redundante. En consecuencia, sostuvo que establecer que el gasto electoral se compone de cualquier aporte susceptible de valoración económica comprende adecuadamente las diversos tipos de ingresos con fines electorales.

 
El Senador señor Harboe, en la misma línea, agregó que la indicación 94 apunta a ampliar el concepto de gasto electoral no sólo a aquellas cantidades de dinero que pudiere desembolsar un candidato sino, también, a cualquier tipo de aporte avaluable en dinero que reciba una campaña.

 
El Senador Pérez Varela sostuvo que la noción de aporte dice relación con los fondos de terceros que recibe un candidato, excluyendo a los fondos personales que pudiere destinar a una campaña. De ese modo, manifestó su conformidad con la fórmula propuesta por la indicación 95, al resultar más comprensiva de los aportes que pudiere recaudar.

 
El Senador señor Guillier manifestó que la definición de desembolso dice relación con la entrega de una porción de dinero en efectivo y al contado. Con todo, afirmó que en las campañas electorales se producen otro tipo de gastos que exceden dicho concepto, tales como la utilización de bienes distintos al dinero.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, explicó que el texto aprobado en general por el Senado amplía adecuadamente los rubros que componen el gasto electoral, al incluir cualquier desembolso en dinero o avaluable en dinero, tal como ocurriría a raíz de la contratación de un servicio que presta un tercero, o aquellos realizados por un tercero a favor del candidato.

 
En consecuencia, sostuvo que la expresión aporte, contenidas en las indicaciones en estudio, reducen excesivamente el campo de aplicación del texto aprobado en general por el Senado.

 
El asesor de dicha Secretaría de Estado, señor Tomás Jordán, agregó que el texto aprobado en general por el Senado distingue adecuadamente entre aquellos desembolsos en dinero y aquel efectuado en bienes avaluables en dinero, lo que facilita el control que debe realizar el Servicio Electoral.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que el aporte que pudiere efectuar un tercero en favor de una campaña electoral puede dificultar las medidas de fiscalización que debe adoptar el Servicio Electoral, sobre todo considerando que algunos de ellos se realizan sin la anuencia del candidato.

 
En el mismo sentido, el Senador señor Guillier afirmó que el aporte efectuado por un tercero puede ser realizado, en determinadas condiciones, incluso contra la voluntad del candidato, lo que efectivamente puede dificultar las medidas de fiscalización que debe adoptar el Servicio Electoral.

 
El Senador señor Harboe añadió que se debe mantener, dentro de la noción de gasto electoral, al aporte efectuado por un tercero a nombre del candidato, toda vez que, de otro modo, se pueden vulnerar las medidas de control o fiscalización del Servicio Electoral. Asimismo, sostuvo que, de ese modo, se comprenden de mejor manera los distintos rubros que componen el gasto electoral, en los términos que propone la iniciativa en estudio.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que resulta adecuado radicar en el candidato la responsabilidad que deriva de la recepción de aportes y gestión del gasto electoral, aun cuando pudieren provenir de un tercero.

 
Asimismo, agregó que se debe especificar que el aporte que se realizar a la campaña electoral puede estar conformado, además de los desembolsos en dinero, por cualquier aporte en especies o servicios, o cualquiera otra contribución

 
El Senador señor García Ruminot agregó que la indicación 97 añade, dentro de los aportantes a las campañas electorales, a los partidos políticos, lo que resulta ser adecuado.

 
-Puestas en votación las indicaciones 94, 96 y 97, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-La indicación 95 fue rechazada.

 
En la sesión siguiente, la Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, reabrir la discusión respecto del concepto de gasto electoral que contiene el numeral 1 del artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado.

 
Al efecto, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, propuso que dicha noción debe incluir todo desembolso o contribución avaluable en dinero efectuado por el candidato, un partido político, o un tercero en su favor, con ocasión y a propósito de actos electorales.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que resulta necesario acotar temporalmente en que pueden verificarse gastos electorales, e incluir el desembolso de gastos que se verifiquen durante el día de la elección de que se trate.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la referencia a los actos electorales resulta adecuada, toda vez que comprende diversas actividades que se verifican durante los procesos eleccionarios. Con todo, coincidió en la necesidad de especificar el período durante el cual es posible realizar actividades de fiscalización por parte del Servicio Electoral.

 
El Senador señor Harboe manifestó que no resulta adecuado acotar el período de tiempo en que pueden ejercerse medidas de fiscalización por parte del Servicio Electoral, considerando que, de ese modo, podría vulnerarse el propósito que persigue la iniciativa. Asimismo, coincidió en que la propuesta comprende adecuadamente las hipótesis de gasto electoral, incluido el día en que se verifique la elección.
 
Al efecto, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, agregó que la propuesta, al centrarse en el concepto de gasto, por sobre el aspecto temporal en que éste puede desarrollarse, permite ampliar el ámbito de la fiscalización que debe desplegar el Servicio Electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, comentó que la noción de gasto propuesta descansa correctamente sobre el concepto de los actos electorales.

 
-Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo que incorpora las indicaciones 94, con modificaciones e indicaciones 96, 97 y 99, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 98


La Senadora señora Pérez San Martín sugiere agregar una oración final al concepto de gasto electoral que contempla destinar los aportes a candidatos que vayan por un cupo de una agrupación política que aún no esté o no sea un partido político.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que la indicación resulta improcedente, considerando que debe atenderse a la calidad de candidato en lugar de considerar la colectividad política a la que se encuentra adscrito.

 
-Puesta en votación la indicación 98, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN NÚMERO 99


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe proponen suprimir una frase en el inciso primero del artículo 2° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, referida a que el gasto sea para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos.
 
El Senador señor Pérez Varela abogó por aprobar la indicación 99, toda vez que de ese modo es posible especificar los rubros que componen el gasto electoral mediante los numerales que contiene el artículo 2° de la ley N° 19.884.

 
- La indicación 99, en conjunto con las indicaciones 94, 96 y 97 fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Luego, se analizó una indicación cuyo objetivo es modificar la letra a) del artículo 2° y suprimir la letra g).

INDICACIÓN NÚMERO 100


La Presidenta de la República propone sustituir la letra a) del artículo 2°, referida a qué se entiende por gastos electorales. Asimismo, suprime la letra g) que entiende como gasto electoral las erogaciones o donaciones realizadas por los candidatos a organizaciones o personas naturales o jurídicas, mediante el patrocinio de actos culturales, deportivos u otros.
Gastos electorales

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la indicación recoge las modificaciones propuestas a la ley N° 18.700 en materia de definición de los rubros que componen la propaganda electoral.

 
El Senador señor Harboe agregó que la indicación sólo aplica en materia de gasto electoral, considerando que, al mismo tiempo, la propuesta legislativa, en otras disposiciones, regula el período en que pueden desplegarse actos de campaña electoral y las sanciones que se establecen en su caso.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de los actos que pueden ser comprendidos dentro de la noción de manifestación pública.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que la iniciativa distingue entre actos de campaña y actos de propaganda propiamente tal. En efecto, detalló que la propaganda comprende un determinado plazo en que pueden llevarse a cabo acciones de carácter público para promover un determinado candidato, en tanto que una manifestación pública dice relación con cualquier acción de visibilidad pública efectuada dentro de dicho período.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la noción de manifestación pública, por la generalidad de las acciones que incluye, puede generar la excesiva extensión de los gastos electorales, lo que genera la necesidad de especificar los elementos que lo configuran.

 
El Senador señor Harboe coincidió con dicha observación, considerando la extensiva amplitud que podría otorgarse a la noción de gasto electoral.

 
Asimismo, agregó que cualquier medio a través del cual se puedan realizar actos que generan gasto electoral, a aquellos que se realizan mediante sistemas telemáticos, redes sociales o nuevas tecnologías de la información.

 
El Senador señor García Ruminot añadió que la noción de manifestación pública resulta excesivamente amplia para las hipótesis que pretende cubrir.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que si se trata de actividades preliminares que no pueden ser consideradas dentro de una campaña electoral, no quedarán comprendidas dentro de la hipótesis que señala la indicación en estudio. Con todo, afirmó que, considerando el tenor de dicho texto, existen una serie de actividades, tales como la realización de eventos públicos o lanzamiento de una campaña a un cargo de elección popular, que evidentemente apuntan a inducir a los electores a apoyar una candidatura.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió con la necesidad de incorporar la noción de eventos públicos, en lugar de manifestaciones públicas, atendida la especificidad de dicho concepto.

 
El Senador señor Coloma afirmó que la regulación propuesta debe ser compatibilizada con aquella que resultará aplicable a los períodos de pre campaña electoral, particularmente respecto de la determinación de su extensión.

 
Puesto en votación el literal b) que se agrega por medio de la indicación 100, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

CONSTANCIA


En sesión de 25 de noviembre de 2015, respecto de la definición de gasto electoral contemplada en el encabezamiento del artículo 2° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral y la enumeración de tipos de gasto electoral, el Senador señor Harboe dejó constancia, compartida por los demás integrantes de la Comisión Especial, en el sentido de que dicha enumeración de gastos electorales es taxativa, porque de lo contrario puede ocurrir que alguien a propósito de su rendición de cuenta intente reembolsos de actos, actividades o gastos que no estén contemplados en las letras a), b), c), d), e), f), g) y h) o a contrario sensu –desde el punto de vista de la responsabilidad- puede ocurrir que a alguien le imputen en una determinada campaña que ciertos desembolsos que no están considerados en el artículo 2° constituyen gasto y ello le pueda significar una sanción.
Supresión de la letra g) del artículo 2° sobre erogaciones o donaciones realizadas por los candidatos
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la legislación vigente contempla la figura del cohecho ante la entrega de dádivas o donativos a cambio de voto en una elección. Sin embargo, agregó que dichos aportes, según la regulación actual, pueden ser considerados como gasto electoral, lo que requiere ser eliminado, en los términos que propone la iniciativa en estudio.

 
El Senador señor Harboe, coincidiendo con dicha observación, aseveró que resulta necesario prohibir que dichos ítems puedan ser imputados como gasto electoral.

 
-Puesto en votación el literal c) de la indicación 100, que propone la supresión de la letra g) del artículo 2°, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
En la sesión siguiente, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, habida cuenta de las observaciones de los miembros de la Comisión durante el análisis del literal c) de la indicación 100, presentó una propuesta cuyo propósito apunta a prohibir, expresamente, que los candidatos puedan efectuar erogaciones o donaciones en dinero o en especies en favor de organizaciones jurídicas o personas naturales distintas a su cónyuge o parientes.

 
En esa línea, la asesora de dicha Secretaría de Estado, señora Valeria Lübbert, explicó que, al impedir la imputación, como gasto electoral, de las erogaciones o donaciones en dinero o especies a organizaciones o personas jurídicas o naturales, resulta necesario impedir, de modo expreso, que puedan realizarse tales operaciones. De ese modo, afirmó que, en el párrafo relativo a prohibiciones, que contempla la ley N° 19.884, resulta pertinente incluir dicha prohibición, evitando la ocurrencia de prácticas que pudieren ser cercanas al cohecho.

 
El Senador señor Pérez Varela opinó que, considerando la necesidad de sancionar las prácticas que pudieren constituir cohecho, la donación o erogación debe ser vinculada al contexto en que se verifican las campañas electorales.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en la necesidad de evitar cualquier posibilidad de un eventual cohecho que pudiere verificarse a raíz de las entrega de donaciones de un candidato durante una campaña electoral. En consecuencia, junto con manifestar su anuencia con la propuesta en estudio, propuso agregar la vinculación que debe existir entre tales donaciones y la campaña en que éstas pudieren verificarse.

 
Asimismo, agregó que deben considerarse los ítems que componen el artículo 2° de la ley N° 19.884, que detalla los conceptos que componen el gasto electoral, incluyendo los materiales de propaganda o publicidad.

 
-Puesta en votación la propuesta del Ejecutivo, que considera componentes de la indicación 100, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, en conformidad, además, a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, agregando, en consecuencia, un artículo 24 bis, nuevo en la ley N° 19.884.


A la letra b) del texto aprobado por la Cámara de Diputados –referida a los gastos menores y frecuentes de campaña- se presentó la siguiente indicación.
INDICACIONES NÚMEROS 101 Y 102

Los Senadores señores Larraín y Coloma sugieren alzar el valor individual de los gastos menores y frecuentes de 10 unidades de fomento a 100 unidades de fomento.
 
El Senador señor Coloma afirmó que resulta adecuado limitar el total de gastos menores de campaña. Con todo, sostuvo que se debe clarificar la forma en que tales ítems deben ser computados, particularmente respecto del valor individual que les asigna el texto aprobado en general por el Senado.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que el valor individual dice relación con cada unidad objeto de compra.

 
En ese contexto, explicó que la disposición aprobada en general por el Senado apunta a especificar el valor de aquellos gastos menores que se generan en una campaña electoral, y las medidas de publicidad que se requieren en cada caso.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de limitar el monto de aquellos gastos de campaña de menor cuantía, particularmente en cuanto a la forma de rendición, debiendo mantener, en cualquier caso, la respectiva documentación de respaldo.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, añadió que resulta adecuado el límite que propone el texto aprobado en general por el Senado, equivalente a diez unidades de fomento, considerando que tales gastos podrán rendirse de forma detallada, pero sin justificación documentada.

 
El Senador señor Harboe añadió que la limitación del gasto electoral requiere ser implementada conforme a un criterio realista, particularmente en cuanto a su cuantía. De ese modo, añadió que debe establecerse el deber de rendición de gastos de menor cuantía, con la finalidad de transparentar los gastos de campaña, en tanto que aquellos que superen dicho límite deben ser justificados mediante la respectiva documentación.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que la disposición propuesta establece, además del límite de gastos menores, aquellos que quedan eximidos de una obligación de respaldo en documentos.

 
El Senador señor García Ruminot abogó por mantener la definición actual contemplada en la ley, relativa a gastos menores, debiendo mejorarse las facultades de fiscalización del Servicio Electoral.


La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes concordó en realizar enmiendas al texto aprobado en general, con la finalidad de darle una redacción más adecuada.

 
-Las indicaciones 101 y 102 fueron retiradas por sus autores.

 
-Puesta en votación la letra b) del numeral 1 del artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, en conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

Seguidamente, se analizó una indicación que modifica el artículo 3° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral.

INDICACIÓN NÚMERO 103


La Presidenta de la República formuló la indicación número 103 con la finalidad de aumentar –en el artículo 3°- el plazo del período de campaña a los 200 días anteriores a la elección definitiva y el día de ésta.

Asimismo, los gastos efectuados por candidatos que no hayan participado de elecciones primarias hasta la fecha de la declaración de candidaturas se imputarán al porcentaje de aporte propio del candidato.


La indicación también establece que la infracción a la prohibición de realizar gastos electorales antes del plazo señalado será sancionada por el Servicio Electoral y los gastos correspondientes serán valorizados al doble de su precio.
 
El Senador señor Coloma opinó que debe establecerse el deber de rendir gastos y transparentar el financiamiento de aquellas candidaturas que no prosperan. En consecuencia, afirmó que, al impedirse dicho aporte, se estaría favoreciendo a aquellos candidatos que cuentan con recursos propios.

 
El Senador señor Pérez Varela expresó que resulta adecuada la ampliación del período de campaña para efectos de determinar el gasto electoral. Con todo, afirmó que, al prohibirse que con anterioridad a los doscientos días que propone sobre el particular pueda realizarse gastos electorales, se favorece a aquellos candidatos que cuentan con mayores recursos propios.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que debe distinguirse entre el período de propaganda electoral y aquellos que, en los noventa días previos a la fecha de la elección, constituyen actos de campaña, tales como la contratación de estudios o servicios que posteriormente serán utilizados en el proceso eleccionario, y cuyos gastos pueden ser utilizados para efectos de rendición de cuentas.

 
El Senador señor García Ruminot abogó por diferenciar las normas aplicables a una elección de Presidente de la República de aquellas que operan para otras autoridades de elección popular, considerando las particularidades de cada una de ellas, en cuyo caso el plazo de doscientos días para campañas electorales resulta adecuado.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió con la diferencia existente entre los actos de campaña electoral y aquellos que constituyen propaganda. Asimismo, afirmó que el literal c) del texto de la indicación en estudio resulta erróneo, toda vez que permitiría la realización de propaganda electoral dentro de los doscientos días anteriores a los de una elección.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, afirmó que dicha disposición sólo resulta aplicable a aquellos candidatos que postulen a primarias electorales, en cuyo caso podrán realizar actos de propaganda de forma previa a los sesenta días que constituyen la regla general.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, en consecuencia, debe promoverse una regulación de campañas electorales aplicable de modo específico a las elecciones primarias, incluyendo aquellas que regulen las obligaciones en materia de transparencia que deben cumplir aquellos que hubieren sido derrotados.

 
El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de regular el período previo a las campañas electorales, particularmente cuando pudieren verificarse actividades propias de propaganda. En efecto, reiteró que la indicación propone regular la forma de rendición de los gastos derivados de la realización de actividades de campaña que no constituyen actos de propaganda, tales como la estudios, viajes o conformación de equipos programáticos, entre otros.

 
Dicha fórmula, añadió, requiere evitar que sólo los candidatos con un gran patrimonio personal puedan acceder a dicho financiamiento, lo que requiere establecer un sistema de recaudación transparente, simplificado y sujeto a fiscalización, estimulando el aporte de bajo monto de personas naturales.
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que debe considerarse que la extensión de la campaña electoral, para efectos de los gastos electorales, en los términos propuestos por la indicación en estudio, considera que puede realizarse entre los 200 días anteriores a la elección definitiva y el día de ésta, correspondiente al plazo para postular a las candidaturas primarias.

 
En ese plazo, detalló, pueden desarrollarse actos de propaganda electoral, por el término de sesenta días anteriores al de la elección; actos de campaña electoral, sin que ello comprenda actos de propaganda, en los noventa días anteriores al de la elección; y un plazo para la recaudación de fondos, desde los doscientos días contados desde la fecha de la elección –lo que equivale al término para la inscripción de candidaturas primarias-, y un término para recibirlos, equivalente a la fecha de apertura de la cuenta corriente electoral, equivalente a noventa días.

 
De ese modo, afirmó que, mediante el plazo total de doscientos días anteriores a la fecha de la elección, la iniciativa regula adecuadamente las actividades de recaudación de fondos, campaña electoral y propaganda electoral de que se trate.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, expresó que las normas propuestas en materia de propaganda electoral pueden resultar correctamente acotadas, al evitar una ampliación de los actos que pueden verificarse en dicho plazo.

 
Con todo, afirmó que resulta imposible que un candidato al cargo de Presidente de la República pueda desplegar su campaña electoral en un plazo de doscientos días.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, agregó que la norma propuesta permite que, desde el día doscientos contados hacia atrás desde la fecha de la elección- lo que coincide con la fecha de declaración de candidaturas a primarias-, los candidatos puedan realizar gastos que deben rendir al momento de formalizar una candidatura.

 
Asimismo, en el día noventa deben abrir la cuenta corriente electoral, en la que si pueden recibir aportes, la que se rige por las reglas de aportes a campaña que pueden realizar personas naturales, aporte de capital propio o eventualmente de partidos políticos.

 
En ese sentido, añadió que los gastos generados desde el día doscientos, y anteriores al día noventa, deberán ser igualmente informados, siendo considerados como gasto propio del candidato.

 
El Senador señor Harboe afirmó que la regulación propuesta requiere resolver adecuadamente la forma en que pueden efectuarse gastos entre los días doscientos y noventa contados hacia atrás desde el día de la elección. En consecuencia, abogó por elevar los estándares de transparencia y fiscalización del gasto desde el día doscientos, y no desde el día noventa, sobre todo considerando la eventual imputación de esos gastos a su porcentaje de aporte propio.
 
Asimismo, añadió que no resulta correcto que el plazo de doscientos días opere en iguales condiciones para candidatos incumbentes y desafiantes.

 
Finalmente, coincidió con la necesidad de ampliar el plazo de campaña electoral, con la finalidad de elevar los estándares de publicidad, transparencia y fiscalización de dicho período.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de las razones que explican la imposibilidad de recibir aportes desde el día doscientos, contados hasta la fecha de la elección, considerando las mayores facultades de fiscalización que la iniciativa entrega al Servicio Electoral.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que resultaría adecuado abrir la cuenta corriente única electoral desde el día doscientos contados hasta el día de la elección, considerando que, de ese modo, es posible fiscalizar el gasto que hubiere generado.

 
El Senador señor Guillier aseveró que la ampliación de las facultades de fiscalización requiere necesariamente el aumento de los recursos y el personal que se asigna al Servicio Electoral.

-------
 
En la sesión siguiente, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, reiteró que el propósito de la indicación del Ejecutivo no apunta a extender o aumentar las campañas electorales, sino que pretende transparentar un proceso que en la actualidad carece de adecuados niveles de publicidad.

 
En ese contexto, afirmó que el proceso de doscientos días, contados hacia atrás desde la fecha de la respectiva elección, pretende regular las actividades que desarrollan los candidatos que se presentan a una primaria, aquellos que no optan por esa vía y aquellos que se encuentran analizando las condiciones para optar a un cargo de representación popular.

 
En cualquier caso, agregó, el plazo de doscientos días regula las actividades de campaña y propaganda electoral, con la finalidad de igualar las posibilidades para todos los candidatos, sea que opten por una elección primaria o no.

 
En la misma línea, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta que, recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión, apunta a regular los actos de campaña de todos los candidatos, sea que participen o no en una primaria electoral.

 
Al efecto, detalló que el Ejecutivo propone establecer, en cada caso, un período de candidatura, rendición de cuentas, realización de actos de campaña y propaganda electoral, con las debidas medidas de fiscalización, control y transparencia para cada una de las etapas.

 
El Senador señor Harboe detalló que la indicación debe apuntar a regular la realización de actos de campaña que actualmente no se encuentran sometidos a ningún tipo de control. De ese modo, afirmó que resulta necesario regular el plazo en que pueden verificarse actos de campaña, además de la declaración de patrimonio e intereses y apertura de una cuenta corriente electoral, lo que transforma a un candidato en un sujeto pasivo a la luz de la ley que establece sanciones por la infracción a dichas normas, incluso con la cesación de su cargo.

 
El Senador señor García aseveró que no resulta adecuado establecer que los gastos electorales efectuados por quienes no hubieren realizado una declaración de precandidatura sean imputados como aportes propios del candidato, toda vez que, por el período no declarado, no puede tener gastos electorales.

 
Asimismo, afirmó que la propuesta legislativa debe considerar la forma en que se distribuye la proporción de aportes en una campaña electoral, sobre todo cuando éstos pudieren ser superiores a los gastos, particularmente cuando se trate de donaciones recibidas durante una precampaña.

 
El Senador señor Pérez Varela manifestó que la propuesta debe contemplar mayores obligaciones en materia de control de la cuenta corriente electoral. Asimismo, añadió que se exige que las instituciones bancarias contemplen un sistema para aplicar los límites de aporte que operan en cada caso, lo que debe ser realizado por el Servicio Electoral, habida cuenta de las funciones que debe cumplir en materia de fiscalización.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que resulta adecuado que, mediante un sistema informático operado por las instituciones bancarias, automáticamente pueda detectarse un exceso en los aportes electorales, toda vez que el Servicio Electoral sólo podría operar con posterioridad al depósito de que se trate, al no acceder a información en línea.

 
Por otra parte, afirmó que, en aquellos casos en que una precandidatura lograse recaudar más aporte que gastos, el Servicio Electoral deberá proceder a su devolución de forma proporcional.

 
El Senador señor Pérez Varela aseveró que la necesidad de radicar la fiscalización en el Servicio Electoral requiere que pueda detectar el traspaso de los límites de aportes, sin perjuicio de que, desde el punto de vista técnico, las instituciones bancarias puedan dar cuenta de ello.

 
En cuanto a una eventual ampliación del plazo de campañas electorales para la elección del cargo de Presidente de la República, acotó que dicha medida debería ir acompañada de un análisis en el tope del gasto electoral que opera en su caso.

 
El Senador señor Harboe afirmó que si la acción de solicitar la aplicación de sanciones se encuentra radicada ante el Servicio Electoral, resulta adecuado que todas medidas de fiscalización puedan ser aplicadas por dicho organismo.

 
Asimismo, agregó que debe fiscalizar todos los aportes que se enteran a una campaña irregular, incluyendo aquellos que, de modo irregular, intenten ser entregados por vías distintas a la cuenta corriente destinada para tal fin.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que, considerando el tenor de las propuesta del Ejecutivo, y las observaciones de los miembros de la Comisión, existe acuerdo respecto de los plazos en que pueden desplegarse la propaganda electoral y la campaña electoral, incluyendo la apertura de la cuenta corriente y la declaración de intereses y patrimonio que debe efectuarse en cada caso. 
 
No obstante, afirmó que debe especificarse de mejor manera el mecanismo de fiscalización del límite de gasto electoral y las facultades del organismo que debe operar en su caso.

 
Asimismo, añadió que debe considerarse el plazo en que, en la práctica, se despliegan las candidaturas para el cargo de Presidente de la República, lo que requiere ampliar el término propuesto por el Ejecutivo, incluyendo la opción de implementar un Comité exploratorio en su caso, sin que, en ninguna hipótesis, ello implique elevar el límite de gasto electoral para dicha elección.

 
Finalmente, agregó que debe evaluarse la implementación de un sistema que permita imputar adecuadamente los gastos electorales efectuados por quienes no hubieren realizado la declaración de precandidatura.

 
El Senador señor Harboe coincidió en dichas observaciones, considerando la necesidad de ampliar el plazo durante el cual se puede desplegar la campaña al cargo de Presidente de la República, excluyendo de ésta a los actos de propaganda electoral.

 
El Senador señor García Ruminot, en los mismos términos, señaló que resulta adecuado extender el plazo de campaña para las elecciones al cargo de Presidente de la República, con exclusión de los actos de propaganda electoral.

 
El Senador señor Coloma manifestó que debe ponderarse los efectos que una eventual ampliación del plazo de campaña podría producir para la debida igualdad entre los candidatos que debe caracterizar a las campañas electorales. Asimismo, añadió que debe regularse la destinación de los fondos que se hubieren recaudado durante una precandidatura presidencial.


En sesión de 11 de septiembre de 2015, el Ejecutivo acompañó una nueva propuesta referida al reemplazo del inciso tercero del artículo 3° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, que dice así en su primer inciso:

“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán efectuar la declaración de intereses y patrimonio a que alude el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 e informar al Servicio Electoral la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley.”.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, manifestó que por primera vez se introduce el concepto de precandidatura antes del día 90 –donde se efectúan las declaraciones formales de candidatura- hasta el día menos 200, en el cual de forma voluntaria cualquier persona que aspire a convertirse en candidato puede declarar su precandidatura, cumpliendo con el requisito de la declaración de intereses y patrimonio y con el requisito de informar al SERVEL sobre la apertura de la cuenta bancaria única.

En los incisos segundo y tercero que se proponen se establece lo siguiente:


“En dicho período los precandidatos podrán percibir los aportes permitidos en el artículo 9° y efectuar gastos electorales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes.

Los precandidatos que finalmente declaren su candidatura continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral conforme a las reglas generales que esta ley establece. Quienes hubieren efectuado una declaración de precandidatura, conforme al inciso tercero de este artículo y, finalmente no declaren su candidatura, deberán cerrar su cuenta y presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al artículo 41 de esta ley. En este último caso, si los montos recibidos como aportes no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12 de esta ley, a prorrata de sus aportes.”.

El Senador señor Ignacio Walker comentó que entre los plazos de 90 y 200 días se producen tres efectos: la declaración de intereses y patrimonio, informar al Servicio Electoral la apertura de la cuenta bancaria única y poder percibir los aportes permitidos en el artículo 9°.

Advirtió que el Ejecutivo no consideró una sugerencia de la Comisión Especial de extender a 365 días la campaña presidencial y también se encuentra pendiente la discusión de la indicación 234 referida a la constitución de un comité exploratorio de la candidatura al cargo de Presidente de la República.


Agregó que la propuesta del Ejecutivo en esa materia no es realista, porque nunca ha existido una campaña presidencial que se desarrolle en seis o siete meses y preguntó el porqué de la resistencia a contemplar 365 días, en circunstancias que lo único que provoca es la infracción de la ley.

El Senador señor Harboe expresó que en esta situación el proceso legislativo pone a prueba los liderazgos, porque liderar no sólo significa legislar para aquello que se pueda considerar popular, sino también para aquello que implica necesariamente hacerse cargo de realidades sociales.

Añadió que no existe y no ha existido jamás una campaña presidencial que se haya iniciado 90 o 200 días antes de la elección y lo que va a ocurrir es que se va a redactar una ley que para los efectos de la elección parlamentaria, municipal, de consejeros regionales y concejales probablemente se tenga que cumplir, pero que va sustentarse en un supuesto errado en la elección presidencial, cual es que un candidato a Presidente de la República va a tener seis meses para recorrer el país, escuchar las demandas ciudadanas, conocer las realidades de las diferentes localidades del país, crear un grupo programático y efectuar las acciones propias del despliegue de una campaña presidencial. Eso no es realista, aseveró, y la gente está cansada que se dicten leyes sobre hechos y situaciones que no van a ocurrir.

Respecto de la propuesta del Ejecutivo, valoró el sinceramiento que contiene y la creación de la figura del precandidato, aunque señaló que debiera agregarse en el inciso segundo que los gastos electorales que se le permiten a los precandidatos en ningún caso podrán ser de propaganda electoral, salvo en el caso de las primarias, porque si no la percepción de la ciudadanía va a ser que al ampliar el período de 90 a 200 días, serán doscientos días de propaganda electoral.

El Senador señor Pérez Varela estimó que como es usual en nuestro país se avanza, pero no lo suficiente, ya que se preguntó qué va a pasar el año 2016, en el mes de septiembre, cuando se recorran todas las comunas del país y en los carteles o fotos aparezca el candidato o candidata al cargo de alcalde junto a un candidato presidencial.


Opinó que debe enfrentarse la realidad de las campañas, en el sentido de que son algo más que los días establecidos en la ley.


Respecto de la propuesta del Ejecutivo, indicó que debiera revisarse el tema de la voluntariedad de los precandidatos de cumplir con la declaración de intereses y patrimonio y con la información de la apertura de la cuenta bancaria única, dado que no significa ningún incentivo para aquel que sí lo realiza. Por ello, advirtió que debe contemplarse la facultad del Servicio Electoral de fiscalizar en ese plazo de 200 días a todas las personas que aspiren a convertirse en candidatos.

Sobre el tema de la propaganda y la sugerencia del Senador Harboe, se planteó la realidad de una primaria, donde –por ejemplo- un candidato al cargo de senador realiza su declaración de intereses y patrimonio y cumple con la apertura de la cuenta, pero no puede llevar a cabo ningún tipo de propaganda. Sin embargo, el candidato a senador, en la primaria de su candidato presidencial, ubica fotos en su región junto al candidato presidencial. Esta situación, señaló, ocurre siempre, por lo que entrar a regular hasta el más mínimo detalle resulta poco realista.

Insistió en advertir que en la propuesta del Ejecutivo no se incorpora la facultad del Servicio Electoral de fiscalizar en el plazo de 200 días todo lo que se vincule con campañas electorales, sino la norma se convertirá en un desincentivo para la voluntariedad de las personas que aspiren a convertirse en candidatos.

El Senador señor Ignacio Walker precisó que el tema presidencial se resolvería intercalando, a continuación de la expresión “una elección,”, la frase “y en el caso de las elecciones presidenciales, 365 días,”. 


Coincidió con la propuesta del Senador Harboe, referida a incorporar una frase que prohíba expresamente la realización de propaganda electoral a los precandidatos.

El Senador señor Pérez Varela discrepó de esta última proposición, fundamentado en la realidad de las cosas en la política, tal como lo señaló precedentemente.


El Senador señor García Ruminot recordó que en sesión anterior los integrantes de la Comisión Especial manifestaron un acuerdo de establecer 365 días para la campaña presidencial. Asimismo, señaló que el problema estaría en el aumento o no del límite del gasto electoral respecto de los 365 días y la idea de aumentar el período de la campaña presidencial es evitar los financiamientos previos a las candidaturas.

Agregó que se puede prohibir la propaganda, pero es una materia de difícil delimitación, ya que –por ejemplo- un candidato presidencial puede elaborar un programa de gobierno contenido en un folleto, el que inevitablemente contendrá una fotografía de ese candidato. Estimó que dicho documento es posible difundirlo, porque lo más probable es que sea de interés para la ciudadanía conocerlo.

Reconoció que a la población le molestan las denominadas “palomas” de propaganda, los carteles y que por la radio se les atiborre de publicidad política y muchas personas han entendido que la ampliación de 365 días es para ese tipo de propaganda. Por ello, puntualizó que debe existir una regulación de las actuaciones que pueden ejecutarse en el mencionado período, entre otros la elaboración de un programa presidencial y el despliegue territorial.


Subrayó que en la ampliación de 365 días para la campaña presidencial no se está hablando de aumentar los aportes públicos, que pudiera ser el tema que incomode a la ciudadanía. En todo caso, se declaró dispuesto a buscar un acuerdo con el Ejecutivo.

La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, expresó que claramente se está dando un salto cualitativo y radical en lo que es el sistema político chileno en general y más aún en el aspecto de financiamiento de la política, porque se está entregando un aporte basal a los partidos políticos. Por otro lado, en cuanto al período de las campañas, la indicación del Ejecutivo propone 110 días más a lo que ya existe, espacio de tiempo en el que se está admitiendo la posibilidad de abrir espacio a los aportes privados y respecto del cual se podrá imputar el gasto electoral.

Añadió que el proyecto en general también tiene un trasfondo vinculado a un cambio cultural respecto de la forma de hacer política en Chile.

-------

 
En la sesión siguiente, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, reiteró que, sin perjuicio de una ampliación del límite para efectuar campañas electorales, en ningún caso resulta adecuado aumentar el tope de gasto. 

 
En ese sentido, aseveró que el Ejecutivo pretende avanzar en la regulación de una circunstancia que ocurre de hecho, consistente en la realización de actos de campaña con anterioridad al plazo de noventa días que establece la legislación vigente. De ese modo, arguyó que la propuesta del Ejecutivo permite que, con una anterioridad cercana a siete meses, los candidatos puedan recibir aportes, debidamente revisados por el Servicio Electoral, y realizar gastos que, respecto de los actos de propaganda, sólo podrán verificarse en los sesenta o treinta días antes de la respectiva elección.

 
Sin embargo, manifestó que aplicar dicha regulación a la elección de Presidente de la República podría generar un excesivo adelanto de la campaña electoral, sobre todo si se trata de un plazo de un año, lo que, explicó, justifica la negativa del Ejecutivo para implementar, en su caso, dicho mecanismo.

 
El Senador señor Guillier coincidió en la necesidad de acotar los períodos de campaña electoral, con la finalidad de evitar una alteración en el ejercicio de los cargos electos, sobre todo en el caso del Presidente de la República.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que la legislación debe regular las precampañas conforme a un criterio realista, lo que exige considerar que éstas se inician con mucha antelación respecto del acto eleccionario. En consecuencia, añadió que resulta adecuado aumentar el plazo de campañas electorales para campañas presidenciales, con la finalidad de regular una situación, que, de hecho, se verifica en la práctica, lo que permitiría favorecer el debate público que deriva de dicha elección.

 
El Senador señor Harboe explicó que la regulación propuesta sólo opera para efectos de campaña electoral, en materia de aportes y gastos electorales, pero, en ningún caso, puede aplicarse para actos de propaganda, considerando que, en la práctica, las campañas presidenciales se extienden por un período más extenso que el que señala la ley, sin normas de transparencia ni control.

 
En consecuencia, abogó por ampliar el período en que la ley permite y controla los actos de campaña electoral para el cargo de Presidente de la República, considerando que en las campañas para optar a dicho cargo, desde 1989 a la fecha, en las que han participado 32 candidatas y candidatos, en ningún caso han tenido una extensión inferior a seis meses, sin que se conozca sus fuentes de financiamiento.

 
Agregó que la ampliación de las campañas presidenciales, en lugar de generar un adelantamiento del inicio de éstas, tiene por objetivo promover un criterio de igualdad en el gasto electoral en que se incurre durante dicho período.
 
Por otra parte, sostuvo que la letra c) de la indicación del Ejecutivo no especifica una prohibición de efectuar propaganda electoral con anterioridad al plazo de 200 días que propone el Ejecutivo. 

 
Asimismo, añadió que una limitación temporal al gasto electoral puede generar la ineficacia de la norma propuesta, toda vez que sólo podría ser considerado como tal aquel que se verifique dentro de los doscientos días anteriores a la elección de que se trate.

 
Finalmente, consultó respecto de la aplicación de la sanción que contiene dicho numeral para configuras una causal de cesación en el cargo, al constituir una infracción grave a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que la propuesta relativa a 200 días para campañas electorales no permite sincerar lo que, en la práctica, ocurre tratándose de campañas para Presidente de la República, en que éstas se inician con antelación al plazo que establece la ley. De ese modo, manifestó que, al no recoger dicha circunstancia, se estimula la vulneración de las normas legales.

 
El Senador señor Guillier enfatizó que el propósito de las disposiciones en estudio debe apuntar a modificar las conductas que se verifican en la práctica, evitando la regularización de ciertas actuaciones que adolecen de ilegalidad o inmoralidad. De ese modo, sostuvo que, con la finalidad de evitar la ocurrencia de campañas electorales por un plazo excesivo, es necesario acotar su realización, considerando que ello no debe entorpecer las actividades políticas que emanan del ejercicio de cargos de representación popular.

 
El Senador señor Montes afirmó que la iniciativa apunta al fortalecimiento de la democracia, lo que requiere mejorar los estándares de la política y separarla de la influencia del dinero. 

 
En ese contexto, agregó que es necesario distinguir entre las campañas electorales y las actividades políticas propias del ejercicio de cargos de representación popular, lo que, en cualquier caso, exige restringir los períodos de campaña y propaganda electoral.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, reiteró que la regulación propuesta pretende modificar una serie de prácticas irregulares que se verifican actualmente, lo que requiere especificar el plazo en que pueden comenzar a desarrollarse las campañas electorales, considerando que el mandato del cargo de Presidente de la República es de corta duración y sin posibilidad de reelección.

 
Asimismo, agregó que la sanción que propone el literal c) de la indicación 103 puede dar lugar a una causal de cesación en el cargo por infracción grave a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que es necesario ampliar el plazo de campaña electoral únicamente para la elección del Presidente de la República, habida cuenta de la complejidad y extensión de ésta. Al efecto, propuso establecer el inicio de las campañas electorales al 1° de marzo del año de la respectiva elección presidencial.

 
Por otra parte, abogó por regular separadamente las normas aplicables a los concejales, considerando que sus funciones son distintas a aquellas que ejercen los parlamentarios y alcaldes. En efecto, afirmó que, con la finalidad de estimular la participación en la elección de concejales, resulta necesario establecer la obligación de efectuar declaración de patrimonio e intereses sólo respecto de aquellos candidatos que hubieren resultado electos, y no de todos aquellos quienes se presenten a la respectiva elección.

 
Finalmente, consultó respecto de la forma de cómputo de los doscientos días que propone la indicación en estudio.
 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la regla general contenida en el artículo 52 de la ley N° 19.884 establece que los plazos que contiene serán de días hábiles, entendiéndose por tales aquellos comprendidos entre los días lunes y viernes. Con todo, detalló que la propuesta del Ejecutivo establece una excepción a dicho régimen, toda vez que se trata de días corridos.

 
Asimismo, aseveró que resulta adecuado eliminar la referencia que la letra c) de la indicación 103 realiza respecto de los gastos electorales de propaganda, toda vez que la prohibición que dicha norma contempla dice relación con cualquier tipo de gasto, y no con un tipo de éstos en particular. En consecuencia, propuso que las infracciones a cualquiera de los incisos que contiene el artículo 3° de la ley N° 19.884 puedan ser sancionados por el Servicio Electoral, estableciendo que los gastos correspondientes serán valorados al doble de su precio, para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de dicho cuerpo legal.

 
De ese modo, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la letra c) propuesta agrava la sanción que actualmente consagra el inciso final del artículo 3° de la ley N°19.884, que prohíbe efectuar gastos electorales de propaganda antes del plazo que establece la ley, sin perjuicio de las multas que operan en su caso, las que, con anterioridad al plazo de doscientos días que propone la iniciativa, pueden ser denunciadas al Servicio Electoral por cualquier ciudadano.

 
El Senador señor Harboe, previo a la votación de la letra a) de la indicación 103, reiteró sus observaciones respecto de la necesidad de aumentar el plazo para campañas electorales al cargo de Presidente de la República.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, añadió que la iniciativa debe promover una mayor participación ciudadana, lo que requiere necesariamente aumentar los niveles de transparencia. Dicho principio, arguyó, resulta compatible con un aumento en el plazo para las campañas electorales al cargo de Presidente de la República, considerando que un término de doscientos días generará que los actos de campaña que se verifiquen antes de aquél quedarán fuera de la fiscalización que propone el proyecto.

 
-Puesta en votación la letra a) de la indicación 103, fue aprobada por tres votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe y Pérez Varela, y dos abstenciones, de los Senadores señores García Ruminot y Walker, don Ignacio.

 
- Puesta en votación la letra b) de la indicación 103, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesta en votación la letra c) de la indicación 103, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, al haberse introducido la norma propuesta en el inciso segundo del artículo 126 de la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios.

 
En sesión posterior, el Ejecutivo presentó la indicación 103 a), que perfecciona el texto aprobado y propone establecer que, entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, e informar al Servicio Electoral sobre la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley.

 
Asimismo, especifica que, en dicho período, los precandidatos podrán percibir los aportes permitidos en el artículo 9° y efectuar gastos electorales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes. 

 
Finalmente, dispone que los precandidatos que finalmente declaren su candidatura continúen utilizando su cuenta bancaria electoral conforme a las reglas generales que esta ley establece. 

 
Respecto de quienes hubieren efectuado una declaración de precandidatura, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero de la norma propuesta, y finalmente no declaren su candidatura, deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, establece que si los montos recibidos como aportes no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.
 
-Puesta en votación la indicación 103a), fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión.
CONSTANCIA


En sesión de 25 de noviembre de 2015, el Senador señor Walker, don Ignacio manifestó que la única frustración deparada por el proyecto de ley es que nunca se pudo sincerar una elección presidencial y aseveró que ello constituirá un forado inmenso, porque la norma aprobada se va a empezar a infringir los próximos meses, dado la existencia de un gran número de precandidaturas presidenciales.

Por su parte, el Senador señor Harboe puntualizó que el Gobierno se perdió una oportunidad importante de haber regulado una situación que se va a verificar y reconoció que este es un momento difícil para la política, pero así como también a las candidatas y candidatos se les impondrán sanciones adecuadas en caso de financiamiento irregular, la institucionalidad se debió haber hecho cargo de la realidad, esto es, que nunca en los últimos 35 años ha existido una campaña presidencial que se haya desarrollado sólo en los seis meses previos a la elección. 

Agregó que los 33 candidatos y candidatas presidenciales que se han postulado desde el año 1989 en adelante nunca han hecho campaña los últimos seis meses y no va a ser ésta la excepción.


Aclaró que la indicación 234 no tenía por objeto ampliar el período de propaganda electoral, sino que la idea era regular el régimen de financiamiento de quién legítimamente –independiente del color político- aspira a la primera magistratura de la nación.

DISCUSIÓN Y VOTACIÓN DE LA INDICACIÓN 234

Comité exploratorio de eventuales candidaturas
 
A propósito del análisis de la indicación 103, la Comisión acordó discutir la indicación 234, de los Senadores señores Harboe y Walker, don Ignacio, cuyo propósito apunta a crear un comité exploratorio con el objeto de indagar la viabilidad de una eventual candidatura al cargo de Presidente de la República o alcalde, pudiendo recibir aportes de personas naturales, los que no podrán exceder el equivalente en pesos a 40 unidades de fomento por aportante y sólo podrán destinarse a asesoría comunicacional, elaboración programática y despliegue territorial.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, ajustó los términos de la indicación con la finalidad de que opere únicamente respecto de la elección de Presidente de la República, para permitir que cualquier persona pueda explorar una eventual candidatura presidencial, pudiendo solicitar aportes a personas naturales con tres finalidades: contratar servicios de asesoría comunicacional, elaboración programática y despliegue territorial, tal como ocurre en el modelo estadounidense, en que opera una figura similar a la propuesta.

 
De ese modo, aseveró que es posible resolver, con un criterio realista, la forma en que, en la práctica, se verifican las campañas electorales.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, precisó que el Ejecutivo no apoya la implementación de un mecanismo de esa naturaleza, toda vez que implicaría adelantar el inicio de las campañas presidenciales. Asimismo, agregó que el modelo estadounidense no resulta asimilable, toda vez que dicho mecanismo se inserta en un sistema que permite la reelección presidencial, lo que requiere la creación de instancias que equilibren la visibilidad de candidatos incumbentes y desafiantes.

 
El Senador señor Harboe agregó que la figura propuesta no pretende ampliar las campañas electorales, sino evitar la utilización de institutos u otras instituciones que encubren la existencia de una campaña presidencial. Con dicho objetivo, manifestó que resulta adecuado implementar las medidas de financiamiento, transparencia y fiscalización respecto de los fondos que hubiere recaudado, los que sólo pueden tener como finalidad su utilización en asesoría comunicacional, elaboración programática y despliegue territorial.

 
El Senador señor Montes aseveró que la implementación de un mecanismo como el propuesto por la indicación en estudio puede colaborar a la aparición de nuevas fuerzas políticas y a la transparencia y fortalecimiento de la democracia.
 
El Senador señor Guillier sostuvo que debe distinguirse entre los actos de campaña o propaganda electoral de aquellos que son propios de la actividad política sin estar relacionado a una elección a un cargo de representación popular.

 
El Senador señor Pérez Varela opinó que la implementación de un comité exploratorio constituiría una figura extraña al ordenamiento electoral del país, y afectaría la regulación que opera respecto del financiamiento de la actividad política.

 
El Senador señor García Ruminot manifestó que la eventual aprobación de la indicación generaría un excesivo aumento del plazo en que pueden verificarse actos de campaña electoral, al sobrepasar el término de doscientos días que propone la iniciativa, considerando que, por esa vía, pueden vulnerarse las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Valeria Lubbert, sostuvo que, en opinión del Ejecutivo, la indicación 234 resulta inadmisible, toda vez que contendría atribuciones respecto del Servicio Electoral e impacta en las normas sobre reembolso del aporte público, lo corresponde a materias de iniciativa exclusiva de S.E. la Presidenta de la República, en conformidad al artículo 65 de la Carta Fundamental.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que se trata de una atribución fiscalizadora que el Servicio Electoral ejerce actualmente, por lo que, en conformidad a reiterada jurisprudencia del Tribunal Constitucional, la indicación en estudio no crea una función nueva, por lo que, en consecuencia, no vulnera la iniciativa exclusiva que corresponde a S.E. la Presidenta de la República.

 
Asimismo, aseveró que la indicación no genera un gasto fiscal nuevo, al tratarse de funciones fiscalizadoras que, al estar contempladas actualmente, pueden ser desarrolladas sin generar nuevos ítems presupuestarios.

 
-Puesta en votación la indicación 234, en dos ocasiones, se produjo un empate de dos votos a favor, de los Senadores señores Harboe y Walker, don Ignacio; dos votos en contra, de los Senadores señores Guillier y Pérez Varela; y una abstención, del Senador señor García Ruminot.
 
-En la sesión siguiente, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, fue repetida la votación de la indicación, siendo rechazada por tres votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela, y dos votos a favor, de los Senadores señores Harboe y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 2
LÍMITES AL GASTO ELECTORAL DE LOS CANDIDATOS


A la letra a) del numeral 2, que reemplaza el inciso segundo del artículo 4° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, se formularon cinco indicaciones.

INDICACIÓN NÚMERO 104


El Senador señor Zaldívar propone reemplazar el límite de gasto de una candidatura a senador de 1.500 unidades de fomento por mil unidades de fomento.

INDICACIÓN NÚMERO 105

El Senador señor Horvath sugiere sustituir la expresión “dos centésimos” por “quince milésimos”.

INDICACIÓN NÚMERO 106

El Senador señor Zaldívar propone suprimir la locución “por quince milésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil electores”.

INDICACIÓN NÚMERO 107

El Senador señor Horvath sugiere reemplazar “quince milésimos” por “un centésimo”.

INDICACIÓN NÚMERO 108

El Senador señor Horvath propone sustituir “un centésimo” por “setenta y cinco diez milésimos”.
 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que las indicaciones en estudio proponen rebajar el límite de gasto electoral aplicable a las candidaturas de senadores.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que la iniciativa en análisis contiene una sustantiva reducción del gasto electoral, considerando, asimismo, el aumento de los territorios correspondientes a distritos o circunscripciones electorales, junto a una nueva regulación del tipo de aporte que se puede realizar. De ese modo, aseveró que el propósito que persigue la iniciativa resulta cumplido adecuadamente.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que el límite de gasto electoral se relaciona con las reales posibilidades de aporte que pueden recibir. De ello deriva la relevancia de transparentar y fiscalizar los gastos que hubieren generado, en lugar de reducir en exceso dicho límite.

 
-Puestas en votación las indicaciones 104, 105, 106, 107 y 108, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

A la letra b) del numeral 2, que sustituye el inciso tercero del artículo 4° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral –referido al límite del gasto electoral de los candidatos a diputado de 700 unidades de fomento- se formularon cuatro indicaciones.
INDICACIÓN NÚMERO 109


El Senador señor Zaldívar propone disminuir las 700 unidades de fomento por 500 unidades de fomento.

INDICACIONES NÚMEROS 110 Y 111


Los Senadores señores Larraín y Coloma sugieren aumentar a 750 unidades de fomento.

INDICACIÓN NÚMERO 112


El Senador señor Horvath propone sustituir la expresión “quince milésimos” por “un centésimo”.

 
-Puestas en votación las indicaciones 109, 110, 111 y 112, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
A la letra c) del numeral 2, que reemplaza el inciso quinto del artículo 4° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral –referido al límite de gasto de los candidatos a consejeros regionales, que no podrá exceder de 350 unidades de fomento- se formularon tres indicaciones.
INDICACIÓN NÚMERO 113


El Senador señor Horvath propone sustituir el múltiplo “un centésimo” por “setenta y cinco diez milésimos”.

INDICACIÓN NÚMERO 114
 
El Senador señor Horvath propone reemplazar “setenta y cinco diez milésimos” por “cinco milésimos”.

INDICACIÓN NÚMERO 115
 
El Senador señor Horvath, propone sustituir la expresión “cinco milésimos” por “tres milésimos”.

 
-Puestas en votación las indicaciones 113, 114 y 115, fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
A la letra d) del numeral 2, que sustituye “tres centésimos” por “quince milésimos” en el inciso sexto del artículo 4° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral –referido a las candidaturas presidenciales- se presentó la siguiente indicación.
INDICACIÓN 116

El Senador señor Horvath, propone sustituir la expresión “quince milésimos” por “un centésimo”.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que el texto aprobado en general por el Senado contempla un límite de gasto para campañas al cargo de Presidente de la República, incluyendo las elecciones primarias, equivalente a M$ 5.131, en tanto que la indicación en estudio apunta a reducirlo a M$ 3.420.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, expuso que el texto aprobado en general por el Senado reduce adecuadamente el límite de gasto para el cargo de Presidente de la República, en un contexto en que, a nivel global, dicho ítem se ha incrementado sustantivamente.

 
De ese modo, añadió que, aun cuando se trata de sumas cuantiosas, de trata de una cifra que considera la complejidad que deriva de una campaña electoral en todo el país.

 
-Puesta en votación la indicación 116 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 117

La Presidenta de la República formuló la indicación 117 para establecer que los máximos de gastos electorales se publicarán además del Diario Oficial en el sitio web del Servicio Electoral con 140 días de anticipación.


El Ejecutivo propuso modificar la indicación 117, para establecer que el Servicio Electoral, con doscientos días de anticipación, deberá publicar los límites máximos de gastos electorales permitidos.


-Puesta en votación la indicación 117, fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los miembros de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 118

La Senadora señora Pérez San Martín propone agregar un artículo 4° bis a la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral con el siguiente texto:

 
“Artículo 4° bis.- Todas las normas que se refieran al límite al gasto electoral serán aplicables a todo tipo de agrupación política, sin que necesariamente estén constituidos aún como partidos de acuerdo con la ley.”.

 
-Puesta en votación la indicación 118 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 119

La Presidenta de la República presentó la indicación 119, con la finalidad de modificar el inciso primero del artículo 5° bis de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, en materia de la escala de multas para el candidato o partido político que exceda el límite de gastos electorales.
 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la indicación pretende elevar la entidad de las multas aplicables, al reducir el estándar que distingue entre cada régimen sancionatorio.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, aseveró que la drasticidad de las sanciones que contempla la iniciativa incluye la pérdida o cesación en el cargo, lo que resulta coherente con el aumento de las multas que propone la indicación.

 
El Senador señor Guillier coincidió con la necesidad de elevar los montos de las multas asignadas. Con todo, consultó respecto de los efectos que su imposición podría generar para candidaturas de menores ingresos o que se realizan sin el respaldo de partidos políticos.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que en dicha hipótesis se aplica la regla general, consistente en imputarlo al reembolso que se hubiere generado.

 
-Puesta en votación la indicación 119, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 120

El Senador señor Montes formuló esta indicación para agregar un inciso final al artículo 5° bis de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral que señala:
 
“Sin perjuicio de las multas precedentes, en caso de incurrirse en un exceso de gasto electoral superior al 30%, los candidatos que incurrieren en dicha infracción y hubieren resultado electos serán inhabilitados para ejercer el cargo, procediéndose a su reemplazo. En el caso de los partidos políticos, éstos serán privados de recibir el financiamiento público que les correspondiere según el artículo 33 bis de la ley 18.603, durante los dos años siguientes.”.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que dicha hipótesis se encuentra adecuadamente resuelta mediante la aprobación de la indicación 119.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, agregó que la indicación propuesta no guarda coherencia con la iniciativa de reforma constitucional que establece la cesación en los cargos de parlamentarios, alcaldes, consejeros regionales y concejales por infracción a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.

 
-Puesta en votación la indicación 120, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 121

El Senador señor Montes formuló esta indicación para sustituir en el inciso primero del artículo 6° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, el número de días-de 15 a 60- del plazo para denunciar hechos que puedan constituir infracción al límite de gasto electoral, acción que pueden ejercer los partidos políticos y los candidatos independientes que hayan participado en la elección.
 
El Senador señor Pérez Varela abogó por especificar los plazos en que el Servicio Electoral puede ejercer sus funciones, debiendo ser coherente con el término dentro del cual pueden formularse denuncias sobre el particular.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que las reclamaciones deben poder ser interpuestas, además de los partidos políticos, por sus militantes individualmente considerados que hubieren postulado al cargo de elección popular, considerando que se trata de quienes pueden haber sido afectados por la vulneración de dicho límite.

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva, expuso que, en cualquier caso, debe evitarse que la legitimación para deducir dichas reclamaciones se amplíe excesivamente.

 
En la sesión siguiente, la asesora de dicha Secretaría de Estado, señora Valeria Lübbert, propuso ampliar el plazo para poner los respectivos antecedentes en conocimiento del Servicio Electoral, dentro de los treinta días siguientes a la presentación de la cuenta que debe realizarse en conformidad al artículo 41 de la ley N° 19.844.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que el plazo actualmente vigente, equivalente a quince días, resulta ser adecuado para ejercer las acciones por los partidos políticos o los candidatos independientes.

 
-Puesta en votación la indicación 121, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 122

El Senador señor Montes propone modificar el artículo 8° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, incorporando otras formas de financiamiento privado como los dividendos o mayor valor obtenidos en la enajenación o cesión de acciones y cualquier otro tipo de bienes, derechos, posiciones o activos negociables.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, expuso que la indicación en estudio colisiona con el propósito que persigue el artículo 8° de la ley N° 19.884, al proponer la eliminación del carácter gratuito de los contratos que dicha norma señala.

 
-Puesta en votación la indicación 122 fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 3

LÍMITES AL FINANCIAMIENTO PRIVADO Y PROHIBICIONES ABSOLUTAS

INDICACIONES 123 a 131

Los Senadores señores Larraín, Coloma, Navarro y Horvath formularon las correspondientes indicaciones al inciso primero del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, despachado por la Cámara de Diputados, referido al financiamiento privado, con  la finalidad de modificar los guarismos expresados en unidades de fomento.
INDICACIONES 123 Y 124

Los Senadores señores Larraín y Coloma, para reemplazar la expresión “doscientos cincuenta” por “quinientas”, las dos veces que aparece.

INDICACIÓN 125


El Senador señor Navarro, para reemplazar la expresión “doscientos cincuenta” por “cincuenta”, las dos veces que aparece.

INDICACIONES 126 Y 127

Los Senadores señores Larraín y Coloma, para sustituir las palabras “trescientas quince” por “seiscientas veinticinco”.

INDICACIÓN 128

El Senador señor Navarro, para sustituir las palabras “trescientas quince” por “setenta y cinco”.

INDICACIÓN 129

El Senador señor Larraín, para reemplazar el vocablo “quinientas” por “mil”.

INDICACIÓN 130


El Senador señor Navarro, para reemplazar el vocablo “quinientas” por “cien”.

DISCUSIÓN DEL NUMERAL 3
 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que las indicaciones propuestas dicen relación con la limitaciones a los aportes que pueden enterar las personas naturales a las campañas electorales. Al efecto, sostuvo que el texto aprobado en general por el Senado distingue según el tipo de elección de que se trate, en cuyo caso apunta a evitar que un solo aporte pueda cooptar a un candidato, estableciendo los topes que señala la iniciativa.

 
El Senador señor Pérez Varela manifestó que durante el análisis de las indicaciones debe considerarse que la iniciativa prohíbe el aporte de las personas jurídicas, lo que genera la necesidad de estimular los aportes de bajo monto de personas naturales. En consecuencia, aseveró que el límite que propone el proyecto, correspondiente a la imposibilidad de exceder el veinticinco por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna, resulta adecuado y suficiente para impedir que el aporte de una sola persona pueda cooptar a un candidato.

 
El Senador señor Harboe explicó que la iniciativa distingue el tope de aporte para las elecciones de alcaldes y concejales, equivalente al veinticinco por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna, y de un límite en unidades de fomento para las elecciones de consejeros regionales, parlamentarios y Presidente de la República.

 
Tratándose de alcaldes y concejales, detalló que la iniciativa permitiría que entre un grupo reducido de personas puedan financiar completamente la campaña electoral, particularmente en el caso de aquellas comunas de menor tamaño.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que debe analizarse un límite porcentual, en los términos que se propone para alcaldes y concejales, como único límite aplicable, por el equivalente al 10% del total del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. De ese modo, añadió, resulta innecesario limitar el monto que se puede aportar para cada candidatura en unidades de fomento.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, añadió que un límite porcentual de aporte a las campañas resulta adecuado, junto con un tope de aporte según el tipo de elección de que se trate, considerando que la iniciativa pretende favorecer la existencia de múltiples aportes de bajo monto de personas naturales. 

 
En consecuencia, coincidió en la necesidad de reducir el porcentaje de aporte de una persona en una misma elección y a un mismo candidato a alcalde o concejal, desde el 25% al 10%. Asimismo, abogó por mantener el límite en unidades de fomento que se puede aportar a cada campaña.

 
-Puesta en votación la letra a) del numeral 3) del artículo 2° del proyecto de ley, únicamente en lo relativo a la disminución del límite porcentual a aportar en una misma elección y a un mismo candidato a alcalde o concejal, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, de conformidad a lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
 
-Puesto en votación separada el tope en unidades de fomento que propone la letra a) del numeral 3) del artículo 2° del proyecto de ley, aplicable a las elecciones de consejero regional, diputado, senador y Presidente de la República, fue aprobado por cuatro votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y un voto en contra, del Senador señor Pérez Varela.


-En consecuencia, las indicaciones 123 a 130 fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, con excepción de las indicaciones 123, 124, 126, 127 y 129 que contaron con el voto a favor del Senador señor Pérez Varela.

INDICACIÓN 131


El Senador señor Horvath formuló esta indicación para intercalar, a continuación de la locución “hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento”, el siguiente texto: “Con todo, la familia del candidato, esto es el cónyuge, sus descendientes y ascendientes en linera recta y los colaterales hasta el cuarto grado de consanguinidad inclusive, no podrán realizar aportes que signifiquen más del cincuenta por ciento del límite del gasto permitido en el artículo 4°.”.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que el propósito de la indicación resulta recogido por las disposiciones del proyecto que limitan, de modo general, el aporte que una persona natural puede enterar a una campaña.

 
-Puesta en votación la indicación 131, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 132

La Presidenta de la República propone reemplazar el texto del inciso segundo del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral que despachó la Cámara de Diputados. En la primera instancia se aprobaron diez autoridades y funcionarios públicos impedidos de efectuar aportes a candidatos.


La indicación sólo prohíbe aportar a los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos.
INDICACIÓN 133


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe sugieren centrar la prohibición –contenida en el inciso segundo del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral- de efectuar aportes a candidatos en los miembros del Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral, los integrantes del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los Tribunales Electorales Regionales y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.
INDICACIÓN 134


El Senador señor Ossandón dirige su indicación al encabezamiento del inciso segundo del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral aprobado por la Cámara de Diputados, especificando que la prohibición abarca el aporte hecho por si mismos o por medio de interpósita persona.
INDICACIÓN 135


El Senador señor Larraín propone agregar al listado definido por la Cámara de Diputados en el inciso segundo del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral al Presidente de la República como otra de las autoridades que no podrán efectuar aportes a candidato alguno.

INDICACIÓN 136

El Senador señor Quinteros sugiere eliminar del listado de autoridades y funcionarios con prohibición de efectuar aportes a candidatos, establecido en el inciso segundo del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, a los funcionarios directivos, profesionales y empleados públicos remunerados con fondos del Estado.
Discusión

 
El Senador señor Harboe sostuvo que la indicación 133 resuelve adecuadamente la supresión que el texto aprobado en general por el Senado realiza respecto del derecho de toda persona a participar del financiamiento de campañas electorales por el solo hecho de ejercer determinado cargo.

 
En ese sentido, afirmó que la indicación 133 prohíbe únicamente el aporte de determinados funcionarios específicos que participan del proceso de eventual destitución de algún cargo de elección popular, junto a aquellas personas que no tengan nacionalidad chilena y no residan en el país.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la indicación 132 compatibiliza el carácter público de los aportes con el legítimo derecho de ciertos funcionarios a colaborar en los procesos de elección de cargos de elección popular, lo que, tratándose de aquellos que pudieren participar en los procesos de destitución correspondientes, puede ser resuelto mediante su inhabilitación para cada caso en particular.

 
El Senador señor Guillier abogó por garantizar el ejercicio de los derechos ciudadanos, incluyendo el de aportar a campañas electorales, salvo que se trate de una excepción muy justificada y específica. De ese modo, aseveró que existen ciertos cargos muy acotados que demandan cierta prudencia para efectos de enterar un aporte a campañas electorales, pero no resulta adecuado que tal prohibición sea formulada por vía legal de modo relativamente amplio.

El Senador señor García Ruminot sostuvo que la indicación 134 evita la donación por interpósita persona, lo que resulta adecuado para evitar una vulneración de la norma. Asimismo, coincidió en la necesidad de evitar las donaciones que pudieren efectuar los funcionarios directivos, profesionales y empleados públicos remunerados con fondos del Estado, sean de planta, a contrata o a honorarios.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en evitar una limitación excesiva del derecho de los funcionarios públicos de aportar a una campaña electoral. Con todo, afirmó que la indicación 133 detalla adecuadamente aquellos funcionarios que, atendida las funciones que pueden cumplir en materia de destitución de determinadas autoridades, deben quedar impedidos de efectuar aportes a candidato.

 
Asimismo, añadió que se debe impedir el aporte de personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan fuera de Chile, atendidas las dificultades en materia de fiscalización que ello supone.

 
El Senador señor Guillier coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la prohibición en materia de aporte para campañas electorales por parte de personas extranjeras.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que el inciso quinto del numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República prohíbe que las fuentes del financiamiento de los partidos políticos pueda provenir de dineros, bienes, donaciones, aportes ni créditos de origen extranjero.

 
En la misma línea, afirmó que el artículo 24 de la ley N° 19.884 prohíbe los aportes de campaña electoral provenientes de personas naturales o jurídicas extranjeras, con excepción de los efectuados por extranjeros habilitados legalmente para ejercer en Chile el derecho a sufragio. De ese modo, explicó que, en ese punto, la indicación 133 resulta redundante.

 
-Puestas en votación las indicaciones 132 y 133, fueron aprobadas, con modificaciones por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-A su vez, las indicaciones 134, 135 y 136 fueron rechazadas por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, con excepción de la indicación 134, que contó con el voto a favor del Senador señor García Ruminot.
INDICACIÓN 137

La Presidenta de la República mediante esta indicación propone sustituir el inciso tercero del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, por un texto que dispone un tope de 15% a los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus campañas.
INDICACIÓN 138

Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe sugieren enmendar el inciso tercero del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral para establecer un tope de 25% a los aportes personales de los mismos candidatos.
INDICACIÓN 139

El Senador señor Guillier presentó esta indicación para modificar el inciso tercero del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, con la finalidad de contemplar como límite el dispuesto en el inciso primero del mismo artículo para los aportes de las personas.
 
-La indicación 139 fue retirada por su autor.

INDICACIÓN 140


El Senador señor Montes propone agregar un texto al inciso tercero del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, relativo a la justificación del aporte propio por medio de la acreditación de la fuente del mismo.
Discusión

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, expuso que las indicaciones regulan los límites aplicables a los recursos propios que un candidato puede aportar a su respectiva campaña electoral.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que resulta adecuado limitar el aporte propio que es posible realizar a una candidatura, con la finalidad de evitar que aquellos que cuenta con un mayor patrimonio puedan obtener una ventaja excesiva en comparación al resto de los candidatos.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que resulta adecuado limitar el aporte propio a una candidatura, en cuyo caso el tope de 15% del gasto resulta adecuado, sobre todo considerando que, por esa vía, pudieren ser añadidos indirectamente determinados aportes de terceros o, incluso, de personas jurídicas.

 
Asimismo, manifestó que los aportes de capital propio son aquellos que, de modo residual, financian la campaña junto a aquellos recibidos por parte de personas naturales y del aporte fiscal que opera en cada caso.
 
El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de fijar un límite al aporte de patrimonio propio a una campaña electoral. Asimismo, afirmó que de ese modo es posible favorecer las medidas de fiscalización que debe ejercer el Servicio Electoral.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, apuntó que el texto aprobado en primer trámite constitucional permite que incluso la totalidad de una campaña sea financiada con recursos propios. En consecuencia, describió que las indicaciones pretenden restringir tales aportes, con la finalidad de equiparar el gasto en que pudieren incurrir los candidatos.

 
En ese sentido, aseveró que, considerando el tenor de las indicaciones en estudio, un límite equivalente al 25% del gasto resulta razonable.

 
El Senador señor García Ruminot afirmó que el límite de 25% al aporte propio, en determinadas circunstancias, resulta excesivo, tal como ocurre en aquellas candidaturas a concejal cuyo costo total de campaña no excede del millón de pesos.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la iniciativa apunta, en general, a transparentar y fiscalizar los aportes y gastos de campaña. En ese contexto, aseveró que el aporte de capital propio, debidamente regulado, no configura un eventual conflicto de intereses. En consecuencia, aseveró que no resulta adecuado limitar excesivamente el aporte de patrimonio propio.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, aseveró que un límite de 20% del total de gasto electoral resulta razonable ante el mejoramiento de las medidas de fiscalización que pueden promoverse al efecto. Asimismo, añadió que es posible diferenciar dicho porcentaje para aquellas candidaturas que generan un gasto menor, considerando que éstas, frecuentemente, son solventadas en mayor medida por el capital del candidato.

 
El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de diferenciar el estatuto aplicable a las candidaturas de menor cuantía de aquellas que suponen un mayor gasto, a efectos de determinar el porcentaje de aporte de capital propio.

 
Asimismo, abogó por equilibrar las normas aplicables a las candidaturas de personas independientes con los militantes de partidos políticos, y de aquellos que cuentan con patrimonio personal respecto de quienes carecen de ellos.

 
-Puestas en votación las indicaciones 137 y 138, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
En sesión posterior, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, propuso agregar, al inciso cuarto del artículo 9° de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral, que el monto total del aporte propio se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados en conformidad a dicho cuerpo legal.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que dicha propuesta considera que, en la práctica, los candidatos obtienen préstamos para financiar su campaña, los que son pagados con el aporte público que opera en proporción al resultado electoral que hubieren obtenido. De ese modo, aseveró que los fondos recaudados figurarán como un aporte propio sin perjuicio que, en rigor, constituyen un adelanto de lo que recibirá por concepto de aporte fiscal.

 
El Senador señor Harboe sostuvo que, según la fórmula propuesta, en aquellos casos en que el aporte estatal fue muy inferior a lo previsto, se podría generar una causal de cesación en el cargo.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que, en dicha hipótesis, si un candidato sobreestima su capacidad de obtener votación en una campaña electoral, es probable que un porcentaje importante de su financiamiento provenga de su aporte propio, pero ello no implica, necesariamente, que sobrepase el límite total de gasto electoral permitido.

 
-Reabierto el debate y puesta en votación la indicación 137, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Indicación 140

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, enfatizó que la indicación 140 resuelve adecuadamente la trazabilidad que es preciso demandar de los aportes de capital propio que un candidato puede enterar a su campaña electoral, al evitar que, mediante esa vía, pueda encubrirse el aporte de un tercero o de una persona jurídica.

 
-Puesta en votación la indicación 140, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 141


El Senador señor Zaldívar formuló esta indicación con la finalidad de sustituir el inciso final que se agregó –en la Cámara de Diputados- al artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, con un texto similar, pero en redacción en términos positivos.


-Esta indicación fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

INDICACIONES 142 Y 143

Los Senadores señores Larraín y Coloma sugieren enmendar el inciso final del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral aumentando los topes a los aportes que las personas puedan efectuar respecto de los distintos candidatos.
Discusión

El Senador señor García Ruminot abogó por elevar el tope máximo de aportes para una misma elección de alcaldes, concejales, diputados, senadores, consejeros regionales o Presidente de la República, considerando la necesidad de permitir un aporte equitativo para todos los candidatos en todas las regiones del país.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, añadió que debe considerarse que se trata de un límite global para la totalidad de candidatos en todo el país. De ello deriva que se trata de un tope de mil unidades de fomento que resulta relativamente bajo.

 
El Senador señor Harboe manifestó que la reducción del monto máximo de gasto electoral que propone la iniciativa, junto a la prohibición del aporte de personas jurídicas y el estímulo a aquel que pueden realizar públicamente las personas naturales, regula adecuadamente el financiamiento de la actividad política. Asimismo, agregó que las indicaciones en estudio, y el texto sobre las que recaen, limitan el aporte que puede realizarse a la totalidad de un proceso de elección de que se trate, y no respecto de cada candidato en particular.

 
Por otra parte, agregó que debe distinguirse entre los procesos electorales para elecciones uninominales de aquellos en que se eligen a varios postulantes, considerando que, en cualquier caso, lo que se pretende evitar es la cooptación de una candidatura a raíz del aporte de una sola persona natural.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que, habida cuenta de que se trata de un aporte global a una campaña, y no a cada candidato individualmente considerado, resulta pertinente elevar el límite que opera en su caso.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que debe evitarse que tal incremento permita que, por intermedio de interpósitas personas, una sola persona natural pueda donar un porcentaje relevante del total de la campaña de un candidato.

 
El Senador señor Pérez Varela reiteró la necesidad de implementar una regulación realista, lo que no resultaría cumplido al establecerse un límite superior de bajo monto a las donaciones que pueden enterar las personas naturales a la totalidad de un proceso eleccionario.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que el Ejecutivo aboga por equilibrar la libertad de las personas naturales a donar a las campañas electorales, e impedir que dicha donación sea de tal extensión que implique cooptar a los candidatos. Con dicha finalidad, sostuvo que el texto aprobado en general por el Senado satisface adecuadamente dicho propósito.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, habida cuenta de tales consideraciones, propuso aprobar la disposición aprobada en general por el Senado, elevando, en consideración a la propuesta de las indicaciones 142 y 143, de quinientas a mil unidades de fomento el aporte que es posible efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales, y de mil a dos mil unidades de fomento el aporte para una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.

 
-Puestas en votación las indicaciones 142 y 143, en relación con el texto de la letra c) del numeral 3) del artículo 2° del proyecto de ley, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Discusión de la indicación 158, en relación al inciso cuarto del artículo 9° de la ley N° 19.884, que pasa a ser inciso quinto
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que el aspecto central de la indicación dice relación con la identificación del aportante y la posibilidad del destinatario de declinar la donación.

 
En sesión siguiente, el asesor de dicha Secretaría de Estado, señor Tomás Jordán, explicó que resulta adecuado establecer que, en aquellos casos en que el aportante efectuare una donación dentro de los últimos cinco días de campaña, el candidato podrá rechazarla hasta las veinticuatro horas antes de la elección, al cabo del cual éstos se entenderán aceptados.

 
Al efecto, la asesora de dicho Ministerio, señora Valeria Lübbert, propuso incorporar dicha regulación en el inciso cuarto del artículo 9° de la ley N° 19.884, con la finalidad de permitir que el candidato pueda rechazar el aporte dentro de los últimos cinco días de la respectiva campaña electoral.

 
El Senador señor Pérez Varela manifestó que, considerando la publicidad de los aportes, resulta necesario cautelar el derecho de los candidatos a rechazar una donación.

 
El Senador señor Harboe agregó que, en cualquier caso, el plazo de veinticuatro horas, contados hacia atrás desde la fecha de la elección, resulta innecesario, toda vez que el término de cinco días, desde el momento en que realizan los aportes, protege adecuadamente el derecho de los candidatos a rechazar la donación.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que, relevando el valor de la publicidad de los aportes, y el derecho de los candidatos a rechazarlos, el plazo de cinco días, contados desde la fecha del aporte, resulta adecuado.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó agregar en el inciso cuarto –que pasó a ser séptimo- del artículo 9° de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral un texto que establece un plazo de cinco días hábiles para rechazar cualquier aporte y que una vez transcurrido ese plazo se entenderán aceptados, aprobando la indicación 158, con modificaciones.
NUMERAL 4

ELIMINACIÓN DEL APORTE DE PERSONAS JURÍDICAS

INDICACIÓN 144


El proyecto despachado por la Cámara de Diputados elimina el artículo 10 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, que regula los aportes de campaña electoral que efectúen personas jurídicas con fines de lucro.


-El Senador señor Larraín formuló la indicación 144 para suprimir el numeral 4, la que retiró en sesión de 3 de septiembre de 2015.
NUMERAL 5
AUMENTO DEL REEMBOLSO DE GASTOS DE CAMPAÑA A PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA

El texto aprobado por la Cámara de Diputados aumentó el tope del reembolso de tres centésimos a cuatro centésimos de unidad de fomento por voto obtenido por el candidato respectivo, contemplado en el inciso segundo del artículo 13 bis de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral.
INDICACIÓN 145


La Senadora señora Pérez San Martín propone agregar un inciso final al artículo 13 bis para incluir a las agrupaciones políticas que no estén constituidas como partidos políticos en el financiamiento público.


-El Presidente de la Comisión, Senador señor Walker, don Ignacio, la declaró inadmisible, de conformidad a lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, por incidir en la administración financiera o presupuestaria del Estado.
INDICACIÓN 146

El Senador señor García Ruminot formuló esta indicación para agregar un artículo 14 bis que establece la obligación para las imprentas, radios, periódicos y revistas cuyos pagos sean imputables a aportes electorales, públicos o privados, de registrarse ante el Servicio Electoral.

-El Senador señor García Ruminot retiró esta indicación en la sesión de 3 de septiembre de 2015.

NUMERAL 6
DUPLICACIÓN ANTICIPO DE GASTO ELECTORAL Y PROHIBICIÓN DE CONTRATAR POR LOS PARTIDOS POLÍTICOS


El numeral 6 del artículo 2° del proyecto, modifica el artículo 14 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, en las siguientes materias:


-Múltiplo aplicable al anticipo estatal de gasto electoral.

-Prohibición a los partidos políticos de contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador dentro de los dos años anteriores a la elección, o tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social. La prohibición se extiende respecto de empresas que hayan sido sancionadas por infracción a las normas de la libre competencia.

-Al numeral 6 no se formularon indicaciones.

La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, explicó que la Dirección del Trabajo tiene la obligación de renovar la publicación, cada seis meses, de las empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador.
NUMERAL 7

REEMBOLSO DE GASTOS ELECTORALES


Este numeral modifica el artículo 15 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral y a su respecto se formularon tres indicaciones.
INDICACIONES 147 Y 148


La Presidenta de la República y los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe proponen suprimir la letra b) del numeral 7, para reponer el texto actual de la ley que estatuye que la devolución de los gastos se hará mediante el reembolso de los gastos que no hayan sido financiados por otro tipo de aportes.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que es necesario reponer el mecanismo de reembolso de los gastos que no hayan sido financiados por otro tipo de aportes distintos al aporte público que contempla la iniciativa, evitando, de ese modo, la existencia de un doble pago.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que, desde el punto de vista contable, para los efectos que persigue las indicaciones en estudio, no es posible que se produzca un doble pago de una misma obligación.

 
-Puestas en votación las indicaciones 147 y 148, fueron aprobadas por cuatro votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Senador señor García Ruminot.

INDICACIÓN 149


La Presidenta de la República mediante esta indicación pretende eliminar la letra c) del numeral 7, con la finalidad de mantener el texto actual de la ley en lo que se refiere a la acreditación de los gastos mediante facturas o boletas pendientes de pago.
 
El Senador señor Harboe explicó que la legislación vigente contempla que el reembolso de los gastos electorales se verifica mediante la presentación de boletas o facturas pendientes de pago. Con todo, detalló que el texto aprobado por la Cámara de Diputados amplía tales medios a cualquier documento que respalde los gastos, tales como recibos u otros, lo que resulta inadecuado.
 
El Senador señor García Ruminot aseveró que no debe tratarse de documentos pendientes de pago, toda vez que no resulta adecuado que estos generen un reembolso previo a la extinción de la obligación de que se trate.
 
El Senador señor Pérez Varela agregó que la norma propuesta por la Cámara de Diputados no requiere que se trate de documentos pendientes de pago, sino que únicamente respalden los gastos, lo que constituye un error. Asimismo, agregó que el sentido del reembolso radica justamente en extinguir documentos pendientes de pago.

 
El Senador señor Harboe, en sentido contrario, sostuvo que la expresión reembolso dice relación con la devolución de un gasto que ya se ha efectuado, lo que no ocurriría tratándose de documentos pendientes de pago.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, añadió que el propósito de la indicación del Ejecutivo radica en evitar el doble pago de una obligación contraída en una campaña electoral.

 
-Puesta en votación la indicación 149, fue aprobada por cuatro votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y una abstención del Senador señor García Ruminot.

INDICACIÓN 150


La Presidenta de la República sugiere agregar un inciso final al artículo 15 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, con el objetivo de establecer que no se reembolsarán los gastos cuando existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido.

 
El Senador señor Harboe explicó que indicación supedita el pago pendiente a terceros proveedores de servicios a la existencia de una resolución administrativa que determine las multas aplicables al candidato o partido, lo que puede generar la excesiva extensión del plazo en que debe extinguirse tal obligación.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, señaló que el propósito de la indicación radica en reembolsar adecuadamente los gastos en que hubiere incurrido el candidato, lo que requiere evitar que dicho pago se efectuare previo a una impugnación, en cuyo caso deberá esperarse la resolución de ésta.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por la aprobación de la indicación, toda vez que, arguyó, se trata de fondos públicos y, actualmente, no se produce el reembolso en tanto los gastos de campaña no se encuentren debidamente auditados.

 
-Puesta en votación la indicación 150, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-En sesión de 28 de septiembre de 2015, a propósito del tema de los derechos de repetición de las municipalidades y a sugerencia del Senador señor Harboe, se modificó la indicación 150, referida al artículo 15 de la ley 19.884, para incluir dentro de los casos en que no se proceda al reembolso de los gastos electorales cuando se hagan efectivos contra los candidatos o los partidos los derechos de repetición del artículo 32 de la ley N° 18.700. Lo anterior, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN 151

Las Senadoras señoras Muñoz y Goic proponen agregar un artículo nuevo, a continuación del artículo 15, vinculado a la indicación 75, que regula la retención del total del reembolso, mientras no se acredite el pago total de las multas por el candidato.

-Esta indicación fue retirada por la Senadora señora Muñoz, atendido que en el artículo 15 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral se regula esta materia.

NUMERAL 8
PUBLICIDAD DEL APORTE PRIVADO. CUENTA BANCARIA ÚNICA DE LOS CANDIDATOS Y DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

El numeral 8 del artículo 2° reemplaza el artículo 16 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral preceptuando que todos los aportes efectuados por las personas naturales serán públicas y que cada candidato y partido político deberá abrir una cuenta bancaria única para recibir dichos aportes y efectuar contabilidad separada de los aportes privados y públicos.
INDICACIONES 152 Y 153


-El Senador señor Larraín presentó dos indicaciones respecto del artículo 16, la 152 para eliminar el numeral 8 y la 153 para reemplazar el artículo 16, las cuales fueron retiradas en sesión de 3 de septiembre de 2015.
INDICACIÓN 154


La Presidenta de la República formuló esta indicación para hacer mención en el inciso primero del artículo 16 de los aportes excepcionalmente anónimos que se regulan en el artículo 17.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la indicación 154 recoge adecuadamente el régimen general de publicidad que se rige respecto de los aportes a campañas electorales.


-Esta indicación en un principio fue aprobada con modificaciones por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, pero al aprobar, posteriormente, la indicación 159 a) se dio por rechazada la 154.
INDICACIÓN 155


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe en indicación dirigida al inciso primero del artículo 16 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control de Gasto Electoral proponen establecer que la publicidad de los aportes empiece a regir el día siguiente a la elección respectiva.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que, considerando el régimen general de publicidad que consagra la iniciativa, es necesario dar a conocer la identidad de los aportantes una vez terminada la elección de que se trate. 

 
De ese modo, aseveró, es posible evitar que, en el evento de transparentarse las donaciones al mismo tiempo en que son enteradas en la cuenta corriente electoral, las campañas electorales se centren exclusivamente en conocer la identidad de los donantes, lo que, indicó, considera inadecuado.

 
En consecuencia, afirmó que la indicación 155 permite cautelar el principio general de transparencia que propone el proyecto y evita los conflictos de intereses y una interferencia en las campañas electorales.

 
El Senador señor Harboe añadió que, de ese modo, es posible evitar que las campañas electorales se centren exclusivamente en conocer la identidad de los aportantes.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, aseveró que debe considerarse que el propósito de la iniciativa apunta no sólo a prevenir los conflictos de intereses, sino, también, a elevar los estándares de información de las campañas mientras éstas se desarrollan.

 
El Senador señor García Ruminot manifestó que resulta adecuado incorporar, dentro de las consideraciones que tiene en vista cada elector, la identidad de los aportantes a las candidaturas mientras éstas se desarrollan. Con todo, añadió que ello puede desincentivar los aportes de personas naturales, o puede generar aportes cuyo único propósito apunta a desacreditar a un candidato.

 
El Senador señor Pérez Varela expresó que, en cualquier caso, debe cautelarse el principio general de publicidad de las donaciones, sin necesidad de esperar que éstas concluyan para dar cuenta de la identidad de los aportantes.

 
El Senador señor Harboe puntualizó que la iniciativa puede considerar la aceptación previa del candidato, en relación a recibir la donación, en cuyo caso podría divulgarse inmediatamente la identidad del aportante.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que el propósito de transparentar las donaciones dice relación con evitar los conflictos de intereses, lo que se verifica especialmente ante los aportes de mayor cuantía.

 
El Senador señor Ignacio Walker puntualizó que la Comisión Especial ha aprobado la publicidad de los aportes, con la salvedad de los aportes anónimos. Sin embargo, expresó que el principio de publicidad de los aportes no es para satisfacer el morbo de la opinión pública, sino que para resolver un eventual conflicto de interés de esa persona que es elegida en un cargo de representación popular. 

 
Por lo tanto, indicó, si lo que se trata de resolver con la publicidad de los aportes no es satisfacer la morbosidad de la opinión pública y de los medios de comunicación, sino que precaver un eventual conflicto de interés respecto de aquella persona que asuma el cargo de representación popular, sabiendo que tal persona natural realizó un aporte privado a ese candidato, por ejemplo para inhabilitarse respecto de alguna votación, ese es el sentido de la publicidad de los aportes, haciéndose presente –en ese momento- el escrutinio público de los medios de comunicación y de la opinión pública. Asimismo, la persona que ocupa el cargo de representación popular sabrá que tendrá que inhabilitarse porque puede surgir un eventual conflicto de interés.


Agregó que el problema no se encuentra en los conflictos de interés, sino que en la regulación de los mismos, dado que siempre se producen dichos conflictos. Por ello, aseveró que no es menor determinar desde qué momento son públicos los aportes privados, más aún cuando habrá un sistema en línea, porque el tema de la campaña -70 u 80 por ciento aproximadamente- va a ser la publicidad sobre quién le aportó a determinados candidatos, en cada comuna, en cada distrito, en cada circunscripción y en general en todo el país.


El Senador señor Ignacio Walker preguntó cuál sería el problema que la publicidad se haga efectiva desde el día de la elección y que los aportes no sean tema de campaña, dado que el objetivo que se persigue es precaver un eventual conflicto de interés.


El Senador señor Pérez Varela recordó que el Ministro Secretario General de la Presidencia sobre la necesidad de la publicidad inmediata de los aportes aludió al contexto que enfrenta el país, opinión que –precisó- es esencial para adoptar la resolución pertinente.


La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, concordó con el Senador señor Ignacio Walker en que uno de los aspectos relevantes para establecer el momento de la publicidad de los aportes dice relación con precaver los conflictos de interés y de esa manera generar una mayor confianza de la ciudadanía. No obstante lo anterior, manifestó que se superpone otro elemento esencial comprensivo de la información que debe existir en el período de deliberación del ciudadano para definir cuál es su candidato, información que también incluye el conocer quién o quienes efectúan aportes a determinado candidato.


Respecto a lo que acaece en otras legislaciones, la señora Subsecretaria informó que prima la publicidad de los aportes previa a la elección y en el caso específico de Estados Unidos se exige la publicidad dentro de las 24 horas de realizado el aporte. En esta línea, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, comentó que en Canadá el Director Electoral debe publicar en el sitio web del Servicio la información sobre el donante y los montos de manera automática, una vez efectuada la transferencia.


La Directora de Incidencia de Espacio Público, señora María Jaraquemada, autorizada por la Comisión para hacer uso de la palabra, demostró coincidencia con la postura del Ejecutivo, en atención a la importancia del acceso de la ciudadanía a la información durante las campañas políticas, dado que son datos que deben tener en consideración al momento de votar. 


Resaltó que en la actualidad se están cuestionando una serie de situaciones de financiamiento irregular y quizás muchos de los electores habrían adoptado una decisión distinta si hubieran tenido conocimiento sobre quién o quienes estaban financiando a sus candidatos.


También destacó que en Estados Unidos y en Canadá la información relativa a los aportes está en línea, casi automáticamente desde que se realiza la transferencia, práctica que si bien va a ser una novedad en Chile –sobre todo en los primeras elecciones a las que se aplique- luego se va a incorporar al conocimiento y uso de los ciudadanos.


El Senador señor Ignacio Walker opinó que la publicidad durante la campaña va a disuadir el aporte privado, porque existe una gran diferencia entre un aporte que va a ser público desde el día siguiente a la elección y, por tanto, no va a constituirse en un tema de campaña y un aporte que se vinculará a la campaña, caso este último relacionado a su vez con evitar la captura de candidatos o políticos por parte de aportantes económicos.


Declaró que los ejemplos de Estados Unidos, Canadá o Inglaterra no lograban convencerlo, porque en dichos países siempre se presume la buena fe y los aportes privados son parte de su cultura. En cambio, -aseguró- en Chile no es parte de nuestra cultura el tema de los aportes privados, dando lugar a una curiosidad exagerada sobre los vínculos entre aportantes y candidatos.


Dejó constancia que 10 a 1 el tema principal de las próximas campañas municipales, presidenciales y parlamentarias, desde el día de cada aporte, va ser en cada comuna, distrito, circunscripción o en todo el país quién le aportó a qué candidato o candidata.


El Senador señor Pérez Varela comentó que dadas las circunstancias en que se encuentra el país, cualquier próxima elección va a estar bajo el escrutinio estricto de la ciudadanía, de los medios de comunicación y de las instancias dedicadas a la transparencia de la actividad pública, por lo que los aportes privados van a ser extremadamente difíciles de obtener.


-Esta indicación fue retirada por el Senador señor Walker, don Ignacio, en sesión de 11 de septiembre de 2015.

INDICACIÓN 156

El Senador señor Harboe mediante esta indicación sugiere contemplar las medidas necesarias para la debida protección de los datos personales de los aportantes.

-La Indicación fue retirada por su autor en sesión de 3 de septiembre de 2015.

INDICACIÓN 157


La Presidenta de la República formuló la indicación 157 dirigida al inciso segundo del artículo 16, con la finalidad de que los candidatos y los partidos estén obligados de informar acerca de la cuenta bancaria única al momento de efectuar la declaración de candidatura.

-La discusión y votación de la indicación 157 se consigna más adelante en este informe.

INDICACIÓN 158


El Senador señor Montes propone intercalar, en el inciso segundo del artículo 16, que la donación y los datos necesarios para identificar al donante serán puestos en conocimiento del candidato o partido y los administradores, quienes deberán aceptar dicha donación antes de que sea efectivamente transferida. 

-La Comisión Especial acordó por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, aprobar esta indicación con modificaciones, vinculada al texto del inciso cuarto, que pasó a ser inciso séptimo del artículo 9°. 

En sesión de 25 de noviembre de 2015, a propósito de la posibilidad de rechazar cualquier aporte de campaña electoral, se clarificó el texto, en el sentido de que el plazo para ello será desde la notificación de la comunicación del aporte.
INDICACIÓN 159


La Presidenta de la República mediante esta indicación sustituye, en el inciso cuarto del artículo 16, la palabra “contabilidad” por “respectiva cuenta general de ingresos y gastos electorales”, con la finalidad de que hasta que la cuenta de ingresos y gastos no haya sido aprobada por el Servicio Electoral el candidato o partido político-una vez terminada la campaña- deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única.
 
-La discusión y votación de la indicación 159 se consigna más adelante en este informe.

DISCUSIÓN DEL NUMERAL 8 QUE PASÓ A SER NUMERAL 10

En sesión de 11 de septiembre de 2015, el Ejecutivo teniendo en consideración el texto aprobado en general y las indicaciones números 157 y 159, acompañó una propuesta de redacción del artículo 16.
Inciso primero del artículo 16


La propuesta para el inciso primero del artículo 16 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral es la siguiente:


“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, salvo los aportes anónimos contemplados en el artículo siguiente, constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario.”.


El Senador señor Walker, don Ignacio solicitó una explicación acerca del denominado sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, informó que se está introduciendo una nueva forma de realizar los aportes, que comprende la transferencia electrónica y el aporte en los bancos, para lo cual el Servicio Electoral debe diseñar un sistema de recepción de aportes y este artículo lo habilita para ello, convirtiéndose en el agente administrador del sistema.


El Senador señor Pérez Varela dijo entender que necesariamente se requerirá una resolución del SERVEL que informe sobre dicho mecanismo y su aplicación.


La Comisión Especial advirtió que en sesión anterior se había aprobado la indicación número 154, con modificaciones, para agregar, a continuación de la locución “serán públicos”, una frase que excepciona a los aportes anónimos contemplados en el artículo 17, por lo que así se entendió incorporada al texto presentado por el Ejecutivo.

-En consecuencia, el texto del inciso primero del artículo 16, con la frase referida a los aportes anónimos, se aprobó por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Seguidamente, se analizó el inciso segundo propuesto, cuyo texto señala:
 
“Para recibir los aportes a través del sistema indicado en el inciso anterior, cada candidato y partido político deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña y cubrir los gastos de esta. Al momento de abrir esta cuenta, el candidato o el partido deberán autorizar al Servicio Electoral, ante la entidad bancaria, a tomar conocimiento de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.”.


-La Comisión Especial aprobó este inciso segundo por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

A continuación, la Comisión Especial se ocupó del inciso tercero, que señala:

 
“Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho Servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este Servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de las personas aportantes y de los destinatarios de tales aportes, indicando su número de cédula de identidad. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes sólo los efectúen personas naturales mayores de edad y que se respeten los máximos señalados para cada aporte en los artículos 9° y 17.”.


El Senador señor Harboe resaltó que sea el Servicio Electoral, y no los bancos, el que realice los aportes a las cuentas de las candidatas y de los candidatos, constituyendo un reconocimiento al buen trabajo que ha desarrollado dicho Servicio, permitiendo, además, una fiscalización adecuada. 


Solicitó se dejara en claro el momento en que se va a producir la notificación del aporte, teniendo en consideración que en el artículo 9° se consagra la posibilidad de rechazar cualquier aporte por parte de los candidatos y los partidos políticos dentro de los cinco días hábiles siguientes.

El Senador señor Pérez Varela concordó con el planteamiento del Senador señor Harboe y expresó que debería establecerse el plazo para que el SERVEL transfiera los recursos a la cuenta única, precisando si desde esa transferencia comenzará a correr el plazo de los cinco días para rechazar o si va a existir una notificación. Opinó que lo más adecuado sería entender un solo acto, esto es que el plazo para rechazar se cuente desde el traspaso y que dicho traspaso sea además la notificación.

El Senador señor García Ruminot manifestó que entendía como hecho cierto que el Servicio Electoral dispondrá de los medios necesarios para resguardar el que los aportes sólo los efectúen personas naturales mayores de edad y que se respeten los máximos señalados en los artículos 9° y 17. Los representantes del Ejecutivo así lo aseguraron.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, respecto del tema de la transferencia de los aportes desde el SERVEL y la notificación, reconoció que debe establecerse un plazo vinculado al rechazo de los aportes.

El Senador señor Harboe comentó que se presentan dos alternativas respecto del plazo, una referida al Servicio Electoral que recibe el depósito –privado o anónimo-, notifica al candidato o candidata que tendrá un plazo de cinco días, a cuyo vencimiento el Servicio realiza el depósito en la cuenta única, La segunda alternativa consiste en que el SERVEL recibe el aporte, lo deposita y a contar de dicho depósito en la cuenta única comienza a correr el plazo de cinco días y en el evento que se rechace el aporte, éste se devuelve.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, informó que los técnicos del SERVEL se muestran partidarios de la primera alternativa, es decir, se realiza el aporte vía SERVEL, se notifica al candidato o candidata, quienes tendrán el plazo de cinco días para rechazar el aporte.


El Senador señor García declaró que el aporte debiera ser público desde que el candidato o candidata lo acepta.

-La Comisión Especial, aprobó este inciso tercero por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Luego, se analizó el inciso cuarto del artículo 16, cuyo texto expresa lo siguiente:

“Los candidatos y partidos políticos deberán rendir de forma separada los montos de la cuenta bancaria única, respecto de los aportes privados y públicos.”.

-La Comisión Especial, aprobó este inciso cuarto por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Finalmente, se revisó el inciso quinto que señala lo siguiente:

“Una vez terminada la campaña, el candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria desde el momento de la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de ella.”.


El Senador señor García Ruminot sugirió eliminar la frase “Una vez terminada la campaña”, por estar demás, ya que aparece en el texto la referencia a la presentación de la cuenta.

El Senador señor Harboe, por su parte, consultó qué ocurre luego de presentada la cuenta, porque el SERVEL debe analizarla y decidir si proceden reembolsos, en cuyo caso se van a depositar en la cuenta bancaria única, además de tener que pagarse las cuentas pendientes y la obligación de abstención de realizar movimientos impide efectuar los pagos.

Propuso agregar que la prohibición de realizar movimientos se extienda hasta la aprobación o rechazo definitivos de la cuenta.
 
-La Comisión Especial, aprobó este inciso final por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, con las adecuaciones sugeridas.
Posibilidad de declinar la donación

 
En sesión siguiente, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que resulta adecuado establecer que, en aquellos casos en que el aportante efectuare una donación dentro de los últimos cinco días de campaña, el candidato podrá rechazarla hasta las veinticuatro horas antes de la elección, al cabo del cual éstos se entenderán aceptados.

 
Al efecto, la asesora de dicho Ministerio, señora Valeria Lübbert, propuso incorporar dicha regulación en el inciso cuarto del artículo 9° de la ley N° 19.884, con la finalidad de permitir que el candidato pueda rechazar el aporte dentro de los últimos cinco días de la respectiva campaña electoral.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, considerando la publicidad de los aportes, resulta necesario cautelar el derecho de los candidatos a rechazar una donación.

 
El Senador señor Harboe agregó que, en cualquier caso, el plazo de veinticuatro horas, contados hacia atrás desde la fecha de la elección, resulta innecesario, toda vez que el término de cinco días, desde el momento en que realizan los aportes, protege adecuadamente el derecho de los candidatos a rechazar la donación.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que, relevando el valor de la publicidad de los aportes, y el derecho de los candidatos a rechazarlos, el plazo de cinco días, contados desde la fecha del aporte, resulta adecuado.

 
En sesión posterior, el asesor legislativo del Ministerio Secretaria General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta para establecer, en el inciso segundo del artículo 16 de la ley N° 19.884, un mecanismo que, ante un depósito efectuado por intermedio del Servicio Electoral, el candidato o partido político pueda conocer dicho aporte, debiendo ser informado dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción. Asimismo, propone que, una vez comunicado dicho aporte, pueda aceptarlo o rechazarlo en conformidad al artículo 9° de la ley, esto es, dentro de cinco días hábiles.

 
El Senador señor Harboe consultó respecto de la implementación práctica de dicha medida.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que dicha medida ha sido evaluada con el Servicio Electoral, el que manifestó que dicho mecanismo es aplicable.

 
El Senador señor García Ruminot advirtió que la iniciativa considera una forma de notificación por carta certificada, particularmente para aquellos candidatos que optan a una campaña municipal, la que no sería compatible con el mecanismo que propone el Ejecutivo.

 
El Senador señor Pérez Varela añadió que, considerando que el Servicio Electoral cuenta con la información de cada candidato, debe poner en conocimiento del aporte según el tipo de notificación que cada uno de ellos designe, aun cuando no hubiere sido ingresada en su cuenta corriente electoral.

 
La Subsecretaria del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, afirmó que, como medio de notificación, pueden aplicarse los correos electrónicos y las cartas certificadas, por lo que, en cualquier caso, es posible poner en conocimiento a los candidatos respecto de la existencia del aporte. Al efecto, agregó que el administrador electoral de cada candidatura, en la práctica, conocerá la realización del aporte mediante los mecanismos que, en cada caso, dispondrá el Servicio Electoral.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto del tipo de actos que quedan incluidos en el deber de abstención de realizar movimientos en la respectiva cuenta corriente bancaria.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, al término de la campaña, debe rendirse una cuenta detallada de los gastos financiados con fondos públicos y con aportes privados.
 
Asimismo, agregó que se pretende que, dentro del concepto de gastos, sólo puedan imputarse aquellos generados durante la campaña electoral, lo que requiere prohibir la realización de movimientos en la respectiva cuenta corriente.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que el cierre de la cuenta debe ser tratado cuidadosamente, considerando que frecuentemente los pagos efectuados por el candidato son efectuados a plazo. Asimismo, debe establecerse la obligación de llevar contabilidad en cada partido y cada candidato.

 
El Senador señor Guillier, en la misma línea, añadió que, en la práctica, los gastos de campaña no necesariamente finalizan al término de aquélla, tales como aquellos que derivan del desplazamiento de equipos, entre otros.

 
En otra sesión, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó la indicación 159 a) y señaló que todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, salvo los aportes anónimos contemplados en el artículo 10 de la ley N° 19.884, debiendo constar por escrito, consignando el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante, y deberán efectuarse a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario.

 
Asimismo, contempla que cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Dicha cuenta, añadió, tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña y cubrir los gastos de esta, en tanto que, al momento de su apertura, el candidato o el partido deberán autorizar al Servicio Electoral, ante la entidad bancaria, a tomar conocimiento de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a la legislación aplicable al efecto.

 
Seguidamente, expuso que los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho Servicio.
 
Tratándose de depósitos bancarios, añadió que deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral utilizando el formulario dispuesto para el efecto, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de las personas aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes.
 
Agregó que el Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes sólo los efectúen personas naturales mayores de edad y que se respeten los máximos señalados para cada aporte en los artículos 9° y 17º, en tanto que los aportes recibidos por el Servicio Electoral deberán ser informados al candidato o partido político, según corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción. Luego de dicha comunicación, agregó que el candidato podrá aceptar o rechazar los aportes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso quinto del artículo 9°.

 
Finalmente, expuso que la norma propuesta establece que los candidatos y partidos políticos deberán rendir de forma separada los montos de la cuenta bancaria única, respecto de los aportes privados y públicos, en tanto que el candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos desde la presentación de la cuenta y hasta su aprobación o rechazo definitivos, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder a su cierre.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que la indicación insiste en requerir la rendición separada de los aportes públicos y privados, lo que, atendido el carácter fungible del dinero, puede resultar impracticable.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que la norma apunta a establecer la obligación de identificar el origen de los aportes en la respectiva cuenta corriente, considerando que, efectivamente, al momento en que éstos son gastados, resulta particularmente complejo determinar su origen.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que resulta necesario establecer que en la cuenta corriente electoral sólo podrá efectuar operaciones de depósito el Servicio Electoral, de modo de impedir que un tercero pueda realizarlas.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, coincidió en que, efectivamente, sólo el Servicio Electoral puede realizar depósitos a la cuenta corriente de cada candidato. De ese modo, afirmó que dicho organismo podrá evitar que aportes no deseados por el candidato sean ingresados a las respectivas cuentas corrientes.

 
En la sesión siguiente, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, presentó una propuesta para establecer que no se podrán efectuar depósitos o transferencias directas a la cuenta bancaria única, en cuyo caso su titular deberá poner a disposición del Servicio Electoral los aportes recibidos que hubieren infringido dicha disposición, los que quedarán a beneficio fiscal.

 
Asimismo, considerando las observaciones de los miembros de la Comisión, propuso suprimir la obligación de candidatos y partidos políticos, consistente en rendir de forma separada los montos de la cuenta corriente bancaria única, respecto de los aportes privados y públicos.

 
El Senador señor García Ruminot abogó por impedir cualquier tipo de aporte directo a las cuentas corrientes electorales, fuera del mecanismo que operará mediante el Servicio Electoral, con la finalidad de evitar la hipótesis descrita por la norma en estudio.

 
El Senador señor Harboe coincidió con dicha observación.


-Finalmente, puestas en votación las indicaciones 154, 157, 158 y 159, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Posteriormente, como ya se indicó, el Ejecutivo formuló la indicación 159 a), dándose por rechazadas las indicaciones 154, 157 y 159.
DISCUSIÓN SOBRE LA INDICACIÓN 159 a)

 
En sesión siguiente, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó la propuesta del Ejecutivo que recoge diversos acuerdos de la Comisión Especial y, en lo fundamental, apunta a modificar el artículo 16 de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límites y Control de gasto electoral, estableciendo un sistema de recepción de aportes mediante el Servicio Electoral que impide cualquier transferencia o depósito directo por parte de terceros distintos a dicho organismo.

 
Asimismo, prescribe que la cuenta bancaria tendrá como objeto único recibir los aportes de campaña intermediados por el Servicio Electoral, con cargo a los que se deben cubrir los gastos electorales de la respectiva candidatura.

 
Con dicha finalidad, propone que, al momento de la apertura de la cuenta, el candidato o partido deberán autorizar de modo irrevocable al Servicio Electoral, ante la entidad bancaria respectiva, para tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos los movimientos que dicha cuenta registre.

 
Seguidamente, propone que las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Agregó que, entre los depósitos y transferencias, se incluyen los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos, los que también serán intermediados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.

 
Finalmente, detalló que la propuesta considera el carácter inembargable de las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la forma en que se incorpora a la cuenta un crédito que será pagado con el reembolso que recibirá cada candidato al término del proceso electoral de que se trate.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que aquellos créditos que hubieren sido obtenidos por el candidato deberán ser depositados en la cuenta corriente única mediante el Servicio Electoral, por lo que, inicialmente, es registrado como aporte propio. Enseguida, detalló que, de la suma de aporte propio total, resulta el aporte propio neto al deducir la devolución estatal que se verifica al término del proceso eleccionario.

 
Por otra parte, con la finalidad de evitar que un tercero pueda efectuar aportes a la cuenta corriente única de cada candidato, aseveró que, según lo señalado por las instituciones bancarias, éstas pueden impedir la existencia de tales depósitos mediante las directrices internas que regulan su funcionamiento.

 
El Senador señor Pérez Varela consultó acerca de la forma en que los candidatos deberán autorizar irrevocablemente al Servicio Electoral para tomar conocimiento de todos los movimientos que registre la cuenta corriente única, en los términos propuestos por la iniciativa.

 
El Senador señor Harboe explicó que la norma en estudio operará, en lo sucesivo, como la autorización para el conocimiento, por parte del Servicio Electoral, de todos los movimientos registrados en la cuenta corriente, sin perjuicio de la facultad de la Superintendencia de Bancos e Instituciones Financieras para implementar, en la práctica, dicha normativa.

 
-Puesta en votación la indicación 159a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 9
SUPRESIÓN DE LOS APORTES PRIVADOS ANÓNIMOS


La Cámara de Diputados suprimió el artículo 17 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, que regula los aportes anónimos privados en dinero.

INDICACIÓN 160


El Senador señor Larraín propone eliminar la supresión del artículo 17.


-En sesión de 3 de septiembre de 2015, su autor retiró la indicación.

INDICACIÓN 161


La Presidenta de la República formuló esta indicación para modificar el artículo 17 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, en las siguientes materias:

-Aumento del tope del monto que se puede donar anónimamente en dinero, de 20 unidades de fomento para todos los candidatos, a sumas indistintas según la candidatura de que se trate.


-Los aportes anónimos no podrán ser, en total, superiores a cien unidades de fomento.

-Los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la indicación en estudio apunta a permitir aportes anónimos de bajo monto a las campañas electorales, considerando el límite de gasto para cada una de ellas. De ese modo, afirmó que la iniciativa propone favorecer el apoyo de la ciudadanía a las campañas, garantizando la independencia de los candidatos y el anonimato de la identidad de los donantes.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, añadió que la indicación del Ejecutivo considera que las donaciones anónimas son aquellas que son conocidas por el aportante y el donatario, junto al Servicio Electoral, en los términos que propone la iniciativa.

 
El Senador señor García Ruminot valoró la promoción de aportes de bajo monto por parte de personas naturales, considerando que de ese modo se evita un eventual conflicto de intereses o influencia del dinero en la política. En la misma línea, acotó que el límite que propone el literal b) de la indicación en estudio dice relación con cada tipo de elección considerada individualmente, en tanto que, cuando se sobrepasen los montos máximos establecidos el candidato podría rechazarlos.
 
Con todo, aseveró que la indicación en estudio disminuye el porcentaje de aportes anónimos en consideración al límite de gastos electorales, de un veinte a un quince por ciento, lo que resulta erróneo.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió con la distinción que formula la iniciativa respecto del aporte para cada tipo de elección, junto con la necesidad de estimular los aportes de bajo monto por parte de personas naturales. No obstante, coincidió en que no resulta adecuado rebajar el límite porcentual de dicho aportes a una campaña electoral.

 
El Senador señor Coloma concordó con las observaciones reseñadas precedentemente, en materia del límite porcentual de aportes anónimos.

 
El Senador señor Harboe afirmó que, durante el primer trámite constitucional del proyecto, se eliminó la posibilidad de enterar aportes anónimos, bajo la lógica de evitar cualquier tipo de donación que no fuera pública. Con todo, afirmó que la indicación en estudio apunta a proteger ciertos derechos, tales como la participación política o el apoyo a una candidatura, cautelando adecuadamente su privacidad y evitando las represalias que pudieren derivar de ello. 

 
Asimismo, estuvo conteste en la necesidad de mantener el límite porcentual de aporte anónimos.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, precisó que, teniendo en considerando que la indicación aumenta el aporte para cada tipo de candidaturas según se trate, resulta adecuado mantener el límite de veinte por ciento de aportes anónimos respecto de límite de gastos electorales definido en la iniciativa.


-Puesta en votación la indicación 161, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Inmediatamente después de la explicación sobre la indicación 162, se consigna la discusión sobre propuesta de redacción del Ejecutivo para inciso segundo del artículo 17, vinculada a la indicación 161.

INDICACIÓN 162


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe coinciden en su indicación con la 161, presentada por la Presidenta de la República, respecto del monto en sumas indistintas que se puede donar anónimamente.


-Esta indicación fue retirada por sus autores.

DISCUSIÓN DEL NUMERAL 9 QUE PASÓ A SER NUMERAL 11

En sesión de 11 de septiembre de 2015, el Ejecutivo acompañó una sugerencia de redacción –conforme al texto de la indicación 161 que ya había sido aprobada- para el inciso segundo que se propone respecto del artículo 17 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral. Su texto es el siguiente:


“Los aportes anónimos que una persona realice no podrán ser, en total, superiores a cien unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Respecto de estos aportes, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes, sin perjuicio de los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.


El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, recordó que el aporte anónimo contemplado en el artículo 17 es una novedad, porque también lo conocerá el Servicio Electoral para efectos de control.

El Senador señor Harboe llamó la atención a la forma de redacción que vincula a los funcionarios del Servicio Electoral con los artículos 246 y 247 del Código Penal, referidos a la responsabilidad de los funcionarios públicos por violación de secretos, en el sentido de que no es apropiada la expresión “sin perjuicio”, sino que les deben ser aplicables dichos artículos. Asimismo, propuso que se agregue la aplicación de las normas sobre secreto bancario a los funcionarios del SERVEL.

-La Comisión Especial aprobó el texto del inciso segundo del artículo 17, con las enmiendas sugeridas, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERALES 10, 11 Y 12

DEROGAN ARTÍCULOS 18, 19 Y 20


Los artículos 18 –referido a los gastos reservados-19 –referido a la cuenta única para los gastos reservados- y 20 –referido a los aportes que no tengan el carácter de reservados o anónimos fueron derogados por la Cámara de Diputados.

INDICACIONES 163, 164 Y 165


El Senador señor Larraín presentó estas indicaciones para dejar sin efecto la eliminación de los mencionados artículos.


-Las indicaciones fueron retiradas en sesión de 3 de septiembre de 2015.

NUMERAL 13

PUBLICIDAD DE LOS APORTES MENSUALES QUE RECIBIRÁN LOS PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados reemplazó los incisos primero y segundo del artículo 21 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral por un inciso que dispone la publicidad de los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°, esto es, el período de campaña.
INDICACIÓN 166


El Senador señor Larraín formuló indicación para dejar en los mismos términos el texto vigente del artículo 21.


-En sesión de 3 de septiembre de 2015 se retiró esta indicación.

INDICACIÓN 167


El Senador señor Coloma propone que el inciso segundo del artículo 21 no sea eliminado.
 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que la indicación considera que las entidades recaudadoras son personas jurídicas que, aun cuando han sido contempladas en la legislación vigente, no operan en la práctica. En consecuencia, sostuvo que dichas entidades deben ser derogadas.

El Senador señor Harboe coincidió con dicha observación, sin perjuicio que, por razones de concordancia entre las distintas disposiciones contenidas en el proyecto, resulta adecuado eliminar los incisos primero y segundo del artículo 21 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que, en coherencia de la prohibición de aportes de personas jurídicas, y el aseguramiento de la publicidad de todos los aportes –salvo aquellos especialmente exceptuados-, corresponde aprobar el texto aprobado en general por el Senado. 
Asimismo, agregó que deben eliminarse los incisos tercero y cuarto del artículo 21 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, toda vez que dicen relación con las entidades recaudadoras, las que, en lo sucesivo, se encontrarán derogadas.

En la misma línea, agregó que, al eliminarse las entidades recaudadoras, debe suprimirse la referencia que, a su respecto, contiene los incisos quinto y sexto de dicha disposición.

El Senador señor Coloma coincidió con dichas observaciones, considerando que guarda la debida coherencia entre los incisos del artículo 21 de la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral.

El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, aun cuando se trata de entidades que no han sido utilizadas, resulta adecuado evaluar la necesidad de mantener la posibilidad de constituir entidades recaudadoras.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, aseveró que, al aprobarse el financiamiento estatal a los partidos políticos, y el aporte de bajo monto de personas naturales, la figura de las entidades recaudadoras se torna innecesaria.

El Senador señor García Ruminot sostuvo que el concepto de entidad recaudadora debe ser precisado.

El Senador señor Coloma consultó respecto de la pertinencia de mantener la referencia que el inciso sexto del artículo 21 de la ley N° 19.884 efectúa respecto de las donaciones que hubieren recibido y que deban ser públicas.

Asimismo, agregó que resulta necesario incorporar tal regulación en la normativa orgánica aplicable a los partidos políticos, y evaluar la necesidad de incorporar aportes anónimos de bajo monto a los partidos políticos.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, afirmó que dicha referencia debe ser corregida, considerando que el proyecto contempla que todos los aportes deben ser públicos.

Seguidamente, afirmó que la regulación vigente resguarda la reserva de la nómina de militantes de los partidos políticos. En consecuencia, afirmó que, excluyendo la época de campaña electoral, en su funcionamiento habitual no existen buenas razones para permitir el aporte público de personas naturales a dichas colectividades, los que sólo pueden ser militantes de éstos.

En la misma línea, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, manifestó que la legislación vigente consagra la reserva del aporte de personas naturales a los partidos políticos, por lo que dicho régimen resulta incompatible con las disposiciones que contiene el proyecto.

 
-Puesta en votación la indicación 167 y el numeral 13 del artículo 2° del proyecto de ley, fueron aprobados, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 168


El Senador señor Navarro dirige su indicación al inciso quinto del artículo 21, con la finalidad de suprimir la frase que especifica que los aportes mensuales no deben tener el carácter de reservados.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, considerando que el proyecto elimina el carácter reservado de los aportes, resulta adecuado el tenor de la indicación.

 
-Puesta en votación la indicación 168, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 14

PUBLICIDAD DE LOS INGRESOS QUE RECIBIRÁN LOS INSTITUTOS DE FORMACIÓN POLÍTICA


El texto despachado por la Cámara de Diputados reemplaza el artículo 21 bis de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, principalmente en el sentido del carácter público, sin excepciones, que tendrán los ingresos que reciban los institutos de formación política. En el texto vigente, la publicidad se inicia a partir de las cien unidades de fomento mensuales por cada aportante.

INDICACIÓN 169


-El Senador señor Larraín presentó esta indicación con el objetivo de suprimir el numeral 14, la que retiró en sesión de 3 de septiembre de 2015.

INDICACIÓN 170


-El Senador señor Larraín formuló la indicación 170, para agregar un inciso final al artículo 21, la que fue retirada en sesión de 3 de septiembre de 2015.
INDICACIÓN 171


El Senador señor Zaldívar propone especificar, en el texto aprobado por la Cámara de Diputados, que los aportes de las personas naturales tendrán un tope de veinte unidades de fomento mensuales.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que el Ejecutivo comparte la necesidad de limitar el aporte que pueden realizar las personas naturales a los institutos de formación política, por hasta veinte unidades de fomento mensuales.

El Senador señor Harboe consultó respecto de la prohibición de aporte de personas jurídicas a los institutos de formación política y el límite de aporte de los partidos políticos a dichas instituciones o de éstas a los partidos.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expresó que, en los términos aprobados por la Cámara de Diputados, tales aportes pueden ser realizados tanto por partidos políticos como por personas naturales, descartando a las personas jurídicas.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, añadió que los partidos políticos pueden financiar completamente a sus institutos de formación política, en tanto que no existe un límite para el aporte de los institutos a los partidos políticos. De ese modo, agregó que resulta adecuado limitar el aporte de personas a los institutos políticos, con la finalidad de que, por esa vía, se financie, en el fondo, a los partidos políticos.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, añadió que el Ejecutivo pretende evitar que los institutos de formación política puedan convertirse en una forma de recaudación de fondos para los partidos políticos.

El Senador señor Pérez Varela comentó que el texto aprobado en general por el Senado resulta adecuado, al regular el carácter público de los aportes que reciben los partidos, detallar que sólo podrán recibir aporte de partidos y personas naturales, y prohibir que aquellos puedan realizar aportes a los partidos políticos. 

De ese modo, sostuvo que la indicación en estudio resulta redundante.

El Senador señor Harboe sostuvo que, en la práctica, algunos institutos prestan asesoría técnica o humana a los partidos políticos.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que debe distinguirse entre institutos que operan como fundaciones, quedando sujetos a las normas generales aplicables en su caso, y aquellos que se encuentran adscritos a un partido político. Agregó que el proyecto regula únicamente dicha hipótesis.

El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por considerar que los aportes sólo podrán ser concedidos a los institutos de formación política por partidos políticos o personas naturales.


-Puesta en votación la indicación 171, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 15

SUPRESIÓN DEL ARTÍCULO 22


La Cámara de Diputados suprimió el artículo 22 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, disposición que exigía constancia por escrito de los aportes que deben ser públicos y de la identidad del aportante.

INDICACIÓN 172


-El Senador señor Larraín formuló esta indicación para mantener el texto actual del artículo 22, la que fue retirada en sesión de 3 de septiembre de 2015.

NUMERAL 16

PROHIBICIÓN DE APORTES ESTATALES


La Cámara de Diputados reemplazó el texto del artículo 25 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, prohibiendo los aportes estatales a las campañas electorales.

El nuevo texto no contempla la prohibición –contenida en el texto actual- de aportes provenientes de toda persona jurídica que reciba subvenciones o aportes del Estado y de aquellas que durante la campaña electoral se encuentren postulando a licitaciones públicas.


-No se presentaron indicaciones.

NUMERAL 17

PROHIBICIÓN A LAS PERSONAS JURÍDICAS DE EFECTUAR APORTES


La Cámara de Diputados sustituyó el artículo 26 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral,-que actualmente prohíbe efectuar aportes de campaña a las personas jurídicas de derecho público o privado, sin fines de lucro, con excepción de los partidos políticos- por uno que prohíbe en general el aporte de las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos.

INDICACIÓN 173

-El Senador señor Larraín formuló esta indicación para suprimir el numeral 17. Luego, retiró esta indicación.
INDICACIÓN 174

El Senador señor García Ruminot por medio de la indicación 174 agrega a la excepción al Estado.

-Esta indicación fue retirada por su autor.

INDICACIÓN 175


La Presidenta de la República incluye en la excepción al Fisco.

El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que la referencia al Fisco, en lugar del Estado, resulta más adecuada atendiendo la materia que proponen las indicaciones en estudio.

-Puesta en votación la indicación 175, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN 176


El Senador señor Zaldívar sugiere complementar la excepción con las empresas recaudadoras de los partidos políticos.

 
Puesta en votación la indicación 176, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-------

Previo al tratamiento de los numerales 18 y 19 del artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado, y de las indicaciones presentadas a su respecto, la Comisión acordó recibir a profesores y especialistas en Derecho Penal, con la finalidad de recabar sus observaciones respecto de la tipificación y las sanciones aplicables a las conductas que detalla la iniciativa.

PROFESOR DE DERECHO PENAL DE LA UNIVERSIDAD DE CHILE,

SEÑOR JEAN PIERRE MATUS

El profesor de Derecho Penal de la Universidad de Chile, señor Jean Pierre Matus, expuso su parecer respecto de los numerales 18 y 19 del artículo 2° del texto aprobado en general por el Senado, y las indicaciones presentadas a su respecto, las que dicen relación con las sanciones penales aplicables por la contravención a las normas sobre aportes y financiamiento a campañas electorales.

 
En primer lugar, aseveró que, considerando el texto aprobado en general, y el tenor de las indicaciones recaídas en éste, es posible sostener que se ha decidido, en términos generales, aprobar la propuesta remitida por la Cámara de Diputados al incorporar a la legislación nacional un delito nuevo por la de obtención indebida de aportes electorales, junto a figuras penales de relativas a los aportes electorales lícitamente obtenidos y el establecimiento de sanciones de carácter administrativo a quienes realicen aportes con infracción a las nuevas regulaciones y limitaciones propuestas, sean personas naturales o jurídicas.

En ese contexto, se refirió a las indicaciones presentadas formulando, en su caso, las propuestas que apuntan a perfeccionar la normativa aprobada en general.

 
En cuanto a las indicaciones 177 y 178, explicó que se trata de dos indicaciones contrapuestas y que ofrecen alternativas diferentes para sancionar el delito que se pretende establecer. En efecto, sostuvo que mientras la indicación 178 es de carácter puramente técnico y modifica la denominación de los sujetos especiales que pueden cometer este delito, la indicación 177 altera su estructura, transformándolo en un delito común, esto es, que no requiere una determinada calidad para su comisión.

 
De ese modo, precisó que el efecto de las indicaciones es el siguiente: mientras que con la indicación 177 sería posible abarcar entre los sujetos que pueden cometer este delito a los así llamados operadores políticos, la indicación 178 los deja al margen de la sanción penal en aquellos casos en que no pueda determinarse algún grado de participación del operador en el eventual delito cometido por el candidato, administrador electoral o administrador general. 

 
En consecuencia, aseveró que los casos de operadores que actúan por su cuenta reuniendo fondos, y luego ofreciéndolos o negándolos a candidatos potenciales o verdaderos, quedarían fuera del ámbito de la regulación penal de aprobarse tanto el texto como viene de la Sala del Senado como el que resultaría de aceptar la indicación Nº 177. Por lo tanto, sostuvo que resulta adecuado rechazar la indicación 178 y aprobar la indicación 177.

 
En la misma línea, afirmó que la disposición propuesta podría perfeccionarse todavía más si se omite la referencia a la falsedad o engaño que exige el texto aprobado en general por el Senado, estableciendo que se sancione al que, fuera de los casos permitidos por las leyes, solicitare u obtuviere aportes o fondos para campañas electorales, candidatos o partidos políticos.

 
En efecto, señaló que la modificación propuesta es coherente con la regulación existente en materia de cohecho activo y pasivo, pues limitar el delito propuesto a la obtención efectiva de ciertos aportes específicamente regulados hará inútil e inaplicable la propuesta, dadas las múltiples posibilidad de triangulación e imputación de los dineros recolectados.

 
Al mismo tiempo, añadió que lo que hace indebida la solicitud u obtención de tales aportes no es que se hagan con falsedad ni engaño -como si se tratase de una suerte de “estafa electoral”, en que el aportante sin saberlo realiza aportes indebidos-, sino el hecho de que tales aportes no se encuentren dentro de los casos que la ley permite su erogación. Es más, sostuvo que bien podríamos encontrarnos ante supuestos en que con total hipocresía se realicen aportes indebidos -esto es, fuera de los casos permitidos por la ley- pero se haga de manera transparente, esto es, sin engaño o falsedad.

 
Finalmente, manifestó que resulta adecuado no hacer mención expresa de las leyes que regulan ciertos aportes, para no tener que modificar constantemente el delito propuesto en caso que se establezcan otras limitaciones a los aportes electorales en diferentes leyes.

Seguidamente, se refirió a las indicaciones 179 y 180, con la finalidad de introducir modificaciones al inciso segundo del artículo 27 bis propuesto, en materia del delito de obtención indebida de aportes electorales por omisión de antecedentes.

 
En ese sentido, explicó que la indicación 179 es coherente con la indicación 177 y, por las mismas razones indicadas precedentemente, debe acogerse si se decide mantener la figura propuesta.

 
A su turno, reseñó que la indicación 180 parece querer eliminar el efecto que en la interpretación de la ley produce la expresión “maliciosamente”, al exigirse con ella un dolo directo o, al menos, una prueba adicional de la intención, según la doctrina dominante. Si ello es así, agregó, lo que debe hacerse es, sencillamente, eliminar la expresión maliciosamente pues, por definición, y por mandato del artículo 2º del Código Penal, todos los delitos se entienden dolosos, de manera que nada se aporta con la expresión dolosa a menos que se quiera indicar con ello lo mismo que se señala cuando se emplea la expresión maliciosamente.

 
En consecuencia, agregó que el inciso propuesto estaría demás, pues pretende abarcar casos que ya están incorporados en el inciso primero en la forma propuesta. De ese modo, afirmó que, de mantenerse el inciso como está, sólo reforzaría la idea de que no se está castigando la obtención indebida de aportes a campañas electorales o a partidos políticos, sino el engaño al aportante, lo que constituye una situación marginal y que, por lo mismo, no se encuentra dentro de las preocupaciones de la ciudadanía en la actualidad y, por otra parte, estaría perfectamente comprendida en una tipificación amplia de la solicitud o aporte indebidos.

 
Asimismo, aseveró que al precisar las conductas de obtención indebida, como aquellas que se realizan con falsedad, engaño u omisión de antecedentes al aportante, se excluye la coacción o amenaza -otra forma ilegítima, según el ordenamiento común- de obtener algo de un tercero.

 
En consecuencia, propuso agregar una indicación para suprimir el texto del inciso segundo de esta disposición, en los términos aprobados en general por el Senado.

 
Seguidamente, añadió que los incisos tercero y cuarto no tienen indicaciones, aunque serían necesarias ciertas precisiones para guardar cierta coherencia con lo propuesto. Con dicha finalidad, en el inciso tercero se trata de un delito que no se encuentra limitado al ámbito electoral, a pesar de su ubicación legal, ya que no hace ninguna distinción de la clase de recursos que se trata. 

 
De ello deriva, agregó, que, si esto es lo que efectivamente se pretendía legislar, sería mejor que se estableciera como un artículo final nuevo que contemple estas modificaciones al sistema electoral, lo que permitiría no sólo aclarar su sentido, sino limitaría los abusos que se originan en el empleo de las múltiples formas en que el Estado traslada recursos a los particulares, supuestamente destinados a finalidades públicas, pero que se destinan a fines particulares y a la obtención indebida de ganancias.

 
Al efecto, añadió que si se pretendía limitar el alcance de esta figura únicamente a los aportes electorales del Estado se producirán dos problemas: uno de carácter interpretativo y constitucional, al tratarse de manera desigual situaciones completamente similares, consistentes en obtener en principio lícitamente fondos del Estado para aplicarlos, después, a finalidades diferentes.

 
En el inciso cuarto, afirmó que subyacen dos problemas relevantes: la mantención de la idea de que lo que se castiga es la obtención indebida, pero siempre que sea fraudulenta de aportes, y un aumento desproporcionado de penas, al elevar la conducta a la categoría de crimen, en tanto que, al quedar la pena compuesta de dos grados, el efecto de la elevación penológica es muy reducido por aplicación de las reglas de los artículos 65 a 69 del Código Penal.

 
Habida cuenta de ello, sostuvo que las soluciones técnicas a estos problemas consisten en, si el inciso 3º se traslada como nuevo artículo 7º del proyecto, habría que transcribir allí, como inciso segundo, este inciso cuarto suprimiendo la expresión “defraudado o”, y dejando la pena en presidio menor en su grado máximo; o, si el inciso tercero no se traslada, de todos modos habría que suprimir la expresión “defraudado o” y dejar la pena en presidio menor en su grado máximo.

 
En cuanto a las indicaciones 181, 182, 183 y 184, para introducir modificaciones de redacción al inciso quinto del artículo 27 bis propuesto, que establece la denuncia o querella del Servicio Electoral como un requisito procesal para la persecución del delito de obtención indebida de aportes electorales, explicó que el conjunto de las indicaciones gira en torno a la delimitación de dicho requisito.
 
De ese modo, afirmó que se recoge la experiencia de bullados procesos actuales, que parece hacerla necesaria al menos para el delito de obtención indebida de aportes electorales. En consecuencia, abogó por la aprobación de las indicaciones 181, 182 y 184, las que resultan compatibles entre sí, lo que implica el rechazo de la indicación 183, por resultar incompatible con ellas.

 
Respecto de las indicaciones 185, 186 y 187, que apuntan a introducir modificaciones de redacción al artículo 27 ter propuesto, que establece la forma de hacer efectiva la responsabilidad administrativa en casos de aportes electorales irregulares, explicó que la indicación 185 podría aprobarse si se estima que tal elevación de la cuantía de la multa es suficientemente disuasiva y no se llega con ello a un exceso que la haga inaplicable.

 
En cuanto a la indicación 186, en cambio, arguyó que debiera rechazarse, considerando que altera el sentido de la regla aprobada al hacer irresponsables a los directores de las personas jurídicas que realizan aportes irregulares. En este último caso, añadió que sería más apropiado que la multa aplicada a las personas jurídicas sea adicional a la que corresponda a sus directores. De este modo, afirmó que no sería necesario elevar la cuantía, y podría llegarse a la misma solución, si sólo se agregase la expresión “también” a la frase “esta sanción se aplicará”.

 
Tratándose de la indicación 187, sostuvo que configura una regulación adecuada, considerando la existencia de tales clases de personas jurídicas, las que operan sin organismos colegiados que las gobiernen.

 
En relación a la indicación 188, coincidió en los objetivos que persigue, aun cuando, aseveró, el detalle de la redacción resulta excesivo, considerando que los funcionarios públicos ya están sometidos de por sí a numerosas limitaciones, y las desviaciones de recursos públicos constituyen un delito ya existente. Asimismo, añadió que, considerando que el artículo 27 ter propuesto no hace distinciones sobre la naturaleza de las personas jurídicas y sus directivos que se sancionan, dicha indicación resulta innecesaria, por lo que debiera rechazarse.

 
Finalmente, en cuanto a la indicación 190, afirmó que, al estar dispuesta para delimitar los casos de la sanción de pérdida de escaño por infracciones graves a las normas que rigen el financiamiento de la actividad política, se trata de una materia de contenido eminentemente político que excede el ámbito del derecho penal.

ABOGADO y ex profesor de derecho penal de la Universidad Andrés Bello,

SEÑOR GIOVANNI CALDERÓN

El abogado y ex profesor de Derecho Penal de la Universidad Andrés Bello, señor Giovanni Calderón, presentó sus observaciones respecto delo proyecto de ley en estudio, particularmente respecto de las sanciones penales que contempla.
En primer lugar, explicó que los delitos electorales se encuentran contenidos en diversos cuerpos normativos. Dicha regulación, afirmó, debe tener presente que el derecho penal opera como ultima ratio, esto es, sólo ante conductas que atentan gravemente determinados bienes jurídicos, los que, en la hipótesis en estudio, dicen relación con el derecho al sufragio activo y pasivo, esto es, el derecho a elegir y ser elegido.

De ese modo, afirmó que la conducta típica contenida en el artículo 27 bis contempla la obtención fraudulenta de aportes y la aplicación de fondos obtenidos del Estado a fines distintos de aquellos para los que fueron entregados.

En ese contexto, afirmó que las disposiciones contemplan hipótesis de acciones u omisiones punibles, lo que, a primera vista, resulta redundante, considerando el tenor del artículo 1° del Código Penal, que define que delito es toda acción u omisión voluntaria penada por la ley. De ese modo, añadió que, a raíz de la excesiva especificación de la omisión descrita, se restringe las conductas que pudieren verificarse.

En cuanto a la destinación de los fondos obtenidos del Estado a una finalidad distinta, añadió que debe analizarse la descripción del sujeto activo que puede incurrir en dicha conducta, toda vez que la indicación 177 no requiere una calidad especial para incurrir en ésta. Con todo, aseveró que la conducta tipificada en dicha hipótesis requiere la especificación del sujeto activo, considerando que los destinatarios de los recursos serán los candidatos o administradores electorales.

En cuanto a la entidad de las sanciones propuestas, afirmó que la pena –equivalente a presidio menor en su grados mínimo a medio- debe considerar que las conductas descritas guardan relación con delitos tales como el fraude, delitos de falsedad documental o delitos de aplicación pública diferente. 

Sin embargo, describió que la penalidad para los delitos comunes contra la fe pública y de falsedad varían entre el presidio o reclusión menor, salvo los casos de falsificación de bonos y otros efectos de valor emitidos por el Estado, falsificación de sellos del Estado y uso de sello falso, falsificación de documento público cometido por empleado público y presentación de testigos, peritos u otro medio de prueba falso por un fiscal del Ministerio Público. Dichas figuras delictivas, agregó, resultan ser menos graves que los tipos que describe el proyecto, los que contemplan una sanción penal de menor entidad.

En cuanto a los elementos subjetivos del tipo, explicó que las expresiones “maliciosamente” y “a sabiendas”, contenidas en la iniciativa, han recibido diversas interpretaciones doctrinales, en tanto que, en la jurisprudencia, se ha tratado como la exclusión del dolo eventual, esto es, como una exigencia de dolo directo. De ello deriva, agregó, que se configura un beneficio para el sujeto activo, toda vez que, a modo de ejemplo, la obtención fraudulenta de aportes con fines electorales puede ser cometida con dolo eventual.

Finalmente, reiteró que existe una excesiva dispersión de las normas que consagran sanciones penales. Asimismo, aseveró que el catálogo de delitos que propone el proyecto resulta demasiado exiguo en comparación a la legislación comparada, mientras que las conductas descritas presentan falencias tales como la referencia alternativa de las expresiones falsedad o engaño.

En la misma línea, puntualizó que resulta innecesario especificar el carácter omisivo de los delitos, existe una desproporción entre las conductas descritas y las penas aplicables en cada caso, y el sujeto activo del delito de obtención fraudulenta de aportes debería ser descrito en términos amplios. En la misma línea, afirmó que las sanciones propuestas resultan muy menores atendida la gravedad de la conducta.

En consecuencia, propuso sistematizar todas las disposiciones aplicables en materia electoral en un solo cuerpo normativo, ampliar las conductas que pueden ser objeto de sanciones penales, incluyendo la coacción a los funcionarios públicos para aportar a una campaña electoral.
Consultas

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la tipificación de las conductas descritas responde a la voluntad del Ejecutivo consistente en sancionar penalmente al candidato o los administradores de fondos, considerando que, en ambos casos, se trata de los sujetos a quienes la ley atribuye la obtención y administración de éstos.

En consecuencia, afirmó que la ampliación del sujeto activo hacia cualquier persona requiere vincular, a la conducta típica, al candidato o administrador electoral. En efecto, reseñó que, de ese modo, éstos podrían quedar fuera de las penas propuestas, radicando su aplicación en terceros distintos a aquellos que, en principio, se pretender sancionar.

En cuanto a la figura penal consistente en obtener fondos estatales, sostuvo que, coincidiendo con la relevancia de sancionar tales conductas, el proyecto apunta a regular una hipótesis más específica, de modo tal que una generalización de ésta excederías sus ideas matrices o fundamentales.
Por otra parte, afirmó que en aquellos casos en que el monto de lo defraudado o desviado exceda de dos mil cincuenta unidades de fomento, se aplicará la pena de presidio menor en su grado máximo a presidio mayor en su grado mínimo, lo que implica, además, aplicar una sanción de pérdida del cargo de elección popular de que se trate.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, añadió que los delitos que contempla la iniciativa constituyen hipótesis específicas de fraude o obtención maliciosa de subvenciones, lo que requiere especificar los sujetos activos de tales conductas.
En cuanto a los elementos subjetivos del tipo, relativos al carácter malicioso o fraudulento, afirmó que la sanción penal aplicable requiere la concurrencia de un tipo de dolo específico.

Acerca de la distinción entre las conductas de acción y omisión que consagra el proyecto, agregó que el tratamiento diferenciado que consagra el proyecto dice relación con las dificultades probatorias que derivan del tipo omisivo.

Respecto de la entidad de las penas, sostuvo que contiene figuras agravadas cuya sanción equivale a la de fraude, equivalente a presidio mayor en su grado mínimo.

En lo relativo a la excesiva fragmentación de las normas aplicables en la materia, añadió que en el artículo transitorio se faculta al Ejecutivo para para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de la ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley, el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes electorales, bajo el título de “Código Electoral”.

Finalmente, respecto de los requisitos para el ejercicio de acciones penales, detalló que se requiere denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio que cualquier persona puede efectuar una denuncia ante dicho organismo.
El Senador señor García Ruminot consultó acerca de la relevancia de establecer que las empresas del Estado no pueden realizar aportes a las campañas electorales, en cuyo caso debe especificarse la responsabilidad penal para quienes las hubieren realizado, en los términos propuestos por la indicación 188.

El Senador señor Harboe coincidió en la necesidad de delimitar los sujetos activos de las conductas delictivas, y especificar las reglas aplicables a la procesabilidad o requisitos de la acción penal, particularmente respecto de las funciones que puede ejercer el Servicio Electoral.

Acerca de la proporcionalidad de las penas, añadió que debe considerarse que la legislación permite que el juez pueda recorrer los márgenes de pena libremente, atendidas las circunstancias modificatorias de responsabilidad penal que concurran en cada caso.
El Senador señor Pérez Varela añadió que existe la necesidad de sistematizar las normas sobre delitos en materia electoral. Asimismo, abogó por ampliar el concepto del sujeto activo que pueden cometer tales conductas.

El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que la extensión de la noción del sujeto activo de los delitos electorales puede generar que los candidatos o administradores electorales se eximan o diluyan su responsabilidad.

El profesor de Derecho Penal de la Universidad de Chile, señor Jean Pierre Matus, afirmó que, considerando las observaciones del Ejecutivo, es posible sostener que se pretender establecer una figura específica de fraude al Fisco o de obtención indebida de subvenciones o aportes. Con todo, aseveró que la actividad política no se financia únicamente con fondos fiscales, lo que exige ampliar las hipótesis que pueden ser objeto de sanciones.

Asimismo, sostuvo que, en cuanto a la determinación del sujeto activo de tales delitos, resulta adecuado establecer una agravante para el caso de candidatos o administradores electorales y ampliar su aplicación, además de ello, a cualquier persona.

Por otra parte, reiteró que se debe atender a factores tales como la cuantía del monto defraudado o la discrecionalidad de la autoridad fiscalizadora para determinar el ejercicio de acciones penales. En ese sentido, arguyó que tales factores resultan más adecuados que el carácter malicioso que proponen las indicaciones, toda vez que, en la práctica, el donante entrega su aporte voluntariamente, sin que exista un engaño.

El abogado y ex profesor de Derecho Penal de la Universidad Andrés Bello, señor Giovanni Calderón, agregó que la inclusión de un sujeto activo indiferente no diluye la responsabilidad del candidato o del administrador electoral, toda vez que, en cualquier caso, quedará incluido dentro de aquélla figura.

Asimismo, abogó por detallar de mejor manera las hipótesis delictivas en materia de financiamiento y gasto electoral, considerando los diversos casos en que se puede afectar contra la legitimidad de los procesos eleccionarios.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que existe consenso respecto de la necesidad de sancionar los aportes irregulares, sin importar si se trata de fondos públicos o privados. Asimismo, coincidió en establecer una agravante en aquellos casos en que el sujeto activo sea el candidato o administrador electoral, y considerar, dentro de los criterios de oportunidad para ejercer la acción penal, a la cuantía o la decisión de la autoridad como criterio determinante, en lugar del carácter malicioso de las conductas.

-------

NUMERAL 18
RESPONSABILIDAD PENAL POR OBTENCIÓN DE RECURSOS DEL ESTADO MEDIANTE FALSEDAD O ENGAÑO O POR DESVÍO DE RECURSOS

La Cámara de Diputados incorporó un artículo 27 bis para establecer la responsabilidad del candidato o del Administrador General de los Fondos de un partido político por obtención de aportes mediante falsedad o engaño.

Al inciso primero del artículo 27 bis se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN 177


El Senador señor García Ruminot propone reemplazar a los responsables por una mención genérica a los que obtengan los aportes mediante falsedad o engaño.

INDICACIÓN 178


La Presidenta de la República sugiere agregar entre los responsables al administrador electoral y al administrador general electoral.

-En una primera sesión, esta indicación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Posteriormente, en sesión de 22 de septiembre de 2015, la Comisión Especial analizó una propuesta del Ejecutivo, fruto del aporte de los profesores Matus y Calderón, que tiene en consideración algunas de las indicaciones formuladas, incluidas las indicaciones 177 y 178.


Al inciso segundo del artículo 27 bis se formularon las siguientes indicaciones:

INDICACIÓN 179


El Senador señor García propone suprimir la especificación de los responsables.
INDICACIÓN 180


El Senador señor Guillier sugiere que el acto sancionado sea tipificado como obtención de aportes mediante omisión “dolosa” de las condiciones requeridas para su obtención. El texto de la Cámara de Diputados se refiere a la omisión “maliciosa”.


Al inciso quinto del artículo 27 bis se formularon tres indicaciones.

INDICACIÓN 181


El Senador señor Horvath propone agregar la denuncia de cualquier ciudadano por las infracciones contempladas en el artículo 27 bis.

INDICACIÓN 182


La Presidenta de la República, mediante la indicación 182, sugiere eliminar la presentación obligatoria de querella por el Consejo de Defensa del Estado, a requerimiento del Consejo Directivo del SERVEL.

INDICACIÓN 183


El Senador señor García, en lo que respecta a la querella del Consejo de Defensa del Estado, propone que sea presentada a requerimiento del Director del Servicio Electoral.

Luego, se analizó una indicación para agregar un inciso final al artículo 27 bis.
INDICACIÓN 184


La Presidenta de la República, por medio de la indicación 184, agrega un inciso final al artículo 27 bis para preceptuar que los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes que condenen a candidatos por el delito tipificado.

NUMERAL 19
MULTAS POR INFRACCIÓN A LAS NORMAS SOBRE APORTES EN CAMPAÑAS


La Cámara de Diputados aprobó el artículo 27 ter que sanciona a las personas naturales y a las personas jurídicas que efectúen aportes con infracción a la ley, con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado. En el caso de las personas jurídicas la multa se aplicará a todos los miembros del directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo correspondiente.

INDICACIÓN 185


El Senador señor Navarro, propone aumentar la multa a diez veces el monto ilegalmente aportado.
INDICACIÓN 186


El Senador señor Navarro sugiere eliminar la especificación referida a las personas jurídicas.

INDICACIÓN 187


El Senador señor Horvath propone agregar que en el caso de personas jurídicas cuyo gobierno corporativo no sea el directorio, la sanción se aplique al gerente o administrador.

INDICACIÓN 188


El Senador señor García sugiere agregar al artículo 27 ter tres incisos referidos a la responsabilidad de las empresas del Estado o de los que destinen fondos reservados de cualquier servicio público a campañas políticas.


A continuación, se discutieron dos indicaciones que introducen artículos nuevos a la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto electoral.
INDICACIÓN 189


El Senador señor García propone incorporar un artículo 27 quáter, con la finalidad de establecer un deber de abstención respecto de las campañas políticas, de apoyo a una candidatura u respecto de una opción sometida a plebiscito de una serie de autoridades y de los jefes de servicio de cualquier repartición pública. Igual prescindencia se exige para los funcionarios públicos en lo que respecta al uso de bases de datos, correos electrónicos y otros medios de comunicación puesto a su disposición en virtud del cargo.


INDICACIÓN 190


La Presidenta de la República, por medio de la indicación 190, sugiere el siguiente artículo nuevo:


“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:


a) Sobrepasar en un 25% el límite al gasto electoral permitido por esta ley.


b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral.

c) Aceptar aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la presente ley.

d) Resultar condenado en calidad de autor de los delitos previstos y sancionados en esta ley.


Toda resolución ejecutoriada que condene a uno o más candidatos por infracción a las causales establecidas en las letras a), b) y c) precedentes y sus antecedentes deberán ser elevados por el Director del Servicio Electoral al Consejo Directivo, dentro de 5 días hábiles desde que se halle en dicho estado.


El Consejo Directivo deberá remitir al Tribunal Calificador de Elecciones dichos antecedentes dentro del plazo de 10 días hábiles contados desde su recepción.


El Tribunal Calificador de Elecciones deberá conocer y fallar del asunto de conformidad a lo dispuesto por el artículo 12 de la ley N° 18.640.”.

DISCUSIÓN SOBRE PROHIBICIONES FUNCIONARIOS PÚBLICOS EN MATERIAS ELECTORALES (ver texto numeral 21, nuevo)
 
Al iniciarse el estudio de la indicación 189, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán hizo presente que la Contraloría General de la República ha establecido en cada una de la elecciones una serie de dictámenes e Instructivos de carácter general que ordenan el ejercicio de los derechos políticos de los funcionarios públicos en los dichos eventos electorales y su rol de abstención. Por ello, la doctrina predominante es que, fuera de sus labores que establecen los distintos reglamentos, pueden ejercer sus derechos sin ningún problema, razón por la cual el Ejecutivo no está de acuerdo con el contenido de la indicación. Además, estimó que puede ser declarada inadmisible por cuanto establece una obligación a personas que ejercen funciones públicas, lo que, a su juicio, es de iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
 
El Senador señor García argumentó que la indicación es admisible, puesto que se integran nuevas facultades sino que simplemente se exige que los funcionarios públicos se atengan a una conducta prudente en las campañas políticas. En su opinión, no es posible separar la función pública del ejercicio de labores en campañas políticas, por cuanto, según dijo, hay un juicio involucrado en ello para influenciar desde el cargo público que ejerce. Por esa razón, es necesario que las más altas autoridades del país prescindan de sus legítimos juicios políticos en las campañas electorales. 
 
El asesor del Ejecutivo, señor Tomás Jordán, declaró que la norma sugerida presenta ciertas complejidades, por cuanto, más allá del mérito de su contenido, hay que conciliarlo con el legítimo ejercicio de los derechos políticos de los funcionarios públicos fuera del horario de su trabajo, por lo que es complejo construir una figura de este tipo desde la normativa constitucional vigente.
 
Respecto del inciso segundo del artículo propuesto, declaró que la prohibición que se establece es un deber y por lo tanto es una nueva función, de ahí el criterio propuesto respecto de la inadmisibilidad a propósito de la iniciativa exclusiva del Ejecutivo.
 
El Senador señor Harboe valoró la idea que contiene la indicación del Senador señor García, que intenta evitar que las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones utilicen sus cargos y recursos públicos para favorecer alguna candidatura. Pero, según dijo, la redacción del inciso primero excede los límites respecto de la absoluta prescindencia que puede exigírseles a los funcionarios públicos, toda vez que puede significar que una persona que ejerce una función pública en el legítimo ejercicio de su derecho ciudadano luego de su jornada laboral no ejerza su opción por una candidatura. De todas formas, manifestó su disponibilidad para que se circunscriba la prohibición al tiempo en el cual ejercen su función. 
 
Luego, precisó que la indicación, en su opinión, es admisible en cuanto al inciso segundo, por cuanto no impone obligaciones sino que una prohibición, lo que es perfectamente posible dentro del ordenamiento constitucional chileno en cuanto a las facultades parlamentarias y la limitación de utilizar bases de datos, correos electrónicos u otros medios para fines diferentes para lo cual fueron concebidos. 
 
En cuanto al inciso tercero propuesto en la indicación descrita, señaló que es excesivo en cuanto a la sanción propuesta. Sugirió que se trabaje en una sanción administrativa en ese tipo de asuntos.

 
El Senador señor Pérez Varela argumentó que la acción de los funcionarios públicos en el fortalecimiento de la democracia y de los agentes del Estado es fundamental. 

 
El Senador señor Montes manifestó que es fundamental cuándo la participación del Estado influye en los procesos electorales. Expresó que la actuación de un Ministro es evaluable en cuanto tal durante todo el día, más allá de su horario de trabajo, con todas las potestades que el Estado le entrega en cuanto al ejercicio de su cargo. En rigor, esa es la razón por la cual se les convoca a ese tipo de actividades durante las campañas. Así, es importante regular no sólo el financiamiento privado de las campañas, sino que, además, cómo el Estado puede o no influir en los procesos electorales, razón por la cual, más allá de la norma propuesta por el Senador señor García, es necesario analizar dicha problemática.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, señaló que las figuras delictivas propuestas, supuestamente proponen llenar un vacío que existe en las leyes que rigen los procesos y el financiamiento electoral, el cual, según dijo, no existe, ya que hay normas vigentes que obligan a las autoridades públicas a ejercer su función con estricto apego al principio de probidad reconocido en la Constitución. Además, en la Ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, particularmente en el artículo 27, se señala que los funcionarios públicos no podrán realizar actividades políticas dentro del horario dedicado a la Administración del Estado ni usar su autoridad o cargo para fines ajenos a los de la Institución que representan. 

 
Expresó, enseguida, que la norma propuesta no califica con los mínimos exigidos por el principio de legalidad en cuanto a la tipificación del delito de acuerdo con los parámetros establecidos en la Constitución Política de la República. 

 
De acuerdo con los argumentos, afirmó que la indicación vulnera derechos fundamentales relativos a la expresión pública de las ideas por parte de los funcionarios públicos. 

 
El Senador señor Guillier arguyó que el tema propuesto en la indicación del Honorable Senador señor García es un asunto que hay que estudiar en su mérito para que la gente ejerza sus derechos en democracia sin abusar de su posición pública. Sin perjuicio de lo anterior, estimó que la sugerencia está planteada en términos absolutos que entregan poco margen de acción en cuanto al ejercicio de los derechos de los funcionarios públicos en cuanto ciudadanos, como es la frase del inciso primero en que expresa la “absoluta prescindencia”. 

 
En cuanto al inciso segundo propuesto, dijo estar de acuerdo en cuanto a la prohibición de recursos públicos o informativos para beneficiar campañas.

 
El Diputado señor Browne compartió el juicio del Senador señor Guillier en cuanto a que el primer inciso de la norma propuesta está redactado en términos absolutos y que no deja márgenes de acción en cuanto al ejercicio de los derechos fundamentales. Fue de opinión de que lo que se pretende es que exista una mayor participación en la política e inhibir la influencia negativa de los funcionarios públicos, pero no por ello se les debe prohibir actuar en sus horas libres para que lo hagan.

 
Agregó que hay que diferenciar la actuación de los distintos funcionarios, puesto que no se limita, por ejemplo, la acción de los alcaldes y concejales que sí pueden influir de manera determinante en una elección parlamentaria. De esta forma, en su opinión, se produce una anomalía normativa, por lo que sugirió tener un marco regulatorio que rija la el accionar de los funcionarios públicos en las campañas electorales. Estimó que el camino no es prohibir que un funcionario público participe en el proceso electoral, sino que, más bien, regular y fomentar una mayor participación. 

 
El Senador señor García Ruminot declaró estar de acuerdo en estudiar una nueva redacción para encontrar la forma de cumplir con el sentido de la propuesta, bajo una estructura que equilibre la regulación tanto para el sector público como para el privado en este tipo de materias. 

 
El Senador señor Montes hizo presente que la norma propuesta ya fue revisada en su momento y rechazada por el Tribunal Constitucional en razón de que atenta en contra de los derechos de los funcionarios a ejercer su opción política fuera de los horarios de trabajo. En caso de aprobarse una norma como la propuesta, anunció que recurriría al Tribunal Constitucional por cuanto se afectan derechos fundamentales. Lo importante, explicitó, es regular la actividad del Estado para que los recursos no sean entregados o utilizados de manera arbitraria y así fomentar la igualdad y la probidad en el manejo de todo tipo de recursos públicos. 

 
El Senador señor Pérez Varela explicó que quienes ejercen funciones públicas son, a la vez, autoridades políticas, por lo que no se limita propiamente tal el ejercicio de derechos fundamentales, sino que lo que se pretende es regular la participación de los mismos en los procesos electorales, por lo que dijo estar disponible para encontrar una nueva redacción que respete el sentido de la norma. Insistió en la idea de que los Ministros u otros funcionarios que ejercen su cargo y manejan las políticas públicas y los recursos del Estado sean regulados en el tema que se debate. 

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, dijo estar de acuerdo en que los funcionarios públicos actúen con prescindencia en materias electorales, por lo que propuso impulsar una nueva redacción para el inciso segundo en relación con el artículo 27.
 
En la sesión siguiente, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta para establecer las prohibiciones aplicables a los funcionarios públicos durante las campañas electorales, considerando que la probidad es un principio fundamental que deben observar, velando por los intereses generales por sobre sus intereses particulares.

 
Al efecto, dicha proposición apunta a incorporar los incisos segundo, tercero y cuarto, nuevos, al artículo 27 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la norma propuesta refuerza lo dispuesto en el artículo 27 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, que establece que los funcionarios públicos no podrán realizar actividad política dentro del horario dedicado a la Administración del Estado, ni usar su autoridad, cargo o bienes de la institución para fines ajenos a sus funciones.

 
- La Comisión Especial, atendido el contenido del artículo 27 de la ley N° 19.884 consideró relevante especificarlo en el inciso tercero y agregar en el inciso final una mención a la infracción del principio de probidad, disposición ya contemplada en la Ley de Bases Generales de la Administración del Estado. Además, el inciso segundo de la indicación 189, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 189 a), que teniendo en consideración los acuerdos adoptados sobre la materia perfecciona el texto aprobado.

 
El Senador señor Harboe abogó por incorporar a los alcaldes dentro de las autoridades y funcionarios que no podrán realizar las conductas que prohíbe la indicación en estudio. Asimismo, enfatizó que se trata de una prohibición que opera respecto de las actividades que éstas puedan realizar con ocasión del ejercicio de su cargo.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, en la misma línea, afirmó que, mediante la fórmula propuesta, se cautela el legítimo ejercicio de toda persona respecto de sus derechos políticos y de participación.

 
-Puesta en votación la indicación 189a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
DISCUSIÓN SOBRE DELITOS RELACIONADOS CON LA OBTENCIÓN INDEBIDA DE RECURSOS Y EL USO DE APORTES O FONDOS OBTENIDOS DEL FISCO CON UNA FINALIDAD DISTINTA (Artículo 27 bis, nuevo)
 
Luego de escuchar la opinión del profesor señor Jean Pierre Matus y del abogado señor Giovanni Calderón, en sesión siguiente, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Valeria Lübbert, presentó una propuesta del Ejecutivo que apunta a establecer que, fuera de los casos establecidos en las leyes N° 19.884 y N° 18.603, quien ofrezca, dé, solicite, acepte u obtenga aportes para candidatos o partidos políticos, cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes obtenidos, será castigado con presidio menor en su grado medio, sin perjuicio de las sanciones administrativas que operan cuando el exceso fuere menor a dicho porcentaje.
 
Asimismo, dicha propuesta establece que, tratándose de aportes ofrecidos, dados, solicitados, aceptados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena señalada, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal, que establece que la responsabilidad penal sólo puede hacerse efectiva en las personas naturales, en tanto que por las personas jurídicas responden los que hubieren intervenido en el acto punible, sin perjuicio de la responsabilidad civil que las afectare.

 
A continuación, agregó que la misma pena se impondrá al que aplique los aportes o fondos que regulan las leyes referidas en el inciso primero a una finalidad distinta a la cual están destinados, así como al tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos.

 
Finalmente, detalló que cuando los delitos previstos en los incisos anteriores fueren cometidos por un candidato, administrador electoral, administrador general electoral o administrador general de fondos de un partido político, la pena se elevará en un grado.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que la propuesta determina adecuadamente al sujeto activo de las conductas que describe, al extenderlo hacia cualquier persona – idea sostenida en la indicación 177, formulada por el Senador señor García- y consagrar una hipótesis agravada cuando se trate de un candidato, administrador electoral, administrador general electoral o administrador general de fondos de un partido político.

 
Asimismo, añadió que la propuesta resuelve correctamente el aporte irregular recibido por o de una persona jurídica, junto a la regulación por destinación a una finalidad distinta a la cual están destinados –incluyendo a los terceros- y contiene una agravación de cuando el sujeto activo es un candidato, administrador electoral, administrador general electoral o administrador general de fondos de un partido político.

 
El Senador señor Harboe consultó respecto de la forma en que se computa el aporte que hubiere efectuado una persona natural, esto es, si se trata de un límite respecto del total de la candidatura de que se trate, o sólo rige para una candidatura en particular.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Valeria Lübbert, explicó que la conducta delictiva opera en ambas hipótesis, esto es, si se supera el monto permitido para un mismo tipo de elección o para cada candidatura considerada individualmente.


El Senador señor Guillier opinó que el porcentaje de 50% que propone el Ejecutivo resulta desmedido, considerando que un exceso que no alcance dicha cifra, pero cercano al 20%, puede ser determinante en una campaña electoral.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Valeria Lübbert, sostuvo que, considerando que la propuesta consagra una pena privativa de libertad, debe establecerse una conducta suficientemente grave que permita justificar la privación de libertad. En ese contexto, reiteró que en aquellos casos en que se sobrepase el límite de gasto sin alcanzar dicho porcentaje se aplicará una sanción administrativa consistente en una multa que, en conformidad al artículo 27 A de la ley N° 19.884, equivale al doble del exceso en la parte que no supere el 30%;al triple del exceso en la parte que supere el 30% y sea inferior al 50%, y al quíntuple del exceso en que hubiere incurrido, en la parte que supere el 50%.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que, en cualquier caso, la iniciativa propone la cesación en el cargo para aquel candidato que hubiere sobrepasado en un 25% el límite de gasto electoral. 

 
El Senador señor García Ruminot expresó que las sanciones penales deben ser compatibles con uno de los propósitos que persigue la iniciativa, consistente en estimular múltiples aportes de bajo monto efectuados por personas naturales.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que las conductas descritas por el tipo penal resultan de tal extensión que resuelven adecuadamente la problemática que pretende resolver la iniciativa. 

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia aseveró que el Servicio Electoral contará con los sistemas informáticos que le permitan ejercer automáticamente sus facultades de control, particularmente en materia de control del límite gasto, junto a la posibilidad del candidato de rechazar los aportes, lo que permitirá cautelar el derecho de los aportantes y de los candidatos a efectuar y recibir donaciones.
 
El Senador señor Montes consultó respecto de las sanciones que pudieren aplicarse al partido político del candidato que sobrepase el límite de gasto electoral.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el candidato y el partido político al que pertenece son responsables por la infracción a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral en el ámbito administrativo. Con todo, sostuvo que las indicaciones en estudio apuntan a la responsabilidad penal, la que, por regla general, aplica respecto de las personas naturales.

 
El Senador señor Harboe valoró la ampliación del sujeto activo que propone el Ejecutivo. Con todo, consultó respecto de la pertinencia de extender la responsabilidad penal al tercero que se hubiere beneficiado de la destinación de los fondos electorales para un fin distinto. Respecto de dicho tipo, añadió que al conducta descrita dice relación con la utilización de fondos electorales para una finalidad distinta, lo que no aplicaría para el caso del reembolso de fondos, en cuyo caso se trata de una deuda con un tercero que ya se encuentra extinguida.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expuso que la propuesta del Ejecutivo apunta a sanciona a los terceros que, a sabiendas, se hubieren beneficiado de la destinación de los fondos electorales para un fin distinto, lo que descarta la aplicación de dicha sanción hacia terceros que hubieren actuado de buena fe o, incluso, con dolo eventual.

 
Seguidamente, el abogado y ex profesor de Derecho Penal de la Universidad Andrés Bello, señor Giovanni Calderón, opinó que la propuesta del Ejecutivo recoge adecuadamente los planteamientos formulados ante la Comisión. Tratándose del tercero que se beneficiare de la destinación de los fondos, sostuvo que se trata de un sujeto con un menor grado de participación, por lo que resulta razonable aplicar en su caso una penalidad inferior.

 
En cuanto a la hipótesis agravada que se propone para el candidato, administrador electoral, administrador general electoral o administrador general de fondos de un partido político, sostuvo que se trata de una pena excesiva, debiendo imponerse el máximo de la pena en abstracto en lugar del grado superior al de la pena abstracta.

 
Respecto de las sanciones aplicables a los partidos políticos, coincidió en que, tratándose de una regulación relativa al ámbito penal, la responsabilidad que genera debe operar preferentemente para las personas naturales, pudiendo aplicarse multas administrativas a dichas colectividades.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, afirmó que la penalidad para el candidato, administrador electoral, administrador general electoral o administrador general de fondos de un partido político puede consistir en un aumento de la pena en un grado, o se aplica la pena mayor en su grado máximo. En ambos casos, agregó, se cumple el efecto disuasivo que persigue la iniciativa.

 
La Comisión Especial, atendido el contenido de las indicaciones 177 y 178, y del texto aprobado en general, consideró necesario aprobar la redacción descrita y puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, de conformidad al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado y las indicaciones 177 y 178, con modificaciones.
NUEVA PROPUESTA ENMARCADA EN LAS INDICACIONES 177 Y 178

INCISO PRIMERO PROPUESTO PARA EL ARTÍCULO 27 BIS

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expuso una nueva propuesta en relación a la entidad de las sanciones que contempla la iniciativa.

 
En efecto, afirmó que, con la finalidad de evitar que la pena privativa de libertad en abstracto pueda resultar inaplicable en la práctica, ante la concurrencia de múltiples circunstancias atenuantes de responsabilidad penal, resulta adecuado contemplar, junto con aquellas, sanciones pecuniarias que, para efectos de su cálculo, atiendan al monto otorgado u obtenido.

 
El Senador señor Harboe abogó por evitar que una misma conducta genere dos sanciones, tal como ocurriría al establecer una sanción privativa de libertad y otra de carácter pecuniario. Dicha sanción, agregó, resulta particularmente excesiva tratándose de candidaturas a concejal en comunas de menor tamaño.

 
De ese modo, afirmó que la vulneración de las normas relativas al funcionamiento del sistema democrático resulta sancionada adecuadamente mediante la pérdida del escaño de que se trate, en los términos que consagran los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República; de ello deriva, agregó, que la sanción penal propuesta resulta desproporcionada e inaplicable en la práctica.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la sanción propuesta resulta proporcional, atendida la gravedad de los bienes jurídicos afectados y el daño que genera para el sistema democrático y la legitimidad de los procesos electorales.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que la propuesta del Ejecutivo cumple con la debida proporcionalidad de las sanciones, atendida la gravedad de las conductas de que se trata. Asimismo, añadió que la posibilidad de pesquisar la existencia de las prácticas delictivas resulta particularmente compleja, lo que requiere establecer una sanción que cumpla una finalidad disuasiva.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, indicó que las sanciones propuestas por la iniciativa cumplen con la finalidad disuasiva que es necesario aplicar ante conductas que se apartan de los procedimientos establecidos por la ley en materia de financiamiento de la actividad política.

 
En la misma línea, el Senador señor García Ruminot afirmó que las sanciones propuestas operan ante una conducta particularmente grave, consistente en sobrepasar en más de un 50% el monto permitido por la ley.

 
-Puesto en votación el inciso primero del artículo 27 bis, fue aprobado por 4 votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 abstención, del Senador señor Harboe.

INCISO SEGUNDO PROPUESTO PARA EL ARTÍCULO 27 BIS
 
El Ejecutivo, en su propuesta señala que tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena de presidio menor en su grado medio.

 
El Senador señor García Ruminot opinó que puede ocurrir que un candidato reciba un aporte en especies de bajo monto de una persona jurídica, sin tener conocimiento respecto de la forma en que se haya constituida. En dicha hipótesis, afirmó que resulta desproporcionada la sanción que propone la iniciativa.

 
El Senador señor Guillier coincidió con dicha observación.

 
El Senador señor Harboe estimó que era necesario establecer una sanción por el aporte de una persona jurídica sin necesidad de requerir un monto mínimo, toda vez que, de ese modo, resulta coherente la prohibición que opera respecto de dichas entidades.

 
En sentido contrario, el Senador señor Pérez Varela abogó por permitir que el juez, en la determinación judicial de la pena, pueda considerar la cuantía del aporte como un factor determinante, de modo tal de sancionar penalmente únicamente aquellas conductas que impliquen una donación cuantiosa.

 
En consecuencia, solicitó votación separada, con la finalidad de eliminar la irrelevancia del monto de aporte de una persona jurídica a una campaña electoral para efectos de la determinación de la sanción penal aplicable.

 
-Puesta en votación la eliminación de la frase “sin importar el monto del aporte”, fue rechazada por 4 votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 1 voto a favor, del Senador señor Pérez Varela.
 
-Puesto en votación el inciso segundo del artículo 27 bis, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INCISO TERCERO PROPUESTO PARA EL ARTÍCULO 27 BIS
 
El Ejecutivo postuló que el ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados se castiguen con presidio menor en su grado mínimo y multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.

 
El Senador señor Harboe consultó respecto de las conductas comprendidas dentro del tipo penal propuesto.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que se trata de conductas que no suponen la concreción de una transferencia al candidato, pero que, al configurar una manifestación de voluntad respecto de su ofrecimiento o solicitud, igualmente merecen un reproche penal.

 
El Senador señor Harboe aseveró que, desde el punto de vista del iter criminis o fases de desarrollo del delito, se trata de una conducta equivalente a la tentativa, de modo tal que no resulta proporcional la pena propuesta por el Ejecutivo.

 
El Senador señor Walker coincidió con dicha observación.

 
Seguidamente, solicitó votar separadamente la sanción privativa de libertad que contempla la propuesta del Ejecutivo.
 
-Puesta en votación la pena privativa de libertad propuesta en el inciso tercero del artículo 27 bis, fue rechazada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
-Puesto en votación el texto restante del inciso tercero del artículo 27 bis, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INCISO CUARTO PROPUESTO PARA EL ARTÍCULO 27 BIS
 
El Ejecutivo propuso establecer que quien utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley será castigado con presidio menor en su grado medio.

 
Asimismo, sugirió que el tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, sea castigado con presidio menor en su grado mínimo.

 
El Senador señor Harboe explicó que, en la práctica, en virtud de la regulación propuesta el Fisco va a reembolsar únicamente aquellos gastos pendientes de pago declarados ante el Servicio Electoral. En consecuencia, afirmó que la norma apunta a sancionar aquellas conductas que se apartan de dicha hipótesis.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, añadió que, de ese modo, la propuesta sancionará a quienes hubieren utilizado fondos públicos para finalidades distintas a aquellas que establece la ley.

 
-Puesto en votación el inciso cuarto del artículo 27 bis, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INCISO QUINTO PROPUESTO PARA EL ARTÍCULO 27 BIS
 
La propuesta del Ejecutivo prescribe que cuando los delitos señalados precedentemente hubieren sido cometidos por un candidato, administrador electoral, administrador general electoral o administrador general de fondos de un partido político, se aplicará el máximo de la pena contemplada.

 
-Puesto en votación el inciso quinto del artículo 27 bis, fue rechazado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
DISCUSIÓN SOBRE OTROS TIPOS DELICTIVOS ELECTORALES (Artículos 27 ter, 27 quáter y 28 bis).
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el artículo 27 quáter recoge las normas de procesabilidad que anteriormente estaban en el artículo 27 bis, habiéndose trasladado para entregar una estructura más ordenada a la legislación propuesta, recogiendo el contenido de algunas de las indicaciones que habían sido presentadas durante el debate. De esta forma, aseveró que las investigaciones iniciadas con ocasión de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrá ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de todo ciudadano para denunciar administrativamente dichas infracciones ante dicha institución. 

 
Asimismo, añadió que los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a candidatos por los delitos tipificados en el artículo 27 bis en un plazo de 5 días hábiles desde que se encuentren en dicho estado. El inciso primero, además, establece esta regla de procedimiento que radica en el Servicio la exclusividad para dar inicio a la persecución penal, haciendo explícito el derecho, como se dijo, el derecho de todo ciudadano de denunciar administrativamente las infracciones ante el Servicio Electoral. Por su parte, en el inciso segundo se señala que serán los tribunales los que tendrán la carga de enviar copia de las sentencias firmes condenatorias respecto de los candidatos al Consejo Directivo al cual se hizo alusión para que opere el mecanismo que operará para el cese en el cargo de elección popular.

 
El profesor señor Giovanni Calderón recordó que lo que se conversó en sesiones anteriores con el Ejecutivo es que el empleo de la palabra “ciudadanos” puede restringir el ámbito de quienes pueden poner en conocimiento estos actos antes el Servicio Electoral, puesto que ese es un concepto definido por la ley y se restringe únicamente a personas naturales, lo puede restringir el ámbito persecutorio que se pretende. Luego, cuando la norma se refiere la “denunciar administrativamente” expresó que el adverbio “administrativamente” resulta equívoco, por cuanto denunciar es poner un asunto en conocimiento del Servicio Electoral, por lo que sería mejor, en su juicio, que la norma quedara redactada en términos de “poner en conocimiento del Servicio Electoral” y hablar de “toda persona”. De acuerdo a lo anterior, sugirió que la redacción debiera quedar como sigue:

 
“Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de poner en conocimiento dichas infracciones ante el Servicio Electoral.”.

 
El Senador señor Montes manifestó que es una posibilidad, entre otras, que los parlamentarios puedan hacer una presentación ante el Ministerio Público, y no solamente los Secretarios Generales de los Partidos Políticos de manera exclusiva. En consecuencia, consultó por la razón por la que sólo se puedan hacer presentaciones ante el Servicio Electoral y no existan otras alternativas persecutorias, incluso si acaso el Servicio Electoral incumple sus funciones en este tipo de asuntos. 

 
La señora Valeria Lübbert explicó que la regla de procesabilidad a la que hizo alusión que posibilita que el Servicio Electoral ejecutar la acción tiene por objeto la protección de los candidatos y de los administradores electorales para no utilizar el sistema penal como un “arma” en las campañas electorales. Se entiende así que el Servicio sólo podrá ejecutar una persecución penal cuando existan antecedentes suficientes para ello según cuáles sean las infracciones que se hayan cometido. 
 
El Senador señor Guillier señaló que este es, a su juicio, un tema delicado, sobre todo cuando la ciudadanía tienen un mayor empoderamiento de acuerdo a las leyes de transparencia que rigen el actuar público. Expresó que es razonable que exista un filtro para la presentación de denuncias y asumir la responsabilidad de las denuncias que no tienen fundamento, puesto que se puede presentar para que en las campañas se actúe de mala fe con este tipo de acciones. 

 
Consultó por cuál sería la mejor forma de presentar este tipo de acciones, por cuanto el Servicio Electoral tiene facultades limitadas para fiscalizar las elecciones, particularmente en las que son de carácter masivo como son por ejemplo las municipales. Sugirió que los ciudadanos puedan denunciar ante el Servicio Electoral, que va más allá del carácter administrativo que se ha señalado durante el debate. 

 
El Senador señor Harboe estimó que la sugerencia propuesta es un avance importante, porque los ciudadanos van a poder hacer denuncias respecto de las infracciones electorales ante un Servicio Electoral que tendrá nuevas facultades, recursos y capacidades territoriales para tener un mayor poder de fiscalización, comprobando en terreno los hechos que se denuncien por los ciudadanos. Esto significa que las personas tendrán la posibilidad de denunciar ante el Servicio Electoral, lo que es diferente a lo que sucede con la acción penal, puesto que, según dijo, quien califica la comisión de un delito en este tipo de hechos de acuerdo con el Principio de Especialidad consagrado en la Constitución y la autonomía del Servicio Electoral, quien debe calificar dicha persecución (de tipo penal) es ésta institución.

 
Todo lo anterior en razón de que es una autoridad colegiada que tendrá que observar de manera objetiva, con prescindencia del interés de candidatos derrotados u otros terceros interesados, la conducta denunciada y calificar si es de carácter administrativo o de tipo penal. En caso de que no sea ni te tipo administrativo o de tipo penal, añadió, el mismo Servicio tendrá la posibilidad, en caso de que sea una infracción grave, de solicitar la destitución de la autoridad electa. El sistema, a su juicio, se ordena para no utilizar el aparato judicial para actos de revanchismo político. 

 
El Senador señor Coloma recordó la modificación que se hizo al Servicio Electoral, constituyéndolo en un ente autónomo y colegiado, entregándole nuevas facultades, razón por la cual hay que empoderarlo para que ejerza sus funciones, esa es la razón por la cual se le entrega la facultad para definir los mecanismos en materia de denuncias. 

 
El Senador señor Pérez Varela agregó que una situación parecida, aunque con matices, se presenta respecto del Servicio de Impuestos Internos acerca de los delitos tributarios, en que es el Director de esa institución quien define si acaso se persigue o no penalmente. En el caso del Servicio Electoral, si bien la situación es parecida, es un órgano colegiado autónomo el que tendrá por función definir sobre este tipo de situaciones, lo que permitirá evitar cualquier tipo de arbitrariedad o discriminación. 

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, estimó que está plenamente justificada la propuesta de que la denuncia se presente ante el Servicio Electoral. 

 
La señora Valeria Lubert explicó que lo ideal sería que la norma quedara redactada en el siguiente sentido:

 
“Sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.”.
 
De esta manera, el inciso primero quedaría de la forma que sigue:

 
“Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter, sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.”.

 
Respecto del artículo 28 bis propuesto en la indicación 190, el Senador señor García Ruminot sostuvo que las conductas previstas en los literales a) y b) pueden ser establecidas únicamente a raíz de una investigación del Servicio Electoral, por lo que podrían ser subsumidas en una sola hipótesis.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que la conducta descrita en el literal b) pretende establecer un incentivo para la correcta declaración de ingresos y gastos de campaña. Asimismo, agregó que la hipótesis que propone el literal a) dice relación con otra conducta, sin perjuicio que, en ambos casos, se requiere la actuación del Servicio Electoral. 

 
El Senador señor Coloma consultó respecto de las razones que explican la diferencia porcentual –de un 25% a un 20%- para las hipótesis descritas en los literales a) y b) del proyecto.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que el tope de 20% que propone el literal b) de la indicación en estudio, dice relación con la existencia de un mayor control, lo que permite conocer con antelación los gastos realizados y la declaración de éstos. Por su parte, en el caso del límite de 25%, afirmó que se trata de una hipótesis en que resulta más complejo que el candidato pueda controlar detalladamente los gastos.

 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto del procedimiento aplicable por el Servicio Electoral para determinar la existencia de las infracciones que describe la indicación en estudio.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el artículo 28 bis propuesto determina las infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, en el contexto de la reforma constitucional que establece la cesación en el cargo para las autoridades que hubieren incurrido en ellas.

 
Para conocer y fallar dicha infracción, detalló que el procedimiento puede iniciarse mediante una denuncia de cualquier persona, o de oficio por el Servicio Electoral; en cualquier caso, explicó que dicho organismo deberá formular cargos cuando considere que se trata de una denuncia fundada.

 
Luego de ello, el infractor tendrá un plazo de diez días para presentar sus descargos, al cabo del cual se abre un período para ofrecer y rendir medios de prueba, los que deberán ser valorados según las reglas de la sana crítica. Concluido dicho período, añadió, deberá dictarse una resolución por el Subdirector de Control de Gasto y Financiamiento de Campañas del Servicio Electoral, la que debe ser presentada ante el Director del Servicio Electoral, que debe aplicar la sanción. Dicha resolución, agregó, podrá ser reclamable ante los órganos de Justicia Electoral.

 
Enseguida, afirmó que, en aquellos casos en que se imponen sanciones administrativas –esto es, ante las hipótesis que describen los literales a), b) y c) del artículo 28 bis propuesto-, el Director del Servicio Electoral deberá remitir el expediente al Consejo Directivo de la entidad, el que deberá requerir al Tribunal Calificador de Elecciones cuando se trate de una infracción grave y se hubiere cumplido el procedimiento descrito, para que se pronuncie respecto de la eventual pérdida del cargo de la autoridad de que se trate.

 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de las facultades del Consejo Directivo de Servicio Electoral para ejercer las acciones ante el Tribunal Calificador de Elecciones, una vez que toma conocimiento de la resolución condenatoria por parte del Director de dicho organismo.

 
El Senador señor Harboe abogó por reforzar las facultades que puede ejercer el Consejo Directivo del Servicio Electoral para requerir ante el Tribunal Calificador de Elecciones.

 
Respecto de la causal de cesación que contempla el literal a) del artículo 28 bis propuesto, sostuvo que dicha hipótesis contempla, al mismo tiempo, la auto inculpación del candidato y el ejercicio de las facultades fiscalizadoras del Servicio Electoral. En ese contexto, arguyó que resultaría adecuado diferenciar ambas hipótesis para efectos de aplicar las sanciones que propone la iniciativa.

 
Asimismo, sostuvo que el verbo rector que propone la causal contenida en el literal c) resulta incorrecto, toda vez que debería consistir en la recepción de las donaciones, en lugar de la aceptación de éstas.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que la auto inculpación del candidato infractor resulta irrelevante para efectos de determinar la pena aplicable, toda vez que, en dicha hipótesis, igualmente se produce una vulneración de la corrección e igualdad de condiciones que debe caracterizar a los procesos electorales.

 
El Senador señor Montes consultó respecto de la relación existente entre el delito de cohecho y las figuras penales que propone la indicación en estudio.

 
El Diputado señor Browne consultó acerca de los mecanismos de reemplazo que operarían ante la cesación en el cargo de una autoridad de elección popular, y los recursos que se hubieren remitido al partido político, a raíz de la elección de uno de sus militantes que posteriormente hubiere sido cesado en su cargo.

 
El Senador señor Coloma sostuvo que debe evaluarse la debida proporcionalidad de las sanciones propuestas, toda vez que, en ciertas candidaturas de bajo monto, podría producirse la cesación en el cargo aun cuando se sobrepase el límite de gasto por una cifra baja.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que el Servicio Electoral cuenta con sistemas informáticos de detección de exceso en los aportes electorales, pero no respecto de los gastos, de modo tal que el candidato podría financiar gastos que no provengan de los aportes recibidos mediante recursos propios u otros mecanismos.

 
Respecto del sistema de reemplazo de autoridades, señaló que operaría el mecanismo constitucional vigente.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que las sanciones aplicables al delito de cohecho se encuentran vinculados a las figuras delictivas que consagra la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios, por lo que no producirían la cesación en el cargo, salvo que, a raíz de la entidad de la pena, se produzca la pérdida de un requisito de elegibilidad en los términos que consagra el numeral 2° del artículo 17 de la Constitución Política de la República.

 
El Senador señor Montes abogó por incorporar el delito de cohecho dentro de una de las hipótesis que genera la cesación en el cargo.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que, en la tipificación de las hipótesis que constituyen una infracción grave a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, debe considerarse el elemento subjetivo, tales como la culpa o dolo, que permita justificar la imposición de una sanción tan drástica.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que, aun cuando se trate de una infracción cometida de modo involuntario, de igual manera se produce una afectación del proceso eleccionario de que se trate, lo que exige aplicar sanciones drásticas. Asimismo, agregó que, de ese modo, se estimula el carácter fidedigno de las declaraciones de gastos.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, en cuanto a la eventual cesación del cargo por el delito de cohecho, afirmó que el marco constitucional aplicable en dicha hipótesis dice relación con la transparencia, límite y control de gasto electoral, lo que excede el bien jurídico que protege dicha figura delictiva.

 
El Senador señor Harboe consultó respecto de las funciones del Consejo Directivo respecto del requerimiento por infracción de dicha normativa, particularmente respecto de sus atribuciones en materia de fiscalización y deliberación acerca del mérito de los antecedentes recabados.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que el Consejo Directivo del Servicio Electoral debe operar conforme a un criterio objetivo respecto del análisis de los antecedentes remitidos a raíz de la infracción de normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, lo que exige especificar el tipo de deliberación que debe desarrollar.

 
El Senador señor Harboe expresó que el artículo 12 de la ley N° 18.460 establece que el procedimiento de reclamación ante el Servicio Electoral será regulado por éste mediante autos acordados en los que se asegurará, en todo caso, un racional y justo proceso, lo que no resulta adecuado, debiendo ser establecido por normas de rango legal.

 
En la sesión siguiente, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso una propuesta del Ejecutivo que apunta a distinguir entre la sanción aplicable por haber sobrepasado el límite al gasto electoral, atendiendo a aquellos casos en que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

 
Asimismo, contempla, en el literal c) de la norma propuesta, sustituir la expresión recibir por aceptar, en relación a los aportes, y establecer que constituyen una infracción grave en materia de transparencia, límite y control de gasto, el haber sido condenado por alguno de los delitos previstos y sancionados en la ley.


En cuanto al rol del Consejo Directivo del Servicio Electoral, afirmó que, en opinión del Ejecutivo, resulta adecuado detallar la deliberación que debe realizar para determinar la existencia de infracciones graves, y la remisión que debe operar al Tribunal Calificador de Elecciones.

 
El Senador señor Pérez Varela abogó por compatibilizar las funciones que deben desempeñar el Consejo Directivo del Servicio Electoral y su Subdirector de Fiscalización y Control.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que el modelo propuesto radica en un órgano colegiado la función de resolver la determinación de ciertas conductas como una infracción grave en materia de transparencia, límites y control del gasto electoral. 

 
De ese modo, añadió que dicho órgano deberá decidir jurídicamente respecto de la calificación de tales hechos, operando de la forma en que se verifica el trámite de consulta en la jurisdicción ordinaria, salvo tratándose de la causal relativa a los delitos previstos y sancionados en la ley, en que sólo deberá certificar la condena.


En sesión posterior, el Ejecutivo respecto de la sanción del cohecho durante una campaña electoral propuso trasladar la norma contenida en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700, sobre Votaciones Populares y Escrutinios a la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, pero el Senador señor Pérez Varela abogó por establecer dicha hipótesis como una de las causales que pudiere generar la cesación en el cargo, en la letra d) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884 y mantener el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700 dado que estas leyes protegen bienes jurídicos distintos.

-La Comisión Especial, atendido el tenor de la discusión efectuada respecto de esta materia y los acuerdos que se fueron alcanzando, acordó aprobar con modificaciones las indicaciones 181, 184 y 190, estimando necesario realizar ajustes y adecuaciones de redacción derivados de las mencionadas indicaciones, del texto aprobado en general en su caso y de las razones fundamentadas que se consignan, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado. Todo lo anterior por la unanimidad de sus integrantes y por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y Senador señor García Ruminot, Senadora señora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Consecuentemente, las indicaciones 179, 180, 182, 183, 185, 186, 187 y 188 fueron rechazadas por unanimidad de los Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y de los Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 190 a), que perfecciona el texto propuesto y establece que se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, el haber sobrepasado en un 25% el límite al gasto electoral permitido, siempre que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

Asimismo, incurrirán en dicha infracción quienes hubieren sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral; recibir aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control de gasto electoral- en cuyo caso corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones-, o resultar condenado por alguno de los delitos previstos y sancionados en dicho cuerpo legal o por el delito de cohecho electoral.

Seguidamente, la propuesta considera que cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política, relativos a la cesación del cargo de que se trate. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a candidatos por los delitos respectivos, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas. 

 
El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde su término.

 
Las figuras delictivas que pueden generar la cesación en el cargo, dicen relación con la obtención de aportes ilegales, la utilización de los aportes para fines distintos, la rendición fraudulenta de la cuenta electoral, y el delito de solicitar voto por paga -esto es, una hipótesis de cohecho.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, aseveró que la fórmula contenida en el artículo 27 bis resulta comprensiva de una serie de conductas excesivamente amplias, tales como el ofrecer o solicitar aportes para candidatos o partidos políticos.

 
El abogado de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, afirmó que la amplitud de los verbos rectores propuestos por el artículo 27 bis dicen relación con que éstas pueden ser realizadas no necesariamente por un candidato, sino por cualquier persona.

 
El Senador señor Harboe abogó por establecer, para las conductas sancionadas, una sanción pecuniaria en lugar de una pena privativa de libertad, considerando la gravedad de las acciones descritas en la iniciativa.

 
En la sesión siguiente, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, presentó una propuesta que, recogiendo las observaciones de los miembros de la Comisión, apunta a otorgar un tratamiento diferenciado a las conductas que sanciona la norma en estudio, distinguiendo entre el otorgamiento u obtención de aportes y el ofrecimiento o solicitud de éstos.

 
En ese contexto, propuso que, respecto de la sanción consistente en la cesación en el cargo, está sólo opere ante la obtención del aporte para candidatos o partidos políticos.

El Senador señor Harboe comentó que la propuesta del Ejecutivo distingue adecuadamente entre el régimen aplicable según la gravedad de las conductas descritas. Con todo, afirmó que, al establecer que la investigación de las respectivas figuras delictivas sólo puede ser iniciada por denuncia o querella del Servicio Electoral, podría generar una hipótesis de inconstitucionalidad, atendido el artículo 83 de la Carta Fundamental, que establece que el Ministerio Público deberá dirigir en forma exclusiva la investigación de los hechos constitutivos de delito, sin distinguir el tipo de figura penal de que se trate.

Asimismo, abogó por establecer multas o sanciones pecuniarias que excedan en varias veces el monto de lo defraudado en lugar de penas privativas de libertad, toda vez que su aplicación práctica resulta compleja, atendida la concurrencia de circunstancias atenuantes de responsabilidad penal.

El Senador señor García Ruminot, en sentido contrario, sostuvo que, atendida la gravedad de las conductas descritas, resulta adecuado establecer penas privativas de libertad.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, considerando el efecto disuasivo que puede producir y su relevancia en materia de la fiscalización que debe desarrollar el Servicio Electoral.

El Senador señor Walker, don Ignacio, señaló, respecto que las causales que pueden generar la cesación en el cargo resultan proporcionales considerando la gravedad de la infracción cometida. Sin embargo, afirmó que resulta adecuado establecer una sanción pecuniaria tratándose del otorgamiento, obtención, ofrecimiento o solicitud, toda vez que cumpliría un efecto disuasivo de mayor entidad.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que la iniciativa debe generar una señal para evitar la existencia de irregularidades en materia de financiamiento de la actividad política. En consecuencia, enfatizó que ello requiere, necesariamente, el establecimiento de sanciones penales que desincentiven tales conductas.

En la misma línea, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, enfatizó que las conductas sancionadas afectan el funcionamiento del sistema democrático, poniendo en entredicho la legitimidad de las autoridades elegidas por la ciudadanía. En ese sentido, reiteró que resulta imprescindible establecer sanciones privativas de libertad que sancionen proporcionalmente tales conductas y cumplan un efecto disuasivo.

El Senador señor Harboe abogó por establecer un rango de sanciones que permita la determinación judicial de la pena, considerando desde el duplo de la multa hasta presidio menor en su grado medio. En efecto, afirmó que el establecimiento de penas privativas de libertad en abstracto, que resultan inaplicables en un caso concreto, no cumple el efecto disuasivo de una multa cuantiosa.


En sesión efectuada el 24 de noviembre de 2015, el Ejecutivo formuló una propuesta, enmarcada en las indicaciones 190 y 190 a), para establecer, como una de las infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, el haber resultado condenado por los delitos previstos  en los incisos primero, segundo o cuarto del artículo 27 bis o 27 ter de la ley N°19.884, o por la figura de cohecho electoral que establece el inciso primero del artículo 137 de la ley N°18.700, orgánica constitucional de votaciones populares y escrutinios.
 
Asimismo, en aquellos casos en que el candidato no designa un administrador electoral, éste deberá asumir la responsabilidad penal que derive de sus actuaciones, toda vez que, en conformidad al artículo 30 de la ley N° 19.844, si no se efectuare la designación, las funciones de Administrador Electoral recaerán en el propio candidato.
 
-Puesta en votación la indicación 190a), en lo tocante a la letra d) del artículo 28 bis, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
En cuanto al inciso tercero del artículo 28 bis, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expuso que considera lo dispuesto en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República, en materia de pérdida de cargos de elección popular.

 
Asimismo, contempla que, tratándose de la letra d) del inciso primero de dicha disposición, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas condenatorias, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

 
El Senador señor Harboe explicó que la verificación de las infracciones que describe la indicación dice relación con el análisis, por parte del Consejo Directivo del Servicio Electoral, del contenido de las conductas denunciadas.

 
-Puesta en votación la indicación 190a), en lo relativo al inciso tercero del artículo 28 bis de la ley N° 19.884, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
A continuación, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que, respecto del inciso cuarto del artículo 28 bis de la ley N° 19.884, se propone que el Tribunal Calificador de Elecciones conocerá estas infracciones graves mediante un procedimiento racional y justo regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, orgánica constitucional del Tribunal Calificador de Elecciones, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de 10 días hábiles contado desde su término.

 
-Puesta en votación la indicación 190a), respecto del inciso cuarto del artículo 28 bis de la ley N° 19.884, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Enseguida, se analizó una indicación al artículo 31 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral.
INDICACIÓN 191


El Senador señor Navarro presentó una indicación para agregar un literal al artículo 31, que describe las obligaciones del Administrador Electoral. La nueva obligación consistiría en velar por la publicación de todos los gastos efectuados en la campaña en el sitio electrónico de los partidos políticos.
El Senador señor Harboe expuso que no resulta adecuado establecer una obligación para el administrador de una campaña electoral respecto de una medida que, en la práctica, debe adoptar el administrador de un partido político.

 
-Puesta en votación la indicación 191, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Se formuló la siguiente indicación, para incorporar otro artículo nuevo a la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral:

INDICACIÓN 192


El Senador señor García propone agregar un artículo 33 bis nuevo, que regula aportes trimestrales del Estado a los partidos político, la que fue retirada por su autor.
NUMERAL 20

NUEVA OBLIGACIÓN PARA LOS ADMINISTRADORES ELECTORALES DE PUBLICAR TODO GASTO EN SITIO ELECTRÓNICO DE CADA PARTIDO POLÍTICO


La Cámara de Diputados modificó el artículo 33 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, para agregar una nueva obligación del Administrador General Electoral de velar por la publicación de todo gasto efectuado en la campaña electoral, en el sitio electrónico de cada partido político.


No se presentaron indicaciones.

NUMERAL 21
INHABILIDAD PARA EJERCER COMO ADMINISTRADOR ELECTORAL Y ADMINISTRADOR GENERAL ELECTORAL

 
La Cámara de Diputados agregó a las prohibiciones para ser administradores electorales y administradores generales electorales la de haber sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública.
INDICACIÓN 193


El Senador señor Navarro propone incluir otra prohibición para ejercer como administrador electoral o administrador general electoral, la de haber sido condenado por quiebra fraudulenta.

El Senador señor Harboe explicó que la referencia a la quiebra fraudulenta resulta incorrecta habida cuenta de su eliminación en la ley N° 20.720, que sustituye el régimen concursal vigente por una ley de reorganización y liquidación de empresas y personas, y perfecciona el rol de la Superintendencia del ramo.

 
-Puesta en votación la indicación 193, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


A continuación, se discutieron cuatro indicaciones que tienen como objetivo incorporar un artículo nuevo y modificar otras normas de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral.
INDICACIÓN 194


El Senador señor García Ruminot, mediante la indicación 194, agrega un artículo 34 ter que obliga a los partidos políticos que optan al aporte público de nombrar un contralor interno, que será colaborador directo de la Directiva Central y será responsable del buen uso de los fondos que el Estado entregue al partido. 

La indicación 194 fue discutida a propósito del contenido de la indicación 233.

INDICACIÓN 195


La Presidenta de la República propone modificar el artículo 37 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, con la finalidad de clarificar que en caso de renuncia del administrador electoral, ésta debe ser notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral.
 
-Puesta en votación la indicación 195, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 196


La Presidenta de la República, por medio de esta indicación, reemplaza en el artículo 42 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, los plazos dentro de los cuales el Director del Servicio Electoral se pronunciará acerca de la cuenta de ingresos y gastos electorales.
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la indicación contempla el aumento, de treinta a cuarenta y cinco y sesenta a setenta y cinco, el plazo para pronunciarse respecto de la cuenta de ingresos y gastos de campaña electoral.

El Senador señor Harboe sostuvo que debe considerarse la facultad de decretar una prórroga del plazo señalado precedentemente, considerando el aumento de las facultades de fiscalización que se le otorgan. Al mismo tiempo, afirmó que el silencio administrativo que contempla la norma en estudio cede en favor del candidato, generando un desembolso de fondos públicos, lo que genera la necesidad de aumentar el plazo en que puede pronunciarse respecto de la cuenta de ingresos y gastos de campaña electoral.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con dicha observación, considerando que los plazos de resolución debe ser coherentes con el termino del proceso electoral y las proclamación de los candidatos.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el establecimiento de plazos rígidos afecta la capacidad fiscalizadora del Servicio Electoral, junto al efecto que se otorga al silencio administrativo que contempla la disposición en estudio. En consecuencia, afirmó que la indicación recoge tales consideraciones, ampliando los plazos para pronunciarse respecto de la cuenta de ingresos y gastos de campaña electoral.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lubbert, informó que estudiaron el tema con los representantes del SERVEL y estos últimos manifestaron su parecer favorable a los plazos que se están consultando, siendo lo más relevante para ellos el que se elimine el silencio administrativo.

-Puesta en votación la indicación 196, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión Especial, Senadores señores Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 197

La Presidenta de la República, mediante esta indicación modifica el artículo 43, que se refiere al caso en que el Director del Servicio Electoral observe las cuentas presentadas y podrá requerir al administrador electoral o al administrador general electoral las aclaraciones y antecedentes pertinentes.


Se propone que se evacúe la respuesta aclaratoria dentro del plazo de diez días –actualmente son quince días- y que si no se recibe respuesta en el plazo establecido, el Director del SERVEL resolverá la aprobación o rechazo, dentro de los 15 días siguientes.

-La Comisión Especial aprobó esta indicación, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
CONSTANCIA

 
El Senador señor García Ruminot dejó constancia de su petición de contar con un sistema de rendición simplificada de cuentas para los concejales.

NUMERAL 22

REGISTRO DE APORTES EN SITIO ELECTRÓNICO DEL PARTIDO POLÍTICO


El texto despachado por la Cámara de Diputados agrega una oración al artículo 40 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral, que preceptúa la publicación del registro de los aportes en dinero, especies o servicios –que deberán llevar los administradores electorales y los administradores generales electorales-en el sitio electrónico de cada partido político.


No se presentaron indicaciones.
NUMERAL 23
MULTA AL CANDIDATO POR RECHAZO DE LA CUENTA DE INGRESOS Y GASTOS ELECTORALES


La Cámara de Diputados incorporó – en el artículo 44 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral- dentro de la aplicación de la multa por rechazo de la cuenta de ingresos y gastos electorales al candidato que corresponda, pero en forma optativa. Actualmente la multa se aplica al administrador general electoral o al administrador electoral.

INDICACIÓN 198


La Presidenta de la República propone que la multa se aplique tanto al candidato como a los administradores.


Además, los representantes del Ejecutivo propusieron, en relación con la indicación 196, que en el inciso segundo del artículo 44 se sustituya en la forma de notificación de la resolución del Director del Servicio Electoral que rechaza una cuenta de ingresos y gastos electorales, la carta certificada por el correo electrónico.

El asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, señaló que en la actual legislación la posibilidad de notificar mediante el correo electrónico sólo procede en la medida que las partes así lo consientan.


El Senador señor Harboe arguyó que el mandato de notificar por correo electrónico deviene de la ley y, por tanto, la fuente de validación de dicha notificación es la ley, más allá de lo que digan las partes. Además, se trata de una adecuación normativa a una realidad tecnológica que facilita la celeridad de los procedimientos.

El Senador señor García Ruminot manifestó dudas, atendida la situación de los concejales de comunas rurales y aisladas geográficamente, quienes generalmente no cuentan con el acceso a internet que se requiere, principalmente por la falta de cobertura. Por ello, sugirió incluir la notificación por correo electrónico además de la notificación por carta certificada.


-La Comisión Especial aprobó la enmienda al inciso segundo del artículo 44, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

En lo que respecta a la indicación 198, que propone que la multa se aplique –por rechazo de la cuenta de ingresos y gastos electoral- tanto al candidato como a los administradores, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que el candidato es el responsable junto con su administrador.

El Senador señor Pérez Varela consultó el por qué se incluía al Administrador General Electoral, que ninguna injerencia tiene en la rendición de cuentas de un candidato específico y se le respondió que esta persona es el administrador del partido político.


Los Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio coincidieron en que el Administrador General Electoral es el responsable de las cuentas del partido político, pero no respecto de la campaña de uno de los candidatos de ese partido.

La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, comentó que el candidato con su administrador electoral deben ser responsables en forma solidaria, porque es habitual que la gestión de recursos la lleve a cabo el candidato.

El Senador señor Walker, don Ignacio concordó en la idea que tanto el candidato como su administrador electoral tienen que ser solidariamente responsables de la cuenta de ingresos y gastos.


-La Comisión Especial aprobó la indicación 198, con modificaciones, en el sentido de establecer que el candidato y su administrador electoral serán solidariamente responsables por la cuenta de ingresos y gastos de esa candidatura. Respecto del Administrador General Electoral hacerlo responsable en lo que corresponda conforme a lo dispuesto en el artículo 41 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral. Por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

En seguida, se analizaron dos indicaciones del Senador señor Montes.

INDICACIÓN 199


Para reemplazar el epígrafe del Título IV “De la publicidad” de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral por uno que diga “Del control ciudadano y la publicidad de las rendiciones”.

INDICACIÓN 200


Para incorporar en el Título IV un artículo 47 bis, nuevo, que establece nuevas exigencias para los candidatos y partidos políticos, tales como una declaración jurada informando los rubros y montos aproximados de ingresos y gastos que estimen para su campaña; cada 30 días contado desde el inicio de la campaña, presentar un balance de los ingresos, incluyendo su origen y de los gastos hasta esa fecha y una proyección de los gastos.

-Las indicaciones 199 y 200 fueron retiradas por el Senador señor Montes.

NUMERAL 24

PUBLICIDAD DE LAS CUENTAS DE INGRESOS Y GASTOS PRESENTADAS ANTE EL DIRECTOR DEL SERVICIO ELECTORAL


El artículo 48 de la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral dispone que las cuentas de los ingresos y gastos electorales presentados ante el Director del SERVEL serán públicas y cualquier persona podrá obtener copia de ellas. La Cámara de Diputados agregó que deben estar disponibles en el sitio electrónico del Servicio.
INDICACIÓN 201

 
El Senador señor Horvath propone agregar un inciso al artículo 48, con la finalidad de facultar al Director del SERVEL para solicitar y publicar estudios, compendios e informes de fácil entendimiento para que la ciudadanía tome conocimiento de las cuentas de ingresos y gastos.
 
La indicación 201 fue declarada inadmisible por el Presidente de la Comisión Especial, dada su correspondencia con materias cuya iniciativa exclusiva corresponde a S.E. el Presidente de la República, en conformidad al numeral 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política de la República.

NUMERAL 25

PROCEDIMIENTOS SANCIONATORIOS SE REGIRÁN POR ARTÍCULO 70 B DE LA LEY SOBRE SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES Y SERVICIO ELECTORAL


La Cámara de Diputados sustituyó el artículo 51 por uno con los objetivos reseñados.


No se presentaron indicaciones.

NUMERAL NUEVO QUE SE INCORPORA (NUMERAL 35, NUEVO)


La Comisión, teniendo en consideración los delitos que la iniciativa introduce a la ley N° 19.884 acordó analizar el plazo de prescripción que debería determinarse, basada en una redacción acompañada por los representantes del Ejecutivo. 

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que hay que analizar la naturaleza de la infracción que se tipifica. Las de tipo penal prescriben según las reglas generales, esto es, los simples delitos en 5 años. En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral existe una regla especial (artículo 54) que señala que todas las faltas e infracciones prescribirán en el plazo de 1 año contado desde la fecha de elección, norma que rige para todas aquellas infracciones que tengan el carácter de administrativas. A su juicio, en materia de delitos debiesen regirse por las reglas del Código Penal. 

 
De acuerdo con lo anterior, sugirió que se aplique la regla establecida en el Código Penal, a lo que hizo mención en el párrafo precedente, esto es, 5 años tratándose de los delitos, manteniendo el plazo de 1 año para los de carácter administrativo. Expresó que es un asunto que hay que agregar en el artículo 27 quáter.

 
El Senador señor Harboe señaló que de acuerdo con las concordancias que hay que hacer dentro de la ley, el artículo 153 A nuevo que preceptúa que el plazo de prescripción para las faltas, infracciones o delitos establecidos en esta ley, incluidos los delitos conexos a ellos, será de un año contado desde la fecha de la elección correspondiente. Por esa razón, sugirió revisar este tema para que el ordenamiento jurídico sobre este asunto quede sistémicamente bien. 

 
La señora Valeria Lübbert explicó que la modificación a la que hizo alusión el señor Senador Harboe corresponde a una de tipo adecuatoria de acuerdo con el Título Final de la ley N° 19.884, esto es, las infracciones que se cometan en virtud de la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios. 

 
El abogado señor Giovanni Calderón afirmó que existe una norma vigente sobre la prescripción de delitos, incluyendo los de carácter conexo. Manifestó que el plazo de un año permite evitar utilizar esta herramienta como un argumento político dentro de una campaña, puesto que de utilizar el plazo de 5 años permite que una elección se tope con otra, lo que puede, en su opinión, resultar peligroso. 

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, dijo que considerando las especiales características de los delitos electorales, parece razonable fijar el plazo de un año para su prescripción para evitar el abuso en el caso de las denuncias. 

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert expresó que, de acuerdo con los argumentos expuestos, habría que modificar el artículo 54 de la ley N° 19.884, que establece el plazo de un año respecto de faltas e infracciones, e incorporar a los delitos electorales para que se fije sólo una regla de prescripción en materia electoral. 

 
El Senador señor Guillier solicitó precisar la terminología y las diferencias entre lo que significa una infracción y lo que es un delito.

 
El Senador señor Walker explicó que la norma sólo se refiere a los plazos de prescripción, puesto que las sanciones son diferentes de acuerdo con la gravedad del hecho. 

 
El Senador señor Montes compartió los argumentos expuestos para establecer el plazo de un año, pero estimó que dado que existen también delitos pudiere establecerse un plazo más prolongado, aunque no necesariamente de 5 años. 

 
El Senador señor Pérez Varela estimó que el elemento fundamental es entregar certeza jurídica a los procesos electorales, por lo que la prescripción de la acción de un año es perfectamente posible para este tipo de situaciones. La norma adecuada es el artículo 54 al cual se ha hecho mención. 

 
La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, solicitó un plazo breve para presentar una nueva redacción sobre el tema en debate, puesto que ya que el plazo se cuenta desde la elección puede ser breve para la presentación de una denuncia. Lo anterior, en razón de que muchos de los casos que hoy se conocen respecto del financiamiento de las campañas fueron descubiertos después de un año del acto electoral por medio de las declaraciones de impuestos ante el Servicio de Impuestos Internos. Sugirió que puede contarse desde otro plazo y no necesariamente desde la elección.

 
El Senador señor García Ruminot recordó que cada vez que se presentan este tipo de querellas criminales se observa que un mismo hecho es constitutivo de varios delitos, razón por la cual consultó de si acaso la prescripción de un año permitirá la adecuada persecución de los mismos. Sin perjuicio de estar de acuerdo con el plazo sugerido, estimó prudente estudiar otras alternativas para la persecución de otros delitos que se descubran luego de ese período. 

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, recordó lo que preceptúa el artículo 153 A de la actual Ley orgánica sobre Votaciones Populares y Escrutinios, que señala que “el plazo de prescripción para las faltas, infracciones o delitos establecidos en esta ley, incluidos los delitos conexos a ellos, será de un año contado desde la fecha de la elección correspondiente.”. Sólo refiere a los delitos cometidos contra esta ley, los otros que surjan se regirán por sus propias normas. En este mismo sentido, argumentó que las penas que se asignan a los delitos electorales son graves en materia penal, que pueden llegar hasta 5 años de presidio en algunos casos, por lo que el tema de la prescripción, desde la lógica de delitos electorales aparece como un adecuado equilibrio que el plazo sea más breve que en otro tipo de conductas.

 
El Senador señor García Ruminot, a propósito de la norma citada, señaló que existen diversos procesos por distintas infracciones que surgieron del financiamiento irregular de campañas políticas, lo que varía el hito desde el cual se cuenta el plazo, ya que, por ejemplo, los delitos tributarios tienen un plazo de prescripción diferente. 

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, manifestó que, tal cual como lo señaló la Subsecretaria, es materia de un nuevo análisis ante la Comisión para intentar un acuerdo en materia de prescripción. Aclaró que el artículo 153 A al cual se ha hecho mención establece un plazo para los delitos considerados en la ley N° 18.700, que se refiere a los que tienen relación con el acto electoral propiamente tal. 

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sugirió reestudiar el tema para que el Ejecutivo presente una nueva propuesta considerando los argumentos expuestos sobre la materia. 

 
El abogado señor Giovanni Calderón señaló que hay dos aspectos que considerar a propósito de la materia donde el Ejecutivo va a presentar una propuesta. El primero se refiere a quedar fuera de la tipificación de la coacción por parte de un funcionario público a otro funcionario para que aporte en una campaña, lo que fue acogido en la sesión anterior por el Ministro Secretario General de la Presidencia, quien se comprometió a considerar una propuesta sobre el tema. Lo segundo se refiere al destino de los bienes de los partidos políticos que dejan de existir y que los han adquirido por medio de aportes públicos. Ambas situaciones debieran considerarse en la tipificación de los delitos electorales sobre los que se ha debatido. 

 
En la sesión siguiente, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta del Ejecutivo para modificar el artículo 54 de la ley N° 19.884, con la finalidad de ampliar el plazo de prescripción, de un año a dos años, de los delitos contemplados en dicho cuerpo normativo. De ese modo, aseveró que es posible permitir el ejercicio de las acciones correspondientes, atendida la gravedad de las conductas sancionadas.

 
El Senador señor Harboe precisó que el plazo de prescripción de un año resulta suficiente, considerando el carácter de ultima ratio del derecho penal, y la gravedad de la sanción consistente en la pérdida del cargo. En consecuencia, afirmó que la ampliación del plazo para el inicio de la persecución penal no supone, necesariamente, una mayor eficacia de la regulación propuesta.

 
Asimismo, arguyó que las acciones penales sólo pueden ser ejercidas una vez realizado el análisis que debe realizar el Servicio Electoral respecto de las cuentas electorales, por lo que la ampliación del plazo resulta innecesaria.
 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la iniciativa contempla un aumento de las atribuciones y el financiamiento del Servicio Electoral, lo que permite detectar oportunamente cualquier irregularidad en las cuentas electorales, de modo tal que el ejercicio de acciones penales configura un recurso que puede ser utilizado adecuadamente en el plazo de un año que señala la legislación vigente. Por otra parte, añadió que el aumento de dicho término puede generar una serie de denuncias sin mayor fundamento y una afectación de la necesaria estabilidad que es posible demandar de los procesos eleccionarios.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expuso que la iniciativa crea una serie de figuras delictivas, por lo que el plazo de prescripción de un año, que opera para las conductas que establece la ley N° 18.700, sobre votaciones populares y escrutinios, resulta ser muy breve, considerando que, dentro de ese mismo plazo, el Servicio Electoral debe realizar sus labores de fiscalización.

 
En la misma línea, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que el plazo de un año, contado desde la fecha de la respectiva elección, opera tratándose de delitos cometidos en el día en que ésta se produce, relativos a la legalidad del proceso eleccionario. De ello deriva, agregó, que se trata de un bien jurídico distinto de aquel que protege la iniciativa.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la compatibilidad del plazo de prescripción penal respecto del término que, en general, opera para los simples delitos.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que el plazo de prescripción para los simples delitos sigue plenamente vigente, en tanto que la introducción de delitos electorales, y la pérdida del cargo que puede derivar de ello, junto las mayores atribuciones para el Servicio Electoral, requieren la mantención del plazo de un año de prescripción.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que la complejidad propia de los delitos electorales, y la gran cantidad de candidatos que participan de una elección, requiere la ampliación del plazo de prescripción de la acción penal.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que resulta del todo relevante extender el plazo dentro del cual el Servicio Electoral puede ejercer las acciones penales, lo que requiere consagrar un plazo adecuado para que pueda tener conocimiento de los antecedentes que pudiere recabar.

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que, considerando las facultades que tendrá el Servicio Electoral respecto del control continuo de las cuentas electorales, no resulta adecuado extender excesivamente el plazo de prescripción de las acciones penales que puede ejercer.

 
A continuación, la Directora subrogante del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cárdenas, explicó que el Servicio Electoral debe revisar de forma periódica las cuentas electorales, sin perjuicio que los eventuales ilícitos no se verán reflejados en ellas. Sin embargo, en aras de favorecer la certeza respecto de la legitimidad de los procesos eleccionarios, afirmó que el plazo de prescripción de la acción penal debe ser de corta duración, en cuyo caso el término de un año resulta adecuado, considerando las nuevas atribuciones que se le entregan a dicho organismo.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que, en cualquier caso, el plazo de prescripción para otros delitos conexos a aquellos descritos en la iniciativa no resulta reducido.

 
-La Comisión acordó, por la unanimidad de sus miembros, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, modificar el artículo 54 de la ley N° 19.884, considerando la vinculación de dicha disposición con las indicaciones aprobadas, en conformidad al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.

ARTÍCULO 3° QUE MODIFICA LA LEY DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS

NUMERAL 1

LÍMITE A LOS APORTES DE PERSONAS NATURALES Y PROHIBICIÓN DE RECIBIR APORTES DE PERSONAS JURÍDICAS


La Cámara de Diputados modificó el artículo 33 de la Ley de los Partidos Políticos, con el objetivo de establecer un límite de 250 unidades de fomento al aporte de las personas naturales anual y prohibir el aporte de cualquier naturaleza a los partidos políticos por las personas jurídicas.
INDICACIONES 202 Y 203

Los Senadores señores Larraín y Coloma proponen eliminar la enmienda propuesta.


-Las indicaciones 202 y 203 fueron retiradas por sus autores.

INDICACIONES 204 Y 205


Los Senadores señores Larraín y Coloma, respecto de la oración que prohíbe el aporte de personas jurídicas a los partidos políticos, proponen sustituirla por una que regula el aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a los partidos políticos. Tal aporte no podrá exceder de 1000 unidades de fomento al año.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, aseveró que el monto máximo propuesto por el texto aprobado en general por el Senado resulta ser suficiente, considerando, al mismo tiempo, que el tope propuesto por la indicación en estudio supera dicho monto por amplio margen.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, describió que la indicación persigue un doble propósito: por una parte, cuadriplicar el tope máximo que una persona natural puede aportar a partidos políticos y, por otra, eliminar la prohibición del aporte de personas jurídicas. Ambas finalidades, enfatizó, contravienen el sentido de la iniciativa, por lo que abogó por su rechazo.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de prohibir el aporte de las personas jurídicas a los partidos políticos. Sin embargo, aseveró que el monto de límite que una persona natural puede aportar durante un año a las distintas colectividades, en el texto aprobado en general por el Senado, resulta ser insuficiente, de modo que resulta pertinente elevar dicho monto.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió en la necesidad de prohibir el aporte que puedan enterar las personas jurídicas.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que el Ejecutivo propone, mediante la aprobación de la iniciativa, fortalecer el funcionamiento y la transparencia al interior de los partidos políticos. En ese contexto, afirmó que el monto propuesto por el texto aprobado en general por el Senado resulta adecuado –equivalente a cerca de $650.000 mensuales-, sobre todo considerando los indicadores de ingreso per capita del país.


El Senador señor Pérez Varela afirmó que, considerando que se trata de un límite máximo que depende de la voluntad del aportante, se debe permitir un margen para las donaciones a los partidos políticos, de modo de favorecer la existencia de múltiples aportes.

 
El Senador señor Lagos sostuvo que, considerando los índices de concentración del ingreso, y las experiencias de aporte de personas naturales y jurídicas, hay cierta tendencia a favorecer a determinados sectores políticos mediante dichas donaciones. En ese sentido, afirmó que, si la iniciativa pretende favorecer la existencia de aportes de bajo monto de personas naturales, es necesario permitir un aumento del número de donantes en lugar de un incremento del aporte.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que, en general, en materia de aporte de personas naturales, el propósito de la iniciativa apunta a estimular la existencia de múltiples aportes de bajo monto, tratándose de campañas electorales y también de partidos políticos.

 
-Puestas en votación las indicaciones 204 y 205, fueron rechazadas por tres votos en contra, de los Senadores señores Guillier, Lagos Weber y Walker, don Ignacio, y dos votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.

 
Enseguida, puesto en votación el numeral 1 del artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado, respecto de la prohibición de los aportes de cualquier naturaleza de las personas jurídicas a los partidos políticos, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. El resto del artículo 33 aprobado en general fue aprobado por 3 votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Lagos Weber y Walker, don Ignacio, y dos votos en contra de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.
NUMERAL 2

APORTES ESTATALES TRIMESTRALES A LOS PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados incorporó un artículo 33 bis a la Ley de Partidos Políticos para regular los aportes estatales trimestrales.


Al inciso primero se formularon ocho indicaciones.

INDICACIÓN 206


El Senador señor Guillier propone que los aportes sean cuatrimestrales.

 
-La indicación 206 fue declarada inadmisible por corresponder a materias cuya iniciativa exclusiva corresponde al Presidente de la República, en conformidad al inciso tercero del artículo 65 de la Carta Fundamental.

INDICACIÓN 207


La Presidenta de la República, mediante esta indicación 207 sustituye los requisitos para acceder a los aportes trimestrales –que actualmente son que los partidos estén constituidos conforme a la ley, contar con representación parlamentaria en alguna de las Cámaras, dar cumplimiento íntegro a las obligaciones legales de funcionamiento y organización interna y la exigencia de actualizar el registro general de afiliados- por los siguientes:


a) Estar constituidos de conformidad a lo dispuesto en el Título II de la ley N° 18.603 Orgánica Constitucional de Partidos Políticos, en al menos tres regiones contiguas, y contar en cada una de ellas con un número mínimo de afiliados que no podrá ser menor a 500 personas;


b) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna, y

c) Cumplir la condición establecida en el artículo primero transitorio de la ley para el Fortalecimiento y Transparencia de la Democracia.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta del Ejecutivo para establecer que el Estado, mediante el Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que sólo podrán ser destinados a sus gastos de funcionamiento, a la adquisición de bienes inmuebles, al pago de deudas, al desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, a la preparación de candidatos a cargos de elección popular, a la formación de militantes, a la elaboración de estudios que apoyen la labor política y al diseño de políticas públicas, investigación, fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política. Asimismo, contempla que las publicaciones, estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos.
 
El Senador señor Lagos sostuvo que la destinación de los fondos parece ser demasiado específica, lo que podría afectar la autonomía de los partidos políticos.

 
El Senador señor García Ruminot aseveró que debe evaluarse el carácter público de los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a fondos serán públicos, toda vez que puede afectar materias que afecten sus decisiones estratégicas, sin perjuicio que no resulta adecuado detallar específicamente los rubros en que éstos deban ser utilizados.

 
El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de evitar una excesiva especificación de los rubros en que pueden ser utilizados los fondos públicos.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expuso que las finalidades que propone el Ejecutivo dicen relación, entre otras, con los gastos de funcionamiento de los partidos políticos, lo que garantiza la autonomía de dichas colectividades. Asimismo, arguyó que el conjunto de funciones que detalla la indicación presenta un carácter meramente ilustrativo, con la finalidad de sugerir la concreción de determinados propósitos que resultan deseables.

 
En la misma línea, el asesor de dicha Secretaría de Estado, señor Tomás Jordán, explicó que la regulación aplicable a los partidos políticos apunta a establecer que, por regla general, las acciones llevadas a cabo con fondos públicos revisten ese carácter, debiendo cumplir con exigencias de transparencia activa, sin perjuicio de las facultades que debe ejercer el Servicio Electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, afirmó que la regulación propuesta por el Ejecutivo se justifica en el entendido de que se trata de fondos públicos cuya afectación debe ir dirigida a satisfacer bienes de interés general. De ese modo, propuso consagrar una destinación preferente de la utilización de dichos fondos a las finalidades que propone la indicación, entre los cuales debería incluirse la elaboración programática y programas de difusión. Asimismo, manifestó que debe cautelarse la reserva de los documentos que confeccionen, cuando la publicidad pudiere afectar sus decisiones estratégicas.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que existe la necesidad de especificar la destinación de los fondos públicos que reciben los partidos políticos.

 
El Senador señor García Ruminot afirmó que, con la finalidad de especificar la destinación de los fondos públicos, debe atenderse a la noción de gastos propios del cumplimiento de los objetivos de los partidos políticos, en los términos que señala el artículo 2° de la ley N° 18.605, orgánica constitucional de los partidos políticos.

 
-Puesta en votación la indicación 207, fue aprobada, con modificaciones, por 3 votos a favor de los Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención del Senador Guillier.
INDICACIÓN 208

El Senador señor Horvath propone intercalar, a continuación de la exigencia referida a la representación parlamentaria de los partidos políticos, que también tengan representación en el Consejo Regional, en el Concejo Municipal, o el cargo de Intendente, siempre que sea por elección popular o también que tengan alcaldes en la respectiva región.
 
-La indicación 208 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 209


El Senador señor Horvath sugiere eliminar la exigencia de que la representación la hayan obtenido durante la existencia legal del partido.
 
-La indicación 209 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 210


El Senador señor Horvath propone establecer que las deudas del partido que se pueden pagar con los aportes estatales trimestrales deben estar relacionadas con los giros de funcionamiento y la adquisición de inmuebles.

 
-La indicación 210 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 211

El Senador señor Horvath sugiere agregar dentro los rubros a los que se podrá destinar los aportes trimestrales, las encuestas.

 
-La indicación 211 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 212


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe formularon esta indicación referida a la exigencia de publicidad de los estudios, informes y publicaciones elaborados por los partidos con los aportes trimestrales, con el objetivo de establecer la excepción cuando se afecten las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos.

 
-La indicación 212 fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 213

Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe, mediante la indicación 213 proponen darle competencia al Servicio Electoral para que resuelva los asuntos de transparencia aplicables a los partidos políticos.

 
-La indicación 213 fue retirada por sus autores.


Al inciso segundo del artículo 33 bis se formularon seis indicaciones.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta para establecer que el gasto de los partidos, por los fondos públicos que hubiere recibido, deberá destinarse, al menos en un diez por ciento, al fomento de la participación política de las mujeres, y, en ningún caso, los gastos destinados a su funcionamiento ordinario podrá exceder el cincuenta por ciento.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que la determinación de un porcentaje específico para cada rubro puede resultar erróneo, toda vez que, de ese modo, sobre todo considerando los factores que determinan el monto del aporte público a los partidos políticos.
 
El Senador señor Guillier sostuvo que se debe considerar las dificultades que el establecimiento de porcentajes específicos puede significar para colectividades pequeñas o de menores recursos, sin perjuicio de la necesidad de cautelar que parte de ellos sean destinados al fomento de la participación política de las mujeres.

 
-Puesto en votación el inciso segundo del artículo 33 bis que el numeral 2 del artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado propone incorporar a la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 214

 
Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe, formulan la propuesta de eliminar la dictación de un reglamento que determine los gastos relacionados con los aportes trimestrales estatales.

 
La indicación 214 fue retirada por sus autores.

INDICACIÓN 215

La Presidenta de la República sustituye la mención al reglamento por una instrucción dictada por el Consejo Directivo del SERVEL determinará los gastos relacionados con los aportes trimestrales estatales.

 
Puesta en votación la indicación 215, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 216

El Senador señor Guillier sugiere eliminar la frase que vincula el reglamento con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.
 
La indicación 216 fue retirada por su autor.

INDICACIÓN 217

El Senador señor Coloma formuló la indicación al porcentaje de al menos un diez por ciento que los partidos deben destinar –de los aportes trimestrales- al fomento de la participación política de las mujeres, proponiendo elevarlo al quince por ciento incluyendo el fomento de la participación de los jóvenes.

 
-Puesta en votación la indicación 217, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 218

El Senador señor Larraín sugiere incorporar el fomento de la participación de los jóvenes. 

 
Puesta en votación la indicación 218, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 219

La Presidenta de la República, por medio de esta indicación agrega una oración final que destina al menos el cuarenta por ciento de los aportes trimestrales a la formación cívica de los ciudadanos, a la preparación de candidatos a cargos de elección popular, a la formación de militantes, a la elaboración de estudios, a la investigación y al fomento de la participación femenina y de los jóvenes en la política.
 
-Puesta en votación la indicación 219, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Lagos Weber, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Respecto del inciso tercero del artículo 33 bis, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que, con la finalidad de garantizar la contratación de auditorías externas, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada exclusivamente a ese fin.

 
-Puesto en votación el inciso tercero del artículo 33 bis que contempla el numeral 2 del artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Al inciso cuarto del artículo 33 bis se formularon seis indicaciones.

INDICACIÓN 220


La Presidenta de la República sustituye el encabezamiento del inciso cuarto que dice “Este aporte se calculará de un monto total anual constituido…” por uno que establece “El aporte total a repartir para cada año estará constituido….”

INDICACIÓN 221


La Presidenta de la República propone un ajuste de redacción. La palabra “sin” en minúscula pasa a encabeza un punto seguido.

INDICACIÓN 222

La Presidenta de la República sugiere reemplazar el último punto seguido del inciso cuarto, relacionado con el cálculo previo del aporte trimestral, por un texto que señala: “El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre de cada año. La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:”.


Respecto de estas tres indicaciones, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso una propuesta destinada a especificar los requisitos que deben cumplir los partidos políticos para acceder al aporte, el modo en que se compone el fondo y la forma en que éste debe ser distribuido.

 
Al efecto, detalló que sólo podrán acceder al aporte aquellas colectividades que se haya constituido de acuerdo a la ley N° 18.603, orgánica constitucional de partidos políticos, en al menos tres regiones contiguas y, en cualquier caso, cuenten en aquellas regiones con un número mínimo de 500 afiliados, y dar cumplimiento íntegro a las normas que regulan su funcionamiento y organización interna.

 
En cuanto a la fórmula de cálculo, explicó se propone la creación de un fondo general, que resulta de multiplicar 0,04 unidades de fomento por el número total de votos emitidos en favor de partidos políticos y candidatos independientes asociados a éstos. En cualquier caso, describió que la iniciativa contempla un tope máximo y mínimo de aporte en consideración al universo de votantes, de modo tal de evitar un alza o una disminución excesiva de la cuantía de dicho aporte.

 
De ese modo, añadió que se propone la distribución trimestral del aporte –en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre-, mediante un aporte denominado basal, al que acceden los partidos con los requisitos generales para acceder al fondo, equivalente al ochenta por ciento del fondo. Asimismo, explicó que se contempla un aporte variable, por el veinte por ciento restante, que considera el rendimiento electoral y la representación parlamentaria de cada colectividad.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, consultó respecto de los parámetros utilizados para definir el requisitos de 500 afiliados en al menos tres regiones contiguas.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que, considerando que, conforme a la legislación vigente, en seis regiones del país es posible acreditar la existencia de un partido con menos de quinientos militantes, dicho índice resulta razonable para dar cuenta de su funcionamiento.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que el mecanismo propuesto debe garantizar la igualdad de oportunidades, en el acceso al financiamiento, para todas las colectividades políticas, incluso aquellas que se encuentran en proceso de formación.

 
En consecuencia, abogó por permitir el acceso de dichas entidades incluso respecto del porcentaje que se propone para los partidos políticos ya constituidos.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que debe distinguirse entre la constitución de un partido político y los recursos variables que derivan de su representación parlamentaria, de modo tal de incentivar la competencia electoral y legitimar el aporte estatal.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que los partidos políticos en formación cuentan disposiciones especiales, tales como aquellas que consideran los requisitos para su constitución.

 
Por otra parte, valoró la exigencia consistente en la representación parlamentaria como un criterio de asignación de recursos, toda vez que, de ese modo, se estimula la competencia entre las colectividades y se evita el financiamiento por el solo hecho de conformar un partido político.

 
El abogado de la Fundación Ciudadano Inteligente, señor Octavio del Favero, explicó que los requisitos propuestos en materia de financiamiento resultan ser distintos que aquellos en materia de constitución de los partidos políticos, lo que resulta adecuado. Por otra parte, arguyó que, considerando que se considera el total de votos recibidos por todos los partidos políticos para la conformación del fondo, resulta injusto que la mayor parte de aquél sea recibido por aquellas colectividades con representación parlamentaria.

 
-Puestas en votación las indicaciones 220, 221 y 222, fueron aprobadas, con modificaciones, por tres votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Senador señor Guillier.

INDICACIÓN 223

La Presidenta de la República mediante esta indicación se dirige a la letra a) del inciso cuarto del artículo 33 bis, para especificar que el veinte por ciento del monto se refiere al monto trimestral a repartir.
 
-Puesta en votación la indicación 223, fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Senador señor Guillier.

INDICACIÓN 224

La Presidenta de la República formula esta indicación con la finalidad de sustituir la letra b) del inciso cuarto, que en el texto despachado por la Cámara de Diputados regula el 80 por ciento del aporte trimestral que se distribuirá a favor de cada partido que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor.


La indicación agrega mayores requisitos, tal como se consigna a continuación:

 
“b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el encabezado de este inciso. Asimismo, para efectos de impetrar el aporte establecido en esta letra,  se observarán las siguientes reglas:

 
1. Si un parlamentario elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Esto votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido. Sin embargo, estos votos no se contabilizarán para determinar el cálculo del monto total anual referido en el inciso cuarto de este artículo.

 
2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará del total del aporte que recibe el referido partido el equivalente a los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso cuarto de este artículo.
 
3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político  se desafiliare a éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso cuarto de este artículo.”.
 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la propuesta del Ejecutivo apunta a establecer que, en aquellos casos en que un candidato independiente se hubiere afiliado posteriormente a un partido político, existente o en formación, éste accederá al financiamiento estatal, caso en el cual se computarán a su favor los votos obtenidos por el parlamentario sólo para tales efectos, sin que puedan ser utilizados para el cómputo del total anual respecto del que se calcula la cuantía total del fondo estatal.

 
Asimismo, explicó que el Ejecutivo pretende establecer que, en aquellos casos en que un parlamentario se desafilia voluntariamente de un partido político, únicamente mediante su renuncia a la militancia, se debe restar del total del aporte que recibe el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos en su favor.

 
El Senador señor Pérez Varela abogó por considerar preferentemente el resultado del proceso eleccionario, sin atribuir un efecto a la posterior afiliación o retiro de un candidato que hubiere resultado electo.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la propuesta regula tanto la creación de una colectividad por parte de un parlamentario independiente como su afiliación a uno ya existente.

 
Asimismo, añadió que, en aquellos casos en que un parlamentario electo como afiliado de desafilia y se afilia a otro partido, no aumentará el total del respectivo aporte que éste hubiere recibido, toda vez que, en rigor, no se trata de un portador del aporte estatal.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la propuesta incentiva adecuadamente las labores que deben desplegar los partidos políticos para atraer y mantener a sus militantes.
 
El Senador señor Guillier sostuvo que la iniciativa debe favorecer la formación de nuevas colectividades políticas, considerando que quienes se desafilian de éstas lo realizan por razones que no dicen relación con su financiamiento, sino con la falta de representatividad de las coaliciones y malas prácticas y falta de adaptación de los partidos políticos a los cambios que ha enfrentado la sociedad chilena durante los últimos años.

 
Por otra parte, arguyó que la estabilidad que es posible demandar de los partidos políticos no debe ser obtenida mediante disposiciones legales restrictivas.

 
El Senador señor Pérez Varela manifestó que las decisiones individuales de los candidatos electos no pueden afectar las consecuencias que, entre otras materias, incluyendo el financiamiento de los partidos políticos, derivan del proceso eleccionario.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió con dicha observación, con la finalidad de garantizar la estabilidad en el financiamiento de los partidos políticos, lo que requiere mantener el aporte que hubiere recibido el partido al que hubiere renunciado el candidato.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, aseveró que el resultado fecha de la elección determina el total del monto de aporte estatal. Con todo, agregó que, en ningún caso, el parlamentario electo que se hubiere desafiliado operará como una especie de portador de los fondos, tal como deriva de la regulación propuesta. En consecuencia, añadió que ello evita la imposición de trabas para la formación de partidos políticos por parte de parlamentarios independientes.

 
-Puesta en votación la indicación 224, en cuanto a aquellos casos en que un parlamentario elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesta en votación la indicación 224, en cuanto al mecanismo que opera en aquellos casos en que un parlamentario electo se desafiliare, pudiendo afiliarse a otro partido político, se produjo un empate, de dos votos a favor, de los Senadores señores Guillier y Walker, don Ignacio, y dos votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela.

 
-En la sesión siguiente, al repetirse la votación, en conformidad al artículo 182 del Reglamento del Senado, los números 2 y 3 de la indicación 224 fueron aprobados por tres votos a favor, de los Senadores señores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y dos votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot y Pérez Varela. Posteriormente, el número 3, conforme a la indicación 231 a) fue aprobado por los Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN 225

El Senador señor Guillier propone agregar una oración final al inciso cuarto del artículo 33 bis, que extiende el aporte estatal trimestral a los partidos nuevos.
 
- La indicación 225, fue declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, administración financiera del Estado.

Al inciso quinto del artículo 33 bis se formularon dos indicaciones.
 
INDICACIÓN 226


La Presidenta de la República elimina el inciso quinto que dispone la realización de los aportes trimestrales en los meses de marzo, junio, septiembre y diciembre.

 
-Puesta en votación la indicación 226 fue aprobada, con modificaciones, por tres votos a favor, de los Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y una abstención, del Senador señor Guillier.

INDICACIÓN 227


El Senador señor Guillier sugiere reemplazar “aportes trimestrales” por “aportes cuatrimestrales”.

 
- La indicación 227, fue declara inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, administración financiera del Estado.

Al inciso sexto del artículo 33 bis se formuló la indicación 228.

INDICACIÓN 228


La Presidenta de la República propone agregar una oración final al inciso sexto –que prohíbe efectuar transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco o que se encuentren en mora con el Servicio Electoral o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el SERVEL- para preceptuar que en caso de que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la indicación regula aquellos casos en que un partido político se encuentre en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o estén en mora con el Servicio Electoral, o sus cuentas o balances no hubieren sido aprobadas por éste.

 
El Senador señor García Ruminot abogó por especificar el tipo de multa que puede dar origen al efecto que propone la indicación en estudio.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en la necesidad de aprobar la norma propuesta, toda vez que no parece razonable proceder el pago del aporte trimestral, con fondos públicos, a un partido político que se encontrare en mora en el pago de sus obligaciones con el Fisco.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, considerando que los pagos se realizan de forma trimestral, se consideran la mora en el pago de multas al Fisco o aquella que pudiere producirse respecto de los balances anuales del Servicio Electoral.

 
La asesora de dicha Secretaría de Estado, señora Valeria Lübbert, agregó que se trata de multas que resultaren de la sustanciación de procedimientos administrativos sancionatorios, en materia de incumplimientos de la ley de partidos políticos u otras materias.

 
-Puesta en votación la indicación 228, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Al inciso séptimo del artículo 33 bis se formularon dos indicaciones.

INDICACIÓN 229


Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe presentan esta indicación para suprimir el inciso séptimo del artículo 33 bis, que obliga a la devolución a la Tesorería General de la República de los dineros recibidos sin justificar o sin utilizar.
INDICACIÓN 230

Los Senadores señores Larraín y Coloma proponen reemplazar el inciso séptimo por el siguiente:

 
“Si al término del año calendario el partido no justificare los gastos para los cuales destinó los recursos obtenidos por el aporte o existiere un remanente sin utilizar, los dineros percibidos sin justificar o sin utilizar se acumularán a los correspondientes al año calendario siguiente. Para utilizar dichos fondos remanentes, los partidos deberán justificar su gasto dentro de los seis meses siguientes al término del año calendario en que se devengaron, en caso de existir gastos sin justificar. Los fondos de un año calendario que no se utilizaren, podrán ser utilizados y justificados durante el año calendario siguiente.”.
 
El Senador señor Walker, don Ignacio, explicó que la indicación considera que el texto aprobado en general por el Senado propone la devolución a la Tesorería General de la República de los fondos no utilizados, lo que no resulta adecuado, toda vez que dicha regla opera preferentemente tratándose de servicios públicos. De ello deriva, agregó, que, en el caso de los partidos políticos, resulta necesario que puedan provisionar los fondos no utilizados, lo que genera la necesidad de eliminar el inciso propuesto por el texto aprobado en general por el Senado.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que resultaría adecuado establecer que la devolución de los fondos a la Tesorería General de la República procederá ante la inexistencia de justificación de la destinación de los recursos, en lugar de acreditar el gasto o ahorro que se hubiere verificado.

 
-Puesta en votación la indicación 229 fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-La indicación 230 fue declarada inadmisible por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero del artículo 65 de la Constitución Política, administración financiera del Estado.
 
-Puesto en votación el inciso séptimo que el numeral 2 del artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado propone incorporar al artículo 33 bis de la ley N° 18.603, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesto en votación el inciso octavo que el numeral 2 del artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado propone incorporar al artículo 33 bis de la ley N° 18.603, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

INDICACIÓN 231

La Presidenta de la República formuló esta indicación con el objetivo de agregar un inciso final al artículo 33 bis que disponga que el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.
 
-Puesta en votación la indicación 231, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
 
En sesión siguiente, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expuso la indicación 231 a) del Ejecutivo que, atendidas las observaciones de los miembros de la Comisión, propone establecer, en el artículo 33 bis que la iniciativa pretende incorporar a la ley N° 19.603, orgánica constitucional de partidos políticos, que en aquellos caos en que un parlamentario electo siendo afiliado a un partido se desafiliare de él, la respectiva colectividad perderá sólo el 50% del financiamiento equivalente a los votos favorables obtenidos por el parlamentario que se desafilió.

 
Asimismo, propone eliminar la referencia a la mora con el Servicio Electoral, como una causal para impedir transferencias de dicho organismo hacia los partidos políticos, considerando que dicha hipótesis se configura en relación al Fisco, y elimina la referencia al reglamento que determinará el procedimiento de actualización del padrón electoral, toda vez que se trata de una materia regulada en la legislación sobre partidos políticos.

 
Al iniciarse el análisis de la indicación 231a), el asesor del Senador señor García Ruminot, señor David Huina, abogó por eliminar la referencia que su inciso primero formula en relación a la destinación de los aportes trimestrales, al disponer que, de modo preferente, deben utilizarse para determinados ítems.

 
Asimismo, propuso que el aporte cuatrimestral que contiene la iniciativa se verifique en los meses de enero, abril, julio y octubre de cada año, con la finalidad de favorecer la utilización de los recursos de manera continua durante dicho período.

 
El Senador señor Guillier, con la finalidad de estimular la creación de nuevos partidos políticos, abogó por establecer un mecanismo de aporte público para aquellas colectividades que se encuentren en formación.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que dicha propuesta apunta a permitir el funcionamiento normal de los partidos políticos legalmente constituidos, incluyendo el aporte basal que opera sin perjuicio del resultado electoral que hubieren obtenido.

 
-Puesta en votación la indicación 231a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión de 25 de noviembre de 2015, la Comisión Especial respecto del inciso quinto del artículo 33 bis, acordó clarificar el texto que dice: “El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido,”, intercalando la frase “, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva,”. 

Al respecto, se explicó que ello determina la forma en que se van a asignar los votos de los independientes vinculados a un partido político.

Asimismo, la Comisión Especial, en lo que dice relación con agregar en el inciso décimo del artículo 33 bis, el tema de la existencia de remanentes de los fondos trimestrales que pudieran ser trasladados al ejercicio presupuestario siguiente por un año, entendió que el Ejecutivo formularía la indicación correspondiente ante la Comisión de Hacienda.

NUMERAL 3
OBLIGACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS DE LLEVAR CONTABILIDAD SEPARADA


La Cámara de Diputados modificó el artículo 34 de la Ley de Partidos Políticos para establecer la obligación de los partidos políticos de llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados. Además, deberán mantener a disposición del público, en sus sitios electrónicos, el informe mensual de sus ingresos y gastos.

Por otro lado, se agregó un inciso final al artículo 34, con la finalidad de consignar la obligación del Servicio Electoral de contratar auditorías externas para inspeccionar las cuentas de los partidos políticos.

INDICACIÓN 232


La Presidenta de la República propone especificar, en el mencionado inciso final del artículo 32, que tratándose de los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis se contratarán auditorías externas, esto es, para el caso de los aportes trimestrales estatales.


Respecto de este numeral 3, el Senador señor García Ruminot consultó respecto de la necesidad de establecer un sistema de contabilidad separada.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el propósito de dicha regulación apunta a garantizar la destinación de los fondos a las funciones y los fines propios de los partidos políticos, cuya vulneración, en su caso, puede generar la aplicación de las sanciones penales que propone la iniciativa.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, en cualquier caso, la destinación de los recursos debe ser la misma, sin importar si se trata de fondos públicos o privados.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que, considerando la existencia del aporte estatal a los partidos políticos, resulta necesario establecer los mecanismos de control para conocer el detalle de su destinación. Con dicha finalidad, afirmó que existe la necesidad de separar la contabilidad de los fondos de origen público de aquellos de fuente privada.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, en la misma línea, agregó que la existencia de contabilidad separada facilita las medidas de fiscalización que debe adoptar el Servicio Electoral, lo que justifica la aprobación del texto aprobado en general por el Senado.

 
-Puesto en votación el numeral 3 del artículo 3° del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado, con adecuaciones de carácter formal, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesta en votación la indicación 232, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 4

OBLIGACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS DE PRESENTAR AL SERVEL LA INDIVIDUALIZACIÓN DE LA CUENTA CORRIENTE PARA RECIBIR EL APORTE FISCAL
 
La Cámara de Diputados agregó un artículo 34 bis con la obligación ya reseñada.


No se presentaron indicaciones.

NUMERAL 5

OBLIGACIÓN DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS DE NOMBRAR UN ADMINISTRADOR GENERAL DE LOS FONDOS PARA PODER OPTAR AL APORTE PÚBLICO


La Cámara de Diputados incorporó un artículo 34 ter con la obligación ya reseñada.

INDICACIÓN 233


La Presidenta de la República propone exigir al Administrador General de los Fondos de un partido político, que cuente con un título técnico o profesional de una carrera de a lo menos ocho semestres de duración.


En relación a esta materia se discutió y votó la publicidad, formulada por el Senador señor García Ruminot y el abogado señor David Huina expuso que el propósito de la indicación apunta a establecer la figura de un contralor interno, el que podrá supervisar el cumplimiento de las normas y los procedimientos internos, operando como un colaborador directo de las respectivas Directivas Centrales, con el régimen de responsabilidad que detalla la indicación.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, en cualquier caso, debe distinguirse entre la figura del administrador general de los fondos de un partido político y el contralor interno que propone la iniciativa.

 
En la misma línea, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, propuso mantener la figura del administrador general de los fondos de un partido político, haciendo aplicable, en su caso, el sistema de responsabilidad que propone la indicación, siendo, además, colaborador directo de la directiva central en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos.
 
-Puesta en votación la indicación 194, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 -
-Puesta en votación la indicación 233, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión posterior, el Senador señor García Ruminot propuso a la Comisión, teniendo en cuenta la indicación 194 de su autoría, que en el texto del artículo 34 ter aprobado se sustituya la responsabilidad civil y penal del Administrador General de los Fondos por una responsabilidad en conformidad a las reglas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido.

-La Comisión Especial acordó reabrir el debate y acogió por la unanimidad de sus miembros presentes, Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio la propuesta mencionada.


En sesión posterior, el asesor del Senador señor García Ruminot, señor David Huina, propuso que, considerando que el Administrador General de los Fondos será responsable por el uso indebido de los fondos que el Estrado entregue a los partidos, ello debe operar sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos.

-La Comisión Especial, por la misma unanimidad mencionada acordó efectuar las adecuaciones pertinentes en el texto.
INDICACIÓN 234

Los Senadores señores Walker, don Ignacio y Harboe formularon la indicación 234, referida a la constitución por cualquier persona de un comité exploratorio que tenga como propósito indagar la viabilidad de una eventual candidatura al cargo de Presidente de la República hasta dos años antes del inicio del período de campaña. 

En el período señalado se podrán recibir aportes de personas naturales, lo que no podrán exceder al equivalente en pesos a 40 unidades de fomento por aportante y sólo podrán destinarse a la asesoría comunicacional, a la elaboración programática y al despliegue territorial, sin que se pueda realizar propaganda electoral durante ese período.


La constitución del comité exploratorio deberá cumplir con una formalidad informativa de hacerla por escrito ante el Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional, acompañada de una declaración jurada donde se manifiesta la intención de explorar una candidatura a Presidente de la República.

-La discusión y votación de esta indicación fue consignada en la página 90 y siguientes de este informe.
NUMERAL 6

REMISIÓN OBLIGATORIA DEL BALANCE ANUAL AL SERVICIO ELECTORAL


La Cámara de Diputados reemplazó el artículo 35 de la Ley sobre Partidos Políticos, con la finalidad principal de sustituir al Director del Servicio Electoral por el Servicio Electoral como la entidad encargada de recibir el balance, de requerir aclaraciones, de rechazar el balance y en caso de no existir objeciones de ordenar su publicación en el Diario Oficial a costa del partido político.


No se presentaron indicaciones.

INDICACIÓN 234 a)

La Presidenta de la República formuló la indicación 234 a), con la finalidad de modificar el artículo 43 de la ley N° 18.603, de Partidos Políticos, entregándole competencia al Consejo Directivo del Servicio Electoral para conocer y pronunciarse sobre la disolución de un partido político. En el texto vigente el Director Electoral adopta la decisión.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la indicación del Ejecutivo tiene por objetivo establecer que la disolución de los partidos políticos, para todos los efectos legales, se formalizará mediante la cancelación de su inscripción en el registro de partidos políticos, la que será efectuada por el Director del Servicio Electoral, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga.
Asimismo, dicha indicación elimina la facultad del Director del Servicio Electoral consistente en cancelar de oficio la inscripción de un partido político, tratándose de la causal establecida en el numeral 4 del artículo 42 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, relativa a la disminución del total de sus afiliados a una cifra inferior al cincuenta por ciento del número exigido por la ley para su constitución, en cada una de a lo menos ocho regiones o en cada una de a lo menos tres regiones contiguas, en su caso.

-Puesta en votación fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 7
MULTAS IMPUESTAS POR EL SERVICIO ELECTORAL A LA INFRACCIÓN DE LAS NORMAS SOBRE FINANCIAMIENTO DE LOS PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados modificó el artículo 56 de la Ley sobre Partidos Políticos, referido a la competencia del Tribunal Calificador de Elecciones por las infracciones descritas en el Título VIII y agregó un inciso final al artículo 56 de la Ley sobre Partidos Políticos, referido a la imposición de multas por el Servicio Electoral, no obstante dejar en claro que cuando se trate de una sanción de suspensión o disolución del partido o de la inhabilidad para ocupar cargos directivos de un partido político el ente competente es el Tribunal Calificador de Elecciones. 


No se presentaron indicaciones.

ARTÍCULO 4° QUE DEROGA EL TÍTULO II DE LA LEY QUE INCENTIVA Y NORMA EL BUEN USO DE DONACIONES
SE DEROGA LA NORMA QUE BENEFICIABA A LOS DONANTES DE DINERO A LOS PARTIDOS POLÍTICOS O A LOS INSTITUTOS DE FORMACIÓN POLÍTICA

La Cámara de Diputados derogó el Título II de la ley N° 19.885, que abarca los artículos 8° y 9°, cuyo propósito es el reseñado.
INDICACIÓN 235


El Senador señor Larraín hizo presente esta indicación para mantener la norma que se deroga.


En sesión de 3 de septiembre retiró esta indicación.

ARTÍCULO 5° QUE MODIFICA LA LEY SOBRE SISTEMA DE INSCRIPCIONES ELECTORALES Y SERVICIO ELECTORAL

 
Previo al tratamiento del artículo 5° del texto aprobado en general por el Senado, que introduce una serie de modificaciones a la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, la Comisión acordó escuchar las observaciones del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, del Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, de la Dirección de Presupuestos y de las directivas de las asociaciones de funcionarios de dicho organismo, en lo tocante a las disposiciones contenidas en la iniciativa y las indicaciones presentadas a su respecto.

MINISTERIO SECRETARÍA GENERAL DE LA PRESIDENCIA

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la iniciativa considera la autonomía constitucional que, en lo sucesivo, ejercerá el Servicio Electoral. De ese modo, describió que, entre otras materias, dicho organismo deberá ejercer la administración, supervigilancia y fiscalización de los procesos electorales y plebiscitarios, el cumplimiento de las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, las normas sobre partidos políticos y las demás que le encomiende la ley.
 
Al efecto, presentó la estructura orgánica propuesta para la entidad, en consideración al siguiente gráfico explicativo:
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En ese contexto, detalló que la propuesta apunta a establecer que su dirección superior estará a cargo de su Consejo Directivo, el que ejercerá de forma exclusiva las atribuciones que le encomiende la Constitución y la ley. Dicho organismo estará compuesto por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio, quienes durarán diez años en sus cargos, no podrán ser designados para un nuevo período y se renovarán por parcialidades cada dos años.

 
Entre las atribuciones del Consejo Directivo, explicó que le corresponderá dictar normas e instrucciones de carácter general acerca de la aplicación de las normas electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes N° 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo, además, serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. 

 
Asimismo, deberá aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio, requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que estime el cese en cargos de elección popular por infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, y revisar los actos administrativos que sancionen a candidatos por las causales a), b) y c) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.
 
En cuanto al Director del Servicio, añadió que se propone radicar en dicha autoridad la dirección administrativa y técnica del organismo, en tanto que las Subdirecciones cumplirán funciones de fiscalización y administración de los procesos, según las materias asignadas en cada caso.
 
En efecto, tratándose del Director del Servicio Electoral, detalló que podrá proponer al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales, y ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.

 
Asimismo, podrá proponer al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio, los miembros de las Juntas Electorales, los Padrones Electorales y las Nóminas de Electorales inhabilitados a los que se refiere la ley, junto a las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio. 

 
Al mismo tiempo, deberá supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.

 
Seguidamente, añadió que deberá informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio, requerir personalmente, o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia, otorgar la autorización a que se refieren los artículos 70 B y 70 C de su ley orgánica, resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y aplicar las sanciones que correspondan.

 
Finalmente, deberá remitir al Consejo Directivo las resoluciones ejecutoriadas que dicte y sus antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; elevar al Consejo Directivo las sanciones que aplique respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral; disponer la publicación en el sitio web del servicio de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que disponga la ley, ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes; y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.

 
En cuanto a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, agregó que entre sus funciones se contemplan la administración de los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral, la elaboración y presentación al Director de una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley, y la elaboración de propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.
 
Asimismo, le corresponderá resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento, colaborar con el Director en la elaboración de propuestas de instrucciones o normas de carácter general que deba dictar el Consejo de conformidad a la ley en las materias de su competencia, elaborar y presentar al Director del Servicio propuestas de políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio, y recibir, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes, junto al retiro de candidaturas independientes.

 
En la misma línea, detalló que deberá formalizar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos, comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas, y sus respectivos subrogantes, que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial, proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes y colaborar con el director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.

 
A su vez, deberá determinar, para cada circunscripción electoral, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios, junto a las características de la urna de conformidad a la ley, fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir candidaturas, formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios, como de la referida a la celebración del acto electoral, y desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

 
En cuanto a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral, afirmó que la propuesta establece que deberá colaborar con el Director en la elaboración de propuestas de instrucciones o normas de carácter general que deba dictar el Consejo de conformidad a la ley, fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral, recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos y pronunciarse a su respecto, observándola o disponiendo su aprobación o rechazo, para lo cual podrá realizar y ordenar auditorías al estado financiero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.

 
Asimismo, podrá formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700; mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma; disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales; proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios;  y requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente a candidatos, administradores electorales, administradores electorales generales y administradores generales de fondo de partidos políticos.

 
En ese contexto, podrá examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para una mejor fiscalización. Podrá, asimismo, citar a declarar a los candidatos, representantes legales, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores de fondos de partidos políticos y dependientes de los partidos políticos respecto de algún hecho que estime necesario para dar curso progresivo a alguna denuncia de la que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones.

 
Finalmente, podrá ingresar a las sedes de candidatos o partidos políticos y dependencias de candidatos, administradores electorales, administradores generales de los fondos de los partidos políticos que tengan relación con la administración de las candidaturas o de los partidos, según sea el caso. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Subdirección de control y gasto y financiamiento electoral no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades propias de las candidaturas o de los partidos políticos.

 
Al mismo tiempo, podrá desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden, considerando que ciertas atribuciones deberán contar con la autorización fundada previa del Director del Servicio Electoral para su ejercicio quien, una vez realizadas, las informará al Consejo Directivo.

 
Acerca de la Subdirección de Partidos Políticos, añadió que le corresponderá colaborar con el Director en su rol de ministro de fe para la constitución de un partido político y la afiliación de sus miembros, fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

 
Asimismo, podrá supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884, recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603; colaborar con el Director en la elaboración de propuestas de instrucciones o normas de carácter general que deba dictar el Consejo, de conformidad a la ley, en las materias de su competencia; llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director y el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

 
A continuación, detalló que podrán recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.

 
Enseguida, detalló que podrá requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente a administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas de partidos políticos, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para una mejor fiscalización, citar a declarar a los candidatos, representantes legales, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores de fondos de partidos políticos, miembros de las Directivas de los partidos y dependientes de los partidos políticos respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia de la que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones.

 
Finalmente, podrá ingresar a las sedes y dependencias de partidos políticos o de los administradores generales de los fondos de los partidos para fiscalizar materias de su competencia. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Subdirección de Partidos Políticos no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades propias de las candidaturas o de los partidos políticos. De ese modo, podrá formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos, ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes, considerando que ciertas atribuciones deberán contar con la autorización fundada previa del Director del Servicio Electoral para su ejercicio quien, una vez realizadas, las informará al Consejo Directivo.

 
Prosiguiendo, detalló el procedimiento administrativo sancionador general y aquel que opera ante las infracciones graves en materia de transparencia, límite y control del gasto electoral y las modificaciones a la estructura orgánica del Servicio, como se observa a propósito de las disposiciones que, sobre el particular, contiene la iniciativa.

DEPARTAMENTO INSTITUCIONAL LABORAL

DE LA DIRECCIÓN DE PRESUPUESTOS

 
La jefa del departamento institucional laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Patricia Orellana, se refirió a las disposiciones que contiene la iniciativa en materia de la estructura de personal del Servicio Electoral.

 
Al efecto, explicó que la iniciativa contempla el incremento del número total de cargos de planta, al crear 69 nuevos cargos, distribuidos en las plantas de Directivos -7 cargos-, Profesionales -28 cargos- Técnicos -34 cargos-, en tanto que en el escalafón de Administrativos y Auxiliares no se producen incrementos. Asimismo agregó que, respecto de la dotación máxima de personal, se abren 78 cupos nuevos, lo que suponen un aumento presupuestario equivalente a MM $ 2.739 anuales, en aquellos años electorales, y de MM$ 2.520 en los años restantes.

 
De ese modo, detalló que, actualmente, la relación entre los funcionarios contratados a régimen de planta y contrata, en el Servicio Electoral, indica que un 49% equivale a funcionarios de planta y 50,7% a contrata, en tanto que, mediante el aumento de dotación que propone el proyecto, dichos indicadores serán de 71,9% de personal de planta y 28,1% a contrata.

 
Asimismo, añadió que se contemplan modificaciones a los requisitos de ingreso y promoción en el Servicio, principalmente en el estamento de profesionales, con la finalidad de permitir el ingreso de carreras de ocho semestres de estudio.

 
Por otra parte, se propone una nueva asignación mensual -imponible y tributable- para el personal de planta y contrata, consistente en una suma fija y otra proporcional, para los años no electorales.

Consultas

 
El Senador señor Pérez Varela afirmó que, en tanto el proyecto contempla un aumento de las atribuciones del Servicio Electoral, ello no resulta acompañado de un incremento sustantivo de la planta de personal del organismo, en tanto que, en materia de remuneraciones, se observa un régimen inferior al resto de organismos fiscalizadores o de rango constitucional.

 
El Senador Guillier coincidió que, al elevar a rango constitucional al Servicio Electoral, se debe equiparar su presupuesto al de otros organismos que comparten dicho carácter, tales como el Tribunal Constitucional, la Contraloría General de la República o el Ministerio Público, sobre todo considerando las nuevas facultades de fiscalización que se le asignan.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que la dotación máxima que establece la ley es de 290 personas, las que se incrementan, al año siguiente de la publicación de la ley, en un 30%, lo que resulta adecuado para las nuevas atribuciones que se le asignan.

ASOCIACIÓN NACIONAL DE FUNCIONARIOS DEL SERVICIO ELECTORAL

 
El presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Electoral, señor Mauricio Osorio, expuso el parecer de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.
 
En primer lugar, sostuvo que la iniciativa resulta insuficiente en materia de dotación de personal y remuneraciones para los funcionarios del Servicio Electoral, sobre todo considerando las funciones fiscalizadoras que se le asignan y el incremento de las facultades que se le han conferido en materia de elecciones primarias o la elección de Consejeros Regionales y primarias de alcaldes.

 
En ese contexto, añadió que el presupuesto y las remuneraciones asignadas al Servicio Electoral son muy inferiores en comparación a otros organismos que cumplen funciones fiscalizadoras.

Consultas

 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de los procedimientos de diálogo entre el Ejecutivo y las organizaciones de funcionarios, a propósito del nuevo diseño institucional del Servicio Electoral.

 
El presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Electoral, señor Mauricio Osorio, expuso que el presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral intervino durante la etapa de diseño institucional del organismo, particularmente en lo relativo al aumento presupuestario requerido.

Asociación Nacional de Funcionarios

(ANFUSE)

 
El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios (ANFUSE), señor Luis Berríos, expuso las observaciones de la entidad respecto del proyecto de ley en estudio.

 
En primer término, consultó al Ejecutivo respecto de los parámetros utilizados para definir el presupuesto asignado al Servicio Electoral, considerando, que, aseveró, sus funcionarios no habrían sido considerados durante el análisis de las reformas a la estructura organizacional del organismo.

 
La jefa del departamento institucional laboral de la Dirección de Presupuestos, señora Patricia Orellana, expuso que el Ejecutivo propone incrementar en 76 cupos la dotación máxima del personal del servicio, por 38 personas en el primer año, y los 38 restantes para el segundo año, junto a 15 cupos adicionales para ese período.

 
En ese contexto, detalló que las modificaciones propuestas a la planta del organismo fueron concordadas con la dirección del Servicio Electoral, lo que incluye la supresión de los cupos de menor remuneración en la planta de administrativos y auxiliares, los que serán mantenidos hasta la salida de los funcionarios por cualquier causa.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que dicha Secretaría de Estado se ha abocado al establecimiento de las nuevas funciones que deberá desarrollar el Servicio Electoral, en tanto que el Ministerio de Hacienda, en conjunto con el Consejo Directivo del dicho organismo, ha fijado las necesidades funcionarias que derivan de ello.

PRESIDENTE DEL CONSEJO DIRECTIVO DEL SERVICIO ELECTORAL, SEÑOR PATRICIO SANTAMARÍA

 
El presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santamaría, explicó que, con la finalidad de establecer el aumento presupuestario correspondiente a la entidad, previamente es necesario conocer las nuevas facultades que se le asignan. A ese respecto, añadió que la estructura funcional propuesta, particularmente a raíz de la autonomía constitucional del organismo, permitirá que pueda dictar las disposiciones administrativas que le permitan reforzar sus atribuciones.

 
En cuanto a las remuneraciones y recursos asignados a la entidad, explicó que las nuevas atribuciones y funciones que se otorgan al Servicio Electoral no han ido aparejadas de un incremento en sus ingresos, lo que debe ser abordado por la iniciativa, considerando la eficiencia que caracteriza a los procesos electorales en Chile.

INDICACIÓN 236
Artículo 28 de la ley 18.556
 
La Presidenta de la República formuló esta indicación para suspender las inscripciones en el Registro Electoral correspondientes a solicitudes de acreditación de avecindamiento, las actualizaciones por fallecimiento, pérdida de ciudadanía, suspensión del derecho a sufragio, pérdida de nacionalidad, etcétera y las modificaciones por cambio de nombre y otros datos, a los 140 días anteriores a cada elección. La ley actual habla de 120 días.


-Esta indicación fue retirada por el Ejecutivo.

La Cámara de Diputados efectuó una serie de modificaciones a esta ley, mediante los numerales 1 a 3 del artículo 5°. La Presidenta de la República formuló indicaciones que tienen por objetivo reemplazar los numerales 1 a 3 anteriormente mencionados.

Corresponde dejar constancia que a los numerales 1 a 3 aprobados por la Cámara de Diputados se formularon las indicaciones 238 del Senador señor Guillier, 239 del Senador señor Larraín, que en sesión de 3 de septiembre de 2015 retiró y la indicación 240 del Senador señor Guillier.


-En sesión de 5 de noviembre de 2015, el Senador señor Guillier retiró las indicaciones 238 y 240, atendido el tenor de la indicación 237 formulada por la Presidenta de la República.

REEMPLAZO DE LOS NUMERALES 1 A 3 APROBADOS POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS MEDIANTE LA INDICACIÓN 237

Ley sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral
NUMERAL 1
Inciso primero del artículo 57


La Presidenta de la República propone reemplazar el inciso primero del artículo 57 de la Ley sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, con el objeto de precisar que el Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional.

El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la indicación apunta a ajustar la regulación propuesta por la iniciativa con la autonomía constitucional que, en lo sucesivo, se otorgará el Servicio Electoral, al establecer que contará con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que señale la ley, y su domicilio será la capital de la República.

 
Asimismo, propuso establecer que dicho organismo se encontrará sujeto a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos, en tanto que sus contrataciones y nombramientos de personas serán enviadas a dicho organismo sólo para efectos de su registro y sus actos no estarán afectos al trámite de toma de razón.

 
La directora de incidencia de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, expuso que, al establecer la existencia de patrimonio propio del Servicio Electoral, debe considerarse que los fondos que se le asignarán serán detallados en las respetivas leyes de presupuesto, lo que podría afectar sus funciones. En consecuencia, propuso garantizar que los fondos asignados para cada año sean crecientes, de modo de asegurar su autonomía y su correcto funcionamiento.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que, atendidos los principios que caracterizan el manejo macroeconómico del país, no resulta adecuado afectar la flexibilidad presupuestaria de los organismos públicos, tal como ocurriría el establecerse el carácter creciente de su financiamiento.

 
Puesto en votación el número 1) de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Indicación 237a)

 
En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 237 a) y la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que propone sustituir el artículo 58 para establecer que el Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que respecta al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos, en tanto que las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a dicho órgano para el solo efecto de su registro.

 
Asimismo, dispone que los actos del Servicio Electoral no estarán afectos al trámite de toma de razón.

 
-Puesta en votación la indicación 237a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 2
Reemplazo del artículo 60


La Presidenta de la República sugiere sustituir el artículo 60 para establecer como objetivos del Servicio Electoral administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización  de los padrones electorales y el acto electoral; supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento; supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos y su financiamiento y las demás materias que se establezcan.
 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la existencia de un proceso de inscripción electoral, considerando que, actualmente, la regulación consagra un sistema de inscripción automática.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que la norma propuesta dice relación, genéricamente, con los procesos de inscripción electoral, considerando que, actualmente, éste se verifica automáticamente.

 
La subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, explicó que, en la práctica, dicho organismo debe incorporar en un registro, automáticamente, a todas las personas que cumplen con los requisitos, para, luego, elaborar los padrones electorales de cada elección. En consecuencia, describió que actualmente se verifican procesos de inscripción electoral, los que se verifican automáticamente.

 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de las facultades de fiscalización del Servicio Electoral en materia del cumplimiento de las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos.

 
En la misma línea, el abogado, señor David Huina, abogó por especificar las actividades de los partidos políticos que pueden ser objeto de la fiscalización del Servicio Electoral.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, afirmó que la norma propuesta consagra una habilitación general en materia de fiscalización, la que resulta complementada por las disposiciones aplicables a las distintas subdirecciones del Servicio Electoral en el ámbito de los partidos políticos.

 
La asesora de dicha Secretaría de Estado, señora Valeria Lübbert, añadió que, al circunscribir las facultades de fiscalización únicamente al ámbito de financiamiento, se reducirían excesivamente las atribuciones del Servicio Electoral. En consecuencia, abogó por incluir, dentro de éstas, a aquellas que dicen relación con sus requisitos de constitución, entre otras.

 
El abogado, señor Héctor Mery, consultó respecto de la compatibilidad entre la autonomía constitucional del Servicio Electoral y la aplicación, en su caso, de las disposiciones contenidas en el Título IV de la ley N° 18.575, orgánica constitucional sobre bases generales de la Administración del Estado.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que dicha remisión dice relación, exclusivamente, con el título IV de dicho cuerpo legal, relativo a la participación ciudadana en la gestión pública, lo que garantiza la autonomía de dicho organismo.

 
El Senador señor Pérez Varela abogó por compatibilizar el ejercicio de las funciones fiscalizadoras del Servicio Electoral con la autonomía de los partidos políticos.
 
-Puesto en votación el número 2) de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 3
Precisión de la competencia del Director del SERVEL en el artículo 61

La Presidenta de la República propone que la competencia del Director del Servicio Electoral sea la dirección administrativa y técnica del mismo.
 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que la indicación apunta a diferenciar las funciones del Consejo Directivo del Servicio Electoral con aquellas que ejerce su Director, particularmente en cuanto a distinguir su facultad de dictar normas e instrucciones respecto de la aplicación de la legislación electoral, y aquella que dice relación con el ámbito administrativo interno, que recae en su director.

 
-Puesto en votación el número 3) de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 237 b), respecto de la cual la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que perfecciona el texto aprobado para establecer que los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo, al que corresponderá la dirección superior del Servicio, y su Director, al que le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la distinción entre la dirección superior y la dirección administrativa y técnica de un servicio.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la noción de dirección superior atiende a la dirección estratégica del servicio, la que comprende funciones directivas y normativas, en tanto que la dirección administrativa y técnica dice relación con su gestión ejecutiva.

 
-Puesta en votación la indicación 237 b), referida al tema, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 4
Regulación del Consejo Directivo del SERVEL en el artículo 62

La Presidenta de la República adecúa la norma a la reforma constitucional sobre el Servicio Electoral, establece que la representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales le corresponderá al Presidente del Consejo, que durará 2 años en el cargo. En la norma actual dura 4 años en su cargo.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, sostuvo que, además de la regulación que propone la indicación, lo relativo a la duración del mandato de sus consejeros y forma de elección será regulado directamente en la Constitución Política de la República, mediante la reforma constitucional que otorga autonomía constitucional a dicho organismo.

 
-Puesta en votación la letra a) del número 4) de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión posterior, el Ejecutivo complementó la indicación 237, en lo que respecta a la letra a) del numeral 4, con el objetivo de agregar al inciso primero del artículo 62 de la Ley sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, referido a la integración del Consejo Directivo del SERVEL por cinco consejeros, que éstos son designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado, adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio y que una vez recibida la propuesta del Presidente de la República, el Senado realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión que corresponda.

-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Guillier y Walker, don Ignacio dio su aprobación a dicha propuesta.
 
Puesta en votación la letra b) del número 4) de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Respecto de la letra c) del numeral 4 de la indicación 237, que propone 2 años para el cargo de Presidente del Consejo Directivo, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sostuvo que, sin perjuicio del contenido de la indicación, el plazo de cuatro años para el ejercicio del cargo de Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral resulta adecuado. 

 
Asimismo, abogó por eliminar, en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la referencia al inciso primero del artículo 62 de la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral.

 
Puesta en votación la letra c) del número 4) de la indicación 237, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Respecto de la supresión de la referencia, se aprobó por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, abogó por incorporar un literal, nuevo, para establecer que el Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.
 
-Puesta en votación la letra d), nueva, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 237 b), referida al texto aprobado del artículo 62, la que fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 5

Supresión de requisito para ser consejero del SERVEL y ejercicio de la función, en el artículo 63


La Presidenta de la República suprime la exigencia de no haber sido Ministro de Estado, Subsecretario, Intendente y Gobernador y dispone que la función de consejero se ejerce en las sesiones ordinarias o extraordinarias del Consejo.

 
La directora de Incidencia de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, autorizada por la Comisión Especial para hacer uso de la palabra, consultó respecto de las razones que explican la eliminación de la incompatibilidad que consagra la norma vigente respecto de Ministros, Intendentes, Subsecretarios y Gobernadores.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, como consecuencia del establecimiento de la autonomía constitucional del Servicio Electoral, dicho entidad dejó de ser un servicio público descentralizado vinculado con el Ministerio del Interior.

 
En consecuencia, aseveró que ninguna persona que se hubiere desempeñado como Ministro, Intendente, Subsecretario o Gobernador incurre en una causal de inhabilidad para desempeñarse como Consejero del Servicio Electoral, tal como ocurre en los órganos constitucionalmente autónomos, toda vez que ya no existe una vinculación orgánica con un Ministerio.

 
El abogado señor Héctor Mery, también autorizado por la Comisión Especial para hacer uso de la palabra, sostuvo que quienes se hubieren desempeñado como Ministro, Intendente, Subsecretario y Gobernador, pueden utilizar la plataforma pública que ello genera para contribuir a la adopción de una determinada decisión que pudiere encubrir un conflicto de intereses.

 
El Senador señor Pérez Varela manifestó que no resulta adecuado modificar el sistema de inhabilidad que describe actualmente el artículo 63 de la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, aun cuando se trate de un organismo con autonomía constitucional.

 
El Senador señor Guillier añadió que, con la finalidad de evitar cualquier práctica que pudiere encubrir un conflicto de intereses, resulta adecuado mantener el régimen vigente en materia de inhabilidades.

 
-Puesta en votación la letra a) del número 5 de la indicación 237, fue rechazada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesta en votación la letra b) del número 5 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 6

Supresión del inciso primero del artículo 64 referido al derecho a información de los consejeros


La Presidenta de la República suprime el inciso referido en que el Director del SERVEL o quien haga sus veces debía informarlos sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio. Además, tenían derecho a revisar el Registro Electoral y los padrones electorales.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, aseveró que la propuesta del Ejecutivo apunta a derogar el inciso primero del artículo 64 de la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, con la finalidad de establecer, en lugar de derechos de sus Consejeros, una serie de obligaciones que deben cumplir en el ejercicio de sus funciones.

 
-Puesto en votación el número 6 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 7

Modificación del artículo 65. Causales de cesación de los consejeros

La Presidenta de la República agrega a la renuncia que sea presentada con a lo menos 9 meses de anticipación a la siguiente elección. En cuanto a la falta grave al cumplimiento de las obligaciones, se sustituye por mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se agrega una causal referida a la infracción grave a la Constitución o las leyes.

Asimismo, la indicación consagra la declaración de la Corte Suprema acerca de la existencia de las causales de incapacidad síquica o física, alguna causal de inhabilidad sobreviniente, mal comportamiento o negligencia y la infracción grave a la Constitución o las leyes, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el plazo de nueve meses que contempla la indicación tiene por finalidad evitar una vacancia prolongada en el ejercicio de las funciones de los miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por incorporar una necesidad de fundamentación de la renuncia presentada, requiriendo la aceptación del Presidente de la República.
 
-Puesto en votación el literal i) de la letra a) del número 7 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesto en votación el literal ii) de la letra a) del número 7 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la determinación del organismo que, en lo sucesivo, determinará la existencia de un mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, establecer que la reforma constitucional que otorga autonomía al Servicio Electoral establece que los Consejeros sólo podrán ser removidos por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados, por infracción grave a la Constitución o a las leyes, incapacidad, mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones.

 
Puesto en votación el literal iii) de la letra a) del número 7 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Puesta en votación la letra b) del número 7 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Puesta en votación la letra c) del número 7 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 8
Regulación de las sesiones del Consejo Directivo, artículo 66


La Presidenta de la República propone sesiones ordinarias por cada mes hasta por cuatro veces. En la actualidad pueden ser no más de tres veces.


Se sustituye el inciso sexto del artículo 66 para disponer que los acuerdos del Consejo requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes. 


Se prohíbe la celebración de contratos del Servicio con parientes de los consejeros y se impone a estos el deber de abstención de intervenir cuando se trate de asuntos en que tengan interés sus parientes.
 
Puesta en votación la letra a) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El Senador señor Pérez Varela consultó respecto de las razones que explican la modificación en el quórum requerido para la adopción de acuerdos en el Consejo Directivo del Servicio Electoral, particularmente en aquellos casos en que se acuerde la destitución de una autoridad elegida por votación popular.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que, mediante dicha indicación, se aplica la regla general en materia de adopción de acuerdos en entidades colegiadas. En cuanto al quórum para la destitución de autoridades de elección popular, agregó que, únicamente en dicha hipótesis, se requiere el voto conforme de, al menos, cuatro consejeros, en conformidad al inciso séptimo del artículo 66 de la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral.

 
Puesta en votación la letra b) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
Puesta en votación la letra c) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, sostuvo que resulta pertinente eliminar la referencia que la indicación realiza a la condición de adoptado, habida cuenta de la igualdad entre los hijos.

 
La subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, abogó por especificar las hipótesis que pudieren generar la incompatibilidad que describe la norma.
 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, considerando que, en la práctica, los miembros del Consejo Directivo del Servicio Electoral no ejercen ningún rol en materia de contratación, se trata de una disposición que resulta improcedente.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, sostuvo que la disposición propuesta replica una prohibición similar contenida en las disposiciones que, de modo general, establece la ley N° 18.575, orgánica constitucional de bases generales de la administración del Estado.

 
-Puesto en votación el literal i) de la letra d) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Puesto en votación el literal ii) de la letra d) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Puesto en votación el literal iii) de la letra d) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santamaría, consultó respecto de la forma en que se puede aplicar, en la práctica, el deber de abstención que propone la indicación.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que se trata de un deber que opera respecto del consejero, por lo que el funcionamiento del Servicio permitirá delinear los casos y la forma en que debe verificarse la correspondiente abstención.

 
En la misma línea, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, agregó que la indicación replica el estándar general de abstención que se aplica en diversos organismos.

 
-Puesta en votación la letra e) del número 8 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

NUMERAL 9
Atribuciones del Consejo Directivo. Artículo 67

La Presidenta de la República incorpora nuevas atribuciones para esta entidad.
Letra a)

 
-Puesta en votación la letra a) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra b)

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que la indicación apunta a eliminar la referencia a las medidas necesarias para adoptar el normal funcionamiento que puede adoptar el Consejo Directivo del Servicio Electoral, toda vez que dicha atribución corresponde a su Director.
 
-Puesta en votación la letra b) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Puesta en votación la letra c) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Puesta en votación la letra d) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Puesta en votación la letra e) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
Letra f)

 
La directora de Incidencia de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, sostuvo que la eliminación de la facultad del Consejo Directivo, consistente en ratificar las sanciones, resulta incorrecta, toda vez que, de ese modo, un órgano colegiado puede resolver de mejor manera el asunto sometido a su conocimiento.
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que el Consejo Directivo debe ejercer, entre sus atribuciones, la revisión de los actos administrativos sancionatorios de los candidatos, incluyendo aquellos que consisten en una infracción grave a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.
 
En la misma línea, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, agregó que, considerando que el Servicio Electoral es un órgano fiscalizador en que tales funciones son encabezadas por su Director, el Consejo Directivo ejerce, por su parte, un rol normativo rector que, sólo en casos excepcionales –como las hipótesis que pueden generar la pérdida del escaño-, le permite intervenir en el procedimiento fiscalizador y sancionatorio.

 
-Puesta en votación la letra f) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra g) 

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert explicó que, atendidas las modificaciones que la iniciativa ha introducido en materia de sanciones por la infracción a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, corresponde establecer que el Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá pronunciarse sobre las hipótesis que, al efecto, establecen las letras a), b) y c) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.
 
El Senador señor Pérez Varela comentó que resulta adecuado establecer que el Director del Servicio Electoral ponga en conocimiento de los antecedentes ante su Consejo Directivo, toda vez que, de ese modo, permite que pueda ejercer sus facultades adecuadamente, sin necesidad de proceder a revocar o confirmar una resolución administrativa de una instancia inferior.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, describió que el esquema propuesto establece que el Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral deberá investigar y, ante la concurrencia de las hipótesis de infracción, deberá remitirla al Director del Servicio Electoral. Posteriormente, éste debe poner los antecedentes a disposición del Consejo Directivo del Servicio Electoral, el que deberá resolver como órgano colegiado.
 
El abogado señor David Huina, autorizado por la Comisión Especial para hacer uso de la palabra, abogó por especificar las atribuciones que puede ejercer el Servicio Electoral en materia de la aplicación de normas electorales, con la finalidad de evitar una afectación de la autonomía de los partidos políticos.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que una excesiva especificación de dichas funciones podría generar que aquellas materias excluidas quedarían, expresamente, carentes de regulación, lo que no resulta adecuado. Finalmente, propuso agregar, dentro de las funciones del Consejo Directivo del Servicio Electoral, el pronunciarse sobre las infracciones señaladas en las letras a), b) y c) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884, sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, lo que implica analizar el mérito de la concurrencia de las hipótesis que constituyen una infracción grave a dichas disposiciones.

 
Puesta en votación la letra g) del número 9 de la indicación 237, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


En sesión posterior, el Ejecutivo formuló la indicación 237 c), que apunta a establecer que el Consejo Directivo podrá designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68, esto es, en conformidad a las causales de remoción que operan en su caso.

 
-Puesta en votación la indicación 237c), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 10

Funciones y atribuciones del Director del Servicio Electoral. Artículo 68

La Presidenta de la República incorpora nuevas atribuciones al Director del SERVEL, tales como proponer al Consejo Directivo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales; contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones; reserva de la dictación final de los procedimientos sancionatorios; designar y remover a los Subdirectores; proponer al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio, los miembros de las Juntas Electorales, los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados y otras que se detallan.

Letra a)

 
-Puesta en votación la letra a) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra b)

 
El presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santamaría, sostuvo que la disposición en estudio debe ser coherente con la obligación del director del servicio de dar cuenta al Consejo Directivo, sobre todo considerando que en dicho organismo radica la facultad de dictar normas de administración interna. Dicha obligación, agregó, se vincula con las facultades sancionatorias que puede ejercer el Consejo Directivo hacia el director del Servicio por sus actuaciones en el ejercicio del cargo.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que se debe diferenciar entre la dirección superior del organismo y su dirección administrativa –la que corresponde al director del Servicio Electoral-, la que faculta para la dictación de normas administrativas.

 
En la misma línea, el Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que se debe diferenciar un modelo de administración en que opera un Consejo Ejecutivo, que ejerce sus funciones de forma exclusiva y en jornada completa, lo que ocurre principalmente en aquellos organismos en que la información reviste carácter confidencial, y aquél que opera mediante un Directorio que establece líneas generales de acción, en que la labor ejecutiva se encuentra radicada en la gerencia u órgano de administración.

 
Tratándose del Consejo Directivo del Servicio Electoral, describió que se propone un sistema que radica la administración en el director del servicio, en cuyo caso puede dictar reglamentos internos para su buen funcionamiento, en tanto que a dicho Consejo le corresponderán labores de representación de los diversos sectores políticos, pudiendo ejercer funciones de interpretación de la normativa electoral.

 
-Puesta en votación la letra b) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra c)

 
El Senador señor García Ruminot consultó respecto del funcionario encargado de llevar adelante las negociaciones en materia presupuestaria.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, afirmó que, en la práctica, se trata del presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral.

 
-Puesta en votación la letra c) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra d)

 
-Puesta en votación la letra d) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra e)

 
-Puesta en votación la letra e) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra f)

 
-Puesta en votación la letra f) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Letra g)

Literal j), nuevo

 
-Puesto en votación el literal j) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal k), nuevo

 
-Puesto en votación el literal k) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobada por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal l), nuevo

 
-Puesto en votación el literal l) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal m), nuevo

 
-Puesto en votación el literal m) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal n), nuevo

 
-Puesto en votación el literal n) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-En sesión de 5 de noviembre de 2015, de conformidad a la sugerencia de la Comisión Especial, el Ejecutivo propuso enmendar esta letra n), con la finalidad de incorporar en las funciones y atribuciones del Director del Servicio Electoral la figura de la colaboración de los Subdirectores, suprimiendo en el artículo 70 A, la letra e), en el artículo 70 B, la letra a) y en el artículo 70 C, la letra d), que se referían a facultades de las respectivas Subdirecciones.

-La Comisión Especial aprobó estas enmiendas por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal ñ), nuevo

 
-Puesto en votación el literal ñ) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal o), nuevo

El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por establecer la obligación de informar permanentemente por parte del director del Servicio Electoral al Consejo Directivo.

 
-Puesto en votación el literal o) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal p), nuevo

 
-Puesto en votación el literal p) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal q), nuevo

 
-Puesto en votación el literal q) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

En sesión de 5 de noviembre de 2015, el Ejecutivo explicó que respecto de las medidas intrusivas que se podían adoptar en un procedimiento sancionatorio –contempladas originalmente para las Subdirecciones de Control del Gasto y Financiamiento Electoral y de Partidos Políticos- la Comisión acordó entregarlas al Director del Servicio Electoral, de manera que propuso el siguiente texto para la letra q) del artículo 68:
 
q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas de partidos políticos; la citación a declarar a cualquiera de ellos; y el ingreso al domicilio registrado por aquellos en el Servicio Electoral o a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos. Esta atribución podrá ejercerla de oficio o a solicitud de una Subdirección.

El Senador señor Harboe opinó que debiera precisarse que estas atribuciones se harán efectivas en el marco de una investigación, porque el Director no podría de oficio o a requerimiento de un Subdirector ingresar a una sede de un partido político o a un domicilio privado de no mediar una investigación.

El Senador señor Guillier, en cuanto al ingreso al domicilio de las personas mencionadas, consultó si se está refiriendo al domicilio particular o al que se declara como sede de campaña o comando del candidato.

El Senador señor Pérez Varela coincidió con la preocupación del Senador señor Guillier, porque la frase que atañe a los domicilios particulares debería ir acompañada de la pertinente autorización judicial.

La asesora jurídica del Servicio Electoral, señora Andrea González, explicó que en términos electorales es válido incorporar el domicilio particular de las personas que se indican en el texto, porque correspondería al que se declare en el Servicio Electoral vinculado a, por ejemplo, al acto de designación del administrador electoral o cuando los miembros de las directivas constituyen los partidos políticos. En esencia, precisó, es darle un sentido al establecimiento de un lugar en el cual el Servicio Electoral pueda encontrar o hacer la búsqueda de antecedentes.

Finalmente, hizo notar que la letra q) propuesta se inicia estableciendo claramente que la atribución del Director del SERVEL tiene como finalidad la fiscalización o investigación de las materias de competencia de dicho Servicio.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, indicó que la regla general es que cuando se entrega la facultad de ingresar con auxilio de la fuerza pública y descerrajamiento se consagra expresamente, por lo que a contrario sensu el texto en análisis no configura dicha hipótesis.

El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, manifestó que actualmente sólo los miembros de las directivas de los partidos políticos no están obligados a registrar un domicilio, de manera que las demás personas desde que declaran un domicilio saben a lo que se exponen.

El Senador señor Guillier estimó que la norma debe ser clara y cualquier domicilio en el sentido de constituir la sede de comando, de campaña o de partido sería legítimo el ingreso del Servicio Electoral, pero la referencia al domicilio particular exige otros resguardos.

El Senador señor Harboe sugirió circunscribir el momento en el cual el Director del Servicio Electoral va a ejercer esta facultad al referido a un procedimiento investigativo y no incluir el tema de la fiscalización. Asimismo, manifestó que debiera distinguirse entre aquellas medidas que son necesarias para el éxito de la investigación, como lo es la citación y lo que es el ingreso, circunscribiéndolo a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos. Respecto de esto último dejó constancia de su inquietud respecto de los movimientos políticos.

Agregó que el domicilio es un atributo de la personalidad, dotado de una protección jurídica superior, por lo que correspondería –en caso de incluir el tema del domicilio particular- dejar expresamente establecido al igual que el acceso a las cuentas corrientes de las personas enumeradas en el texto, que se requiere autorización judicial.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expresó su acuerdo con las distintas sugerencias y opiniones de los integrantes de la Comisión Especial, para lo cual propuso que se exija siempre el consentimiento del afectado si se trata del ingreso al domicilio particular.


El Senador señor García Ruminot precisó que al Servicio Electoral se le deben entregar las herramientas para que su acción fiscalizadora sea efectiva. En consecuencia, si el SERVEL no puede llegar de improviso a verificar determinadas materias relacionadas con el cumplimiento o incumplimiento de la ley, no podrá ejercer sus atribuciones y facultades.


El Senador señor Harboe quiso dejar constancia que con las modificaciones que se están introduciendo mediante el proyecto de ley en discusión, el Servicio Electoral contará con facultades que en la actualidad no tiene, lo que constituye un avance de importancia.

Por otro lado, también dejó constancia que la medida intrusiva, tal como se propone en la letra q) del artículo 68, al ser vulneradora de un derecho fundamental debe tener la autorización previa del ente jurisdiccional, con la finalidad de evitar arbitrariedades que puedan terminar afectando bienes jurídicos superiores.


El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, indicó que en esta materia es primordial definir si se le van a otorgar o no al SERVEL facultades de fiscalización y de investigación.


El asesor legislativo de la Fundación Jaime Guzmán, señor Héctor Mery, autorizado por la Comisión para hacer uso de la palabra, trajo a colación un precedente establecido por el Tribunal Constitucional en el rol 2731, considerando 80, que fija las condiciones en virtud de las cuales se puede ejercer –en el marco de un proceso administrativo- actuaciones de carácter intrusivo. 

Agregó que en la materia en cuestión existe una pugna de bienes jurídicos que debe ser resuelta con acierto.


La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, reiteró que lo que necesita el SERVEL es un domicilio para efectos electorales, que puede ser o no particular, para dar cumplimiento a las funciones investigativas y fiscalizadoras, esto es, tener acceso a la documentación y poder constatar en el lugar preciso, diligencias que permitan contrastar esa información con la denuncia presentada.

El Senador señor Pérez Varela recordó que las atribuciones de fiscalización y de investigación son distintas, por lo que en una investigación el SERVEL puede constatar, por ejemplo, que en la casa de un brigadista se constata una infracción a la ley.

El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, señaló que le parecía más apropiada la redacción original que se ha propuesto, a cuyo respecto se debería precisar que el Director está facultado para el ingreso al domicilio registrado voluntariamente por las personas mencionadas, ante el Servicio Electoral.

El Senador señor García Ruminot demostró preocupación por las facultades fiscalizadoras del Servicio Electoral, que deben estar establecidas en forma explícita en el texto legal.

El Senador señor Harboe opinó que se debe distinguir entre las facultades o atribuciones fiscalizadoras del SERVEL, que deben ser lo bastante amplias y adecuadas a la nueva realidad y las investigativas, dejando éstas últimas en la letra q). 

El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, comentó que el Ejecutivo efectuará una propuesta sobre las facultades fiscalizadoras.

La Comisión concordó en el siguiente texto para la letra q), que contendría las facultades investigativas del Director del Servicio Electoral:

 
q) Disponer, en el marco de un procedimiento investigativo, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos, y el ingreso a los domicilios registrados por aquellos ante el Servicio Electoral y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.


-La redacción precedentemente citada fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Indicación 237d)

Letra a)

 
En sesión posterior, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó la indicación 237 d), que propone establecer, en el artículo 68 de la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral, que el Director del Servicio Electoral podrá disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos, y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.

 
Seguidamente, propone que si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el inciso anterior, o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.

 
-Puesta en votación la letra a) de la indicación 237d), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal r), nuevo

 
-Puesto en votación el literal r) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal s), nuevo

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que debe tratarse de resoluciones que aún no se encuentren ejecutoriadas, con la finalidad de que sean elevados sus antecedentes ante el Consejo Directivo del Servicio Electora, quien deberá analizar el mérito de la propuesta de sanciones en materia de transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
-Puesto en votación el literal s) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

Literal t), nuevo

 
El Senador señor Harboe sostuvo que, en rigor, debe tratarse de resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que dicte el director del Servicio Electoral en conformidad a la ley.

 
-Puesto en votación el literal t) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
Literal u), nuevo

 
-Puesto en votación el literal u) de la letra g) del número 10 de la indicación 237, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

En sesión posterior, el Ejecutivo complementó la indicación 237, respecto del período de duración del Director del SERVEL en su cargo y para especificar una de las causales de remoción de dicho cargo.

El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que el propósito es que la duración del cargo no quede sujeta a la coyuntura política, por lo que se establecen 5 años, renovables por el mismo plazo y por una sola vez.

Agregó que se preceptúa que el Director cesará en el cargo por las causales señaladas en el artículo 65 y, respecto de la causal de remoción de mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones, que ello se vincula al incumplimiento grave del respectivo convenio de desempeño de la Alta Dirección Pública, convenio que tiene una duración de tres años.

La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, manifestó que el cargo del Director del SERVEL no está sujeto al sistema de Alta Dirección Pública, de modo que no existe el mencionado convenio de desempeño.

El Presidente del Consejo Directivo, señor Patricio Santa María, expresó que la proposición implica un cambio de fondo, porque el Consejo recibe una quina dese el Consejo de la Alta Dirección Pública y designa al Director, quien es removido cuando pierde la confianza del Consejo. Sin embargo, la indicación del Ejecutivo fija un plazo de 5 años, que no valora la experiencia en el desempeño de un cargo que sí la requiere.

El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, informó a la Comisión Especial que revisado el texto del Título VI de la ley N° 19.882, éste se refiere al sistema de Alta Dirección Pública con convenio de desempeño, de manera que al Director del SERVEL le es aplicable.


El Senador señor García Ruminot expresó que para el cargo de Director del Servicio Electoral es valorable la experiencia y la trayectoria, por lo cual sugería establecer que los cinco años sean renovables.


El Senador señor Walker, don Ignacio, opinó que es pertinente consignar un estatuto del cargo de Director, con un período de vigencia de 5 años, renovables y que cese en el cargo –cuando lo determine el Consejo Directivo- por las causales señaladas en el artículo 65, porque de ese modo se hacen efectivos los pesos y contrapesos y se confiere certeza a la gestión.

El Presidente del Consejo Directivo, señor Patricio Santa María, indicó que en una mirada de lo que constituye el sistema electoral, el valor de la experiencia es determinante.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, propuso suprimir la frase que limita a una sola vez la renovación de los 5 años de duración en el cargo.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Guillier y Walker, don Ignacio, aprobó que los cinco años sean renovables.

En sesión posterior, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó la indicación 237 d), letra b), que apunta a establecer que el Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado por el mismo plazo, por una sola vez, en tanto que cesará en su cargo por la expiración del plazo por el que fue nombrado, haber cumplido los 75 años de edad, por renuncia voluntaria aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo, inhabilidad sobreviniente o incumplimiento grave de sus obligaciones.

 
Mediante dicha regulación, añadió, respecto del Director del Servicio Electoral se hace aplicable el estatuto del sistema de Alta Dirección Pública, sin perjuicio que, bajo el régimen general que éste establece, los funcionarios elegidos duran tres años en el cargo, pudiendo ser reelegidos por dos veces, en tanto que la fórmula propuesta consagra un plazo de cinco años y una reelección.

 
Seguidamente, detalló que la propuesta considera que las causales relativas a renuncia voluntaria, incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo, inhabilidad sobreviniente o incumplimiento grave de sus obligaciones, serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.

 
Asimismo, propone que cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, de 2004, del Ministerio de Hacienda, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

 
Finalmente, explicó que el Director del Servicio Electoral estará afecto a los párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882, que regula nueva política de personal a los funcionarios públicos que indica, en cuyo caso el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de 5 años, en tanto que al Consejo le corresponderá determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que, al establecerse un límite de una sola reelección, se restringen excesivamente las facultades del Consejo Directivo del Servicio Electoral, al impedir que, aun cuando cuente con su confianza, no pueda seguir desempeñando sus funciones.

 
En consecuencia, propuso aumentar el número de ocasiones en que puede ser reelegido, con lo cual podría completar un término de hasta quince años.

 
-Puesta en votación la letra b) de la indicación 237d), fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 11
Creación de tres Subdirecciones. Reemplazo del artículo 69


La Presidenta de la República propone que la Dirección del Servicio cuente con tres Subdirecciones que serán las colaboradoras inmediatas del Director.


El Senador señor García Ruminot manifestó dudas en cuanto al texto del inciso segundo del artículo 69 propuesto, en lo que concierne a la delegación de facultades de los Subdirectores en los Directores Regionales y en los demás funcionarios del Servicio, dado que conforme al principio de jerarquía de un servicio público, quien debería delegar las funciones sería el Director.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, fundamentó esta delegación en las funciones específicas de cada Subdirección y en una razón descentralizadora en el sentido que los procesos se puedan llevar a cabo en regiones.

El Senador señor Pérez Varela estimó como más atinado que los Subdirectores pudieran encomendar determinadas funciones a los Directores Regionales del Servicio.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, comentó que la responsabilidad no se delega, sino que se delegan las facultades administrativas.

El Senador señor Walker, don Ignacio consultó si la delegación en los demás funcionarios podía ser excesiva, a lo que el Ejecutivo contestó que las atribuciones más delicadas como ingresar a las sedes de los candidatos o citar a declararlos deben contar con la autorización fundada del Director del SERVEL.

La Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, explicó que hoy día sin necesidad del inciso segundo del artículo 69 que se está proponiendo, el Servicio funciona con asignación de funciones específicas dentro de la estructura orgánica interna y la delegación de facultades que se contempla en la Ley de Bases Generales de la Administración Pública es para situaciones específicas, manteniendo la responsabilidad administrativa en el que las delega. En consecuencia, su parecer es que no es necesario fijar una norma especial en esta área y por el contrario, si se quisiera regular la materia se debiera especificar cuáles son las atribuciones indelegables.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, estimó conveniente que opere el mecanismo contemplado en las reglas generales.


El Senador señor García Ruminot declaró coincidir con la opinión de la Subdirectora del Servicio Electoral, en la línea de eliminar el inciso segundo del artículo 69 propuesto, quedando sujeto el tema de la delegación de facultades en las normas generales.


-La Comisión, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó suprimir el inciso segundo y aprobar el resto del artículo 69 propuesto por la indicación 237.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio dejó expresa mención que no obstante la supresión del inciso segundo del artículo 69, se aplicarán las reglas generales en materia de delegación de facultades, asegurando el principio del buen servicio público.

NUMERAL 12

Adecuación del artículo 70 por las tres Subdirecciones


La Presidenta de la República en el artículo que hace aplicable las inhabilidades, prohibiciones e incompatibilidades de los consejeros al Director del SERVEL y al Subdirector, incluye a los Subdirectores.

-Puesta en votación esta modificación al artículo 70 de la ley N° 18.556, fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
NUMERAL 13

Regulación de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral. Artículo 70 A


La Presidenta de la República establece las siguientes funciones y atribuciones de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.

 
a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral. 

 
b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.

 
c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.

 
d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.

 
e) Colaborar con el Director en la elaboración de propuestas de instrucciones o normas de carácter general que deba dictar el Consejo, de conformidad a la ley, en las materias de su competencia. Además, elaborar y presentar al Director del Servicio propuestas de políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.


-Puestas en votación las letras a), b), c), d) y e), fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-En sesión de 5 de noviembre de 2015, la Comisión Especial reabrió la discusión sobre la letra e), en el sentido que su contenido sea considerado en las facultades del Director del Servicio, en la letra n) del artículo 68, acordándose por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio suprimir la letra e).

En cuanto a las letras f) y g), que se refieren a recibir, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes, como también recibir el retiro de candidaturas independientes y formalizar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten, se produjo el siguiente debate:

El Senador señor Walker, don Ignacio recordó que estas funciones formaban parte de las labores del Director, las que se ejercían en una ceremonia que concitaba el interés de los medios de comunicación.


El Senador señor García Ruminot opinó que nada impide que en dichas funciones formen parte tanto el Director del SERVEL como el Subdirector de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.


El Senador señor Pérez Varela comentó que el contenido de las letras f) y g) encierra el ritual que tradicionalmente se ha efectuado para recibir las candidaturas y formalizar los pactos electorales, de manera que al tratarse de una práctica republicana debiera mantenerse la participación del Director del SERVEL.

El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, manifestó su postura favorable a mantener una tradición. Por otro lado, respecto de la letra g) sugirió sustituir la palabra “Formalizar” por “Recepcionar”, ya que los partidos son los que formalizan los pactos ante el Servicio.


Igual cosa se acordó sobre la letra f), esto es, reemplazar “Recibir” por “Recepcionar”.

La Comisión acordó aprobar las letras f) y g), con las sustituciones indicadas, por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Respecto de la participación del Director del Servicio Electoral en la ceremonia vinculada a dichas atribuciones del Subdirector correspondiente, la Comisión Especial solicitó al Ejecutivo que formule la indicación pertinente para agregar esta actuación del Director en sus facultades en el artículo 68 de la ley N° 18.556.


Enseguida, la Comisión Especial analizó las demás atribuciones de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral:

 
h) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.

 
i) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.

 
j) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.

 
k) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 

 
l) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.

 
m) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.

 
n) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios, como de la referida a la celebración del acto electoral.

 
ñ) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

Sobre la letra n), la Comisión acordó suprimir, a petición del Senador señor García, la última frase “como de la referida a la celebración del acto electoral”.

En consecuencia, la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio dio su aprobación a las letras h) a ñ) del artículo 70 A propuesto.

NUMERAL 14
Regulación de la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral. Artículo 70 B.

La Presidenta de la República establece las siguientes funciones y atribuciones de esta segunda Subdirección.

 
a) Colaborar con el Director en la elaboración de propuestas de instrucciones o normas de carácter general que deba dictar el Consejo, de conformidad a la ley, en las materias de su competencia.

 
b) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales,  campañas electorales y propaganda electoral.

 
c) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándola o disponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estado  financiero del candidato o del partido, con cargo a a quien es objeto de la misma, según corresponda.

 
d) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.

 
e) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.

 
f) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.

 
g) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.


-En cuanto a la letra c), la unanimidad de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó sustituir la expresión “observándola o disponiendo” por “observándolas y proponiendo”, en atención a que la resolución sobre esta materia le compete al Director del SERVEL.

-Con la misma unanimidad se aprobaron las demás letras precedentemente especificadas.
 
-En sesión de 5 de noviembre de 2015, la Comisión Especial reabrió la discusión sobre la letra a), en el sentido que su contenido sea considerado en las facultades del Director del Servicio, en la letra n) del artículo 68, acordándose por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio suprimir la letra a).

A continuación, las letras restantes disponen lo siguiente:
 
h) Requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente a candidatos, administradores electorales, administradores electorales generales y administradores generales de fondos de partidos políticos, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para una mejor fiscalización.

 
i) Citar a declarar a los candidatos, representantes legales, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores de fondos de partidos políticos y dependientes de los partidos políticos respecto de algún hecho que estime necesario para dar curso progresivo a alguna denuncia de la que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones.

 
j) Ingresar a las sedes de candidatos o partidos políticos y dependencias de candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales o administradores generales de los fondos de los partidos políticos que tengan relación con la administración de las candidaturas o de los partidos, según sea el caso. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Subdirección de control del gasto y financiamiento electoral no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades propias de las candidaturas o de los partidos políticos.

 
k) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 
 
Las atribuciones establecidas en las letras h), i) y j) deberán contar con la autorización fundada previa del Director del Servicio Electoral para su ejercicio quien, una vez realizadas, las informará al Consejo Directivo.


El contenido de la letra h) suscitó el siguiente debate:

El Senador señor Harboe advirtió, por un lado, que se debe tener presente que esta facultad del Subdirector va a poder delegarse y, por otro lado, se le están entregando facultades para requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente, examinar todas las operaciones, bienes, archivos, etcétera de las personas o entidades fiscalizadas, esto es, atribuciones demasiado genéricas.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, señaló que atribuciones como de la letra h) son la regla general en, por ejemplo, la Superintendencia de Medio Ambiente, consignándose un resguardo en el inciso final de este artículo al reservar su ejercicio contando con la autorización fundada y previa del Director del SERVEL, quien una vez realizadas las informará al Consejo Directivo.


El Senador señor Harboe declaró que era una buena noticia el que se cite como ejemplo a la Superintendencia de Medio Ambiente, porque puede clarificar la discusión que se dará más adelante. En cuanto a las atribuciones, declaró no estar disponible para otorgarle a un Subdirector –aun contando con la autorización del Director- el acceso a cuentas o si no que se especifique de qué cuentas se trata.

El Senador señor Pérez Varela, en lo concerniente a las cuentas estimó que la redacción debía dejar en claro que se trata de las cuentas que deben rendir los candidatos al Subdirector.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, añadió que la cuenta de los candidatos que se regula en el artículo 16 de la ley N° 19.884 levanta el secreto bancario a favor del SERVEL respecto de dicha cuenta y en cuanto a las demás cuentas bancarias rigen las normas generales de secreto bancario.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, puntualizó que al hablarse de cuentas se está haciendo inclusión de todo tipo de cuentas, entendiéndose que respecto de algunas rigen las normas generales del secreto bancario, donde el Subdirector deberá utilizar la vía judicial para acceder a ellas.


El Senador señor Harboe manifestó que la redacción debe compatibilizar la obligación que se le está entregando al SERVEL, cual es fiscalizar el límite y control del gasto electoral con derechos fundamentales de todo ciudadano, como lo es el secreto bancario. En cambio, precisó, la indicación contiene algunos elementos desequilibrantes al hablar de cuentas, al disponer que el Subdirector va a poder acceder a cualquier documento, libro o antecedentes de candidatos y otras personas que enumera y al utilizar la expresión “por los medios que estime del caso”, que configura una facultad ilimitada.

Agregó que deben entregarse facultades al Subdirector y eventualmente al Director, pero con una redacción que evite dobles interpretaciones, precaviendo facultades casi omnímodas.

Luego de un extenso intercambio de ideas y de recoger las diversas sugerencias formuladas por los integrantes de la Comisión Especial, el Senador señor Walker, don Ignacio propuso para la letra h) una redacción del siguiente tenor: “Requerir, acceder y examinar cualquier documento, libro o antecedente relacionados con gasto y financiamiento electoral de candidatos, administradores electorales, administradores electorales generales y administradores generales de fondos de partidos políticos, que juzgue necesarios para una mejor fiscalización.”.

El Senador señor Montes manifestó reparos sobre el contenido de las atribuciones contenidas en las letras h), i) y j) del artículo 70 B y 70 C, porque en rigor ellas corresponderían a la institución bajo el concepto de la unidad del Servicio.

El Senador señor Harboe también advirtió que si los Subdirectores de Control de Gasto y de Partidos Políticos van a tener facultades para poder citar al mismo candidato, acceder a los mismos antecedentes, etcétera, no se estaría cumpliendo el objetivo de conformar un gobierno corporativo más eficiente.


Asimismo, dejó constancia que la redacción que se está proponiendo es sin perjuicio de las normas que regulan las materias propias de datos sensibles y del secreto bancario. 

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, recordó que en el artículo 70 B en discusión, en el inciso final se estatuye que las atribuciones contempladas en las letras h), i) y j) deberán contar con la autorización fundada previa del Director del Servicio Electoral, lo que no hace tan distante el que dichas atribuciones las tenga el Servicio, que en rigor es la cabeza del mismo.

El Senador señor Harboe sugirió que las facultades o atribuciones de las letras h), i) y j) se excluyan de las facultades de los Subdirectores de Control de Gasto y de Partidos Políticos y se radiquen en el Director del SERVEL, quien las podrá ejercer por medio de las Subdirecciones pertinentes.

El Senador señor Walker, don Ignacio complementó esta propuesta en el sentido que se efectúe una revisión por el Ejecutivo de las atribuciones de las letras mencionadas y otras que sean similares, para que se entreguen al Director del Servicio, quien las podrá delegar a los Subdirectores.

-La unanimidad de los integrantes de la Comisión, Senadores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio solicitó al Ejecutivo que analice la fórmula para presentar la correspondiente indicación.

-En sesión de 5 de noviembre de 2015, esta materia se reformuló en el texto de la letra q) del artículo 68, que especifica las atribuciones y funciones del Director del Servicio Electoral.

NUMERAL 15

Regulación de la Subdirección de Partidos Políticos. Artículo 70 C.

La Presidenta de la República establece las siguientes funciones y atribuciones de la Subdirección de Partidos Políticos:
 
a) Colaborar con el Director en su rol de ministro de fe para la constitución de un partido político y la afiliación de sus miembros.

 
b) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

 
c) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.

 
d) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.
 
e) Colaborar con el Director en la elaboración de propuestas de instrucciones o normas de carácter general que deba dictar el Consejo, de conformidad a la ley, en las materias de su competencia.

 
f) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.

 
g) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

 
h) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.

 
i) Requerir y acceder a cualquier documento, libro o antecedente a administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas de partidos políticos, y examinar, por los medios que estime del caso, todas las operaciones, bienes, libros, cuentas, archivos y documentos de las personas o entidades fiscalizadas, y disponer de todos los antecedentes que juzgue necesarios para una mejor fiscalización.

 
j) Citar a declarar a los candidatos, representantes legales, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores de fondos de partidos políticos, miembros de las Directivas de los partidos y dependientes de los partidos políticos respecto de algún hecho que estime necesario para resolver alguna denuncia de la que esté conociendo o cuando de oficio, en un procedimiento administrativo, lo determine en cumplimiento de sus funciones.

 
k) Ingresar a las sedes y dependencias de partidos políticos o de los administradores generales de los fondos de los partidos para fiscalizar materias de su competencia. En el ejercicio de esta atribución, los funcionarios de la Subdirección de Partidos Políticos no podrán impedir el normal desarrollo de las actividades propias de las candidaturas o de los partidos políticos.

 
l) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.

 
m) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

 
Las atribuciones establecidas en las letras i), j) y k) deberán contar con la autorización fundada previa del Director del Servicio Electoral para su ejercicio quien, una vez realizadas, las informará al Consejo Directivo.

El Senador señor Harboe propuso a la Comisión Especial que las atribuciones que se repitan entre las Subdirecciones sean también entregadas al Director, quien las podrá delegar, caso que corresponde, por ejemplo, a la letra e) del artículo 70 C.

Luego, el mismo Senador señor Harboe, en cuanto al contenido de la letra a) del artículo 70 C, referido al rol colaborativo del Subdirector como ministro de fe, expresó que se prestaba para problemas interpretativos y que estaba demás.

-La unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio resolvió eliminar la letra a) del artículo 70 C. Con la misma unanimidad acordó que la letra e), que pasó a ser d) se contemple dentro de las atribuciones del Director en el artículo 68.

Sobre la letra f), la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio acordó eliminar la frase “correspondiente a cada región, según lo disponga el Director”.
 
-En sesión de 5 de noviembre de 2015, la Comisión Especial reabrió la discusión sobre la letra d), en el sentido que su contenido sea considerado en las facultades del Director del Servicio, en la letra n) del artículo 68, acordándose por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio suprimir la letra d).

El Senador señor Harboe solicitó se explicara la letra h) del artículo 70 C y el Ejecutivo informó que conforme a la denominada Ley de Probidad, el Servicio Electoral es quien debe velar por la presentación oportuna y completa de las declaraciones de patrimonio e intereses de los miembros de las directivas de los partidos políticos.

-Las letras i), j) y k) del artículo 70 C serán contempladas en la indicación del Ejecutivo como atribuciones del Director del SERVEL.
 
-En sesión de 5 de noviembre de 2015, esta materia se reformuló en el texto de la letra q) del artículo 68, que especifica las atribuciones y funciones del Director del Servicio Electoral.

-Las letras l) y m) fueron aprobadas por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, puntualizó que no obstante formular la o las indicaciones que sean necesarias, no es baladí especificar atribuciones para cada una de las Subdirecciones, porque el propósito es que exista al interior del SERVEL pesos y contrapesos. 

Agregó que en la Ley Orgánica del Banco Central, una de las instituciones más autónomas dentro del espectro nacional, se establecen ciertas atribuciones para los Ejecutivos como una forma de distribución equilibrada del poder.

NUMERAL 16

Procedimiento administrativo sancionador


La Presidenta de la República propone, mediante los artículos 70 D y 70 E, nuevos, introducir el procedimiento administrativo sancionador, que contempla la multa como sanción general, en diversos montos, determinada por el Director del Servicio Electoral

Dada la explicación anteriormente expresada, cabe señalar que respecto de los numerales 1 a 3 aprobados en general, la aprobación de la indicación 237 produce el rechazo de las indicaciones 238 y 240, del Senador señor Guillier. La indicación 239 fue retirada por su autor el Senador señor Larraín.

ARTÍCULO 70 D PROPUESTO POR LA INDICACIÓN 237 DEL EJECUTIVO
 
Artículo 70 D.- Las infracciones a la ley Nº 18.700, la ley N° 18.603 y a la ley N° 19.884 que no tengan una sanción especial, se sancionarán con multa de 10 a 1.000 unidades tributarias mensuales, respecto de elecciones para candidaturas a Alcalde o Concejales, de 100 a 1.000 unidades tributarias mensuales para elecciones a Diputado o Senador y de 100 a 10.000 unidades tributarias mensuales para candidaturas presidenciales.

 
La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la gravedad del daño causado al interés público, la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, la calidad de reincidente del infractor y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales cómo deberán aplicarse estos criterios.

 
Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos, y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.


En sesión de 5 de noviembre de 2015, la Comisión tomó conocimiento de una propuesta del Ejecutivo sobre este artículo, sugiriendo, primeramente, que pase a ubicarse como artículo 70 E, con el siguiente texto:

 
“Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, la calidad de reincidente del infractor y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales cómo deberán aplicarse estos criterios.
 
Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos, y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.


El Senador señor Harboe comentó el tema de la acumulación de autos, para lo cual hizo la suposición que en una misma campaña se inician varias investigaciones respecto de un mismo sujeto, que además es un candidato que adicionalmente es miembro de la directiva de un partido político y la Subdirección de Partidos Políticos y la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral dan inicio a sendas investigaciones, esto es, existen dos procedimientos en curso por infracciones distintas. Consultó quién va a conocer.


La asesora jurídica del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, expresó que la hipótesis de acumulación se refiere a procedimientos sancionatorios en una misma campaña electoral y esta materia va a ser fiscalizada por la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral, de modo que no podría producirse una concurrencia de varias infracciones que sean conocidas por distintas Subdirecciones. 


El Senador señor Harboe preguntó cómo se va a relacionar el procedimiento sancionador de las infracciones a la Ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral con el procedimiento del Ministerio Público.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, indicó que van a ser procesos paralelos.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes presentes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, aprobó el artículo 70 E, con una enmienda que consiste en reemplazar la frase “la calidad de reincidente del infractor” por “su eventual reincidencia”.

ARTÍCULO 70 E PROPUESTO POR LA INDICACIÓN 237 DEL EJECUTIVO, QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 70 D.
 
Artículo 70 E.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de la presente ley se sujetarán a las reglas de este artículo, sin perjuicio de la aplicación supletoria de la ley N°19.880:

 
1. Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada ante ella. La Subdirección, en ambos casos, impulsará de oficio el procedimiento, haciendo expeditos los trámites que deba cumplir el expediente y removiendo todo obstáculo que pueda afectar a su pronta y debida resolución.


2. La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificará al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante el Servicio Electoral.

 
La formulación de cargos señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.

 
3. Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o a través del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.

 
Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio solo si a juicio del Subdirector respectivo está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará el archivo de esta por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

 
Declarada admisible la denuncia se formularán cargos en contra del presunto infractor.

 
4. Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.

 
5. El sujeto contra quien se formulen los cargos tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar los cargos. Dichos descargos podrán ser presentados ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o a través del sitio web del Servicio Electoral.

 
6. Recibidos los descargos o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.

 
La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

 
7. Los hechos investigados y las responsabilidades de los infractores podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

 
8. Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un dictamen en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho dictamen deberá contener la individualización del o de los infractores; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución de uno o más de los infractores.

 
9. Emitido el dictamen, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

 
10. De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de tercero día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.

 
11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.

 
12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.
Discusión número 1 del artículo 70 E
 
1. Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada ante ella. La Subdirección, en ambos casos, impulsará de oficio el procedimiento, haciendo expeditos los trámites que deba cumplir el expediente y removiendo todo obstáculo que pueda afectar a su pronta y debida resolución.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que este número tiene como finalidad no condicionar la actuación de la Subdirección por intervención de terceros, una vez que se ha dado inicio al procedimiento.
 
El Senador señor Harboe llamó la atención sobre el examen de admisibilidad que se consigna en el párrafo segundo del número 3 y propuso trasladarlo al número 1, a continuación de la primera oración, con el siguiente texto: “En este último caso, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio solo si a juicio del Subdirector respectivo está revestida de seriedad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará el archivo de esta por resolución fundada, notificando de ello al interesado.”.

-La unanimidad de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó eliminar la frase “haciendo expeditos los trámites que deba cumplir el expediente y removiendo todo obstáculo que pueda afectar a” y trasladar el texto precedentemente indicado.

El Senador señor Pérez Varela estimó inapropiado restringir el inicio del procedimiento a la sola actuación del Subdirector competente, en el entendido que tanto el Director como el Consejo Directivo también lo pueden activar, porque este procedimiento administrativo es la forma cómo se va a expresar la fiscalización. 


El Senador señor Harboe manifestó que la figura del Director del Servicio en materia de gobiernos corporativos es el equivalente al gerente general y el Consejo es el directorio, por lo que si el Consejo Directivo del SERVEL estima pertinente el inicio de alguna investigación se lo hará saber al Director, quien dará inicio a la investigación. En consecuencia, el Consejo Directivo no puede constituirse en sujeto activo.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, aclaró que las Subdirecciones son la instancia que instruye el proceso sancionatorio y que recibe las denuncias, por lo que incluir al Director del SERVEL como sujeto activo del procedimiento sólo va a provocar confusión de competencias, porque en la estructura que se ha creado el Director es quien finalmente resuelve.


El Senador señor Walker, don Ignacio recordó que constituye una atribución propia de las Subdirecciones el dar inicio a las investigaciones y un adecuado proceso administrativo comprende un ente que instruye el proceso y otro que resuelve.


El Senador señor Montes aludió a la unidad del servicio y estimó que la forma más adecuada de interrelación es por medio de la intervención del Director.

-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, mantuvo a la Subdirección competente como ente iniciador del procedimiento administrativo.
 
El asesor legislativo de Ciudadano Inteligente, señor Octavio del Favero, autorizado por la Comisión Especial para hacer uso de la palabra, manifestó una duda sobre la forma en que se relacionaría el número 1 del artículo 70 E con lo dispuesto en el artículo 6° de la Ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral. Argumentó que en el número 1 del artículo 70 E se habilita la denuncia de cualquier persona, pero en el artículo 6°, que se refiere al límite del gasto electoral, solamente existe legitimidad activa para los partidos políticos y para los candidatos que participaron.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, señaló que la opinión del Ejecutivo siempre ha sido facilitar las denuncias respecto de este tipo de infracciones y sobre el artículo 6° en cuestión, precisó que se trata de un caso donde se acota el plazo para determinados denunciantes, lo que no obsta a que cualquier persona efectúe una denuncia ante el SERVEL, conforme al artículo 70 E.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, comentó que el trasfondo del artículo 6° de la Ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral es evitar que los partidos políticos estén permanentemente sujetos a denuncias.

El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santa María, propuso –con el objetivo de que el texto legal sea entendido por todos- que en el encabezamiento del artículo 70 E se mencione que los procedimientos administrativos están vinculados a la intervención del SERVEL conforme a las distintas leyes que están regulando el financiamiento electoral.

El Senador señor Harboe opinó que la redacción del encabezamiento del artículo 70 E es correcta, porque cada obligación que es sancionada conforme a un determinado procedimiento en las distintas leyes que se están modificando a propósito del tema del financiamiento y transparencia electoral, confluyen al procedimiento contemplado en el artículo 70 E y, en el caso que no exista procedimiento, supletoriamente se aplicará la ley N° 19.880.


El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santa María, manifestó que en la actualidad la legislación debe ser comprendida por cualquier persona, pero que comprendía los argumentos dados.

Por otro lado, estimó insuficiente la redacción sobre la denuncia popular, porque no se dice claramente que pueda efectuarla cualquier persona y opinó que el tema no puede quedar sujeto a la interpretación del Servicio Electoral y trajo a colación el inciso segundo del artículo 96 de la ley N° 18.700 que claramente precisa el sujeto activo al decir que “cualquier elector podrá interponer reclamaciones de nulidad contra las elecciones y plebiscitos…”.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, propuso calificar al denunciante como “cualquier elector”, porque los electores son los que poseen la legitimación activa para denunciar.
 
-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó incorporar el concepto de “cualquier elector”.

El Senador señor Harboe, a propósito de incluir a cualquier elector como denunciante, observó que también se establecerá un régimen de responsabilidad del elector cuando denuncia de manera irresponsable.


La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, indicó que parecía suficiente como control de denuncias temerarias el examen de admisibilidad de las mismas, por lo que agregar un régimen de sanciones va a producir el efecto contraproducente de desincentivar a los ciudadanos al ejercicio del control en estas materias.

El Senador señor Harboe propuso que se disponga que el Subdirector decida respecto de las denuncias temerarias o que remita los antecedentes a quien corresponda.

REAPERTURA DE LA DISCUSIÓN ACERCA DEL NÚMERO 1 DEL ARTÍCULO 70 E, QUE PASÓ A SER 70 D


En sesión de 5 de noviembre de 2015, el Ejecutivo formuló una propuesta del siguiente tenor, de conformidad a las sugerencias manifestadas por la Comisión Especial:

 
“Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de la presente ley se sujetarán a las reglas de este artículo:
 
1. Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella. 

 
Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o a través del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.
 
Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio solo si a juicio del Subdirector respectivo está revestida de seriedad, plausibilidad y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará el archivo de esta por resolución fundada, notificando de ello al interesado.
 
Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al N° 3 de este artículo.”.

-La Comisión Especial aprobó esta propuesta, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, sustituyendo la frase “está revestida de seriedad, plausibilidad” por “resulta seria, plausible”. Asimismo, se dejó constancia que este artículo 70 D en la indicación original corresponde al artículo 70 E, estimándose más apropiado dejarlo encabezando el párrafo 7° como artículo 70 D.
Discusión número 2 del artículo 70 E

 
2. La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con una formulación precisa de los cargos, que se notificará al presunto infractor por carta certificada en el domicilio que tenga registrado ante el Servicio Electoral.

 
La formulación de cargos señalará una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la sanción asignada y el plazo para formular descargos.

En relación a la notificación por carta certificada, la Subdirectora del Servicio Electoral, señora Elizabeth Cabrera, informó que les son devueltos prácticamente el 50% de las cartas certificadas por problemas de domicilio, situación que implica pérdida de recursos fiscales. Por ello, informó, en todo lo relacionado con el control del gasto electoral se está utilizando el correo electrónico para llevar a cabo las notificaciones y así se les solicita dicho dato a todos los candidatos y administradores, requerimiento que se cumple en casi el 90% de los casos.

-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó agregar la notificación al presunto infractor mediante correo electrónico y en el caso de la carta certificada cuando ello sea posible, utilizando para ello la expresión “en su caso”, tal como lo dispone el artículo 44 de la Ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral.
Discusión número 3 del artículo 70 E

 
3. Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o a través del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.


Declarada admisible la denuncia se formularán cargos en contra del presunto infractor.


El Senador señor Walker, don Ignacio opinó que la frase “o a través del sitio web del Servicio Electoral” se debería eliminar, porque una denuncia –desde el punto de vista de la seriedad y de la responsabilidad respecto de la misma- no puede efectuarse por la vía del sitio web.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, precisó que las exigencias establecidas para la denuncia ante el Subdirector competente o Director Regional respectivo se aplican a las denuncias realizadas mediante el sitio web.

El Senador señor García Ruminot advirtió que siempre es conocida la identificación del presunto infractor, por lo que le parecía confusa la redacción de la frase final del párrafo primero del número 3, ya que el infractor va a ser un candidato, un administrador o un partido político y, en caso de mantenerse el texto tal cual se podrían efectuar denuncias al voleo.

El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santa María, sugirió el establecimiento de mayores requisitos para la denuncia por infracciones a la Ley sobre transparencia, límites y control del gasto electoral y a la Ley de partidos políticos, y sanciones claras por denuncias calumniosas.

El Senador señor Harboe comentó que comprendía el sentido de incorporar el sitio web como una instancia de mayor acceso a la denuncia, pero que ello también dependía de las capacidades que finalmente se le otorgarán al Servicio Electoral, puesto que se estaría abriendo una alternativa muy amplia a la demanda ciudadana, respecto de la cual el Servicio quizás no va a poder responder adecuadamente, en circunstancias que se están contemplando una serie de plazos para responder adecuadamente.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, afirmó que es necesario dar una señal clara de apertura y espacio para que la ciudadanía se exprese. 

En materia de recepción de denuncias, señaló que no puede hacerse sobre una base universal y 
que el Servicio destinará un “banner” en el sitio web para tal propósito, canalizándolas adecuadamente.


El Senador señor Harboe advirtió que el texto del número 3 no coincide con lo expresado por el Ministro y desde el minuto que se abre la acción popular el ciudadano tiene el legítimo derecho a exigir que su denuncia sea tramitada y, en caso de no llevarse adelante la investigación, de exigir la responsabilidad funcionaria que corresponda.


El Senador señor Pérez Varela manifestó que deben establecerse mecanismos para que las denuncias puedan ser procesadas, lo que también exige responsabilidad por parte de los denunciantes.

El Senador señor Montes demostró preocupación por la posibilidad de que se desnaturalice el sistema, ya que si el Servicio no responde adecuadamente las denuncias, rápidamente se producirá el descrédito.

Añadió que el equilibrio de las formas de fiscalización debe ser estudiado, porque la información que manejarán los ciudadanos será más profusa que la del SERVEL o la de los partidos políticos y, al respecto, la experiencia de los Estados Unidos nos enseña que lo más complicado fue la triangulación, esto es, que las empresas realizan una serie de acciones que favorecen al candidato, aunque no provienen del candidato, sino que hay un intermediario. En consecuencia, prosiguió diciendo, cuando se presenten las denuncias por los ciudadanos ello va a predeterminar los planes de fiscalización del SERVEL.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, expresó que la cuestión planteada es un problema económico administrativo, porque si una capacidad de denuncia abierta puede dar lugar a una ola de denuncias excesiva que no sea procesable, se debe racionalizar de algún modo, ya sea con un banner que utilice determinada metodología en que las denuncias tengan que ser consistentes o con las decisiones que adopte el Servicio para enfrentar dicha labor. La otra salida es ajustar las barreras de entrada de los denunciantes, decisión que puede significar cerrar las puertas a la denuncia.

El Senador señor Montes sugiere revisar el rol de control de los partidos políticos respecto de sus propios candidatos, en lo concerniente al cumplimiento de la ley.
 
El asesor legislativo de Ciudadano Inteligente, señor Octavio del Favero, opinó que la herramienta tecnológica ofrece superar las barreras geográficas, en el sentido que el SERVEL no está en todas partes, pero las infracciones si pueden producirse en cualquier lugar. Por ello, agregó, debe racionalizarse dicha herramienta tecnológica, entendiendo que no sólo es para los ciudadanos, sino que también para el ente fiscalizador, porque le va a permitir establecer filtros, requisitos y organizar el trabajo con categorías de denuncias.
Discusión número 4 del artículo 70 E

 
4. Las notificaciones se harán por escrito mediante carta certificada dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.


-La Comisión Especial, por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, acordó agregar la notificación al presunto infractor mediante correo electrónico y en el caso de la carta certificada cuando ello sea posible, utilizando para ello la expresión “en su caso”.

El Senador señor Harboe manifestó dudas, vinculada a la notificación de cargos al presunto infractor, sin haberlo escuchado, salvo en el caso de la investigación de oficio. Opinó que deberían separarse las dos situaciones.


El Senador señor Pérez Varela expresó que tanto cuando se actúa de oficio por el Servicio Electoral como cuando actúa por una denuncia, la formulación de cargos se producirá al menos luego de escuchar al presunto infractor.


El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santa María, propuso que en el inciso final del número 3 se dispusiera que “declarada admisible la denuncia, ésta se notificará al presunto infractor”.

La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, comentó que lo que origina el procedimiento sancionatorio es la formulación de cargos, porque la denuncia puede ser infundada o que no tenga mérito suficiente y entonces el Servicio Electoral procederá a su archivo. En cambio existiendo mérito suficiente, se formularán los cargos.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, dijo entender que lo que se está solicitando es que antes de la posibilidad de formular cargos se escuche al denunciado. En todo caso, añadió, el procedimiento de la Superintendencia del Medio Ambiente formula cargos antes de escuchar al denunciado.

El Senador señor Harboe explicó que la ley sobre Bases Generales de la Administración del Estado establece el principio de la bilateralidad de la audiencia, esto es, antes que la autoridad formule algún tipo de cargo, se debe escuchar a las partes. Por ello, se propone que se establezca la notificación de la denuncia al presunto infractor, para que éste sea escuchado.


El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santa María, manifestó que no solo se estaría renunciando al principio de la bilateralidad de la audiencia, sino que también a las normas del debido proceso y a la presunción de inocencia, porque no se debe olvidar que los presuntos infractores serán candidatos y candidatas electos que recibirán de golpe una formulación de cargos, cuando lo razonable es que se le comunique la denuncia, respecto de la cual -dejó constancia- que, en todo caso, el Servicio Electoral va a ser muy estricto en que esté revestida de seriedad y de mérito suficiente. 

Declaró que el Servicio Electoral es diferente, por lo que no cabía asimilarlo para estos efectos a la Superintendencia de Medio Ambiente o a la Oficina Nacional de Emergencia, dado que es la institución donde se genera el poder.
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, dejó constancia que existen dos modelos que cumplen con el debido proceso y que el Ejecutivo siempre está dispuesto a escuchar a los legisladores para obtener la fórmula más adecuada.

El Senador señor Walker, don Ignacio resumió las distintas opiniones en una sola, que la denuncia sea responsable, con debido proceso y bilateralidad de la audiencia.


El Senador señor Pérez Varela coincidió en la necesidad de que exista la posibilidad que la ciudadanía denuncie, pero precaviendo que no se utilice el Servicio Electoral como un instrumento de lucha política y, por ello, el tema de la denuncia responsable es de toda importancia. 


Agregó que la discusión sobre la estructura y la planta del Servicio Electoral es cada día más relevante para la efectividad de la legislación que se está construyendo.


El Senador señor Montes insistió en su idea de que la sola fiscalización institucional no va a funcionar y que necesita combinarse con la responsabilidad de fiscalización de los partidos políticos respecto de sus candidatos, con sanciones severas para estas entidades cuando permiten la sucesión de infracciones por sus candidatos.

Opinó que la fiscalización por la ciudadanía será el vehículo que permitirá descubrir muchas infracciones.

REAPERTURA DEL DEBATE DE LOS NÚMEROS QUE SIGUEN AL NÚMERO 1 DEL ARTÍCULO 70 D


Como ya se mencionó, en sesión de 5 de noviembre de 2015, el Ejecutivo de conformidad a las sugerencias de la Comisión Especial presentó el siguiente texto:
 
“2. La Subdirección, en ambos casos, impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el origen del procedimiento.

 
3. La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.
 
Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida, la sanción asignada y el plazo para evacuar traslado.
 
4. Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.
 
5. El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o a través del sitio web del Servicio Electoral.
 
6. Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.

La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.
 
7. Los hechos investigados y las responsabilidades a que estos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.
 
8. Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.
 
9. Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.
 
No obstante lo establecido en el párrafo anterior, si recibido el informe del Subdirector, el Director examinare que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral deberá elevar dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que este resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.
 
En caso que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave deberá devolver los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final.
 
10. De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.
 
11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.
 
12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.
 
Los plazos de días establecidos en esta ley son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.”.

-La Comisión Especial, respecto de los números 2 a 8, acordó aprobarlos por la unanimidad de sus integrantes, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker don Ignacio, efectuando adecuaciones formales.

-La Comisión Especial, en cuanto al resto de los números y del inciso final del artículo 70 D, acordó su aprobación por la unanimidad de los presentes, Senadores señores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, con modificaciones de redacción en el numeral 9 y 12.

ARTÍCULO 6° QUE MODIFICA LA LEY SOBRE ELECCIONES PRIMARIAS

PERÍODO DE PROPAGANDA ELECTORAL EN ELECCIONES PRIMARIAS


La Cámara de Diputados incorporó un artículo 6° bis a la Ley sobre Elecciones Primarias, que dispone la realización de propaganda electoral para las elecciones primarias sólo durante los treinta días anteriores a los de la respectiva elección.

INDICACIÓN 241


El Senador señor Coloma propone limitar el plazo desde los 30 días hasta el tercer día anterior al de la elección primaria. 


-Puesta en votación la indicación 241 fue aprobada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
Artículo 7°, nuevo

Indicación 241 a)

 
En sesión siguiente, el Ejecutivo formuló la indicación 241 a), para agregar un artículo 7°, nuevo, con la finalidad de eliminar la expresión “Servicio Electoral” del artículo trigésimo sexto de la ley N° 19.882, que enumera los servicios que se encuentran excluidos del sistema de Alta Dirección Pública.

 
-Puesta en votación la indicación 241 a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO 8° NUEVO QUE SE INCORPORA AL PROYECTO DE LEY

INDICACIÓN 242

La Presidenta de la República, mediante esta indicación 242, propone agregar un artículo 8° que modifica la ley N° 18.583, que fija la planta del Servicio Electoral.

La indicación 242, en su número 1 propone lo siguiente:

 
1.- En el artículo 1°:

a) En la planta de "Directivos afectos al Título VI de la ley N°19.882":

i.- Reemplázase la expresión "Subdirector" por "Subdirectores"; 

ii.- Créanse dos nuevos cargos de Subdirectores, grado 2°, de la Escala Única de Sueldos, y

iii.- Créanse cinco nuevos cargos de Jefes de División grado 3°, de la Escala Única de Sueldos.

b) En la planta de Profesionales: 

Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Dos cargos en el grado 4°;

ii.- Dos cargo en el grado 5°; 

iii.- Tres cargos en el grado 6°; 

iv.- Seis cargos en el grado 7°; 

v.- Seis cargos en el grado 8°; 

vi.- Seis cargos en el grado 9°, 

vii.- Dos cargos en el grado 10°, y

viii.- Un cargo en el grado 11°. 

d) En la planta de Técnicos: 

Créanse los siguientes cargos en los grados que se indican de la Escala Única de Sueldos:

i.- Tres cargos en el grado 9°;

ii.- Tres cargos en el grado 10°; 

iii.- Tres cargos en el grado 11°; 

iv.- Cinco cargos en el grado 12°; 

v.- Seis cargos en el grado 13°; 

vi.- Siete cargos en el grado 14°, y

vii.- Siete cargos en el grado 15°.

e) En la planta de Administrativos: Suprímense doce cargos grado 18°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que estos quedaren vacantes por cualquier causa.

f) En la planta de Auxiliares: Suprímense seis cargos grado 22°, de la Escala Única de Sueldos, una vez que estos quedaren vacantes por cualquier causa.

Las supresiones de cargos dispuestas en las plantas de Administrativos y Auxiliares se formalizarán mediante resolución del Director del Servicio Electoral visada por la Dirección de Presupuestos.


El abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, explicó que las modificaciones a la planta del SERVEL son las siguientes:

-Se incrementa el número de Subdirectores, ubicados en el grado 2 de la Escala Única.


-Se crean cinco cargos de jefe de división, grado 3, sumando ocho directivos.


-En cuanto a la planta de profesionales, se crean 27 cargos, entre los grados 4 y 11.


-En la planta de técnicos se crean 34 cargos, entre los grados 9 y 15.


-En la planta de administrativos y de auxiliares se suprimen 12 cargos de administrativos del grado 18 y en la de auxiliares se suprimen 6 cargos del grado 22. Estas supresiones rigen desde que queden vacantes, por lo que ningún funcionario va a perder su empleo mientras esté en ejercicio del cargo.


-Se modifican los requisitos para el desempeño de los cargos de Director y de Subdirectores, estableciendo exigencias de carácter amplio para que cualquier persona que cumpla una determinada formación académica pueda desempeñar tales cargos, sin atender a una profesión en específico.

-En la planta de profesionales, grados 5, 6 y 7, se establecen requisitos alternativos para que dichos grados puedan ser desempeñados por profesionales que han cursado carreras de ocho semestres de duración. Lo mismo ocurre en los grados 8 y 9.

-En materia de remuneraciones, respecto de la asignación de modernización, dada la autonomía constitucional de la institución, no intervendrá el Ministro y tampoco deberá efectuarse una visación de acto administrativo.


-La asignación electoral entrará en vigencia desde el momento de publicación de la ley y tendrá un componente fijo, cuyo monto dependerá de la ocurrencia en el año que corresponda de un proceso plebiscitario o eleccionario y su monto será de $25.000 o de $50.000. Asimismo, la asignación electoral tendrá un componente proporcional que será la suma de remuneraciones que se detallan en la indicación.
 
El abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, informó que estas modificaciones fueron conversadas con las autoridades y los representantes de los trabajadores del Servicio Electoral y que en total significan un incremento del presupuesto en gastos de personal, en año electoral, de un 46% y en año no electoral de un 42%. En vinculación con estos últimos datos, señaló que el gasto en personal durante el año 2015 es de 5 mil 313 millones de pesos.


El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, comentó la necesidad de contar con un cargo más por región, no obstante compartir la nueva dotación propuesta. Asimismo, dijo entender que durante el próximo año se efectuará una evaluación, luego de las elecciones municipales, que permitirá constatar si es necesario un nuevo debate sobre las plantas del Servicio.

El Senador señor Pérez Varela manifestó que la Comisión Especial ha enfrentado este proyecto de ley desde la perspectiva de contar con un instrumento legal que le permita a la ciudadanía reconocer normas de financiamiento de campañas y normas de financiamiento de los partidos lo más transparente posible. 

Agregó que todas esas normas de transparencia tienen como contrapartida el rol fiscalizador del Servicio Electoral, por ejemplo, en el caso de la renuncia al secreto bancario de la cuenta oficial de las campañas, será el SERVEL quien va a monitorear dicha cuenta, lo que a su vez le va a significar una gran responsabilidad, esto es, comprobar que los ingresos declarados oficialmente por un determinado candidato tienen un correlato con los gastos que efectivamente se realicen.

Por otro lado, continuó diciendo, el financiamiento público de los partidos políticos tendrá un correlato en la fiscalización detallada que deberá efectuar el SERVEL, al igual que los actos electorales, las regulaciones a la propaganda política, los padrones, etcétera, tareas que recaerán en dicha institución, por lo que la planta que se propone mediante la indicación del Ejecutivo no cumple con tal estándar.


Además, manifestó que la proposición conceptualmente no es satisfactoria, dado que al Servicio Electoral se le ha dado la categoría de ente autónomo constitucionalmente, con características fiscalizadoras principalmente y, al respecto, se debe analizar cuál es la estructura en materia de plantas y de remuneraciones de los órganos fiscalizadores, lo que nos dará como resultado que el SERVEL se ubica en el último lugar, en circunstancias que este Servicio tiene una relevancia y trascendencia fundamental en la vida política del país y en la confianza de la ciudadanía respecto de las personas que han sido electas para ejercer cargos de elección popular.

Por ello, opinó que la planta propuesta no refleja la categoría e importancia que tiene el Servicio Electoral, demostrándose como insuficiente, tanto es así que se está manteniendo el sistema actual de contratar personal a honorarios para enfrentar los actos eleccionarios, sin considerar el nuevo Servicio que se está creando que puede llegar a iniciar un procedimiento de cesación en el cargo de una autoridad elegida por el pueblo.

El Senador señor Guillier manifestó que se ha prometido al país la generación de una nueva institucionalidad, de mayor excelencia para asegurar la transparencia en los procesos electorales, con la característica de ser una prioridad nacional, de modo que lo esperable es que haya un correlato, ya que se han aumentado significativamente las funciones del SERVEL, confiriéndole autonomía y a los funcionarios se les entregará la capacidad y obligación de fiscalizar aplicando normas legales más complejas y, por consiguiente, es de esperar que vaya aparejada una coherencia con la planta y la calificación de los funcionarios.

Solicitó que se explicite la información respecto del tamaño de la planta y a quiénes van a contratar, porque si se va a mantener una fuga permanente a otros servicios va a provocar una gran estabilidad.

Finalmente, opinó que al estar embarcados en la tarea de hacer un país más transparente, más ordenado, con autoridades que fiscalizan y que son una garantía para la ciudadanía, se debe asumir que ello tiene un costo político, administrativo y financiero.

El Senador señor Walker, don Ignacio, indicó que los recursos siempre son relativamente escasos frente a necesidades múltiples y todos quieren más, pero en la actualidad se está enfrentando un escenario de restricción presupuestario, de modo que valoró el esfuerzo que está realizando el Gobierno en cuanto al Servicio Electoral, que incluye el aumento de 51 funcionarios en términos netos. 

Recordó que esta iniciativa debe cumplir, luego de ser despachado por la Comisión Especial, el trámite correspondiente ante la Comisión de Hacienda, oportunidad en que se debatirá también esta materia.

Por otro lado, precisó, es pertinente tener en cuenta el criterio de gradualidad para analizar el tema de las plantas, porque se está configurando una nueva estructura para el ámbito político electoral que requiere una fiscalización vigorosa y, por lo tanto, un servicio electoral que tenga los recursos humanos y financieros para acometer estas nuevas responsabilidades.

Dijo coincidir con el Senador señor Pérez Varela en que se ha efectuado un esfuerzo enorme en materia de transparencia, que no se observa en otras legislaciones. Con todo, echó de menos en la iniciativa el realismo en materia de elección presidencial.

En materia de fiscalización indicó que el Senador Pérez Varela tiene razón al expresar que el proyecto conjuga realismo, transparencia y fiscalización, esta última significando un Servicio Electoral con autoridad y con autonomía constitucional, de manera que en materia de recursos humanos y financieros ello debe verse reflejado. En consecuencia, reiteró la necesidad de aplicar el criterio de gradualidad en el sentido de que el año 2016, luego de las elecciones municipales, se va a poder conocer con certeza si los recursos humanos y financieros que se están considerando en la iniciativa son suficientes.


Solicitó al Gobierno que considere evaluar la marcha del Servicio una vez enfrentadas las elecciones municipales, para que tanto el Congreso Nacional, el Ejecutivo, el Servicio Electoral y las asociaciones de funcionarios realicen un examen posterior que sincere las necesidades.

Destacó que la indicación formulada por el Ejecutivo contiene un incentivo desde el punto de vista de remuneraciones, que implica un aumento de 7,7% de las mismas.

Por último, dejó constancia de la valoración positiva del esfuerzo que está realizando el Gobierno tanto en aumento de funcionarios como de remuneraciones, no obstante que lo instaba a un compromiso de evaluación de la marcha blanca de la legislación que se está aprobando.


El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, en materia de dotación de personal señaló que existe un acuerdo con el Gobierno en la línea de 92 cargos, que son indispensables para la marcha blanca y no 51. Distinto es el tema de los recursos, aclaró, en que la propuesta es insuficiente, porque todavía no existe una definición sobre el rol fiscalizador que le competería al SERVEL.

A continuación, el Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios del Servicio Electoral (ANEMSEL), señor Mauricio Osorio, manifestó preocupación por el texto que se someterá a votación, en lo que atañe a las plantas de funcionarios, puesto que desde el mes de agosto, cuando se formularon las indicaciones, las dos asociaciones de funcionarios han expresado su interés en trabajar en conjunto con la Dirección de Presupuestos y con el Ministerio Secretaría General de la Presidencia.

Recordó que el Servicio Electoral presentó una propuesta en el mes de abril de 2015, la que no guarda relación con las indicaciones propuestas por el Ejecutivo.


Estimó que la planta del Servicio Electoral debiera estudiarse con más detalle, porque la atribución de fiscalización es un escenario nuevo y conlleva una responsabilidad mayor, de modo que el trato debe ser similar al que se da a las instituciones fiscalizadoras, en lo que respecta a contar con personal idóneo, capaz, imparcial y competente para enfrentar tal atribución y no tener que estar recurriendo a personal a honorarios.

Finalmente, puntualizó que el tema de las remuneraciones contenido en la indicación del Ejecutivo es totalmente insuficiente, atendido que se aumenta significativamente la carga de trabajo y las responsabilidades de los funcionarios versus los presupuestos de las distintas Superintendencias que triplican el presupuesto dispuesto para el SERVEL.

El Presidente de la Asociación Nacional de Funcionarios (ANFUSE), señor Luis Berríos, hizo mención de una reunión que había comprometido el Ministro Secretario General de la Presidencia, a la que no concurrió la Dirección de Presupuestos, privando la búsqueda de un acuerdo en el tema de la dotación y de su financiamiento.


-Puesto en votación el número 1 de la indicación 242, fue rechazado por 3 votos en contra, de los Senadores señores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela y 1 voto a favor, del Senador señor Walker, don Ignacio.

El Senador señor García Ruminot fundamentó su voto en la necesidad de considerar a lo menos una asignación de fiscalización, evidentemente con un monto superior al que se viene proponiendo en la indicación respecto de las remuneraciones.

Asimismo, instó al Ejecutivo a tener en consideración la nueva arquitectura de atribuciones, facultades y responsabilidades del Servicio Electoral durante las conversaciones que sostenga con las autoridades y asociaciones de funcionarios de dicha institución.

El Senador Walker, don Ignacio manifestó que su voto era favorable, en el entendido que la discusión más especializada debiera radicarse en la Comisión de Hacienda y que debe esperarse el resultado de la marcha blanca durante el año 2016 de la nueva estructura del Servicio Electoral.

El Senador señor Pérez Varela discrepó de la consideración de la Comisión de Hacienda como instancia especializada, dado que la Comisión Especial ha trabajado en la instauración de una serie de facultades y atribuciones para el Servicio Electoral que requieren el correlato de la planta de funcionarios y de las remuneraciones.

 
En sesión de 25 de noviembre de 2015, el Senador señor Pérez Varela expresó su preocupación, luego de la incorporación de normas de transparencia, de facultades y obligaciones para el Servicio Electoral por medio de la iniciativa en análisis, porque ninguna de ellas da cuenta de la categoría fiscalizadora del Servicio.


Advirtió la falta de incorporación de un escalafón de fiscalizadores, que va a generar un SERVEL extraordinariamente débil para enfrentar las nuevas funciones y atribuciones.


El Senador señor Harboe opinó que al igual que la ley sobre responsabilidad penal adolescente, que desde el punto de vista sustantivo es una ley adecuada, pero no creó una institucionalidad adecuada, las modificaciones al Servicio Electoral, si no se realizan las correcciones pertinentes, van a producir resultados no esperados.

El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, indicó que el haber llegado al fondo en las funciones que tiene que cumplir el Servicio Electoral era necesario para poder tener una exacta dimensión de la labor de esta institución. Por ello, informó que se reunirán con el SERVEL y con el Ministro de Hacienda, de modo que se realice un diagnóstico preciso acerca de las necesidades que deban enfrentarse.

 
-Enseguida, la Comisión Especial discutió la indicación 242, en su número 2, que propone lo siguiente:

 
2.- En el artículo 1°A, introdúcense las siguientes modificaciones:

 
a.- Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años,";

 
b.- Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años,", y
 
c.- En la planta de Profesionales:

 
i.- Incorpórase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" la expresión ", alternativamente:";

 
ii.- En los requisitos "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" agrégase antes de la palabra "Título", el guarismo "i". 

 
iii.- Incorpórase, el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°: "ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado."; 

 
iv.- Incorpórase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 8° y 9°" la expresión ", alternativamente:".

 
v.- En los requisitos "Profesionales, grados 8° y 9°" agrégase antes de la palabra "Título", el guarismo "i", y

 
vi.- Incorpórase, el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°: "ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.".


El Senador señor García Ruminot consultó respecto de la expresión “o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente”.


El abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, explicó que cuando se cursan carreras en el extranjero, las normas del Ministerio de Educación -que en la actualidad están a cargo de la Universidad de Chile- exigen que para el desempeño de los cargos y su reconocimiento en Chile se deben rendir determinados exámenes de validación o convalidación, los que además han sido requeridos por la Contraloría General de la República, para que las profesiones obtenidas en el extranjero puedan ser desempeñadas sin objeción alguna.

-Puesto en votación el número 2 de la indicación 242, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela.
 
-A continuación, la Comisión Especial discutió la indicación 242, en su número 3, que propone lo siguiente:

 
3.- Agréganse los siguientes artículos 4, 5, 6, 7, 8 y 9, nuevos: 

 
“Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d), en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f), en cuanto a la participación de un Ministerio, y g), en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.

 
Artículo 5°.- El Consejo del Servicio Electoral deberá informar, en el mes de mayo de cada año, a las Comisiones de Constitución, Legislación, Justicia y Reglamento del Senado y de la Cámara de Diputados sobre el funcionamiento del Servicio y a, lo menos, acerca de: Los niveles de cumplimiento de las normas aplicables a éste; las normas e instrucciones que hubieren sido dictadas para la aplicación de las disposiciones electorales, de partidos políticos y de control de gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes N°s 18.603, 19.884 y 18.700; de las políticas y medidas implementadas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio; del estado del Registro Electoral; de las declaraciones y retiro de candidaturas; de las formalizaciones de pactos electorales que haya recibido el Servicio; sobre el funcionamiento de las juntas electorales; y, sobre las fiscalizaciones realizadas respecto del cumplimiento de la normativa electoral, aportes y gastos electorales, campañas electorales, propaganda electoral y sobre partidos políticos.

 
Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias señaladas en dicho inciso y de las demás que éste solicite. 

 
Artículo 6°.- Establécese, a contar de la fecha de publicación de la presente ley, una Asignación Electoral para el personal de planta y a contrata del Servicio Electoral.

 
Artículo 7°.- La Asignación Electoral contendrá los siguientes componentes:
 
a) Un componente fijo, y

 
b) Un componente proporcional, que se regirá por las disposiciones del artículo 9° de esta ley. 

 
La asignación se pagará mensualmente, tendrá el carácter de imponible y tributable y no servirá de base de cálculo de ninguna otra remuneración.

 
El personal que preste servicios por un período de tiempo inferior a un mes, tendrá derecho a que se le pague la asignación en proporción a los días completos efectivamente trabajados.

 
Artículo 8°.- El componente fijo a que se refiere la letra a) del artículo anterior de esta ley, ascenderá a $25.000 brutos mensuales, durante el año calendario en que no se realicen actos electorales y/o plebiscitos de conformidad a lo establecido en la ley N°18.700. El referido monto ascenderá al doble en el año calendario en que se realicen actos electorales y/o plebiscitos.

 
El componente fijo se reajustará conforme a los reajustes generales de remuneraciones que se otorguen a los trabajadores del sector público.

 
Artículo 9°.-El componente proporcional a que se refiere la letra b) del artículo 7° ascenderá a un porcentaje de la suma de las siguientes remuneraciones, según corresponda:

 
a) Sueldo base; 

 
b) Asignación de los artículos 17 y 18 de la ley N°19.185;

 
c) Asignación del artículo 19 de la ley N°19.185; y

 
d) Asignación del artículo 6° del decreto ley N°1.770, de 1977. 

 
El porcentaje a que se refiere el inciso precedente, será de un 2.5% de la suma de las remuneraciones que correspondan, durante el año calendario en que no se realicen actos electorales y/o plebiscitos, de conformidad a lo establecido en la ley N°18.700. En tanto, durante el año calendario en que  se realicen actos electorales y/o plebiscitos el señalado porcentaje ascenderá al doble.”.


Respecto del artículo 4° propuesto, el abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, explicó que en atención a que el Servicio Electoral es un órgano autónomo constitucional, se eliminan las menciones que dicen relación con la participación de los Ministerios en la celebración de los convenios para el cumplimiento de las metas que exige la asignación de modernización de la ley N° 19.553.

-Puesto en votación el artículo 4° propuesto fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


Sobre el artículo 5°, se suscitó la siguiente discusión:

-El Senador señor Pérez Varela opinó que esta norma se contradice con la autonomía constitucional del Servicio Electoral, apreciando, en todo caso, que el Consejo Directivo informe sobre determinadas materias a las Comisiones del Congreso Nacional que correspondan. Quizás debiera establecerse que el Consejo Directivo rinda una cuenta pública a la ciudadanía.

-El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que dada la forma en que se genera el Consejo Directivo del SERVEL y dada la necesidad de rendir cuenta de los órganos del Estado, incluso respecto de aquellos que cuentan con autonomía constitucional, el Consejo Directivo debería rendir una cuenta pública.

-La Subsecretaria General de la Presidencia, señora Patricia Silva Meléndez, señaló que el sentido de la disposición es que el Consejo Directivo de cuenta del estado del sistema electoral y político que fiscaliza. Reconoció que la redacción es demasiado detallista, pero el Ejecutivo está dispuesto a realizar las enmiendas que sean necesarias.

-El abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, indicó que el propósito del artículo 5° es regular una actividad de información acerca de cómo está la democracia, ante las Comisiones del Congreso Nacional, pero que no va a estar sometida al escrutinio del Poder Legislativo.


-El Presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santa María, expresó su opinión favorable a una cuenta pública a la ciudadanía, pero estimó inadecuado que se expliciten en la ley las materias sobre las cuales deben informar, dado el carácter de organismo autónomo constitucional del SERVEL.

-El Senador señor Guillier comentó que todos los órganos del Estado deben rendir cuenta pública a la ciudadanía.

-El Senador señor García Ruminot también se manifestó a favor de que el Consejo Directivo rinda una cuenta pública como lo llevan a cabo otros organismos, pero no así que tenga que ir a informar a determinadas Comisiones del Poder Legislativo.


-Finalmente, el Senador señor Walker, don Ignacio, en atención a que sí es de interés del Congreso Nacional conocer la marcha de las leyes sobre Votaciones Populares y Escrutinios, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral y sobre Partidos Políticos, propuso la siguiente redacción: El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de ambas Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados todo aquello relativo a la marcha e implementación de las leyes 18.603, 19.884 y 18.700.

-Puesto en votación el artículo 5° propuesto con la redacción mencionada, fue aprobado por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Puestos en votación los artículos 6°, 7°, 8° y 9° propuestos en la indicación, fueron rechazados por 3 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela y 1 voto a favor del Senador señor Walker, don Ignacio.


El Senador señor García Ruminot votó en contra por estar relacionado con el tema de las plantas del SERVEL, materia que también rechazó y que, señaló, probablemente sea regulado con otras denominaciones.


El Senador señor Guillier se mostró contrario a las denominaciones contenidas en estos artículos y al establecimiento de montos en la ley, porque ello obligará en el futuro a estar modificando la ley.

ARTÍCULO 9° NUEVO QUE SE INCORPORA AL PROYECTO DE LEY

INDICACIÓN 243

La Presidenta de la República propone incorporar un artículo 9° que tiene por finalidad efectuar modificaciones de adecuación a la ley N° 18.700 sobre Votaciones Populares y Escrutinios, a la Ley sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral y a la Ley sobre Partidos Políticos.


-Puesta en votación la indicación 243 fue aprobada por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, con excepción de la letra c) del número 1) del artículo 8°, de las letras b) y c) del número 2) del artículo 8° y de la letra c) del número 3) del artículo 8°, dado que se contradicen con los acuerdos adoptados por la Comisión Especial en las materias en que inciden.

El Senador señor Harboe, respecto de los incisos primero y segundo del artículo 55 de la Ley sobre Partidos Políticos, que disponen que la infracción cometida por un afiliado o un partido político-que lo haga merecedor de una multa- acarreará la pena de suspensión de los derechos del afiliado al partido o del partido, mientras no paguen la multa, consultó si ello era correcto, porque lo que debiera ocurrir –indicó- es que tal sanción sólo proceda cuando la multa esté ejecutoriada.

También preguntó sobre la forma de llevar a la práctica la suspensión de un partido político.


El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, recordó que en la Cámara de Diputados se está discutiendo un proyecto de ley que modifica la Ley sobre Partidos Políticos, instancia que debería ocuparse de la observación planteada.
ARTÍCULO 7° DEL PROYECTO DE LEY QUE ESTABLECE EL FINANCIAMIENTO DE LA LEY

Este artículo 7° original –QUE PASÓ A SER ARTÍCULO 10-  preceptúa que los gastos que se irroguen en el primer año presupuestario se financiarán con los recursos consultados en la Partida del Ministerio del Interior y Seguridad Pública y en lo que falte con los recursos de la Partida de Tesoro Público. En los años siguientes se financiará en la respectiva Ley de Presupuestos.

A su respecto, no se presentaron indicaciones.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

INDICACIÓN 244

 
El Senador señor Harboe formuló la indicación 244, con la finalidad de considerar como artículo primero transitorio el siguiente:

 
“Artículo …- Para que los partidos políticos puedan optar al beneficio establecido en el artículo 3 numeral 2 de esta ley, deberán:

 
a) actualizar su registro general de afiliados de acuerdo a lo prescrito en el artículo 20 de la ley nº 18.603 orgánica constitucional de los partidos políticos, dentro de los 60 día seguidos a la publicación del reglamento que indica el artículo cuarto transitorio de esta ley, eliminando a las personas fallecidas, aquellas que se encuentren afiliadas a más de un partido político,  las inhabilitadas para sufragar, las que hubieren renunciado a su militancia y aquellas cuya inscripción no se completó en la forma legal.

 
b) reinscribir, dentro del plazo de un año, en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, a un número de afiliados equivalente al exigido por la ley nº 18.603 orgánica constitucional de los partidos políticos. Esta obligación no afecta la existencia legal de los partidos políticos.
 
La reinscripción consiste en la ratificación del afiliado de su voluntad de permanecer como tal en el partido. Esta manifestación de voluntad debe ser personal e indelegable y se efectuará ante ministro de fe. Será considerados como  ministros de fe los oficiales del Servicio de Registro Civil e identificación, los notarios públicos y los funcionarios del Servicio Electoral designados para tal efecto por el Director.

 
c) implementar elecciones internas para la designación de sus dirigentes, las serán reguladas y supervigiladas por el Servicio Electoral, como asimismo aplicar normas de transparencia y probidad en la gestión de sus autoridades.

 
d) efectuar una cuenta pública anual a partir del año 2016, en la forma, términos y plazos que la autoridad señale.”.

 
El Senador señor Harboe explicó que la indicación regula la aplicación de las normas sobre transparencia y probidad en la gestión de todas las autoridades de los partidos políticos, junto a la necesidad de realizar una cuenta pública anual.
 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, aseveró que las propuestas de la indicación en estudio se encuentran contenidas, en disposiciones permanentes, en el proyecto de ley, en primer trámite constitucional, que fortalece el carácter público y democrático de los partidos políticos y facilita su modernización, correspondiente al Boletín N°10.154-07.

 
-La indicación 244 fue retirada por su autor.

ARTÍCULO PRIMERO

ACTUALIZACIÓN DEL REGISTRO GENERAL DE AFILIADOS A LOS PARTIDOS POLÍTICOS


La Cámara de Diputados aprobó un artículo primero transitorio con la finalidad reseñada.

No se presentaron indicaciones.

El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso una propuesta del Ejecutivo, la que apunta a establecer que sólo podrán acceder al financiamiento público los partidos políticos que, dentro de los sesenta días de publicado el reglamento a que alude el artículo cuarto transitorio contenido en la iniciativa, acrediten el cumplimiento del requisito establecido en el artículo 20 de la ley N°18.603, consistente en llevar un registro general actualizado de todos sus afiliados, ordenado por Regiones.

Para estos efectos, propone considerar actualizado el registro general una vez que sean eliminadas de él las personas fallecidas, las que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio, las que hubieren renunciado a su afiliación y aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal.

Con dicha finalidad, los partidos políticos podrán solicitar al Servicio Electoral la información que estimen necesaria, el cual deberá otorgarla en el plazo de diez días.

 
El Senador señor García Ruminot sostuvo que las causales de eliminación de los afiliados a los registros generales de los partidos políticos dicen relación con materias de conocimiento del Servicio Electoral y del Servicio de Registro Civil e Identificación, de modo tal que dicho organismo debe proceder a informar de las personas que se encontraren en las hipótesis de eliminación que describe la iniciativa.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, agregó que la disposición propuesta considera lo dispuesto en el artículo 20 de la ley N°18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, que establece la obligación de actualización de los padrones electorales.

 
En ese contexto, coincidió en señalar que las causales de eliminación que propone el texto aprobado en general por el Senado se vinculan necesariamente a la información que administra el Servicio Electoral, lo que genera la necesidad de establecer que dicho organismo deberá otorgarla a los partidos políticos.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que, considerando el propósito que persigue la iniciativa, se debe distinguir entre la reinscripción y actualización de los padrones electorales, en cuyo caso, atendido el tenor de la disposición en estudio, se trataría de la actualización o depuración de dicho registro.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que se debe distinguir entre el ingreso y la permanencia en los registros de los partidos políticos o, lo que es lo mismo, entre la actualización que regula la disposición transitoria en estudio y la reinscripción que detalla la disposición segunda transitoria. 

 
De ese modo, detalló que, dentro de los sesenta días de publicado el reglamento a que alude la disposición cuarta transitoria, se deberá proceder a la actualización de los padrones electorales y, asimismo, a la reinscripción de los militantes de los partidos políticos, en un plazo de doce meses.

 
En consecuencia, indicó que, en conformidad a la normativa propuesta, los partidos políticos podrán acceder, sucesivamente, a un padrón electoral actualizado y reinscrito, conformado por aquellos militantes que hubieren manifestado su voluntad de permanecer en dichas colectividades.

 
En la sesión siguiente, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta que, atendido el deber de mantener actualizados los padrones electorales, considera la complejidad práctica que dicha obligación supone para los partidos políticos, toda vez que la información requerida consta en los registros del Servicio Electoral.

 
En consecuencia, propuso que dicho organismo deberá mantener actualizados los registros de electores en tanto se verifique el proceso de reinscripción de militantes, considerando los diversos mecanismos que pueden ser utilizados con dicha finalidad, incluyendo las elecciones internas al interior de las colectividades.

 
El Senador señor García Ruminot consultó al Servicio Electoral respecto de la factibilidad técnica de poner a disposición la información certera respecto de los datos contenidos en los padrones de afiliados.

 
El presidente del Consejo Directivo del Servicio Electoral, señor Patricio Santamaría, explicó que, a propósito de la detección en las últimas elecciones presidenciales y parlamentarias de una serie de falencias en la inscripción en los registros electorales, se ha certificado que existen cerca de 126.000 personas que, en los últimos años, no han revalidado sus documentos de identidad.

 
En ese contexto, añadió que existe la necesidad de actualizar la información contenida en los padrones electorales, aun cuando no existe la factibilidad técnica para eliminar de dicho registro a las personas fallecidas, en tanto que, respecto de las personas que se hubieren afiliado a más de un partido político, el organismo cuenta con los mecanismos que evitan que dicha situación pudiere producirse.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que, en cualquier caso, se debe garantizar que las causales de actualización de los registros electorales pueda ser, en la práctica, aplicadas por el Servicio Electoral. De ese modo, manifestó su conformidad con la propuesta del Ejecutivo.

 
El Senador señor Harboe sostuvo que se debe establecer la obligación permanente del Servicio Electoral, consistente en mantener actualizados los registros de afiliados a cada partido político. Asimismo, consultó respecto de la forma en que se procede a la actualización del padrón electoral en aquellos casos en que los partidos políticos no entregan la información requerida oportunamente o de la forma requerida.
 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, propuso establecer que, dentro de los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los registros de afiliados de cada partido político. Al efecto, se considerarán actualizados los registros de afiliados una vez que sean eliminadas las personas que se encuentren afiliados a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal, y aquellas cuya información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.

 
De ese modo, añadió que la obligación que consagra de modo permanente el deber del Servicio Electoral, consistente en actualizar los padrones de afiliados, se encontrará contenida en el artículo 20 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos. En consecuencia, agregó que la disposición transitoria en estudio apunta a regir en el período de transición de doce meses que consagra la iniciativa.

 
-Puesto en votación el artículo primero transitorio del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

ARTÍCULO SEGUNDO

REINSCRIPCIÓN DE LOS AFILIADOS A LOS PARTIDOS POLÍTICOS EN CADA UNA DE LAS REGIONES EN QUE SE ENCUENTREN CONSTITUIDOS

INDICACIÓN 245


El Senador señor Larraín formuló esta indicación 245 para suprimirlo.


Al inciso primero del artículo segundo transitorio, que consagra la obligación de los partidos políticos de reinscribir, en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, a un número de afiliados equivalente al exigido por la Ley sobre Partidos Políticos para constituirse como partido en cada región, se hicieron presente las siguientes indicaciones:
INDICACIONES 246 A 249


La Presidenta de la República formuló estas indicaciones con el siguiente objetivo:


-disminuir la exigencia de reinscripción en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos a tres regiones continuas, al menos.


-la reinscripción por un número no inferior a 500 personas en cada una de las regiones o el equivalente exigido en la Ley sobre Partidos Políticos si el número de afiliados exigidos fuere más alto a dichos 500 afiliados en cada una de las regiones.


Al inciso segundo del artículo segundo transitorio se formuló la siguiente indicación:

NDICACIÓN 250 

La Presidenta de la República agrega al inciso segundo las siguientes oraciones: “Se entenderán reinscritos, asimismo, a los afiliados que participen en la siguiente elección interna del partido político. El Servicio Electoral, mediante Instrucción, establecerá las condiciones para que la votación de los afiliados en la siguiente elección interna del partido político cuente como reinscripción en los términos de este artículo, la que  deberá incluir un formulario especialmente realizado para ello, en que conste la voluntad del afiliado de permanecer en tal calidad en el respectivo partido, acompañado de una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado, y los demás elementos que aseguren el carácter personal e indelegable de la reinscripción. El partido político deberá entregar la documentación solicitada por el Servicio Electoral para la reinscripción de afiliados dentro de un plazo de 10 días contados desde la fecha de celebración de la elección interna.”.
INDICACIÓN 251


Luego, la Presidenta de la República, mediante la indicación 251 propone incorporar un inciso tercero al artículo segundo transitorio que señala:
 
“Los afiliados que no se reinscribieren en virtud de lo dispuesto en  este artículo y no sufraguen en la siguiente elección interna del partido político, serán eliminados del Registro de Afiliados. El Servicio Electoral deberá consignar en el Padrón que entrega al partido político para la celebración de su elección interna, en conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603, aquellos afiliados que hayan cumplido con lo dispuesto en este artículo.”.
INDICACIÓN 252


Al inciso tercero del artículo segundo transitorio, la Presidenta de la República propone corregir la mención de los funcionarios del Servicio de Registro Civil e Identificación que se consideren como ministros de fe para los efectos del artículo.

INDICACIONES 253 A 255

La Presidenta de la República formuló estas indicaciones al inciso sexto del artículo segundo transitorio, con la finalidad de regular la entrega de los aportes trimestrales estatales a los partidos políticos que están reinscribiendo a sus afiliados.

INDICACIÓN 256


La Presidenta de la República propone suprimir el inciso séptimo del artículo segundo transitorio, referido al aporte trimestral estatal y las regiones donde no se hubiere reinscrito el mínimo de afiliados.

INDICACIÓN 257

La Presidenta de la República propone suprimir el inciso octavo del artículo segundo transitorio, referido a la entrega de los aportes trimestrales conforme el cálculo del inciso sexto, sobre la base de las regiones en que el partido no hubiere reinscrito a sus afiliados a la fecha que corresponda recibir el aporte.

INDICACIÓN 258


El Senador señor García Ruminot propone agregar los siguientes incisos finales al artículo segundo transitorio:
 
“Para todos los efectos legales se entenderán reinscritos, los afiliados incluidos en comunicaciones de los partidos políticos al Servicio Electoral, efectuadas dando cumplimiento a las nuevas exigencias de dicho servicio indicadas en la Resolución O. Nº 2381, de 28 de julio de 2015.
 
Los afiliados que no hubieren efectuado reinscripción en sus respectivos partidos dentro de los plazos establecidos en la presente ley, no podrán presentarse como candidatos a ningún cargo directivo interno, de consejero, integrantes de tribunales internos o a cargos de elección popular en representación del partido y tampoco podrán ejercer el derecho a sufragio en procesos electorales internos.”.
 
-Puestas en votación las indicaciones 245, 246, 248 y 249 fueron rechazadas por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. 

-La indicación 258 fue aprobada, con modificaciones por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó la propuesta del Ejecutivo, que, en lo fundamental, apunta a establecer un proceso de reinscripción de militantes de los partidos políticos y vincular el cumplimiento de dicha obligación con el aporte público a sus colectividades.

 
Con dicha finalidad, propone que la reinscripción de afiliados debe verificarse en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses contados desde la publicación de la ley, al cabo del cual el registro se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito y los nuevos afiliados inscritos a partir de agosto de 2014.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, abogó por establecer que, a propósito de la inscripción de militantes nuevos, se debe proceder en conformidad a lo que dispone la resolución N°2.381 del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.

 
-Puesto en votación el inciso primero del artículo segundo transitorio del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, conforme indicación 247 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado.
 
En la sesión siguiente, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta que, considerando las observaciones de los miembros de la Comisión, respecto de la forma en que debe verificarse la reinscripción de candidatos, establece que deberá realizarse de forma personal e indelegable ante un ministro de fe, utilizando el formulario único que, al efecto, elaborará el Servicio Electoral. Para tales efectos, agrega que se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determinen sus Directores, ninguno de los cuales podrá cobrar por tales servicios o negarse a dicha ratificación.

 
Asimismo, propone que el Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región, y podrá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación de forma fidedigna.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que resulta necesario establecer la obligación del Servicio Electoral, consistente en establecer mecanismos electrónicos para que los partidos puedan reinscribir a sus militantes.

 
El Senador señor Harboe manifestó que, en cualquier período, es necesario establecer la participación del Servicio Electoral para efectos de la reinscripción de los militantes, toda vez que, de ese modo, es posible garantizar de mejor manera la autenticidad de los registros.

 
Puesta en votación la indicación 250, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


La indicación 252 fue rechazada por la unanimidad de los integrantes de la Comisión Especial.

 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, propuso incorporar un inciso tercero, nuevo, al artículo segundo transitorio, con la finalidad de establecer que durante los doce meses en que se realice la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado, en las elecciones internas de los partidos políticos, estos podrán implementar procedimientos de reinscripción de afiliados, mediante el formulario correspondiente, en cuyo caso el Servicio Electoral deberá establecer las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de dicha reinscripción.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que, mediante la supervisión del Servicio Electoral, es posible garantizar la autenticidad del proceso eleccionario interno, particularmente en cuanto al carácter personal e indelegable de dicha reinscripción.

 
Puesto en votación el inciso tercero del artículo segundo transitorio del texto aprobado en general por el Senado, teniendo en consideración la indicación 251, fue aprobado por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió en la necesidad de garantizar la renovación de los padrones electorales, lo que, asimismo, requiere cautelar el derecho a la privacidad respecto de la afiliación de una persona a un partido político, considerando que se trata de información sensible, y permitir que dicha reinscripción pueda verificarse en todas las regiones del país.

 
El Senador señor Guillier sostuvo que las medidas de transparencia de la actividad política deben ser garantizadas no sólo para efectos de su financiamiento público, sino, además, para asegurar el cumplimiento de funciones y fines. Asimismo, compartió la necesidad de proteger la reserva de la información consignada en los padrones electorales, y garantizar la posibilidad de reinscripción en todas las regiones del país.

 
El abogado señor David Huina coincidió en la necesidad de cautelar los datos personales de los afiliados, lo que requiere considerar la pertinencia de que cualquier militante pueda solicitar una copia del registro de afiliados.

 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, explicó que, en conformidad al inciso quinto del numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, el acceso a los padrones electorales debe ser objeto de reserva respecto de terceros, pero debe ser accesible a los militantes del respectivo partido.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, sostuvo que la iniciativa apunta a equilibrar el derecho de las personas a mantener reserva de su afiliación a una colectividad política, y el derecho de los militantes a competir en elecciones internas, lo que requiere tomar conocimiento de la nómina de sus afiliados.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, señaló que la propuesta debe considerar el deber de reserva que, respecto de terceros, consagra la Constitución Política de la República. De ese modo, precisó que se debe especificar las finalidades que se pretenden con la entrega de la información contenida en los padrones de los partidos políticos.

 
El Senador señor Harboe opinó que, a propósito de la facultad de los afiliados, consistente en solicitar al Servicio Electoral una copia del Registro de Afiliados al partido político, dicho documento contiene información que consiste en un dato personal de carácter sensible, no susceptible de ser publicado o entregado a terceros.

 
La asesora jurídica del Servicio Electoral, señora Andrea González, sostuvo que se debe cautelar la reserva de los registros y de la información contenida en éstos, considerando que se trata de información personal sensible.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, coincidió en la necesidad de cautelar el deber de reserva de la información contenida en los registros de militantes respecto de terceros, en los términos que consagra el inciso quinto del numeral 15 del artículo 19 de la Constitución Política de la República, que permite la accesibilidad a sus afiliados.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, expuso que, respecto del deber de reserva de los padrones de militantes, el Consejo para la Transparencia ha señalado que se trata de una materia de reserva relativa, al permitir el acceso a la información por parte de los militantes y las directivas de los partidos políticos. Asimismo, propuso incorporar a las directivas centrales de los partidos políticos como una entidad ante la cual solicitar una copia del registro.

 
-Puesto en votación el inciso cuarto del artículo segundo transitorio del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado, en conformidad al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta para establecer que respecto de la recepción de los aportes estatales, durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de la ley, los partidos recibirán el aporte sólo en aquellas regiones en que su padrón de militantes alcance el mínimo exigido en la ley N°18.603 para constituirse como partido en cada región. Sin embargo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea menor a 500 personas, deberán acreditar, como mínimo a 500 afiliados. Agrega que, a partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán dicho aporte en conformidad a las reglas que allí se establecen.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que la propuesta del Ejecutivo apunta a obtener un padrón actualizado de cada partido político. Con dicha finalidad, serán parte del padrón aquellos que, habiéndose inscrito con anterioridad, procedieren a su reinscripción ante uno de los ministros de fe o mediante su participación en un proceso de elección interna.

 
La directora de Incidencia de la Fundación Espacio Público, señora María Jaraquemada, expuso que la propuesta del Ejecutivo regula adecuadamente la reinscripción de militantes de los partidos políticos, toda vez que, de ese modo, permite favorecer la confiabilidad de sus padrones electorales, mejorando su competencia y competitividad interna.

 
El Senador señor Pérez Varela sostuvo que no resulta adecuado establecer que, en aquellas regiones donde el requisito para constituirse como partido sea inferior a 500 personas, los partidos deban acreditar como mínimo a 500 afiliados, toda vez que ello supone una discordancia entre los requisitos de existencia de un partido político y aquellos exigidos para acceder al aporte estatal.

 
El Senador señor García Ruminot coincidió con dicha observación, considerando que resulta adecuado disminuir la exigencia de 500 afiliados en aquellas regiones en que se requieren menos de 500 personas para constituir un partido político.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, explicó que, respecto de la exigencia de 500 afiliados en aquellas regiones en que se requieren menos de 500 personas para constituir un partido político, se trata de un requisito que opera únicamente en el ámbito del financiamiento de las colectividades, por lo que no obsta a la existencia legal de los partidos políticos. En efecto, aseveró que, atendido el aporte estatal que propone la iniciativa, no resulta adecuado establecer el financiamiento de aquellas colectividades que no superan un umbral mínimo de representación y participación.

 
El Senador señor Pérez Varela comentó que no resulta adecuado diferenciar los requisitos para constituir un partido político y aquellos que generan su financiamiento.

 
El Senador señor Harboe afirmó, en sentido contrario, que se trata de requisitos que apuntan a finalidades distintas, por lo que no pueden resultar equivalentes, sobre todo considerando que, para efectos del financiamiento estatal, los partidos políticos deben cumplir con cierta representatividad, sobre todo considerando que, al no exigirse dicho requisito, se permitiría el financiamiento de emprendimientos individuales o de escasa participación.

 
El Ministro Secretario General de la Presidencia, señor Nicolás Eyzaguirre, reiteró la necesidad de requerir cierta representatividad de aquellas colectividades que pretenden recibir el aporte estatal, distinguiendo, al efecto, entre los requisitos para la existencia legal de los partidos y aquellos que sólo operan para efectos de financiamiento público.

 
-Puestas en votación las indicaciones 253 y 254, fueron aprobadas, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-La indicación 255 fue rechazada por la misma unanimidad.


-Las indicaciones 256 y 257 fueron aprobadas por la misma unanimidad.


El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, a propósito de los requisitos para acceder al financiamiento público que establece la iniciativa, propuso incorporar un inciso para especificar que dichas reglas no obstan la existencia legal de los partidos, ni modifica sus causales de disolución.

 
-Puesto en votación el inciso noveno del artículo segundo transitorio del texto aprobado en general por el Senado, fue aprobado, en conformidad al inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El Senador señor Walker, don Ignacio, manifestó que la sanción consistente en la eliminación de los registros electorales de aquellos afiliados que no se reinscribieran resulta desproporcionada, atendida la conducta de que se trata. Asimismo, afirmó que el sistema de partidos que rige en nuestro país se caracteriza por la estabilidad y tradición de las diversas colectividades, lo que ha originado una historia y cultura política que debe ser resguardada.

 
De ese modo, arguyó que los registros históricos de los militantes merecen ser protegidos, considerando que la eliminación de los padrones constituiría una sanción extremadamente drástica, particularmente para aquellos militantes de larga data.

 
Al efecto, propuso que, en lugar de la eliminación de dichos registros, se aplique la suspensión del ejercicio de los derechos que derivan de la militancia, lo que, al mismo tiempo, evita la vulneración del derecho fundamental de asociación y protege la historia y la estabilidad de los partidos políticos. Asimismo, aseveró que una disminución de los padrones electorales estimularía el surgimiento de proyectos personales y de caudillismo al interior de dichas entidades, lo que afectaría la tradición democrática de nuestro país.

 
En la misma línea, el Senador señor Pérez Varela agregó que la eliminación de los militantes, por no haber operado la reinscripción, podría afectar su existencia legal, lo que resulta contradictorio con el propósito que persigue la iniciativa.

 
El Senador señor Guillier afirmó que, con la finalidad transparentar los padrones electorales de los partidos políticos, resulta adecuada la regulación propuesta, sobre todo considerando que, de ese modo, es posible mejorar los estándares de control de dichas colectividades, y resolver la situación actual, consistente en que éstas aparecen con una cantidad de afiliados que no tiene un correlato en la realidad.

 
En la sesión siguiente, el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, presentó una propuesta para reemplazar la sanción de eliminación de los registros del partido político para aquellos militantes que no se hubieren reinscrito, disponiendo, al efecto, la suspensión de sus derechos de afiliado.

 
Con dicha finalidad, propuso incorporar un inciso séptimo, nuevo, al artículo segundo transitorio, que especifique dicha sanción.

 
La asesora jurídica del Servicio Electoral, señora Andrea González, consultó respecto del alcance de la suspensión de los derechos de militante, toda vez que el numeral 5 del artículo 46 de la ley N° 18.603, orgánica constitucional de Partidos Políticos, establece que, tratándose de dicha suspensión, ésta operará por un término de seis meses a dos años, de todos los derechos que le correspondan en elecciones y plebiscitos. Asimismo, sostuvo que se debe especificar el sujeto obligado en materia de reinscripción, esto es, si se trata del militante o del partido político, lo que exige especificar la forma en que la reinscripción será puesta en conocimiento del Servicio Electoral.

 
-Puesta en votación la indicación 251, fue aprobada, con modificaciones, por la unanimidad de los miembros de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
El Senador señor Harboe consultó respecto de las razones que explican el tratamiento diferenciado para aquellos partidos políticos conformados a partir del 5 de mayo de 2015 y aquellos que se encuentren en proceso de formación y el asesor del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, sugirió una adecuación formal al último inciso del artículo segundo transitorio consistente en explicitar que las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la ley.
-------


En sesión posterior, el Ejecutivo formuló las siguientes indicaciones que ratifican y perfeccionan el texto de los artículos primero y segundo transitorios aprobados:

Artículo primero transitorio

Indicación 244a)
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, presentó la indicación del Ejecutivo que recoge las observaciones de los miembros de la Comisión respecto del artículo primero transitorio de la iniciativa.

 
-Puesta en votación la indicación 244a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
Artículo segundo transitorio

Indicación 258a)
 
La asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, presentó la indicación del Ejecutivo que recoge las observaciones de los miembros de la Comisión respecto del artículo segundo transitorio contenido en la iniciativa.

 
-Puesta en votación la indicación 258a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
ARTÍCULO TERCERO

FACULTADES AL PRESIDENTE DE LA REPÚBLICA PARA ESTABLECER TEXTO REFUNDIDO DE LAS LEYES ELECTORALES BAJO LA DENOMINACIÓN DE “CÓDIGO ELECTORAL”


No se presentaron indicaciones.

ARTÍCULO CUARTO
DICTACIÓN DE REGLAMENTO ALUDIDO EN ARTÍCULO 33 BIS DE LA LEY DE PARTIDOS POLÍTICOS


No se presentaron indicaciones. 

-La Comisión Especial, dado el texto resultante del artículo 33 bis de la ley sobre Partidos Políticos, estimó innecesario mantener este artículo transitorio.
ARTÍCULO QUINTO

RECONOCIMIENTO A LOS PARTIDOS POLÍTICOS DE LA CALIDAD DE POSEEDORES REGULARES DE BIENES RAÍCES RURALES O URBANOS

INDICACIONES 259 Y 260

La Presidenta de la República formuló esta indicación que propone reemplazarlo por los siguientes artículos quinto, sexto, séptimo y octavo transitorios, nuevos:

 
"Artículo quinto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.
 
En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

 
En caso que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.
 
Increméntase en 38 cupos la dotación máxima de personal vigente del Servicio Electoral.

 
Artículo sexto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa.

 
Artículo séptimo.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.

 
Artículo octavo.- El plazo de un año que contempla el numeral 6° del artículo 1° de la presente ley, corresponderá a 60 días hábiles a contar de la publicación de esta ley en el Diario Oficial, para efectos de determinar los lugares de propaganda autorizados para las próximas elecciones municipales.”.

Respecto del artículo quinto transitorio original, el asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, explicó que se está sustituyendo, porque en el proyecto de ley que modifica la Ley de Partidos Políticos –en tramitación ante la Cámara de Diputados- se formulará una indicación que va a regular la administración de bienes de partidos políticos.

El Senador señor Walker, don Ignacio comentó que el contenido del artículo quinto transitorio original encierra un interés para los partidos políticos, en lo que se refiere a la regularización de bienes raíces urbanos o rurales que carezcan de título inscrito y consultó en qué términos se estaría contemplando en la iniciativa pendiente ante la Cámara de Diputados.
 
El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, agregó que se está elaborando un estatuto que contemple el traspaso y la regularización de los bienes actuales de los partidos políticos y la forma en que los partidos políticos celebrarán actos y contratos en consonancia con la prohibición del aporte de personas jurídicas.
 
Respecto del artículo sexto transitorio que se propone, el abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, explicó que en la actualidad existen cargos de Alta Dirección Pública en el SERVEL y con la transformación y entrada en vigencia de la ley en estudio no significa que esos funcionarios vayan a perder su nombramiento, sino que lo van a mantener y cuando pierdan la calidad de altos directivos, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 19.882, se efectuará un nuevo llamado a concurso.
  
Respecto del artículo séptimo transitorio que se propone, el abogado de la Dirección de Presupuestos, señor Rodrigo Quinteros, fundamentó el texto de este artículo transitorio en que el grueso de funciones del Servicio Electoral está concentrado en las actividades de registro, inscripciones y acto electoral y teniendo en consideración que existirán tres Subdirecciones, el actual cargo de Subdirector sería el más apropiado para gestionarlas en el período de transición.

El Presidente del Consejo Directivo del SERVEL, señor Patricio Santa María, opinó que sería más apropiado entregar al Consejo la decisión sobre esta materia.


El Senador señor Walker, don Ignacio señaló que en la actualidad existe una Subdirección y se están creando dos más, de manera que es de toda lógica que en el período de transición se designe a la Subdirección en ejercicio en el área que se indica, con el objetivo de darle continuidad al Servicio en el período en que se publique la ley y asuman los nuevos subdirectores.

El asesor legislativo del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señor Tomás Jordán, comentó que se trata de una norma transitoria que permite darle continuidad a la actual legislación y la entrada en vigencia de la legislación modificatoria.

El Senador señor García Ruminot consideró apropiada la norma, en el sentido que le da certeza a la persona que actualmente ejerce el cargo de Subdirector de continuar desarrollando una labor en la que ha demostrado experiencia. Con todo, se declaró dispuesto a revisar el tema si el Ejecutivo así lo estime.


Respecto del artículo 8° transitorio que se propone, el Ejecutivo hizo retiro de la indicación 260.


-Puestos en votación los artículos quinto, sexto y séptimo transitorios que se proponen, fueron aprobados por la unanimidad de los integrantes presentes de la Comisión Especial, Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Con todo, el inciso final del artículo quinto transitorio fue rechazado por 3 votos en contra de los Senadores señores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela y 1 voto a favor, del Senador señor Walker, don Ignacio.
Indicación 259a)
 
En sesión siguiente, la asesora del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, señora Valeria Lübbert, presentó la indicación 259 a) para agregar, en el artículo sexto transitorio del texto aprobado en general por el Senado, que pasó a ser artículo quinto transitorio, que el Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de la ley seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.

 
De ese modo, afirmó que la regulación propuesta no modifica las reglas que rigen al actual Director del Servicio Electoral, salvo que opte por someterse a éstas, en cuyo caso deberá suscribir un convenio de desempeño con el Consejo Directivo del Servicio Electoral.

 
-Puesta en votación la indicación 259a), fue aprobada por la unanimidad de los miembros presentes de la Comisión, Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.
INDICACIÓN 261


El Senador señor Navarro, por medio de la indicación 261, propone incorporar un artículo transitorio, nuevo, del siguiente tenor:

 
“Artículo…- Declárase la publicidad de la información sobre los aportes reservados a que se refieren los artículos 16, 18 y 19 de la ley 19.884 derogados por la presente ley, realizados a los candidatos a diputados y senadores en las respectivas elecciones celebradas desde el 7 de julio de 2003. La publicidad de dicha información comprende la identidad de los aportantes, los montos y la identidad de las candidaturas receptoras de tales aportes. A contar de 90 días de la promulgación de la presente ley, cualquier persona podrá requerir la información al Servicio Electoral  mediante el procedimiento establecido en el Título IV de la ley 20.285.”.


-El Presidente de la Comisión Especial declaró inadmisible esta indicación por no tener relación directa con las ideas matrices o fundamentales del proyecto, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 24 de la Ley Orgánica del Congreso Nacional e inciso segundo del artículo 118 del Reglamento del Senado.
INDICACIÓN 262

Las Senadoras señoras Goic y Muñoz proponen agregar el siguiente artículo transitorio nuevo:
 
“Artículo ….- El reglamento a que hace referencia el inciso quinto del artículo 34 de la ley N°18.700, conforme lo dispuesto en el artículo 1° N°1, será expedido por el Ministerio del Interior y Seguridad Pública dentro del plazo de tres meses contado desde la publicación de esta ley.”.

 
-El Presidente de la Comisión Especial declaró inadmisible esta indicación por corresponder a una materia de iniciativa exclusiva del Presidente de la República, según lo dispone el número 2° del inciso cuarto del artículo 65 de la Constitución Política.

-------

MODIFICACIONES

En conformidad a los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia tiene el honor de proponer las siguientes modificaciones al proyecto de ley aprobado en general por el Senado:

ARTÍCULO 1°

ooooooo


Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:


“Respecto de cada candidato se deberá señalar la cuenta bancaria prevista en el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 1, con enmiendas).
NUMERAL 1

Ha pasado a ser numeral 2, con las siguientes modificaciones:


-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:


“2.- Agrégase el siguiente artículo 6° bis, nuevo:”

(Adecuación formal)


-Ha sustituido el inciso primero por el siguiente:

“Artículo 6° bis.- En la fecha que corresponda efectuar la declaración de las candidaturas, todos los candidatos deberán realizar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, deberán cumplir con dicha obligación quienes realicen una declaración de precandidatura, según lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.884. El Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 4, con modificaciones e indicación 5 a)).

-Ha incorporado en el inciso segundo, a continuación de la expresión “las declaraciones”, la frase “de precandidaturas” y la siguiente oración final “Vencido dicho plazo se entenderán como no presentadas las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de aquellos precandidatos y candidatos que no hubieren subsanado errores o imprecisiones de la declaración de patrimonio e intereses”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 6, con modificaciones).


-Ha suprimido el inciso tercero.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 7).


-Ha sustituido en el inciso cuarto, que pasa a ser inciso tercero, la palabra “entregará” por “remitirá” e intercalado, a continuación del término “Hacienda”, la frase “, sin perjuicio de publicarlas en su página web”.
((Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 10, con modificaciones).

NUMERAL 2

Ha pasado a ser numeral 3, con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:

“3.- En el artículo 30:”.

(Adecuación formal)

letra a)


-Ha reemplazado los incisos primero y segundo propuestos por los siguientes, manteniendo el tercer inciso propuesto en los mismos términos:

“Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a uno o más precandidatos, candidatos o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.

No se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, ni aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 11, inciso primero, con modificaciones e indicaciones 13, 14 y 15).

letra c)


-Ha incorporado en el inciso cuarto propuesto, la siguiente oración final: “El incumplimiento de esta obligación será considerado una contravención al principio de probidad contemplado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
letra d)


-Ha sustituido el inciso propuesto por los siguientes:


“Las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras podrán publicar o emitir la propaganda electoral que libremente contraten, pero no podrán discriminar en el cobro de las tarifas entre las distintas candidaturas o proposiciones, según se trate de elecciones o plebiscitos.
 
La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar diez días antes del inicio del período de propaganda, informen al Servicio Electoral de sus tarifas, en la forma establecida por éste, debiendo ser publicadas en la página web del respectivo medio y del Servicio Electoral. Los medios de prensa o radioemisoras podrán adecuar oportunamente y con la debida antelación dichas tarifas, debiendo informar de ello al Servicio Electoral.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 25 y 28, con modificaciones).
NUMERAL 3


Ha pasado a ser numeral 4, con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:


“4.- En el artículo 31:”.

(Adecuación formal)

letra b)

-Ha reemplazado el inciso final propuesto por el siguiente:


“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 31 y 32)

NUMERAL 4

Ha pasado a ser numeral 5, con la siguiente enmienda:


-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:


“5.- En el artículo 31 bis:”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 5

Ha pasado a ser numeral 6, con las siguientes enmiendas:

-Ha reemplazado, en el inciso primero, la palabra “En” por “Durante” y la locución “inciso quinto” por “inciso sexto”.

(Adecuación formal)


-Ha suprimido el inciso segundo propuesto.

(Unanimidad 4X0. García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Votación separada)

-Ha reemplazado, en el inciso tercero, que pasa a ser segundo, la frase “este artículo” por “el inciso primero”.

(Adecuación formal)
NUMERAL 6

Ha pasado a ser numeral 7, con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido el inciso primero propuesto, por el siguiente:

“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los lugares que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas o parques y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral para la realización de la propaganda electoral, pudiendo requerir para ello la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto de “plazas o parques”, indicaciones 36, 37 y 39. Mayoría 4 votos a favor, Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 1 voto en contra del Senador Pérez Varela, respecto de atribuciones del Servicio Electoral. Votación texto aprobado en general).


-Ha reemplazado en el inciso segundo propuesto, la frase “plazas, parques o bandejones” por “plazas y parques” y suprimido la locución “, conforme al procedimiento descrito en el inciso anterior,”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 37, con modificaciones e indicación 39).


-Ha intercalado, en el inciso tercero propuesto, a continuación del pronombre “ellos”, la frase “y con el fin de no entorpecer el uso de estos espacios por la ciudadanía”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 42).


-Ha reemplazado, en el inciso cuarto, la frase “plazas, parques y bandejones” por “plazas y parques”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 37, con modificaciones).


-Ha sustituido, en el inciso quinto, la palabra “veinticinco” por “dos”.

Mayoría 4 votos a favor, Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 1 voto en contra del Senador Pérez Varela. Indicaciones 44, 45 y 46, con modificaciones)

-Ha intercalado, en el inciso sexto, a continuación de la palabra “elementos”, la expresión “no fijos”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 49).


-Ha incorporado el siguiente inciso octavo, nuevo:

“Asimismo, estará prohibida toda clase de propaganda que, pese a ubicarse en lugar autorizado, destruya, modifique, altere o dañe de manera irreversible los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 50, con modificaciones).


-Ha incorporado, en el inciso octavo que pasó a ser inciso noveno, la siguiente oración final: “Cuando las municipalidades infrinjan la obligación que establece este inciso, el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República para que ésta haga efectivas las responsabilidades administrativas que procedan.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 55).

-Ha intercalado, en el inciso noveno, que pasó a ser décimo, a continuación del vocablo “inclusive”, la siguiente frase: “, con excepción de la contemplada en el inciso sexto, que podrá realizarse desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive”. (Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 56, con modificaciones).
NUMERAL 7

Ha pasado a ser numeral 8, con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido, en el inciso primero, la frase “carteles, afiches adheridos, avisos luminosos o pintura” por la siguiente: “carteles, afiches o letreros” y ha reemplazado el vocablo “veinticinco” por “seis”.

(Unanimidad 3X0, Senadores Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto de la primera sustitución y mayoría 3 votos a favor, de los Senadores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 2 votos en contra de los Senadores García Ruminot y Pérez Varela, respecto del reemplazo de “veinticinco” por “seis”. Indicaciones 62, 63, 64, 65, 66 y 67).

-Ha reemplazado en el inciso primero la expresión “la propaganda” por la siguiente oración final: “La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.”.
(Unanimidad 4X0. Senador García Ruminot, Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 196 e inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
 
-Ha eliminado en el inciso final la palabra “independientes”.

(Unanimidad 4X0. Senador García Ruminot, Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

NUMERAL 8

Ha pasado a ser numeral 9, con las siguientes enmiendas:


-Ha intercalado, en el enunciado, a continuación del vocablo “ter”, la expresión “, nuevo”.

(Adecuación formal)


-Ha sustituido la palabra “cuarto” por “décimo quinto” e intercalado, a continuación del vocablo “elección”, la expresión “o plebiscito”.
(Unanimidad 4X0. Senador García Ruminot, Senadora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 71, 72 y 73).

ooooooo


Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“10.- Derógase el artículo 33.”.
(Unanimidad 4X0. Senador García Ruminot, Senadora Muñoz y Senadores señores Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
ooooooo


Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“11.- Agréganse los siguientes artículos 34 y 34 bis, nuevos:

“Artículo 34.- Los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.

Se considerarán brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica.


Los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que involucren, de cualquier manera, a sus brigadistas, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.

Artículo 34 bis.- El candidato será subsidiariamente responsable de los daños dolosamente causados por actos delictuales de uno o más de sus brigadistas por actos de propaganda electoral. La responsabilidad de los brigadistas se determinará según las reglas generales.

El candidato podrá repetir en contra de los causantes del daño.


El juez que conozca de la correspondiente acción de responsabilidad por daños podrá ordenar, de inmediato, la retención del reembolso a que tuviere derecho el respectivo candidato conforme a la ley N° 19.884.”.”.

(Unanimidad 4X0. Senador Horvath, Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Walker, don Ignacio, con excepción de la locución subrayada-en el artículo 34-que fue aprobada por 3 votos a favor, Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 en contra del Senador señor García Ruminot. Indicaciones 75, con modificaciones y 75 a)).
NUMERAL 9


Ha pasado a ser numeral 12, sustituido por el siguiente:

“12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Carabineros deberá denunciar al Servicio Electoral las infracciones a lo dispuesto en los artículos 30, 32 y 32 bis. No obstante, cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros.


El Servicio Electoral ordenará retirar a la municipalidad respectiva los elementos de propaganda que contravengan las disposiciones mencionadas.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 78 y 78 a)).

ooooooo


Ha incorporado los siguientes numerales nuevos:

“13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 55, a continuación de la palabra “ejemplares”, la siguiente frase “, uno impreso y otro en formato digital,”.

(Unanimidad 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Walker. Indicación 81).

14.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 67, la expresión “número 4°” por “número 3)”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 82, con enmienda).

15.- En el artículo 70:

 
a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y, por último, el de Diputados” por la siguiente: “, el de Diputados y, por último, el de Consejeros Regionales”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “el comicio” por “los comicios”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 83 y adecuación formal).

16.- Reemplázase en el numeral 3) del inciso primero del artículo 71, la palabra “cuaderno” por “Padrón de Mesa”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 84).”.
NUMERAL 10

Ha pasado a ser numeral 17, con las siguientes enmiendas:


-Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

 
“17.- En el artículo 124:”.

(Adecuación formal)

-Ha sustituido la letra a) por la siguiente:

“a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien” por “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a doscientas”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado en relación a la indicación 89).
NUMERAL 11

Ha pasado a ser numeral 18, con las siguientes enmiendas:


-Ha sustituido el enunciado por el siguiente:


“18.-En el artículo 126:”.

(Adecuación formal)


-Ha incorporado el siguiente literal b), nuevo, pasando el actual a ser literal c):


“b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

 
“El candidato o partido que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos en los artículos 30, 31, 31 ter y 32 será sancionado con multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° de la ley N° 19.884. Los gastos efectuados en dicha propaganda serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de la ley N° 19.884.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 89 e indicación 103, con modificaciones).


Ha sustituido el enunciado del literal b), que ha pasado a ser c) por el siguiente:


“c) Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero, por el siguiente”.

(Adecuación formal)

NUMERAL 12


Ha pasado a ser numeral 19, con las siguientes enmiendas:


Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:


“19.- En el artículo 144:”.

(Adecuación formal)


Ha sustituido la letra a) propuesta por la siguiente:


“a) Reemplázase la frase “en los artículos 124, 125, 126, 127, 138, 139 y 142” por la siguiente “en los artículos 138 y 139”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 91, con modificaciones).
ARTÍCULO 2°
Numeral 1

Ha reemplazado su enunciado por el siguiente:


“1.- En el inciso primero del artículo 2°:”.
(Adecuación formal)

letra a)

La ha sustituido por la siguiente:


“a) Reemplázase, en el encabezamiento, la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos,” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso o contribución avaluable en dinero, efectuado por el precandidato en lo que corresponda, el candidato, un partido político o un tercero en su favor,”.
(Unanimidad 4X0. Indicaciones 94, con modificaciones, 96, 97 y 99. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).
ooooooo

 
Ha incorporado los siguientes literales, nuevos:


“b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:


“a) Todo evento o manifestación pública, propaganda y publicidad escrita, radial, audiovisual o en imágenes, dirigidos a promover a un candidato o partidos políticos, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto  en las normas del Párrafo 6° del Título I de la ley N° 18.700.”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “Arrendamiento” por la frase “Derechos de uso o arrendamiento”


d) Suprímese la letra g), pasando las letras h) e i) a ser letras g) y h)”, respectivamente.”.”.
(Unanimidad 5X0 y 4X0. Indicación 100, con modificaciones. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y Senador García Ruminot, Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Walker, don Ignacio).

letra b)

Ha pasado a ser letra e), sustituida por la siguiente:

“e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser letra g), por la siguiente:


“g) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos deberán ser rendidos y no podrán exceder el 10 % del límite total autorizado al candidato o partido político. Será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad al artículo 31, letra b), de esta ley.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
ooooooo


Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“2.- En el artículo 3°:

 
1) Reemplázase en el inciso primero la frase “entre el día que venza el plazo para declarar candidaturas y el día de la elección respectiva” por la siguiente: “entre los 200 días corridos anteriores a la elección definitiva y el día de ésta”.

(Mayoría 3 a favor, Senadores Guillier, Harboe y Pérez Varela y 2 abstenciones, Senadores García Ruminot y Walker, don Ignacio. Indicaciones 103 y 103 a)).


2) Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:
 
“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 e informar al Servicio Electoral sobre la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley.
 
En dicho período, los precandidatos podrán percibir los aportes permitidos en el artículo 9° y efectuar gastos electorales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes. 
 
Los precandidatos que finalmente declaren su candidatura continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece. Quienes hubieren efectuado una declaración de precandidatura, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y, finalmente no declaren su candidatura, deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, si los montos recibidos como aportes no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 103 y 103 a)).
Numeral 2


Ha pasado a ser numeral 3, con las siguientes enmiendas:

-Ha sustituido su enunciado por el siguiente:


“3.- En el artículo 4°:”.

(Adecuación formal)

 
-Ha incorporado el siguiente literal, nuevo:


“e) Intercálase en el inciso séptimo, a continuación de la locución “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio”, y reemplázase la expresión “ciento veinte” por “doscientos”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio. Indicación 117, con modificaciones).
ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“4.- En el inciso primero del artículo 5° bis:

 
1) Reemplázase en el literal a), el guarismo “30” por “10”.

 
2) Reemplázanse en el literal b), el guarismo “30” por “10” y el guarismo “50” por “25”.
 
3) Reemplázase en el literal c), el guarismo “50” por “25”.”.”.
(Unanimidad 4X0. Indicación 119. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio).
Numeral 3

Ha pasado a ser numeral 5, con las siguientes enmiendas:


-Ha reemplazado su enunciado por el siguiente:


“5.- En el artículo 9°:”.

letra a)


-La ha sustituido por la siguiente:
 
“a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:


“Artículo 9°.- Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:
 
a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.
 
b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.
 
c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.
 
d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.

La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.

El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto del diez por ciento. Artículo 121, inciso final del Reglamento del Senado. Desde la segunda oración de la letra a) hasta el punto final del inciso tercero, mayoría 4 votos a favor –Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio- y 1 voto en contra del Senador señor Pérez Varela (votación separada).
letra b)


La ha reemplazado por la siguiente:

“b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser quinto:


“Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.”.

(Unanimidad 5x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 132 y 133, con modificaciones).
ooooooo


Ha incorporado los siguientes literales:


“c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:


“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dicho monto no podrá sobrepasar las cuarenta unidades de fomento o el veinte por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a 40 unidades de fomento. Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles, la suscripción de créditos, los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral. El monto total de aporte propio que se haya realizado, se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados según lo dispuesto en el artículo 15.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 137 y 138, con modificaciones y 140).

d) Agrégase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser séptimo, a continuación de la palabra “electoral”, las siguientes frases “, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la comunicación del aporte. Transcurrido dicho plazo se entenderán aceptados”.
(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 158, con modificaciones).
letra c)


Ha pasado a ser letra e), reemplazándose las palabras “quinientas” y “mil” por “mil” y “dos mil”, respectivamente.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 142 y 143, con modificaciones).
Numerales 4 y 5 

Han pasado a ser numerales 6 y 7, sin enmiendas.
Numeral 6

Ha pasado a ser numeral 8, con la siguiente enmienda:


Ha sustituido el enunciado por el siguiente:


“8.- En el artículo 14:”.

(Adecuación formal)

Numeral 7


Ha pasado a ser numeral 9, con las siguientes enmiendas:


Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:


“9.- En el artículo 15:”.

(Adecuación formal)

literal a)


-Ha intercalado, a continuación de la voz “Sustitúyese”, la frase “, en el inciso segundo,”

(Adecuación formal)


-Ha suprimido los literales b) y c).

(Mayoría 4 votos a favor –Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio- y una abstención del Senador García. Indicaciones 147, 148 y 149).

Ha incorporado el siguiente literal nuevo:


“b) Agrégase el siguiente inciso final:


“No se procederá al reembolso que regula este artículo, respecto de los montos que estén en disputa, mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido, o se hagan efectivos contra éstos los derechos de repetición que regula el artículo 32 de la ley N° 18.700. Una vez determinadas las multas mediante resolución o sentencia firme, la Tesorería General de la República las hará efectivas en los montos adeudados.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 150, con modificaciones).
Numeral 8


Ha pasado a ser numeral 10, sustituyendo el texto del artículo 16 propuesto por el siguiente:

“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, salvo los aportes anónimos contemplados en el artículo siguiente, constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario.

Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales. Al momento de abrir la cuenta, el candidato o el partido deberán autorizar irrevocablemente al Servicio Electoral, ante la entidad bancaria respectiva, a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.

 
Las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Se incluyen entre los depósitos y transferencias los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos conforme al artículo 14 bis de esta ley, los que también serán intermediados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.

  
Los fondos contenidos en las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña serán inembargables.


Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho Servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este Servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de las personas aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes sólo los efectúen personas naturales mayores de edad y que se respeten los máximos señalados para cada aporte en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos por el Servicio Electoral deberán ser informados al candidato o partido político, según corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción. Luego de dicha comunicación, el candidato podrá aceptar o rechazar los aportes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 9°.

El candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única desde la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41 y hasta la aprobación o rechazo definitivos de la misma, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta bancaria única.”.
(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 159 a)).
Numeral 9

Ha pasado a ser numeral 11, reemplazado por el siguiente:


“11.- En el artículo 17:


a) Sustitúyese en el inciso primero las frases “veinte unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar se consigne su identidad y el monto de su contribución” por “cincuenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; treinta unidades de fomento para las candidaturas a senador; veinte unidades de fomento para las candidaturas a diputado y alcalde; y, diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal y consejero regional.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:


 “Los aportes anónimos que una persona realice no podrán ser, en total, superiores a cien unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, respecto de los aportes anónimos, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:


“Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 161, con modificaciones).
NUMERAL 10


Ha pasado a ser numeral 12, sin enmiendas.

NUMERAL 11


Ha pasado a ser numeral 13, sin enmiendas.

NUMERAL 12


Ha pasado a ser numeral 14, sin enmiendas.

NUMERAL 13


Ha pasado a ser numeral 15, sustituido por el siguiente:

“15.- En el artículo 21:


a) Reemplázanse los incisos primero a cuarto por el siguiente:


“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.

b) Sustitúyese en el inciso quinto, que pasa a ser inciso segundo la frase “La recaudación de los aportes a que se refiere este artículo, y que no tengan carácter de reservados, se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora, si la hubiera,” por la siguiente: “La recaudación de los aportes se hará directamente al partido,”.

c) Suprímese en el inciso sexto, que pasa a ser inciso tercero, las locuciones “, o la entidad recaudadora, en su caso,” y “y que deban ser públicas”.
(Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 167, con modificaciones y 168 e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
NUMERAL 14

Ha pasado a ser numeral 16, con las siguientes enmiendas:


Ha intercalado, en la segunda oración, a continuación del pronombre demostrativo “Estos”, el vocablo “sólo”.
(Adecuación formal)

Ha sustituido, en la cuarta oración, la frase “En el segundo caso,” por “En el segundo caso podrán aportar hasta veinte unidades de fomento mensuales y”.
(Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 171).
NUMERAL 15


Ha pasado a ser numeral 17, sin enmiendas.

ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“18.- Agrégase en el Párrafo 4° del Título II, en forma previa al artículo 25, el siguiente artículo 24 bis, nuevo:

“Artículo 24 bis.- Se prohíbe a los precandidatos y candidatos efectuar, con ocasión de la campaña electoral, y fuera de lo dispuesto en el artículo 2°, erogaciones o donaciones en dinero, o en especies, en favor de organizaciones o de personas jurídicas o de personas naturales distintas de su cónyuge o parientes.”.”.
(Unanimidad 3X0. Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 100 e inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).
NUMERAL 16


Ha pasado a ser numeral 19, intercalándose a continuación de la expresión “este Título,” la locución “los precandidatos,”.
(Unanimidad 5X0. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado, en relación con la indicación 5 a)).
NUMERAL 17


Ha pasado a ser numeral 20, intercalándose, a continuación de la palabra “políticos”, la frase “y el Fisco”.

(Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 175).
ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“21.- Agréganse en el artículo 27 los siguientes incisos nuevos:

 
“Del mismo modo, se prohíbe a los funcionarios públicos utilizar bases de datos o cualquier medio a que tengan acceso en virtud de su cargo para fines políticos electorales.

 
Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento o Directores Regionales de Servicios Nacionales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a precandidatos, candidatos o campañas electorales.
 
Las infracciones a este artículo se considerarán una infracción grave al principio de probidad.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso segundo de la indicación 189 e indicación 189 a)).

ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“22.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:


“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado, aplicándose esta sanción, además, a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo.”.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Texto aprobado en general del artículo 27 ter, con modificaciones, en virtud de lo dispuesto en el inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).

NUMERAL 18

Ha pasado a ser numeral 23, sustituido por el siguiente:

“23.- Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis, nuevo:


“Artículo 27 bis.- El que usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley y en la ley N° 18.603, otorgue u obtenga aportes para candidatos o partidos políticos, cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes obtenidos, será castigado con presidio menor en su grado medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.

(Mayoría 4 votos a favor, de los Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención del Senador Harboe. Indicaciones 177 y 178, con modificaciones e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).


Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, con excepción de la frase subrayada que contó con el voto en contra del Senador Pérez Varela. Indicaciones 177 y 178, con modificaciones e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
 
El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.
 
El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, que regulan las leyes referidas en el inciso primero, en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley será castigado con presidio menor en su grado medio. El tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, será castigado con presidio menor en su grado mínimo.”.”.
(Unanimidad 5X0, respecto de los incisos tercero y cuarto. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 177 y 178, con modificaciones e inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
NUMERAL 19

 
Ha pasado a ser numeral 24, reemplazado por el siguiente:


“24.- Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter, nuevos:
 
“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral a sabiendas proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.

 
Los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos tipificados en el artículo 27 bis, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 181 y 184 e inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“25.- Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:

 
“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

 
a) Haber sobrepasado en un 25% el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

 
b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral.
 
c) Recibir aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la presente ley.
 
d) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.
 
Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones señaladas en las letras a), b) o c) precedentes.
 
Cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra d) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

 
El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.”.
(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 190 y 190 a), con modificaciones).
NUMERAL 20

Ha pasado a ser numeral 26, sin enmiendas.
NUMERAL 21


Ha pasado a ser numeral 27, sin enmiendas.

ooooooo


Ha incorporado el siguiente numeral 28, nuevo:

“28.- En el inciso primero del artículo 37, intercálase, a continuación de la palabra “renuncia”, la frase “notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral” y suprímese el punto que se ubica luego del vocablo “ley”.
 (Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 195).
NUMERAL 22

Ha pasado a ser numeral 29, sin enmiendas.

ooooooo


Ha incorporado los siguientes numerales 30 y 31, nuevos:


30.- En el artículo 42, reemplázanse las cuatro primeras oraciones por las siguientes: “El Director del Servicio Electoral se pronunciará respecto de la cuenta de ingresos y gastos electorales dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de expirado el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Tratándose de los actos eleccionarios regulados por la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el plazo de análisis de la cuenta será de setenta y cinco días.”.
(Unanimidad 3X0. Senadores señores Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 196).


31.- Reemplázase en el artículo 43 la expresión “de decimoquinto” por “del décimo” y agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, y aun cuando no se haya recibido respuesta a las observaciones formuladas, el Director del Servicio Electoral resolverá la aprobación o el rechazo de la cuenta, dentro de los quince días siguientes.”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 197).

NUMERAL 23

Ha pasado a ser numeral 32, sustituido por el siguiente:

“32.- En el artículo 44:


a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “carta certificada,” por “correo electrónico o carta certificada, en su caso,”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “al Administrador General Electoral o al Administrador Electoral, según el caso” por “al candidato que corresponda y su Administrador Electoral, quienes serán solidariamente responsables y al Administrador General Electoral, según el caso.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 198, con modificaciones).
NUMERAL 24

Ha pasado a ser numeral 33, sin enmiendas.
NUMERAL 25

Ha pasado a ser numeral 34, sin enmiendas.

ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:


“35.- Sustitúyese en el artículo 54 la expresión “o infracciones” por “, infracciones o delitos”.”.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final artículo 121 del Reglamento del Senado).

ARTÍCULO 3°

NUMERAL 1

Aprobado, sin modificaciones.
(Mayoría 3 votos a favor, Senadores Guillier, Lagos y Walker, don Ignacio, y 2 en contra, Senadores García Ruminot y Pérez Varela, respecto de la oración subrayada. Unanimidad 5X0 respecto de la última oración).
NUMERAL 2

Lo ha reemplazado por el siguiente:


“2.- Agrégase, a continuación del artículo 33, el siguiente nuevo:

 
“Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que deberán ser destinados a la atención de los gastos de funcionamiento del partido, la adquisición de bienes inmuebles, el pago de deudas, el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, la preparación de candidatos a cargos de elección popular, la formación de militantes, la elaboración de estudios que apoyen la labor política y programática, el diseño de políticas públicas, la investigación, el fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política y, en general, a las actividades contempladas en el artículo 2° de esta ley. Los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos, salvo que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos políticos.
 
Al menos un diez por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. 
(Unanimidad 5x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto del inciso primero. Unanimidad 4x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respecto del inciso segundo. Indicaciones 212 y 231 a)).
 
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada a la contratación de auditorías externas.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 231 a)).
 
Los partidos políticos, para acceder a los aportes referidos en el inciso primero, deberán cumplir con los siguientes requisitos:
 
i) Estar constituidos de conformidad a lo dispuesto en el Título II de esta la ley, en al menos tres regiones contiguas; y, en cualquier caso, contar en cada una de dichas regiones con un número mínimo de 500 afiliados.
 
ii) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna. 
 
El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° bis de la ley N°18.700. Sin perjuicio de lo anterior, dicho aporte nunca podrá ser inferior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el cuarenta por ciento del total de personas con derecho a sufragio inscritas en el Padrón Electoral que haya utilizado el Servicio Electoral para la última elección de diputados, ni superior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el sesenta por ciento del referido total de personas. El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de enero, abril, junio y octubre de cada año. 
 
La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:
 
a) El veinte por ciento del monto trimestral a repartir se distribuirá entre todos los partidos políticos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, de manera proporcional al número de regiones en las que estén constituidos, y siempre que tengan en cada una de ellas al menos 500 afiliados. En el caso de los partidos que estén constituidos en la totalidad de las regiones del país, se les distribuirá lo que correspondiere como si estuviesen constituidos en una región adicional.
 
b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el inciso anterior. 
(Incisos cuarto, quinto y sexto. Mayoría 3 votos a favor, de los Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 abstención del Senador Guillier. Indicaciones 207, con modificaciones, 220, 221, 222, con modificaciones, 223, 224 y 226, con modificaciones e indicación 231 a)).
 
Para impetrar el aporte establecido en la letra b) de este artículo, se observarán las siguientes reglas:
 
1. Si un parlamentario elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Estos votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido. 

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 224, con modificaciones e indicación 231 a)).
 
2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará al referido partido del total del aporte que recibe, el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo. 
(Mayoría 3 votos a favor, Senadores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 2 en contra, Senadores García Ruminot y Pérez Varela. Indicación 224, con modificaciones e indicación 231 a)).

 
3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario, mientras que al partido del cual se desafilió se le restará del total del aporte que recibe, el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo. (Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 231 a)).
 
El Servicio Electoral no efectuará transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el mismo Servicio. Tampoco se efectuarán aportes a los partidos que no cumplan con la actualización de su registro general de afiliados exigida por el artículo 20 de esta ley. En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.
(Inciso octavo. Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 228 e indicación 231 a)).

Si al término del año calendario el partido no justificare el uso o destinos de los recursos obtenidos por el aporte, los dineros percibidos sin justificar deberán ser devueltos a la Tesorería General de la República dentro de los treinta días siguientes a la resolución del Servicio Electoral que así lo determine.
 
En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimo establecido en el inciso segundo, le será descontado de sus respectivos aportes del año siguiente un monto equivalente a lo que faltare para cumplir el referido mínimo.
 
Para todos los efectos de este artículo, el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.”.”.
(Incisos noveno a undécimo. Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 231 y 231 a)).

NUMERAL 3

Ha reemplazado el enunciado por el siguiente:

“3.- En el artículo 34:”.

(Adecuación formal)

letra a)


Ha sustituido, en el inciso segundo propuesto, en las letras a) y c), los términos “aportaciones” y “las aportaciones” por “aportes” y “los aportes”, respectivamente, y en la letra g) la expresión “(corrientes)” por “o gastos corrientes”.

(Adecuaciones formales)

letra b)


Ha intercalado en el inciso propuesto, a continuación de la expresión “Además,”, la frase “tratándose de los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis,”.
(Unanimidad 3X0. Senadores señores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 232).

NUMERAL 5


-Ha sustituido, en el inciso primero, la locución “responsable civil y penalmente del uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido” por el siguiente texto: “colaborador directo de la Directiva Central, en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos. Será, además, responsable en conformidad a las normas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos. Este Administrador deberá contar con un título técnico o profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración.”.


-Ha sustituido, en el inciso final, la expresión “deberá ser” por “podrá ser”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 194, con modificaciones e indicación 233).

ooooooo

 
Ha incorporado el siguiente numeral nuevo:

 
“7.- En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la locución “de oficio o a petición de cualquier ciudadano” por la frase “, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga”.


b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “Asimismo, en” por la preposición “En” y elimínase la locución “de oficio”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 234 a)).

NUMERAL 7


Han pasado a ser numeral 8, sin modificaciones.

ARTÍCULO 5°

NUMERALES 1, 2 Y 3

Los ha sustituido por los siguientes:

“1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 57 por el siguiente:
 
“Artículo 57.- El Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que le señale la ley. Su domicilio será la capital de la República.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

2.- Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:

“Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.


Los actos del Servicio Electoral no están afectos al trámite de toma de razón.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237 a)).


3.- Reemplázase el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- El Servicio Electoral tendrá por objeto:


1) Administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización de los padrones electorales y el acto electoral.


2) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento.
 
3) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos, con pleno respeto por la autonomía de éstos y su financiamiento.

 
4) Las demás materias que ésta u otras leyes establezcan.

 
Al Servicio Electoral le serán aplicables las normas del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).


4.- Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo Directivo corresponderá la dirección superior del Servicio.

Al Director del Servicio le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237 y 237 b)).


5.- En el artículo 62:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:


“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Luego de recibida la propuesta del Presidente de la República, se realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión del Senado que corresponda.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 237 y 237 b)).


b) Agrégase en el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “La representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera, le corresponderá al Presidente del Consejo o a quien, en subsidio, determine el Consejo.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 237 y 237 b)).

c) Suprímese en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la frase “de conformidad con el inciso primero,”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 237 y 237 b)).

d) Agrégase, a continuación del inciso sexto, que ha pasado a ser quinto, el siguiente nuevo:

“Corresponderá al Presidente del Consejo comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237 y 237 b)).

6.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 63, la frase “en sala legalmente constituida” por la siguiente “en sesiones ordinarias o extraordinarias, de conformidad a la ley”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

7.- Elimínase el inciso primero del artículo 64.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

8.- En el artículo 65:


a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Intercálase en el literal c), a continuación de la palabra “Renuncia”, la frase “por razones fundadas”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).

ii) Sustitúyese en el literal f) las frases “Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves”, por las siguientes: “Mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se entenderá como mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones,”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

iii) Agrégase el siguiente literal g), nuevo:

“g) Infracción grave a la Constitución o las leyes”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

b) Reemplázase en el inciso segundo la primera oración por las siguientes: “La existencia de las causales establecidas en las letras d), e), f) y g) serán declaradas por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “el Tribunal” por “la Corte Suprema”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

9.- En el artículo 66:

a) Reemplázase en el inciso cuarto la locución “una vez y no más de tres veces” por la siguiente: “cuatro veces”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:

“Los acuerdos requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes.”.

(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).


c) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “tomar” por “adoptar” y la expresión “letra h)” por “letra g)”.
(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

d) Modifícase el inciso octavo de la siguiente manera:

i) Intercálase, a continuación de la expresión “de otra persona”, la frase “, o lo tengan su cónyuge, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad”.
(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).

ii) Reemplázase la locución “o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,” por la frase “, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad,”.
(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).


iii) Suprímese la expresión “, de un 10% o más de su capital”.

(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

e) Intercálase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser décimo:

 
“Los consejeros deberán abstenerse de intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

(Unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).

10.- En el artículo 67:


a) Reemplázase en el encabezado la palabra “Consejo” por “Consejo Directivo del Servicio Electoral”.

(Unanimidad 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

b) Suprímese en el literal b) la frase “y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento”.

(Unanimidad 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

c) Suprímese en el literal d), la expresión “y del Subdirector”.

(Unanimidad 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

d) Elimínase el literal e), reordenándose los siguientes.
(Unanimidad 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

e) Reemplázase en el literal f), que ha pasado a ser literal e), la expresión “la Nómina”, por “las Nóminas”.
(Unanimidad 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

f) Sustitúyese en la letra h), que ha pasado a ser g), la frase “Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral” por “Designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 237 y 237 c)).

g) Agréganse los siguientes literales h), i), j) k), y l) nuevos, pasando el literal i) a ser literal ll):

 
“h) Dictar normas e instrucciones acerca de la aplicación de las normas electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes números 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. Esta facultad no obsta a lo establecido en el artículo 61 de la ley N° 18.603.

 
i) Aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

 
j) Pronunciarse sobre las infracciones señaladas en las letras a), b) y c) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.

k) Requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que la ley lo ordene.

 
l) Contribuir al desarrollo de la vida democrática del país, fomentando la educación cívica electoral de los ciudadanos.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

11.- En el artículo 68:

a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y atribuciones”.
(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

b) Elimínase en el literal c), la frase “, previo acuerdo del Consejo Directivo”.
(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

c) Agrégase en el literal d), la siguiente oración final: “Asimismo, el Director del Servicio propondrá al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales.”.
(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmienda).

d) Reemplázase el literal e), por el siguiente: 

 
“e) Ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como, contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.”.

(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

e) Agrégase en el literal f), a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase “, salvo la dictación de la resolución final de procedimientos sancionatorios”.
(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

f) Suprímese el literal h), pasando los actuales literales i) y j) a ser literales h) e i), respectivamente.
(Unanimidad 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

g) Reemplázase los actuales literales k), l), m) y n) por los siguientes literales, nuevos, j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u):

 
“j) Designar y remover a los Subdirectores de conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882. 

 
k) Proponer al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio. 

 
l) Proponer al Consejo Directivo del Servicio Electoral los miembros de las Juntas Electorales.

 
m) Proponer al Consejo Directivo los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados a los que se refiere la ley.

 
n) Proponer al Consejo Directivo, con la colaboración de los Subdirectores, las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, Título I de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

 
ñ) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.

 
o) Informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio.

 
p) Requerir personalmente o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.

 
q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos; y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.

Si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el párrafo anterior o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.
 
r) Resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y  aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en esta ley.

 
s) Elevar al Consejo Directivo los antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

 
t) Disponer la publicación en el sitio web institucional de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que el Servicio dicte.

 
u) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.”.

h) Agrégase los siguientes incisos nuevos:


“El Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado hasta por dos períodos consecutivos. Cesará en su cargo por las siguientes causales:
 
1) Expiración del plazo por el que fue nombrado.

2) Haber cumplido los 75 años de edad.

3) Renuncia voluntaria, aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral.

4) Incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo.

5) Inhabilidad sobreviniente.

6) Incumplimiento grave de sus obligaciones.

Las causales señaladas en los números 3), 4), 5) y 6) serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.


Cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.


El Director del Servicio Electoral estará afecto a los párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882. En este caso, el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de 5 años. Al Consejo le corresponderá determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.”.
(Unanimidad 4X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237 d))

12.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:


“Artículo 69.- La Dirección del Servicio contará con tres Subdirecciones que serán sus colaboradoras inmediatas y tendrán las funciones y atribuciones que se indican en los párrafos 4°, 5° y 6° de este Título.
 
Los Subdirectores deberán informar al Director del Servicio, dentro de las 48 horas siguientes desde que tomen conocimiento de toda información o antecedente que corresponda fiscalizar o supervisar respecto de otro organismo o servicio de la administración del Estado.

 
Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882.

 
El Director del Servicio tendrá derecho a asistir a las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.”.

(Unanimidad 4X0 Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmienda).

13.- Sustitúyese en el artículo 70, la expresión “al Subdirector” por “a los Subdirectores”.
(Unanimidad 4X0 Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237).

14.- Intercálanse los siguientes Párrafos 4°, 5°, 6° y 7°, nuevos, pasando el actual Párrafo 4° a ser Párrafo 8°:
“Párrafo 4°

De la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral

 
Artículo 70 A.- Corresponderán a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, las siguientes funciones y atribuciones:

 
a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral. 
 
b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.

 
c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.

 
d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.

 
e) Recepcionar, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes. Asimismo, recibir el retiro de candidaturas independientes.

 
f) Recepcionar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos.

 
g) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.

 
h) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.

 
i) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.
 
j) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 

 
k) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.

 
l) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.

 
m) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios.

 
n) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.
(Unanimidad 4X0 Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).
Párrafo 5°

De la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral

 
Artículo 70 B.- Corresponderán a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral las siguientes funciones y atribuciones:


a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral.

 
b) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándolas y proponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estado  financiero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.

 
c) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.

 
d) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.
 
e) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.

 
f) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.


g) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).
Párrafo 6°

De la Subdirección de Partidos Políticos

 
Artículo 70 C.- Corresponderán a la Subdirección de Partidos Políticos las siguientes funciones y atribuciones:

  
a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

 
b) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.

 
c) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.

 
d) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.
 
e) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

 
f) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.
 
g) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.
 
h) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

(Unanimidad 4X0. Senadores Harboe, Montes, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con enmiendas).
Párrafo 7°

Del procedimiento administrativo sancionador


Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de esta ley se sujetarán a las reglas de este artículo:
 
1.- Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella. 
 
Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.
 
Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio del Subdirector respectivo resulta seria, plausible y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará su archivo por resolución fundada, notificando de ello al interesado.
 
Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.
 
2.- La Subdirección impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.
 
3.- La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.
 
Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y el plazo para evacuar traslado.
 
4.- Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación por carta certificada se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.
 
5.- El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral.
 
6.- Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.
 
La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.
 
7.- Los hechos investigados y las responsabilidades a que estos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.
 
8.- Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.
(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con modificaciones).
 
9.- Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.
 
No obstante lo establecido en el párrafo anterior y una vez recibido el informe del Subdirector, si el Director determina que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral elevará dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que éste resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.
 
En caso de que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave devolverá los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final, de conformidad al párrafo primero.
 
10.- De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.
 
11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.
 
12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.
 
Los plazos establecidos en este Párrafo 7° son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.
(Unanimidad 3X0. Senadores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con modificaciones).
 
Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, su eventual reincidencia y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales la forma en que deberán aplicarse estos criterios.
 
Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio. Indicación 237, con modificaciones).

ARTÍCULO 6°


-Ha sustituido en el artículo 6° bis propuesto, la frase “durante los treinta días anteriores a los de la respectiva elección” por la siguiente: “desde el trigésimo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria respectiva, ambos días inclusive”.

(Unanimidad 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 241).

OOOOOOO

 
Ha incorporado los siguientes artículos nuevos:

“Artículo 7°.- Elimínase, en el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO de la ley N° 19.882, la expresión “Servicio Electoral,”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 241 a)).

Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral, de la siguiente manera:

 
1.- En el artículo 1°A: 
 
a) Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".
 
b) Sustitúyese, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".

c) En la planta de Profesionales:
 
i.- Incorpórase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" la expresión ", alternativamente:".
 
ii.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i". 

 
iii.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°: 
 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.".
 
iv.- Intercálase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 8° y 9°" la expresión ", alternativamente:".

 
v.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 8° y 9°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i", y

 
vi.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°:
 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.".

(Aprobado el número 1 del artículo 8° por unanimidad 3X0. Senadores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela. Indicación 242).

2.- Agréganse, los siguientes artículos 4° y 5°, nuevos:

 
“Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d), en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f), en cuanto a la participación de un Ministerio, y g), en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.

 
Artículo 5°.- El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados que correspondan, la información relativa a la implementación de las leyes números 18.603, 19.884 y 18.700.
 
Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias que éste solicite.”.”.
(Aprobado el número 2 del artículo 8° por unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 242).

 Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones de adecuación a los textos legales que se indican:

 
1) En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:
 
a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere,” por “Servicio Electoral” y suprímese la expresión “Director del” en el artículo 3° bis, las dos veces que aparece; en el inciso primero del artículo 7° y en el inciso segundo del artículo 53. 

 
b) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 5°, la frase “Director del Servicio Electoral o el Director Regional respectivo”, por “Servicio Electoral”.


2) En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

 
a) Reemplázase la expresión “Director del” por “Consejo Directivo del”, en el inciso séptimo del artículo 4°, y en el inciso tercero del artículo 14 bis.

b) Sustitúyese la expresión “Director” por “Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral” en el artículo 30 las dos veces que aparece y en los artículos 32, 33 y 41.
 
3) En la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos:

 
a) Elimínase la frase “Director del”, en el artículo 10 las cuatro veces que aparece; en el artículo 11; en el artículo 18; en el artículo 19; en el artículo 20 y en el artículo 51 las dos veces que aparece.

 
b) Reemplázase la palabra “Director” por “Consejo Directivo” en el inciso tercero del artículo 7° y en el inciso tercero del artículo 34.

c) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “Tribunal Calificador de Elecciones” por “Director del Servicio Electoral.”

 
d) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 51, la palabra “Tribunal” por “Director del Servicio Electoral”.

 
e) Reemplázase en el artículo 53, la palabra “Director” por “Subdirector de Partidos Políticos”.

 
f) Reemplázase en el artículo 55, la palabra “el Tribunal” por el vocablo “se”.

 
g) Reemplázase en el artículo 57 la frase “en única instancia y sin ulterior recurso, por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme al procedimiento señalado en el artículo precedente”, por la siguiente: “por el Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.
 
h) Reemplázase en su artículo 59, la palabra “apelaciones”, por “reclamaciones”.

 
i) Elimínase en el artículo 61 la frase “ante el Director del Servicio Electoral y”.”.
(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicación 243, con modificaciones).
ARTÍCULO 7°


-Ha pasado a ser artículo 10, sin enmiendas.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS
ARTÍCULOS PRIMERO Y SEGUNDO

Los ha reemplazado por los siguientes:
 
“Artículo primero.- Durante los doce meses siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los Registros de Afiliados de cada partido político. Se considerarán actualizados dichos registros una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.

 
Artículo segundo.- Los partidos políticos deberán reinscribir a sus afiliados en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses desde la publicación de esta ley. Transcurrido dicho plazo, el Registro de Afiliados de cada partido que constará ante el Servicio Electoral se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito conforme a este artículo y por los nuevos afiliados inscritos a partir del mes de agosto de 2014, de conformidad a lo dispuesto en la resolución N° 2381, del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.

 
Esta reinscripción consistirá en la ratificación, por parte de los afiliados, de su voluntad de permanecer en tal calidad en el respectivo partido político, la que deberá efectuarse en forma personal e indelegable ante un ministro de fe y utilizando el formulario único que, para este fin, elaborará el Servicio Electoral dentro de los quince días corridos desde la publicación de la ley. Para efectos de este artículo, se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral que determine su Director y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determine su Director, ninguno de los cuales podrá cobrar por este servicio o negarse a recibir dicha ratificación. El Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región y deberá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación ante dicho Servicio de forma fidedigna.

 
Durante los doce meses en que se efectúe la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado a que alude el inciso primero, en las elecciones internas que desarrollen los partidos políticos sólo podrán votar quienes figuren en el Registro de Afiliados que conste ante el Servicio Electoral, determinado con al menos un mes de anterioridad a la elección y, en ningún caso con posterioridad a la inscripción de candidaturas. En tales elecciones, supervisadas por el Servicio Electoral, los partidos políticos podrán implementar procesos de reinscripción de afiliados que participen en una elección interna del partido político. Esta reinscripción deberá realizarse utilizando el formulario correspondiente y el Servicio Electoral establecerá las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de la misma, incluyendo la exigencia de acompañar una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado.

 
Cualquier afiliado podrá solicitar, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia del Registro de Afiliados al partido político al que pertenece, el cual deberá contener el nombre completo de los afiliados, cédula nacional de identidad y su domicilio. El Servicio Electoral determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a éstos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas al ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada.

 
Durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, los partidos políticos recibirán el total de los aportes que les correspondan según lo prescrito en el artículo 33 bis de la ley N° 18.603. Cumplidos estos doce meses, recibirán dicho aporte sólo respecto de las regiones en que su padrón de militantes, resultante luego del proceso de reinscripción, alcance el número de afiliados mínimo exigido en la ley N° 18.603 para constituirse como partido en cada región. Con todo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea inferior a las 500 personas, los partidos deberán acreditar como mínimo a 500 afiliados. A partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán el aporte establecido en el artículo 33 bis mencionado, de conformidad a las reglas que ahí se disponen.

 
Lo dispuesto en este artículo no obsta a la existencia legal de los partidos políticos ni modifica las causales de su disolución establecidas en la ley.

 
Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley N° 18.603.

 
Las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

(Unanimidad 5X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 247, 250, 251, 253, 254, 256, 257 y 258, con modificaciones e indicaciones 244 a) y 258 a)).
ARTÍCULO CUARTO

Lo ha suprimido.
(Unanimidad 4X0. Senadores señores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Inciso final del artículo 121 del Reglamento del Senado).
ARTÍCULO QUINTO

-Ha pasado a ser artículo cuarto, sustituido por los siguientes:

 
"Artículo cuarto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.

 
En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

 
En caso de que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

 
Artículo quinto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa. El Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de esta ley, seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, incorporados por medio del artículo 5° de la presente ley, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño que establece el inciso quinto antes señalado, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.
 
Artículo sexto.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.”.

(Unanimidad 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio. Indicaciones 259 y 259 a)).

-------

TEXTO DEL PROYECTO

En conformidad con los acuerdos adoptados, la Comisión Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia propone aprobar en particular el proyecto de ley en informe en los siguientes términos:

PROYECTO DE LEY:

“Artículo 1°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.700, orgánica constitucional de Votaciones Populares y Escrutinios:

1.- Agrégase al artículo 3° el siguiente inciso final:

“Respecto de cada candidato se deberá señalar la cuenta bancaria prevista en el artículo 16 de la ley N° 19.884.”.

2.- Agrégase el siguiente artículo 6º bis, nuevo:

“Artículo 6º bis.- En la fecha que corresponda efectuar la declaración de las candidaturas, todos los candidatos deberán realizar una declaración de patrimonio e intereses, en los términos que señala la Ley sobre Probidad en la Función Pública y Prevención de los Conflictos de Intereses. Asimismo, deberán cumplir con dicha obligación quienes realicen una declaración de precandidatura, según lo dispuesto en el artículo 3° de la ley N° 19.884. El Servicio Electoral dispondrá de formularios en su página web para facilitar la presentación de la declaración de patrimonio e intereses.

No serán admitidas por el Servicio Electoral las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de quienes no hayan efectuado la declaración de patrimonio e intereses en el plazo previsto, debiendo este organismo establecer un plazo para subsanar eventuales errores. Vencido dicho plazo se entenderán como no presentadas las declaraciones de precandidaturas e inscripciones a candidaturas de aquellos precandidatos y candidatos que no hubieren subsanado errores o imprecisiones de la declaración de patrimonio e intereses.

El Servicio Electoral remitirá, dentro de los diez días hábiles siguientes, copia de estas declaraciones al Servicio de Impuestos Internos y a la Unidad de Análisis Financiero dependiente del Ministerio de Hacienda, sin perjuicio de publicarlas en su página web.”.

3.- En el artículo 30:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por los siguientes: 

 
Artículo 30.- Se entenderá por propaganda electoral para los efectos de esta ley, todo evento o manifestación pública y la publicidad radial, escrita, en imágenes, en soportes audiovisuales u otros medios análogos, siempre que promueva a uno o más precandidatos, candidatos o partidos políticos constituidos o en formación, con fines electorales. En el caso de los plebiscitos, se entenderá por propaganda aquella que induzca a apoyar alguna de las proposiciones sometidas a consideración de la ciudadanía. Dicha propaganda solo podrá efectuarse en la oportunidad y las formas prescritas en esta ley.


No se entenderá como propaganda electoral aquellas actividades tales como la difusión de ideas o de información sobre actos políticos o las actividades habituales no electorales propias del funcionamiento de los partidos políticos constituidos o en formación, ni aquellas actividades que las autoridades públicas realicen en el ejercicio de su cargo.

Para los plebiscitos comunales la propaganda solo podrá comprender las materias sometidas a consideración de los vecinos.
b) Elimínase el inciso tercero.

c) Agrégase el siguiente inciso cuarto, nuevo:

 
“Las autoridades públicas que realicen inauguraciones de obras u otros eventos o ceremonias de carácter público, desde el sexagésimo día anterior a la elección deberán cursar invitación por escrito a tales eventos a todos los candidatos del respectivo territorio electoral. El incumplimiento de esta obligación será considerado una contravención al principio de probidad contemplado en la Ley Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

d) Reemplázase su inciso cuarto por los siguientes:

“Las empresas periodísticas de prensa escrita y las radioemisoras podrán publicar o emitir la propaganda electoral que libremente contraten, pero no podrán discriminar en el cobro de las tarifas entre las distintas candidaturas o proposiciones, según se trate de elecciones o plebiscitos.

 La propaganda electoral por medio de la prensa y radioemisoras solo podrá desarrollarse desde el sexagésimo hasta el tercer día anterior al de la elección o plebiscito, ambos días inclusive. Solo se podrá efectuar propaganda electoral en los medios de prensa o radioemisoras que, a más tardar diez días antes del inicio del período de propaganda, informen al Servicio Electoral de sus tarifas, en la forma establecida por éste, debiendo ser publicadas en la página web del respectivo medio y del Servicio Electoral. Los medios de prensa o radioemisoras podrán adecuar oportunamente y con la debida antelación dichas tarifas, debiendo informar de ello al Servicio Electoral.”.

e) Suprímese su inciso final.

4.- En el artículo 31:

a) Intercálase el siguiente inciso séptimo, nuevo, pasando los actuales séptimo y octavo a ser incisos octavo y noveno, respectivamente:

“La propaganda señalada en los incisos anteriores deberá ser transmitida desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior a la elección o plebiscito, ambos días inclusive.”.

b) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Se prohíbe la propaganda electoral en cinematógrafos y salas de exhibición de videos.”.

5.- En el artículo 31 bis: 
a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 31 bis.- Tratándose de las concesionarias de servicios de radiodifusión televisiva abierta, la distribución del tiempo a que se refieren los incisos cuarto y quinto del artículo 31 la hará el Consejo Nacional de Televisión, previo informe del Servicio Electoral. Para tal efecto, dicho Consejo tendrá el plazo de diez días contado desde la fecha en que las candidaturas queden inscritas en el Registro Especial a que se refiere al artículo 19.”.

b) En su inciso segundo, sustitúyese la frase “inciso sexto del artículo anterior” por “inciso sexto del artículo 31” y elimínase la expresión “Radio y” las dos veces que aparece. 
c) Suprímese la expresión “Radio y” en su inciso tercero.

6.- Agrégase el siguiente artículo 31 ter:  

“Artículo 31 ter.- Durante el plazo señalado en el inciso sexto del artículo 30, las radioemisoras deberán transmitir cada día, entre las 07:00 y las 22:00 horas, seis spots de no menos de treinta y no más de cuarenta segundos de duración con información electoral de utilidad para la ciudadanía, cuyo contenido determinará el Servicio Electoral, el que no podrá favorecer a ningún candidato o partido en particular.

Lo dispuesto en el inciso primero no se aplicará a las radioemisoras que se rijan por la ley N°20.433, que crea los Servicios de Radiodifusión Comunitaria Ciudadana.
7.- Reemplázase el artículo 32 por el siguiente:

 
“Artículo 32.- Sólo podrá realizarse propaganda electoral en los lugares que, de acuerdo a la Ordenanza General de la Ley de Urbanismo y Construcciones, puedan ser calificados como plazas o parques y estén expresamente autorizados por el Servicio Electoral para la realización de la propaganda electoral, pudiendo requerir para ello la información que estime necesaria a cualquier órgano público competente.
En las zonas rurales, definidas de conformidad a la citada Ordenanza, y cuyo territorio no cuente con un número suficiente de plazas y parques, el Servicio Electoral podrá autorizar otros lugares públicos distintos de estos para realizar propaganda electoral.

Dicho Servicio regulará mediante instrucciones la distribución de los espacios públicos entre las distintas candidaturas y partidos políticos, velando por el uso equitativo de ellos y con el fin de no entorpecer el uso de estos espacios por la ciudadanía. En las referidas instrucciones, además, podrá determinar el máximo de elementos de propaganda permitidos para cada candidato o partido en una misma elección.

Noventa días antes de la fecha para efectuar la declaración de candidaturas o sesenta días después de la publicación del decreto de convocatoria del plebiscito, según corresponda, se publicará en el sitio electrónico del Servicio Electoral la nómina de las plazas y parques u otros lugares públicos tratándose de zonas rurales, autorizados para efectuar propaganda electoral. 

En espacios públicos no podrá realizarse propaganda mediante carteles de gran tamaño, cuyas dimensiones superen los dos metros cuadrados.

Se podrá realizar propaganda por activistas o brigadistas en la vía pública, mediante el porte de banderas, lienzos u otros elementos no fijos que identifiquen la candidatura o la entrega de material impreso u otro tipo de objetos informativos.

En ningún caso podrá realizarse propaganda aérea mediante aeronaves o cualquier otro tipo de elementos de desplazamiento en el espacio aéreo.

Asimismo, estará prohibida toda clase de propaganda que, pese a ubicarse en lugar autorizado, destruya, modifique, altere o dañe de manera irreversible los bienes muebles o inmuebles que allí se encuentren.

Las municipalidades, de oficio o a requerimiento del Servicio Electoral, deberán retirar u ordenar el retiro de toda la propaganda electoral que se realice con infracción de lo dispuesto en este artículo, y estarán obligadas a repetir en contra de los candidatos, sean independientes o estén afiliados a partidos políticos, o en contra de estos últimos, según corresponda, por el monto de los costos en que hubieren incurrido. En este caso, previa certificación del Director del Servicio Electoral, que dará cuenta de la infracción cometida y de los gastos asociados al retiro de propaganda, las municipalidades harán efectivos los montos a repetir en los reembolsos que procedan en favor del candidato o partido, según corresponda, ante la Tesorería General de la República. Cuando las municipalidades infrinjan la obligación que establece este inciso, el Servicio Electoral remitirá los antecedentes a la Contraloría General de la República para que ésta haga efectivas las responsabilidades administrativas que procedan.

La propaganda electoral permitida en este artículo y en el siguiente únicamente podrá efectuarse desde el trigésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive, con excepción de la contemplada en el inciso sexto, que podrá realizarse desde el sexagésimo y hasta el tercer día anterior al de la elección, ambos inclusive. En caso de plebiscitos, desde el sexagésimo día hasta el tercero antes de la realización del mismo, ambos días inclusive.”.

8.- Agrégase el siguiente artículo 32 bis:

 
“Artículo 32 bis.- Podrá efectuarse propaganda en espacios privados mediante carteles, afiches o letreros, siempre que medie autorización escrita del propietario, poseedor o mero tenedor del inmueble en que se encuentran y que las dimensiones de esta propaganda no superen los seis cuadrados. Copia de dicha autorización deberá ser enviada al Servicio Electoral por el candidato respectivo, hasta el tercer día después de instalada. La propaganda que se localice en espacios privados deberá ser declarada como gasto, la que será valorizada por el Servicio Electoral para los efectos de calcular el límite de gasto electoral autorizado.
Se prohíbe realizar propaganda electoral en bienes de propiedad privada destinados a servicios públicos o localizados en bienes de uso público, tales como vehículos de transporte de pasajeros, paradas de transporte público, estaciones de ferrocarriles o de metro, o postes del alumbrado, del tendido eléctrico, telefónicos, de televisión u otros de similar naturaleza.
Las sedes oficiales y las oficinas de propaganda de los partidos políticos y de los candidatos podrán exhibir en sus frontispicios carteles, afiches u otra propaganda electoral, considerándose hasta un máximo de cinco sedes en cada comuna.”.

9.- Incorpórase el siguiente artículo 32 ter, nuevo:

“Artículo 32 ter.- Solo se podrá divulgar resultados de encuestas de opinión pública referidas a preferencias electorales, hasta el décimo quinto día anterior al de la elección o plebiscito inclusive.”.

10.- Derógase el artículo 33.

11.- Agréganse los siguientes artículos 34 y 34 bis, nuevos:


“Artículo 34.- Los candidatos deberán llevar un registro de sus brigadistas, de sus sedes y de los vehículos que utilicen en sus campañas, de conformidad a las instrucciones generales que imparta el Servicio Electoral.


Se considerarán brigadistas las personas que realicen acciones de difusión o información en una campaña electoral determinada y reciban algún tipo de compensación económica.


Los candidatos, los jefes de campaña o las personas que estén a cargo de coordinar las labores de los brigadistas deberán denunciar los hechos que pudieren constituir delitos o faltas que involucren, de cualquier manera, a sus brigadistas, dentro de las 72 horas siguientes de haber tomado conocimiento de ellos.


Artículo 34 bis.- El candidato será subsidiariamente responsable de los daños dolosamente causados por actos delictuales de uno o más de sus brigadistas por actos de propaganda electoral. La responsabilidad de los brigadistas se determinará según las reglas generales.


El candidato podrá repetir en contra de los causantes del daño.


El juez que conozca de la correspondiente acción de responsabilidad por daños podrá ordenar, de inmediato, la retención del reembolso a que tuviere derecho el respectivo candidato conforme a la ley N° 19.884.”.
 
12.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:


“Artículo 35.- Carabineros deberá denunciar al Servicio Electoral las infracciones a lo dispuesto en los artículos 30, 32 y 32 bis. No obstante, cualquier persona podrá formular las denuncias que procedan, de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.556 o directamente ante Carabineros.


El Servicio Electoral ordenará retirar a la municipalidad respectiva los elementos de propaganda que contravengan las disposiciones mencionadas.”.

13.- Intercálase en el inciso cuarto del artículo 55, a continuación de la palabra “ejemplares”, la siguiente frase “, uno impreso y otro en formato digital,”.

14.- Reemplázase en el inciso segundo del artículo 67, la expresión “número 4°” por “número 3)”.

15.- En el artículo 70:

 a) Sustitúyese en el inciso primero la frase “y, por último, el de Diputados” por la siguiente: “, el de Diputados y, por último, el de Consejeros Regionales”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la expresión “el comicio” por “los comicios”.

16.- Reemplázase en el numeral 3) del inciso primero del artículo 71, la palabra “cuaderno” por “Padrón de Mesa”.

17.- En el artículo 124:
 
a) Reemplázase la expresión “30 o 31, será sancionado con multa a beneficio municipal de veinte a cien” por “30, 31 bis, 31 ter y 32 ter será sancionado con multa a beneficio fiscal de diez a doscientas”.
b) Agrégase el siguiente inciso segundo nuevo:

“Además de las multas que procedan conforme a este artículo, el Servicio Electoral deberá publicar en su sitio electrónico las sanciones aplicadas.”.

18.- En el artículo 126: 
a) Sustitúyese su inciso primero por el siguiente:

“Artículo 126.- El que hiciere propaganda electoral con infracción de lo dispuesto en los artículos 32 o 32 bis será sancionado con multa a beneficio municipal de diez a cien unidades tributarias mensuales.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, nuevo:

“El candidato o partido que hiciere propaganda electoral fuera de los plazos establecidos en los artículos 30, 31, 31 ter y 32 será sancionado con multa de veinte a doscientas unidades tributarias mensuales, a beneficio municipal, sin perjuicio de lo dispuesto por el artículo 3° de la ley N° 19.884. Los gastos efectuados en dicha propaganda serán valorizados al doble de su precio para efectos de calcular el límite que establece el artículo 4° de la ley N° 19.884.”.
c) Reemplázase el inciso segundo, que ha pasado a ser tercero por el siguiente:

“Cualquier persona podrá concurrir ante el Director Regional del Servicio Electoral respectivo, a fin de que ordene el retiro o supresión de los elementos de propaganda a que se refiere el inciso anterior. La denuncia dará lugar al procedimiento sancionatorio que regula la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral. El Servicio Electoral habilitará un espacio en su sitio electrónico para recibir estas denuncias, las que deberán cumplir con lo dispuesto en el artículo 30 de la ley N°19.880, que Establece Bases de los Procedimientos Administrativos que Rigen los Actos de los Órganos de la Administración del Estado.”.

19.- En el artículo 144:

a) Reemplázase la frase “en los artículos 124, 125, 126, 127, 138, 139 y 142” por la siguiente “en los artículos 138 y 139”.
b) Sustitúyese su inciso segundo por el siguiente:
“Sin perjuicio de lo anterior, el conocimiento de las infracciones sancionadas en los artículos 124, 125, 126 y 127, y en general la fiscalización de lo dispuesto en el párrafo 6º del Título I, corresponderá al Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.

Artículo 2°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límites y Control del Gasto Electoral:

1.- En el inciso primero del artículo 2°:
a) Reemplázase, en el encabezamiento, la oración “se entenderá por gasto electoral todo desembolso en que se incurra para el financiamiento de los equipos, oficinas y servicios de los partidos políticos y candidatos,” por la siguiente: “se entenderá por gasto electoral todo desembolso o contribución avaluable en dinero, efectuado por el precandidato en lo que corresponda, el candidato, un partido político o un tercero en su favor,”.

b) Sustitúyese la letra a) por la siguiente:

“a) Todo evento o manifestación pública, propaganda y publicidad escrita, radial, audiovisual o en imágenes, dirigidos a promover a un candidato o partidos políticos, cualquiera sea el lugar, la forma y medio que se utilice. Lo anterior se entiende sin perjuicio de lo dispuesto  en las normas del Párrafo 6° del Título I de la ley N° 18.700.”.

c) Reemplázase en la letra c) la palabra “Arrendamiento” por la frase “Derechos de uso o arrendamiento”

d) Suprímese la letra g), pasando las letras h) e i) a ser letras g) y h), respectivamente.

e) Reemplázase la letra h), que ha pasado a ser letra g), por la siguiente:

“g) Gastos menores y frecuentes de campaña, tales como la alimentación de personas, mantención de vehículos o de las sedes u otros similares. Estos deberán ser rendidos y no podrán exceder el 10 % del límite total autorizado al candidato o partido político. Será responsabilidad del administrador electoral mantener la documentación de respaldo o justificarla debidamente en conformidad al artículo 31, letra b), de esta ley.”.
2.- En el artículo 3°:

1) Reemplázase en el inciso primero la frase “entre el día que venza el plazo para declarar candidaturas y el día de la elección respectiva” por la siguiente: “entre los 200 días corridos anteriores a la elección definitiva y el día de ésta”.

 
2) Sustitúyese el inciso tercero por los siguientes:

 
“Entre los noventa y los doscientos días corridos anteriores a una elección, quienes aspiren a convertirse en candidatos podrán, de forma voluntaria, efectuar una declaración de precandidatura ante el Servicio Electoral. En dicha oportunidad, los precandidatos deberán realizar la declaración de intereses y patrimonio contenida en el artículo 6° bis de la ley N° 18.700 e informar al Servicio Electoral sobre la apertura de la cuenta bancaria a que alude el artículo 16 de esta ley.

 
En dicho período, los precandidatos podrán percibir los aportes permitidos en el artículo 9° y efectuar gastos electorales, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 42 de la ley N° 20.640, que Establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes. 

 
Los precandidatos que finalmente declaren su candidatura continuarán utilizando su cuenta bancaria electoral, conforme a las reglas generales que esta ley establece. Quienes hubieren efectuado una declaración de precandidatura, en virtud de lo dispuesto en el inciso tercero y, finalmente no declaren su candidatura, deberán presentar su cuenta general de ingresos y gastos ante el Servicio Electoral de acuerdo al tenor del artículo 41 y, con posterioridad, cerrar la cuenta bancaria electoral. En este último caso, si los montos recibidos como aportes no hubieren sido gastados por el precandidato deberán ser devueltos a los aportantes conforme al artículo 12, a prorrata de sus aportes.”.

3.- En el artículo 4°:

a) Reemplázase el inciso segundo por el siguiente: 
“Tratándose de candidaturas a senador, el límite de gasto no podrá exceder de la suma de mil quinientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por dos centésimos de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por quince milésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil electores y por un centésimo de unidad de fomento los restantes electores en la respectiva circunscripción.”.

b) Sustitúyese el inciso tercero por el siguiente: 

“Los candidatos a diputado no podrán exceder la suma de setecientas unidades de fomento, más aquélla que resulte de multiplicar por quince milésimos de unidad de fomento el número de electores en el respectivo distrito.”.

c) Reemplázase su inciso quinto por el siguiente:

“El límite de gasto de los candidatos a consejeros regionales no podrá exceder de la suma de trescientos cincuenta unidades de fomento, más aquella que resulte de multiplicar por un centésimo de unidad de fomento los primeros doscientos mil electores, por setenta y cinco diezmilésimos de unidad de fomento los siguientes doscientos mil y por cinco milésimos de unidad de fomento los restantes electores de la respectiva circunscripción provincial.”.

d) Sustitúyese en su inciso sexto la expresión “tres centésimos” por “quince milésimos”.

e) Intercálase en el inciso séptimo, a continuación de la locución “Diario Oficial”, la frase “y en el sitio web del Servicio”, y reemplázase la expresión “ciento veinte” por “doscientos”.

4.- En el inciso primero del artículo 5° bis:

 1) Reemplázase en el literal a), el guarismo “30” por “10”.

 2) Reemplázanse en el literal b), el guarismo “30” por “10” y el guarismo “50” por “25”.

 3) Reemplázase en el literal c), el guarismo “50” por “25”.
5.- En el artículo 9°:
a) Reemplázase el inciso primero por los siguientes:

 
“Artículo 9°.- Ninguna persona podrá aportar en una misma elección y a un mismo candidato las siguientes sumas en las situaciones que se indican:
 
a) En el caso de candidatos a alcalde o concejal, una suma que exceda del diez por ciento del límite del gasto electoral fijado para la respectiva comuna. Si dicho porcentaje excede las doscientas cincuenta unidades de fomento, el aporte no podrá superar esta suma.

 
b) Tratándose de candidatos a consejero regional, una suma que exceda de doscientas cincuenta unidades de fomento.

 
c) En el caso de candidatos a diputado o senador, una suma que exceda de trescientas quince unidades de fomento.

 
d) Tratándose de candidatos presidenciales, una suma que exceda de quinientas unidades de fomento.


La situación prevista en el inciso segundo del artículo 26 de la Constitución Política de la República, será entendida como otra elección, pudiendo la persona aportar en ella hasta ciento setenta y cinco unidades de fomento.


El Servicio Electoral publicará, en la misma fecha que la ley determina para declarar candidaturas y precandidaturas, el máximo de aportes de origen privado permitido.”.

 
b) Intercálase el siguiente inciso cuarto, nuevo, pasando el actual inciso segundo a ser quinto:


“Podrán efectuar aportes a campañas electorales las personas que hayan cumplido los 18 años de edad. No podrán efectuar aportes a candidato alguno o partido político los Consejeros del Servicio Electoral y sus funcionarios directivos, y las personas naturales que tengan nacionalidad extranjera y residan en el extranjero.”.

 
c) Sustitúyese el inciso tercero, que ha pasado a ser sexto, por el siguiente:


“Los aportes personales que los mismos candidatos efectúen en sus propias campañas no podrán ser superiores al veinte por ciento del gasto electoral permitido, de conformidad a lo dispuesto en el artículo 4°. En el caso de las candidaturas a concejales, dicho monto no podrá sobrepasar las cuarenta unidades de fomento o el veinte por ciento del límite de gasto autorizado, cuando este porcentaje sea equivalente a un monto inferior a 40 unidades de fomento. Con todo, deberán justificar fehacientemente su origen mediante la acreditación de la fuente de dichos aportes, tales como la venta u otro acto jurídico sobre bienes muebles o inmuebles, la suscripción de créditos, los giros en cuentas bancarias, la enajenación de títulos constitutivos de obligaciones en dinero y cualquiera otra alteración de su patrimonio personal destinada al financiamiento electoral. El monto total de aporte propio que se haya realizado, se determinará una vez descontados los reembolsos efectuados según lo dispuesto en el artículo 15.”.

d) Agrégase en el inciso cuarto, que ha pasado a ser séptimo, a continuación de la palabra “electoral”, las siguientes frases “, dentro de los cinco días hábiles siguientes a la notificación de la comunicación del aporte. Transcurrido dicho plazo se entenderán aceptados”.

e) Incorpórase el siguiente inciso final:

“Con todo, ninguna persona podrá efectuar en una misma elección de alcaldes o concejales aportes por una suma superior a mil unidades de fomento o superior a dos mil unidades de fomento tratándose de una elección de diputados, una elección de senadores, una elección de consejeros regionales o una elección presidencial.”.

6.- Elimínase el artículo 10.

7.- Reemplázase, en el inciso segundo del artículo 13 bis, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”. 

8.- En el artículo 14:

a) Reemplázase en su inciso primero la expresión “multiplicado por el equivalente en pesos a diez milésimos de unidad de fomento.” por “multiplicado por el equivalente en pesos a veinte milésimos de unidad de fomento.”.

b) Incorpóranse los siguientes incisos segundo y tercero:

“Ningún partido político podrá contratar servicios con empresas que hayan sido condenadas por prácticas antisindicales o infracción de los derechos fundamentales del trabajador dentro de los dos años anteriores a la elección, o tengan saldos insolutos de remuneraciones o cotizaciones de seguridad social con sus actuales trabajadores o con trabajadores contratados en el plazo señalado.

Del mismo modo, no podrán contratar con empresas sancionadas por infracción del decreto ley N°211, de 1973, que Fija Normas para la Defensa de la Libre Competencia, cuyo texto refundido, coordinado y sistematizado fue fijado por el decreto con fuerza de ley N°1, de 2004, del Ministerio de Economía, Fomento y Reconstrucción.”.

9.- En el artículo 15:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “tres centésimos” por “cuatro centésimos”.

b) Agrégase el siguiente inciso final:
“No se procederá al reembolso que regula este artículo, respecto de los montos que estén en disputa, mientras existan procedimientos sancionatorios administrativos o penales pendientes en contra del candidato o del partido, o se hagan efectivos contra éstos los derechos de repetición que regula el artículo 32 de la ley N° 18.700. Una vez determinadas las multas mediante resolución o sentencia firme, la Tesorería General de la República las hará efectivas en los montos adeudados.”.
10.- Reemplázase el artículo 16 por el siguiente:

 
“Artículo 16.- Todos los aportes a que se refiere el artículo 9° serán públicos, salvo los aportes anónimos contemplados en el artículo siguiente, constarán por escrito, consignarán el nombre completo y número de cédula de identidad del aportante y deberán efectuarse únicamente a través del sistema de recepción de aportes del Servicio Electoral, por medio de transferencia electrónica o depósito bancario.


Cada candidato y partido político, para recibir los aportes por medio del sistema aludido en el inciso anterior, deberá abrir una cuenta bancaria única e informar de ella al Servicio Electoral. Esta cuenta tendrá como objeto exclusivo recibir los aportes de campaña canalizados a través del Servicio Electoral, mediante el sistema de recepción de aportes y, con cargo a tales fondos, cubrir los gastos electorales. Al momento de abrir la cuenta, el candidato o el partido deberán autorizar irrevocablemente al Servicio Electoral, ante la entidad bancaria respectiva, a tomar conocimiento, en cualquier momento y a su solo requerimiento, de todos y cada uno de los movimientos que esta cuenta registre, de conformidad a lo señalado en el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 3, del Ministerio de Hacienda, de 1997, que fija el texto refundido, sistematizado y concordado de la Ley General de Bancos y de otros cuerpos legales que se indican.

 
Las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña solamente podrán recibir depósitos o transferencias efectuadas por el Servicio Electoral y no podrán tener líneas de crédito asociadas. Se incluyen entre los depósitos y transferencias los créditos contratados por los candidatos y los partidos políticos conforme al artículo 14 bis de esta ley, los que también serán intermediados por el Servicio Electoral a través del sistema de recepción de aportes.

  
Los fondos contenidos en las cuentas bancarias aperturadas para la recepción de aportes de campaña serán inembargables.


Los aportes que se efectúen mediante transferencias electrónicas se harán a la cuenta del Servicio Electoral, de acuerdo al sistema de recepción de aportes de dicho Servicio. Tratándose de depósitos bancarios, deberán efectuarse en la cuenta del Servicio Electoral, utilizando el formulario que para el efecto dispondrá este Servicio, en el cual se deberá dejar constancia de la identificación de las personas aportantes, indicando su número de cédula de identidad, y de los destinatarios de tales aportes. El Servicio Electoral dispondrá los medios necesarios para resguardar que mediante su sistema de recepción de aportes sólo los efectúen personas naturales mayores de edad y que se respeten los máximos señalados para cada aporte en los artículos 9° y 17. Los aportes recibidos por el Servicio Electoral deberán ser informados al candidato o partido político, según corresponda, dentro de los dos días hábiles siguientes a su recepción. Luego de dicha comunicación, el candidato podrá aceptar o rechazar los aportes, de conformidad a lo dispuesto en el inciso cuarto del artículo 9°.


El candidato o partido político deberá abstenerse de realizar movimientos en la cuenta bancaria única desde la presentación de la cuenta a que alude el artículo 41 y hasta la aprobación o rechazo definitivos de la misma, luego de lo cual el candidato o partido político deberá proceder al cierre de la cuenta bancaria única.”.
11.- En el artículo 17:

a) Sustitúyese en el inciso primero las frases “veinte unidades de fomento. No obstante, cualquier aportante podrá solicitar se consigne su identidad y el monto de su contribución” por “cincuenta unidades de fomento para las candidaturas a Presidente de la República; treinta unidades de fomento para las candidaturas a senador; veinte unidades de fomento para las candidaturas a diputado y alcalde; y, diez unidades de fomento para las candidaturas a concejal y consejero regional.”.

b) Intercálase el siguiente inciso segundo, pasando el actual a ser inciso tercero:

 “Los aportes anónimos que una persona realice no podrán ser, en total, superiores a cien unidades de fomento para un mismo tipo de elección. El Servicio Electoral fiscalizará que ninguna persona sobrepase los montos máximos establecidos en este artículo. Asimismo, respecto de los aportes anónimos, los funcionarios del Servicio Electoral deberán mantener reserva de la identidad de sus aportantes y les serán aplicables las normas sobre secreto bancario contenidas en el artículo 154 de la Ley General de Bancos y lo dispuesto en los artículos 246 y 247 del Código Penal.”.

c) Agrégase el siguiente inciso final:

“Con todo, los montos aportados no podrán superar los límites que establece el artículo 9°.”.”.
12.- Elimínase el artículo 18.

13.- Suprímese el artículo 19.

14.- Derógase el artículo 20.

15.- En el artículo 21:

a) Reemplázanse los incisos primero a cuarto por el siguiente:

“Artículo 21.- También serán públicos los aportes mensuales que reciban los partidos políticos fuera del período señalado en el artículo 3°.

b) Sustitúyese en el inciso quinto, que pasa a ser inciso segundo la frase “La recaudación de los aportes a que se refiere este artículo, y que no tengan carácter de reservados, se hará directamente al partido o a la entidad recaudadora, si la hubiera,” por la siguiente: “La recaudación de los aportes se hará directamente al partido,”.

c) Suprímese en el inciso sexto, que pasa a ser inciso tercero, las locuciones “, o la entidad recaudadora, en su caso,” y “y que deban ser públicas”.
16.- Reemplázase el artículo 21 bis por el siguiente:

“Artículo 21 bis.- Los ingresos que reciban los institutos de formación política inscritos por los partidos políticos ante el Servicio Electoral serán siempre públicos. Estos sólo podrán ser concedidos a dichos institutos, tanto por partidos políticos como por personas naturales. En el primer caso, deberá constar el detalle de los aportes en la cuenta mensual que los partidos deban rendir ante el Servicio Electoral, de conformidad al Título V de la ley N°18.603, orgánica constitucional sobre Partidos Políticos. En el segundo caso podrán aportar hasta veinte unidades de fomento mensuales y el instituto receptor de los aportes deberá informar al partido sobre la concesión de estos y su monto. El partido a cargo del instituto de formación política deberá informar al Servicio Electoral en un plazo de diez días hábiles contados desde la recepción de los aportes, y deberá rendirlos de conformidad a lo dispuesto en el Título V de la citada ley.”.

17.- Suprímese el artículo 22.

18.- Agrégase en el Párrafo 4° del Título II, en forma previa al artículo 25, el siguiente artículo 24 bis, nuevo:

“Artículo 24 bis.- Se prohíbe a los precandidatos y candidatos efectuar, con ocasión de la campaña electoral, y fuera de lo dispuesto en el artículo 2°, erogaciones o donaciones en dinero, o en especies, en favor de organizaciones o de personas jurídicas o de personas naturales distintas de su cónyuge o parientes.”.
19.- Reemplázase el artículo 25 por el siguiente: 

“Artículo 25.- Sin perjuicio de lo dispuesto en el título V de la ley N°18.603, así como en el párrafo 2° de este Título, los precandidatos, los candidatos y partidos políticos no podrán recibir, directa o indirectamente, aportes de campaña electoral de los órganos de la Administración del Estado, de las empresas del Estado, ni de aquellas en que este, sus empresas, sociedades o instituciones tengan participación.”.
20.- Sustitúyese el artículo 26 por el siguiente:

“Artículo 26.- No podrán efectuar aportes para campaña electoral las personas jurídicas, con excepción de los aportes que efectúen los partidos políticos y el Fisco.”.

21.- Agréganse en el artículo 27 los siguientes incisos nuevos:

“Del mismo modo, se prohíbe a los funcionarios públicos utilizar bases de datos o cualquier medio a que tengan acceso en virtud de su cargo para fines políticos electorales.

Los Ministros de Estado, Subsecretarios, Intendentes, Gobernadores, Jefes Superiores de Servicio, Jefes de División, Jefes de Departamento o Directores Regionales de Servicios Nacionales no podrán, con ocasión del ejercicio de su cargo, ordenar ni incentivar a los funcionarios bajo su dependencia a promover, por medio de aportes o de cualquier modo, a precandidatos, candidatos o campañas electorales.

Las infracciones a este artículo se considerarán una infracción grave al principio de probidad.”.

22.- Agrégase en el artículo 27 A, el siguiente inciso final, nuevo:

“Tratándose de personas jurídicas, serán sancionadas con multa equivalente al triple del monto ilegalmente aportado, aplicándose esta sanción, además, a todos los miembros de su directorio que hayan concurrido favorablemente al acuerdo.”.

23.- Agrégase, a continuación del artículo 27 A, el siguiente artículo 27 bis, nuevo:

 
“Artículo 27 bis.- El que usando procedimientos distintos a los contemplados en esta ley y en la ley N° 18.603, otorgue u obtenga aportes para candidatos o partidos políticos, cuyo monto excediere en un 50% lo permitido por la ley, sea de manera individual o en el conjunto de los aportes obtenidos, será castigado con presidio menor en su grado medio y multa equivalente al triple de lo otorgado u obtenido.


Tratándose de aportes otorgados u obtenidos por o de una persona jurídica, se impondrá la pena señalada en el inciso anterior, sin importar el monto del aporte, aplicándose lo dispuesto en el artículo 58 del Código Procesal Penal.

 
El ofrecimiento o la solicitud de los aportes sancionados por los incisos anteriores serán castigados con multa equivalente al doble de lo ofrecido o solicitado.

 
El que utilice los aportes o fondos obtenidos del Fisco, que regulan las leyes referidas en el inciso primero, en una finalidad distinta a la cual están destinados en virtud de la ley será castigado con presidio menor en su grado medio. El tercero que, a sabiendas, se haya beneficiado de tales actos, será castigado con presidio menor en su grado mínimo.”.
24.- Incorpóranse los siguientes artículos 27 ter y 27 quáter, nuevos:

“Artículo 27 ter.- El administrador electoral, el administrador general electoral o el administrador general de fondos de un partido político que en sus rendiciones de cuentas al Servicio Electoral a sabiendas proporcione antecedentes falsos o certifique hechos falsos, será sancionado con la pena de presidio menor en su grado máximo.

Artículo 27 quáter.- Las investigaciones de los delitos descritos en los artículos 27 bis y 27 ter sólo podrán ser iniciadas por denuncia o querella del Servicio Electoral, sin perjuicio del derecho de toda persona de denunciar dichas infracciones ante el Servicio Electoral.

 Los tribunales con competencia en lo penal deberán remitir al Consejo Directivo del Servicio Electoral las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos tipificados en el artículo 27 bis, en un plazo de cinco días hábiles desde que se encuentren en dicho estado.”.
25.- Agrégase, a continuación del artículo 28, el siguiente artículo 28 bis, nuevo:

“Artículo 28 bis.- Se considerarán infracciones graves a las normas sobre transparencia, límites y control del gasto electoral, las siguientes:

a) Haber sobrepasado en un 25% el límite al gasto electoral permitido por esta ley, siempre que dicho porcentaje sea superior a 40 unidades de fomento.

b) Haber sufrido el rechazo de la cuenta general de ingresos y gastos de campaña electoral presentada por el Administrador Electoral del respectivo candidato, por contener ésta una diferencia superior al 20% entre el gasto electoral declarado y lo determinado por el Servicio Electoral.

c) Recibir aportes con infracción a lo dispuesto por el artículo 26 de la presente ley.

d) Resultar condenado por los delitos previstos en los incisos primero, segundo y cuarto del artículo 27 bis; del artículo 27 ter y en el inciso primero del artículo 137 de la ley N° 18.700.

Corresponderá al Consejo Directivo del Servicio Electoral determinar que se han verificado las infracciones señaladas en las letras a), b) o c) precedentes.

Cuando el Consejo Directivo determine que se han verificado infracciones graves, deberá remitir su resolución y los antecedentes al Tribunal Calificador de Elecciones para los efectos previstos en los artículos 60 y 125 de la Constitución Política de la República. Con este mismo objeto, el Consejo Directivo del Servicio Electoral remitirá al Tribunal Calificador de Elecciones las sentencias firmes y ejecutoriadas que condenen a personas por los delitos referidos en la letra d) del inciso primero, dentro de los tres días hábiles siguientes a aquel en que tome conocimiento de ellas.

El Tribunal Calificador de Elecciones conocerá de estas infracciones graves a través de un procedimiento racional y justo, regulado en la forma que establece la ley N° 18.460, debiendo pronunciar su sentencia previa vista de la causa y dentro del plazo de los 10 días hábiles siguientes.”.

26.- Agrégase en el artículo 33 la siguiente letra e):

“e) Velar porque todo gasto efectuado en la campaña electoral sea publicado en el sitio electrónico que deberá llevar al efecto cada partido político.”.

27.- Intercálase en el inciso primero del artículo 34, a continuación de la frase “no podrán ejercer ninguno de estos cargos quienes”, la expresión “hayan sido condenados por delitos tributarios o contra la fe pública, o”.

28.- En el inciso primero del artículo 37, intercálase, a continuación de la palabra “renuncia”, la frase “notificada al candidato e informada al Director del Servicio Electoral” y suprímese el punto que se ubica luego del vocablo “ley”.

29.- Agrégase en el artículo 40 la siguiente oración final: “Este registro se encontrará a disposición del público en el sitio electrónico que para el efecto deberá llevar cada partido.”.

30.- En el artículo 42, reemplázanse las cuatro primeras oraciones por las siguientes: “El Director del Servicio Electoral se pronunciará respecto de la cuenta de ingresos y gastos electorales dentro de los cuarenta y cinco días siguientes de expirado el plazo a que se refiere el inciso primero del artículo anterior. Tratándose de los actos eleccionarios regulados por la ley N° 18.695, Orgánica Constitucional de Municipalidades, y ley N° 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Regional, el plazo de análisis de la cuenta será de setenta y cinco días.”.

31.- Reemplázase en el artículo 43 la expresión “de decimoquinto” por “del décimo” y agrégase el siguiente inciso final, nuevo:

“Transcurrido el plazo señalado en el inciso anterior, y aun cuando no se haya recibido respuesta a las observaciones formuladas, el Director del Servicio Electoral resolverá la aprobación o el rechazo de la cuenta, dentro de los quince días siguientes.”.
32.- En el artículo 44:

a) Sustitúyese, en el inciso segundo, la expresión “carta certificada,” por “correo electrónico o carta certificada, en su caso,”.

b) Reemplázase, en el inciso tercero, la locución “al Administrador General Electoral o al Administrador Electoral, según el caso” por “al candidato que corresponda y su Administrador Electoral, quienes serán solidariamente responsables y al Administrador General Electoral, según el caso.”.

33.- Intercálase en el inciso primero del artículo 48, a continuación de la expresión “serán públicas y”, la expresión “se encontrarán disponibles en el sitio electrónico del Servicio. Además,”.

34.- Sustitúyese el artículo 51 por el siguiente:

“Artículo 51.- Los procedimientos administrativos sancionatorios a que dé lugar la aplicación de esta ley se regirán por las reglas del procedimiento sancionatorio previsto en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral.”.

35.- Sustitúyese en el artículo 54 la expresión “o infracciones” por “, infracciones o delitos”.
Artículo 3°.- Modifícase la ley N°18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos, de la siguiente forma:

1.- Agrégase en el inciso primero del artículo 33 la siguiente oración final, pasando el punto aparte a ser punto seguido:

“El aporte máximo en dinero que cada persona natural podrá efectuar a partidos políticos, esté o no afiliada a ellos, no podrá exceder de doscientas cincuenta unidades de fomento al año. Los partidos políticos no podrán recibir aportes de cualquier naturaleza de personas jurídicas.”.


2.- Agrégase, a continuación del artículo 33, el siguiente nuevo:

 
“Artículo 33 bis.- El Estado, a través del Servicio Electoral, otorgará a los partidos políticos aportes trimestrales que deberán ser destinados a la atención de los gastos de funcionamiento del partido, la adquisición de bienes inmuebles, el pago de deudas, el desarrollo de actividades de formación cívica de los ciudadanos, la preparación de candidatos a cargos de elección popular, la formación de militantes, la elaboración de estudios que apoyen la labor política y programática, el diseño de políticas públicas, la investigación, el fomento a la participación femenina y de los jóvenes en la política y, en general, a las actividades contempladas en el artículo 2° de esta ley. Los estudios e informes que los partidos elaboren con cargo a estos fondos serán públicos, salvo que su publicidad, comunicación o conocimiento afecte las decisiones estratégicas que pudieren adoptar los partidos políticos.

 
Al menos un diez por ciento del total aportado a cada partido deberá utilizarse para fomentar la participación política de las mujeres. 

 
Para dar cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 34, los partidos políticos deberán constituir anualmente una provisión destinada a la contratación de auditorías externas.

 
Los partidos políticos, para acceder a los aportes referidos en el inciso primero, deberán cumplir con los siguientes requisitos:

 
i) Estar constituidos de conformidad a lo dispuesto en el Título II de esta la ley, en al menos tres regiones contiguas; y, en cualquier caso, contar en cada una de dichas regiones con un número mínimo de 500 afiliados.

 
ii) Dar cumplimiento íntegro a las normas legales que regulan su funcionamiento y organización interna. 

 
El aporte total a repartir para cada año estará constituido por el equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el número de votos válidamente emitidos en la última elección de diputados a favor de candidatos inscritos en algún partido político y de candidatos independientes asociados a algún partido, según lo señale en la declaración de candidatura respectiva, de acuerdo a lo dispuesto en el artículo 3° bis de la ley N°18.700. Sin perjuicio de lo anterior, dicho aporte nunca podrá ser inferior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el cuarenta por ciento del total de personas con derecho a sufragio inscritas en el Padrón Electoral que haya utilizado el Servicio Electoral para la última elección de diputados, ni superior a la cifra en pesos equivalente a cero coma cero cuatro unidades de fomento multiplicado por el sesenta por ciento del referido total de personas. El resultado de este cálculo será dividido en cuatro partes iguales, a repartir trimestralmente en los meses de enero, abril, junio y octubre de cada año. 

 
La distribución de cada monto trimestral se determinará según las siguientes reglas, cuyo cumplimiento será también verificado de manera trimestral:

 
a) El veinte por ciento del monto trimestral a repartir se distribuirá entre todos los partidos políticos que cumplan con los requisitos para optar al aporte, de manera proporcional al número de regiones en las que estén constituidos, y siempre que tengan en cada una de ellas al menos 500 afiliados. En el caso de los partidos que estén constituidos en la totalidad de las regiones del país, se les distribuirá lo que correspondiere como si estuviesen constituidos en una región adicional.

 
b) El ochenta por ciento restante del referido monto trimestral se distribuirá sólo en favor de cada partido con representación parlamentaria y que cumpla con los requisitos para optar al aporte, a prorrata de los votos válidamente emitidos a su favor en la elección a que se refiere el inciso anterior. 

 
Para impetrar el aporte establecido en la letra b) de este artículo, se observarán las siguientes reglas:

 
1. Si un parlamentario elegido como independiente no asociado a un partido político se afilia a alguno o concurre a la formación de uno nuevo, dicho partido podrá acceder al financiamiento establecido en esta letra, caso en el cual se computarán en su favor los votos obtenidos por el parlamentario. Estos votos sólo se contabilizarán para determinar el porcentaje de aporte que corresponde a cada partido. 

 
2. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de él, se le restará al referido partido del total del aporte que recibe, el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo. 

 
3. Si un parlamentario electo como afiliado de un partido político se desafiliare de éste y se afiliare a otro partido, este último no aumentará el total del aporte que le correspondería recibir por los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario, mientras que al partido del cual se desafilió se le restará del total del aporte que recibe, el equivalente al 50 por ciento de los votos válidamente emitidos a favor de dicho parlamentario. Los fondos restantes correspondientes a estos votos no serán reasignados, siendo restados del monto total anual referido en el inciso quinto de este artículo. 

 
El Servicio Electoral no efectuará transferencias a los partidos que se encuentren en mora de pagar multas al Fisco, determinadas en un procedimiento administrativo sancionatorio, o sus cuentas o balances anuales no hayan sido aprobadas por el mismo Servicio. Tampoco se efectuarán aportes a los partidos que no cumplan con la actualización de su registro general de afiliados exigida por el artículo 20 de esta ley. En caso que el Estado no repartiera todos los fondos disponibles, los excesos no serán distribuidos.

Si al término del año calendario el partido no justificare el uso o destinos de los recursos obtenidos por el aporte, los dineros percibidos sin justificar deberán ser devueltos a la Tesorería General de la República dentro de los treinta días siguientes a la resolución del Servicio Electoral que así lo determine.

 
En el caso que el partido no haya cumplido con el porcentaje de gasto mínimo establecido en el inciso segundo, le será descontado de sus respectivos aportes del año siguiente un monto equivalente a lo que faltare para cumplir el referido mínimo.

 
Para todos los efectos de este artículo, el valor de la unidad de fomento será el vigente al de la fecha del cálculo anual del total del aporte.”.
3.- En el artículo 34:

a) Intercálase a continuación del primer inciso, el siguiente inciso segundo, nuevo, pasando los actuales segundo y tercero a ser tercero y cuarto, respectivamente:

“Deberán llevar contabilidad separada de los fondos públicos y de los aportes privados que reciban y mantener a disposición permanente del público, a través de sus sitios electrónicos, el informe mensual de sus ingresos y gastos, actualizados trimestralmente, desglosado, al menos, en las siguientes categorías:

a) Cuantía global de las cuotas y aportes de sus afiliados.

b) Rendimientos procedentes de su propio patrimonio.

c) Ingresos procedentes de los aportes de personas naturales.

d) Aportes estatales regulados en esta ley.

e) Rendimientos procedentes de las actividades del partido.

f) Gastos de personal.

g) Gastos de adquisición de bienes y servicios o gastos corrientes.

h) Gastos financieros por préstamos, distinguiendo entre préstamos de corto y largo plazo.

i) Otros gastos de administración.

j) Gastos de actividades de investigación.

k) Gastos de actividades de educación cívica.

l) Gastos de actividades de fomento a la participación femenina.

m) Gastos de actividades de fomento a la participación de los jóvenes.

n) Créditos, distinguiendo entre créditos de corto y largo plazo, inversiones y valores de operaciones de capital.

ñ) Gastos de las actividades de preparación de candidatos a cargos de elección popular.

o) Gastos de las actividades de formación de militantes.

b) Agrégase el siguiente inciso final:

“Además, tratándose de los partidos políticos que reciban aportes conforme al artículo 33 bis, el Servicio Electoral dispondrá de la contratación de auditorías externas para inspeccionar las cuentas de los partidos políticos, con cargo a los recursos públicos de que tratan los artículos 33 y 33 bis. Dichas contrataciones solo podrán celebrarse con empresas que consten en los registros de la Superintendencia de Valores y Seguros.”.

4.- Agrégase el siguiente artículo 34 bis: 

“Artículo 34 bis.- Para efectos de recibir el aporte fiscal, todo partido político beneficiario de este deberá presentar al Servicio Electoral la individualización de la cuenta corriente bancaria única y oficial del partido político en la cual se traspasarán los fondos y se supervisarán sus otros movimientos de conformidad a la ley.”.

5.- Incorpórase el siguiente artículo 34 ter:

 
“Artículo 34 ter.- Para optar al aporte público que establece esta ley, todo partido político deberá nombrar un profesional en calidad de Administrador General de los Fondos, con domicilio en Chile, quien será colaborador directo de la Directiva Central, en el cumplimiento de las normas y procedimientos internos. Será, además, responsable en conformidad a las normas generales por el uso indebido de los fondos que el Estado entregue al partido, sin perjuicio de las responsabilidades que puedan afectar al personal a su cargo o a otras personas que hayan vulnerado la correcta utilización de dichos fondos. Este Administrador deberá contar con un título técnico o profesional de una carrera de al menos ocho semestres de duración.”.

Son obligaciones del Administrador General de los Fondos de un partido las siguientes:

a) Llevar la contabilidad detallada de todo ingreso y egreso de fondos, con indicación del origen y destino, la fecha de la operación y el nombre y domicilio de las personas intervinientes. La documentación de respaldo deberá conservarse durante cinco años.

b) Presentar a los organismos de control la información requerida por esta ley.

c) Reintegrar los aportes que reciba del Estado, en conformidad a esta ley.

d) Efectuar todos los gastos con cargo a la cuenta única correspondiente del partido.

Además, en periodo de campaña, el Administrador General de los Fondos de un partido podrá ser designado Administrador General Electoral y cumplir con las funciones descritas en el artículo 33 de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral.”.

6.- Reemplázase el artículo 35 por el siguiente:

“Artículo 35.- Los partidos políticos practicarán un balance anual y remitirán un ejemplar al Servicio Electoral. Si el Servicio estimare necesario formular aclaraciones, requerirá al partido las informaciones y antecedentes del caso, el que los proporcionará en el plazo que fije el Servicio, sin perjuicio de sus facultades inspectivas.
El Servicio podrá rechazar el balance cuando no se ajuste a las anotaciones de los libros o contenga  errores u omisiones manifiestos. En caso de no existir objeciones o si estas fueren subsanadas, el Servicio  ordenará publicar el balance en el Diario Oficial, a costa del partido.

La resolución del Servicio Electoral que rechace el balance será impugnable ante el órgano que corresponda, según las reglas generales.”.

7.- En el artículo 43:

a) Reemplázase, en el inciso primero, la locución “de oficio o a petición de cualquier ciudadano” por la frase “, previa resolución del Consejo Directivo del Servicio Electoral que así lo disponga”.

b) Sustitúyese, en el inciso tercero, la expresión “Asimismo, en” por la preposición “En” y elimínase la locución “de oficio”.

8.- Agrégase el siguiente inciso final al artículo 56:

“Sin perjuicio de lo anterior, las sanciones de multa a que se refieren los artículos 50 y 51 y, en general, las que correspondan a la inobservancia del título V de esta ley, serán impuestas por el Servicio Electoral, según su ley orgánica. No obstante, cuando la sanción aplicable corresponda a la suspensión o disolución del partido o inhabilidad para ocupar cargos directivos de un partido político, se estará a lo dispuesto en este artículo.”.

Artículo 4°.- Derógase el Título II de la ley N°19.885, que Incentiva y Norma el Buen Uso de Donaciones que dan Origen a Beneficios Tributarios y los Extiende a Otros Fines Sociales y Públicos.

Artículo 5°.- Introdúcense las siguientes modificaciones en la ley N°18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral:

1.- Reemplázase el inciso primero del artículo 57 por el siguiente:

“Artículo 57.- El Servicio Electoral es un organismo autónomo de rango constitucional, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuyo objeto será cumplir con las funciones que le señale la ley. Su domicilio será la capital de la República.”.

2.- Sustitúyese el artículo 58 por el siguiente:

“Artículo 58.- El Servicio Electoral estará sometido a la fiscalización de la Contraloría General de la República únicamente en lo que concierne al examen y juzgamiento de sus cuentas de entradas y gastos. Las contrataciones y nombramientos de su personal serán enviadas a la Contraloría General de la República para el solo efecto de su registro.

Los actos del Servicio Electoral no están afectos al trámite de toma de razón.”.

3.- Reemplázase el artículo 60 por el siguiente:

“Artículo 60.- El Servicio Electoral tendrá por objeto:

1) Administrar, supervigilar y fiscalizar el proceso de inscripción electoral, la elaboración y actualización de los padrones electorales y el acto electoral.

2) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas sobre campañas electorales y su financiamiento.

3) Supervigilar y fiscalizar el cumplimiento de las normas que regulen las actividades propias y ámbitos de acción de los partidos políticos, con pleno respeto por la autonomía de éstos y su financiamiento.

4) Las demás materias que ésta u otras leyes establezcan.

Al Servicio Electoral le serán aplicables las normas del Título IV del decreto con fuerza de ley N° 1/19.653, del Ministerio Secretaría General de la Presidencia, de 2001, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.575, Orgánica Constitucional de Bases Generales de la Administración del Estado.”.

4.- Sustitúyese el artículo 61 por el siguiente:

“Artículo 61.- Los órganos de dirección del Servicio Electoral serán el Consejo Directivo y su Director. Al Consejo Directivo corresponderá la dirección superior del Servicio.

Al Director del Servicio le corresponderá la dirección administrativa y técnica del mismo.”.

5.- En el artículo 62:

a) Reemplázanse los incisos primero y segundo por el siguiente:

“Artículo 62.- El Consejo Directivo estará integrado por cinco consejeros designados por el Presidente de la República, previo acuerdo del Senado adoptado por los dos tercios de sus miembros en ejercicio. Luego de recibida la propuesta del Presidente de la República, se realizará una audiencia pública de presentación del candidato a consejero ante la Comisión del Senado que corresponda.”.

b) Agrégase en el inciso tercero, que ha pasado a ser segundo, a continuación del punto aparte (.), que pasa a ser seguido (.), la siguiente oración final: “La representación del Consejo en eventos protocolares nacionales e internacionales, así como en las gestiones que se desarrollen ante cualquier entidad extranjera, le corresponderá al Presidente del Consejo o a quien, en subsidio, determine el Consejo.”.
c) Suprímese en el inciso quinto, que ha pasado a ser cuarto, la frase “de conformidad con el inciso primero,”.

d) Agrégase, a continuación del inciso sexto, que ha pasado a ser quinto, el siguiente nuevo:
“Corresponderá al Presidente del Consejo comunicar los acuerdos que adopte dicha instancia sobre las materias de su competencia, al Director del Servicio, al Tribunal Calificador de Elecciones y a los Tribunales Electorales Regionales, según corresponda.”.

6.- Sustitúyese en el inciso final del artículo 63, la frase “en sala legalmente constituida” por la siguiente “en sesiones ordinarias o extraordinarias, de conformidad a la ley”.

7.- Elimínase el inciso primero del artículo 64.

8.- En el artículo 65:

a) Modifícase el inciso primero de la siguiente manera:

i) Intercálase en el literal c), a continuación de la palabra “Renuncia”, la frase “por razones fundadas”.

ii) Sustitúyese en el literal f) las frases “Falta grave al cumplimiento de las obligaciones como consejero. Serán faltas graves”, por las siguientes: “Mal comportamiento o negligencia manifiesta en el cumplimiento de las obligaciones como consejero. Se entenderá como mal comportamiento o negligencia manifiesta en el ejercicio de sus funciones,”.

iii) Agrégase el siguiente literal g), nuevo:

“g) Infracción grave a la Constitución o las leyes”.

b) Reemplázase en el inciso segundo la primera oración por las siguientes: “La existencia de las causales establecidas en las letras d), e), f) y g) serán declaradas por la Corte Suprema, a requerimiento del Presidente de la República o de un tercio de los miembros en ejercicio de la Cámara de Diputados. La Corte conocerá del asunto en pleno especialmente convocado al efecto, y para acordar la remoción deberá reunir el voto conforme de la mayoría de sus miembros en ejercicio.”.
c) Sustitúyese en el inciso tercero la expresión “el Tribunal” por “la Corte Suprema”.

9.- En el artículo 66:

a) Reemplázase en el inciso cuarto la locución “una vez y no más de tres veces” por la siguiente: “cuatro veces”.

b) Sustitúyese el inciso sexto por el siguiente:

“Los acuerdos requerirán del voto favorable de la mayoría de sus miembros presentes.”.

c) Reemplázase en el inciso séptimo la palabra “tomar” por “adoptar” y la expresión “letra h)” por “letra g)”.

d) Modifícase el inciso octavo de la siguiente manera:

i) Intercálase, a continuación de la expresión “de otra persona”, la frase “, o lo tengan su cónyuge, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo por afinidad”.

ii) Reemplázase la locución “o sus parientes hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad,” por la frase “, conviviente civil, hijos o sus parientes hasta el tercer grado de consanguinidad o segundo de afinidad,”.

iii) Suprímese la expresión “, de un 10% o más de su capital”.

e) Intercálase el siguiente inciso noveno, nuevo, pasando el actual noveno a ser décimo:

“Los consejeros deberán abstenerse de intervenir, en razón de sus funciones, en asuntos en que se tenga interés personal o en que lo tengan el cónyuge, conviviente civil, hijos o parientes hasta el tercer grado de consanguinidad y segundo de afinidad inclusive. Asimismo, deberán abstenerse de participar en decisiones en que exista cualquier circunstancia que le reste imparcialidad.”.

10.- En el artículo 67:

a) Reemplázase en el encabezado la palabra “Consejo” por “Consejo Directivo del Servicio Electoral”.

b) Suprímese en el literal b) la frase “y adoptar las medidas necesarias para asegurar su normal funcionamiento”.

c) Suprímese en el literal d), la expresión “y del Subdirector”.

d) Elimínase el literal e), reordenándose los siguientes.

e) Reemplázase en el literal f), que ha pasado a ser literal e), la expresión “la Nómina”, por “las Nóminas”.

f) Sustitúyese en la letra h), que ha pasado a ser g), la frase “Designar y remover al Director y Subdirector del Servicio Electoral” por “Designar y remover al Director del Servicio Electoral, conforme a lo dispuesto en el artículo 68”.

g) Agréganse los siguientes literales h), i), j) k), y l) nuevos, pasando el literal i) a ser literal ll):

“h) Dictar normas e instrucciones acerca de la aplicación de las normas electorales, de partidos políticos y de control del gasto electoral, especialmente aquellas que correspondan a la aplicación de las leyes números 18.700, 18.603 y 19.884 que deban aplicarse en Chile o en el extranjero, según corresponda. La normativa y las resoluciones que emanen de este Consejo serán obligatorias y deberán ser sistematizadas a fin de facilitar el acceso y conocimiento de las mismas por el público en general. Esta facultad no obsta a lo establecido en el artículo 61 de la ley N° 18.603.

i) Aprobar las políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

j) Pronunciarse sobre las infracciones señaladas en las letras a), b) y c) del artículo 28 bis de la ley N° 19.884.

k) Requerir el pronunciamiento del Tribunal Calificador de Elecciones en los casos en que la ley lo ordene.

l) Contribuir al desarrollo de la vida democrática del país, fomentando la educación cívica electoral de los ciudadanos.”.

11.- En el artículo 68:

a) Intercálase en el encabezamiento, a continuación de la palabra “funciones”, la expresión “y atribuciones”.

b) Elimínase en el literal c), la frase “, previo acuerdo del Consejo Directivo”.

c) Agrégase en el literal d), la siguiente oración final: “Asimismo, el Director del Servicio propondrá al Consejo el aumento de presupuesto para la contratación del personal transitorio necesario para los procesos electorales.”.
d) Reemplázase el literal e), por el siguiente: 

“e) Ejecutar los actos, dictar las resoluciones y celebrar las convenciones necesarias para el cumplimiento de los fines del Servicio, tales como, contratar bienes y servicios para el cumplimiento de sus funciones.”.

e) Agrégase en el literal f), a continuación de la palabra “Servicio”, la siguiente frase “, salvo la dictación de la resolución final de procedimientos sancionatorios”.
f) Suprímese el literal h), pasando los actuales literales i) y j) a ser literales h) e i), respectivamente.

g) Reemplázase los actuales literales k), l), m) y n) por los siguientes literales, nuevos, j), k), l), m), n), ñ), o), p), q), r), s), t) y u):

“j) Designar y remover a los Subdirectores de conformidad a las normas del Título VI de la ley N° 19.882. 

k) Proponer al Consejo Directivo el presupuesto del Servicio. 

l) Proponer al Consejo Directivo del Servicio Electoral los miembros de las Juntas Electorales.

m) Proponer al Consejo Directivo los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados a los que se refiere la ley.

n) Proponer al Consejo Directivo, con la colaboración de los Subdirectores, las normas e instrucciones de carácter general que disponga el Párrafo 6°, Título I de la ley N° 18.700, la ley N° 18.603, la ley N° 19.884 y aquellas políticas y medidas para la accesibilidad de las personas al ejercicio del sufragio.

ñ) Supervigilar y fiscalizar a las Juntas Electorales establecidas en la ley N° 18.700 y velar por el cumplimiento de las normas electorales, debiendo denunciar ante la autoridad que corresponda a las personas que las infringieren, sin perjuicio de la acción pública o popular que fuere procedente.
o) Informar al Consejo Directivo del Servicio, plena y documentadamente, sobre todo lo relacionado con el funcionamiento del Servicio.

p) Requerir personalmente o a través de los Subdirectores, los antecedentes necesarios de los distintos órganos del Estado, para el examen de las situaciones comprendidas en el ámbito de su competencia.

q) Disponer, para la fiscalización o investigación de las materias de competencia del Servicio Electoral, la citación o el requerimiento de antecedentes a candidatos, administradores electorales, administradores generales electorales, administradores generales de fondos de partidos políticos y miembros de las directivas centrales de partidos políticos; y el ingreso a los domicilios registrados ante el servicio electoral por aquellas personas y a las sedes oficiales de candidatos y partidos políticos.

Si de la investigación resultare fundamental el acceso a cuentas corrientes de las personas mencionadas en el párrafo anterior o el ingreso a sus domicilios particulares, deberá siempre requerir el consentimiento del afectado o la autorización judicial correspondiente.

r) Resolver los procedimientos administrativos que esta ley establece, y aplicar las sanciones que correspondan de conformidad a lo establecido en esta ley.

s) Elevar al Consejo Directivo los antecedentes respecto de infracciones graves a las normas sobre transparencia, límite y control del gasto electoral.

t) Disponer la publicación en el sitio web institucional de todas aquellas resoluciones, instrucciones o normas de carácter general que el Servicio dicte.

u) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes y ejecutar las normas e instrucciones de general aplicación que dicte el Consejo.”.

h) Agrégase los siguientes incisos nuevos:

“El Director del Servicio Electoral durará cinco años en su cargo, pudiendo ser renovado hasta por dos períodos consecutivos. Cesará en su cargo por las siguientes causales:

1) Expiración del plazo por el que fue nombrado.
2) Haber cumplido los 75 años de edad.
3) Renuncia voluntaria, aceptada por el Consejo Directivo del Servicio Electoral.
4) Incapacidad síquica o física sobreviniente para el desempeño del cargo.
5) Inhabilidad sobreviniente.
6) Incumplimiento grave de sus obligaciones.

Las causales señaladas en los números 3), 4), 5) y 6) serán declaradas por el Consejo Directivo del Servicio Electoral, previa audiencia del Director afectado.

Cuando el Director cese en su cargo por expiración del plazo por el que fue nombrado, tendrá derecho a la indemnización que señala el artículo 154 del decreto con fuerza de ley N° 29, del Ministerio de Hacienda, de 2004, que fija el texto refundido, coordinado y sistematizado de la ley N° 18.834, sobre Estatuto Administrativo.

El Director del Servicio Electoral estará afecto a los párrafos 5° y 6° del Título VI de la ley N° 19.882. En este caso, el convenio de desempeño será celebrado entre el Consejo Directivo y el Director del Servicio Electoral y tendrá una duración de 5 años. Al Consejo le corresponderá determinar el grado de cumplimiento de los objetivos acordados.”.

12.- Reemplázase el artículo 69 por el siguiente:

“Artículo 69.- La Dirección del Servicio contará con tres Subdirecciones que serán sus colaboradoras inmediatas y tendrán las funciones y atribuciones que se indican en los párrafos 4°, 5° y 6° de este Título.

Los Subdirectores deberán informar al Director del Servicio, dentro de las 48 horas siguientes desde que tomen conocimiento de toda información o antecedente que corresponda fiscalizar o supervisar respecto de otro organismo o servicio de la administración del Estado.

Los Subdirectores estarán afectos al Título VI de la ley N° 19.882.

El Director del Servicio tendrá derecho a asistir a las sesiones del Consejo Directivo, con derecho a voz.”.

13.- Sustitúyese en el artículo 70, la expresión “al Subdirector” por “a los Subdirectores”.

14.- Intercálanse los siguientes Párrafos 4°, 5°, 6° y 7°, nuevos, pasando el actual Párrafo 4° a ser Párrafo 8°:

“Párrafo 4°

De la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral

Artículo 70 A.- Corresponderán a la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral, las siguientes funciones y atribuciones:

a) Administrar los Padrones Electorales, para lo cual deberá formar, mantener y actualizar el Registro Electoral. 

b) Elaborar y presentar al Director una propuesta de los Padrones Electorales y las Nóminas de Electores Inhabilitados en los términos señalados en la ley.

c) Elaborar propuestas sobre el diseño e impresión de formularios y demás documentos que se utilicen en el proceso de formación y actualización del Registro Electoral, las que serán ordenadas y resueltas por el Director del Servicio.

d) Resolver las solicitudes de cambio de domicilio electoral y de acreditación de avecindamiento.

e) Recepcionar, ponerles cargo y otorgar recibo de las declaraciones de candidaturas que les presenten los partidos políticos, pactos electorales y candidatos independientes. Asimismo, recibir el retiro de candidaturas independientes.

f) Recepcionar los pactos electorales que los partidos políticos le presenten y recibir las comunicaciones referidas a los mismos.

g) Comunicar a las Juntas Electorales las designaciones de las personas y sus respectivos subrogantes que estarán a cargo de los trabajos electorales y de los nombramientos de apoderados, por cada distrito y circunscripción senatorial.

h) Proponer al Director la resolución que determine el número mínimo necesario de patrocinantes para candidaturas independientes.

i) Colaborar con el Director en el ejercicio de las facultades y atribuciones que la ley N° 18.700 le encomienda en lo relativo al acto electoral.

j) Determinar, para cada circunscripción electoral en el territorio nacional, los locales de votación en que funcionarán las mesas receptoras de sufragios. 

k) Determinar las características de la urna de conformidad a la ley.

l) Fiscalizar que los candidatos cumplan con la normativa electoral al inscribir sus candidaturas.

m) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a la normativa sobre votaciones populares y escrutinios. 
n) Desempeñar las demás atribuciones que ésta u otras leyes le encomienden.

Párrafo 5°

De la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral

 Artículo 70 B.- Corresponderán a la Subdirección de Control del Gasto y Financiamiento Electoral las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de las normas sobre aportes y gastos electorales, campañas electorales y propaganda electoral.

b) Recepcionar, conocer y analizar las rendiciones de cuentas de campaña de los candidatos y los partidos políticos, y pronunciarse a su respecto, observándolas y proponiendo su aprobación o rechazo. Para lo anterior, podrá realizar y ordenar auditorías al estado  financiero del candidato o del partido, con cargo a quien es objeto de la misma, según corresponda.

c) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por incumplimientos o infracciones a las normas de la ley N° 19.884 y al párrafo 6° del título I de la ley N° 18.700.

d) Mantener un sitio web que dé publicidad a la información relativa a los gastos, sean o no electorales, en que incurran los candidatos y los partidos políticos, así como del financiamiento de los mismos y de las demás materias que la ley dispone sean publicadas en dicha plataforma.

e) Disponer el diseño e impresión de libros, formularios y demás documentos que sean necesarios para el control de los ingresos y gastos electorales.

f) Proponer al Director del Servicio la contratación de personal necesario para el desarrollo de actos electorales y plebiscitarios.

g) Desempeñar las demás funciones que ésta u otras leyes le encomienden. 

Párrafo 6°

De la Subdirección de Partidos Políticos

 Artículo 70 C.- Corresponderán a la Subdirección de Partidos Políticos las siguientes funciones y atribuciones:

a) Fiscalizar y controlar el cumplimiento de la normativa sobre transparencia, elecciones internas, aportes y gastos de partidos políticos, y en general todas las obligaciones establecidas en la ley N° 18.603.

b) Supervisar el cumplimiento de lo establecido en los artículos 21 y 21 bis de la ley N° 19.884.

c) Recibir las oposiciones a la formación de partidos políticos y sustanciar dicho procedimiento de oposición de conformidad a lo dispuesto en la ley N° 18.603.

d) Llevar el Registro de Partidos Políticos actualizado correspondiente a cada región, según lo disponga el Director.

e) Llevar el Registro general actualizado de los afiliados de los partidos políticos y recibir las renuncias de afiliación que le presenten.

f) Recibir en custodia las declaraciones de intereses y patrimonio que deban efectuar aquellos miembros de las Directivas de los Partidos que señale la ley y velar por el cumplimiento de las normas que las regulan.

g) Formular cargos y sustanciar la tramitación de todos los procedimientos sancionatorios que correspondan por los incumplimientos o infracciones a la normativa sobre partidos políticos.

h) Ejercer las demás funciones que le encomienden ésta u otras leyes.

Párrafo 7°

Del procedimiento administrativo sancionador

Artículo 70 D.- Los procedimientos administrativos a que dé lugar la aplicación de esta ley se sujetarán a las reglas de este artículo:

1.- Podrán iniciarse de oficio por la Subdirección competente o por denuncia fundada presentada por cualquier elector ante ella. 

Las denuncias que se interpongan podrán ser formuladas por escrito ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral. En todos los casos, las denuncias deberán señalar el lugar y fecha de presentación y la individualización completa del denunciante, quien deberá suscribirla personalmente o por su mandatario o representante habilitado. Asimismo, deberá contener una descripción de los hechos concretos que se estiman constitutivos de infracción, precisando la fecha de su comisión, la norma eventualmente infringida, la disposición que establece la infracción y, en caso de estar en conocimiento, la identificación del presunto infractor.
Sin embargo, la denuncia originará un procedimiento sancionatorio sólo si a juicio del Subdirector respectivo resulta seria, plausible y tiene mérito suficiente. En caso contrario, se ordenará su archivo por resolución fundada, notificando de ello al interesado.

Declarada admisible la denuncia se procederá conforme al número 3 de este artículo.

2.- La Subdirección impulsará de oficio el procedimiento. Todos los antecedentes que se recaben, presentaciones que se formulen y actos administrativos que se dicten en el procedimiento tendrán carácter reservado hasta la notificación de la resolución final, salvo respecto del denunciante y de los sujetos en contra quienes se dirige la investigación, los que tendrán acceso al expediente desde el inicio del procedimiento.

3.- La instrucción de oficio del procedimiento se iniciará con la notificación al presunto infractor, mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral.

Dicha notificación contendrá una descripción de los hechos que se estimen constitutivos de infracción y la fecha de su verificación, la norma eventualmente infringida y el plazo para evacuar traslado.

4.- Las notificaciones se harán mediante correo electrónico o carta certificada, en su caso, dirigida al domicilio del presunto infractor registrado en el Servicio Electoral. La notificación por carta certificada se entenderá practicada el tercer día hábil siguiente al de su despacho en la Oficina de Correos correspondiente.

5.- El sujeto cuya responsabilidad se investiga tendrá un plazo de diez días, contados desde la respectiva notificación, para contestar ante la Subdirección competente, ante el Director Regional respectivo o por medio del sitio web del Servicio Electoral.

6.- Evacuado el traslado del presunto infractor o transcurrido el plazo otorgado para ello, la Subdirección respectiva resolverá de plano cuando pueda fundar su decisión en hechos no controvertidos que consten en el proceso o sean de pública notoriedad. En caso contrario, abrirá un término de prueba de ocho días. Dicho plazo se ampliará, en el caso que corresponda, de acuerdo al artículo 26 de la ley N° 19.880. Los funcionarios fiscalizadores del Servicio aportarán pruebas en calidad de ministros de fe.

La Subdirección respectiva dará lugar a las medidas o diligencias probatorias que solicite el presunto infractor en sus descargos, siempre que resulten pertinentes y conducentes. En caso contrario, las rechazará mediante resolución motivada.

7.- Los hechos investigados y las responsabilidades a que estos den lugar podrán acreditarse mediante cualquier medio de prueba admisible en derecho, los que se apreciarán conforme a las reglas de la sana crítica.

8.- Cumplidos los trámites señalados en los numerales anteriores, el Subdirector correspondiente emitirá, dentro de cinco días, un informe en el cual propondrá la absolución o sanción que a su juicio corresponda aplicar. Dicho informe deberá contener la individualización del o de los sujetos investigados; la relación de los hechos investigados y la forma como se ha llegado a comprobarlos, según corresponda, y la proposición al Director del Servicio Electoral de las sanciones que estimare procedente aplicar o de la absolución.

9.- Emitido el informe, el Subdirector correspondiente elevará los antecedentes al Director del Servicio Electoral, quien resolverá en el plazo de diez días, dictando al efecto una resolución fundada en la cual absolverá al infractor o aplicará la sanción, en su caso.

No obstante lo establecido en el párrafo anterior y una vez recibido el informe del Subdirector, si el Director determina que existen antecedentes suficientes que pudieren configurar alguna de las infracciones graves señaladas en el artículo 28 bis de la ley N°19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral elevará dichos antecedentes al Consejo Directivo dentro del plazo de cinco días hábiles, para que éste resuelva. El Consejo Directivo tendrá el plazo de 15 días hábiles contados desde la recepción de los antecedentes para resolver.

En caso de que el Consejo Directivo resuelva que no se ha verificado una infracción grave devolverá los antecedentes al Director del Servicio Electoral, para que dicte resolución final, de conformidad al párrafo primero.

10.- De la resolución que pusiere fin a la instancia administrativa ante el Director del Servicio Electoral, podrá deducirse reclamación para ante el Tribunal Calificador de Elecciones, dentro del plazo de quinto día contado desde su notificación. El expediente se remitirá a dicho Tribunal por el Servicio Electoral, a más tardar dentro de quinto día de interpuesta la reclamación. El Tribunal fallará de acuerdo al procedimiento que establezca para tal efecto, de conformidad al artículo 12 de la ley Nº 18.460.
11. Contra las resoluciones del Tribunal Calificador de Elecciones no procederá recurso alguno, sin perjuicio de lo establecido en el artículo 13 de la ley Nº 18.460.

12. La resolución que aplica la multa tendrá mérito ejecutivo.

Los plazos establecidos en este Párrafo 7° son de días hábiles, entendiéndose que son inhábiles los días sábados, los domingos y los festivos.

Artículo 70 E.- La multa será determinada por el Director del Servicio Electoral considerando la cantidad de infracciones cometidas por parte del infractor, su eventual reincidencia y la colaboración que haya prestado al Servicio antes o durante la fiscalización o investigación. El Consejo Directivo del Servicio Electoral determinará mediante instrucciones generales la forma en que deberán aplicarse estos criterios.

Si en una misma campaña electoral se iniciaren procedimientos sancionatorios por más de una infracción, respecto de un mismo sujeto, se acumularán tales procedimientos y se aplicará como sanción la suma de los montos de las multas a que dé lugar cada una de las infracciones constatadas.”.

Artículo 6°.- Agrégase el siguiente artículo 6° bis en la ley N°20.640, sobre Elecciones Primarias:

“Artículo 6° bis.- Tratándose de las elecciones primarias reguladas en esta ley, solo podrá efectuarse propaganda electoral desde el trigésimo hasta el tercer día anterior al de la elección primaria respectiva, ambos días inclusive.”.


Artículo 7°.- Elimínase, en el ARTÍCULO TRIGÉSIMO SEXTO de la ley N° 19.882, la expresión “Servicio Electoral,”.


Artículo 8°.- Modifícase la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral, de la siguiente manera:

 
1.- En el artículo 1°A: 

 
a) Reemplázase, en los requisitos para desempeñar el cargo de Jefe Superior del Servicio, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".

 
b) Sustitúyese, en los requisitos para desempeñar el cargo de Subdirector, la expresión "Abogado con más de diez años de título" por "Título profesional de una carrera de, a lo menos, 10 semestres de duración otorgado por una universidad o instituto profesional del Estado o reconocido por éste o aquellos validados en Chile de conformidad a la legislación vigente, y acreditar una experiencia profesional de, a lo menos, 10 años".

c) En la planta de Profesionales:

 
i.- Incorpórase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" la expresión ", alternativamente:".
 
ii.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 5°, 6° y 7°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i". 

 
iii.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar un cargo en los grados 5°, 6° y 7°: 

 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cinco años en el sector público o privado.".

 
iv.- Intercálase, a continuación de la frase "Profesionales, grados 8° y 9°" la expresión ", alternativamente:".

 
v.- Agrégase en los requisitos "Profesionales, grados 8° y 9°" previo a la palabra "Título", el guarismo "i", y

 
vi.- Incorpórase el siguiente párrafo final nuevo que fija requisitos para desempeñar cargos en los grados 8° y 9°:

 
"ii) Título profesional de una carrera de, a lo menos, ocho semestres de duración, otorgado por una Universidad o Instituto Profesional del Estado o reconocidos por éste o aquellos validados en Chile de acuerdo a la legislación vigente y acreditar una experiencia profesional no inferior a cuatro años en el sector público o privado.".


2.- Agréganse, los siguientes artículos 4° y 5°, nuevos:

 
“Artículo 4°.- Al Servicio Electoral le será aplicable lo dispuesto en el artículo 7° de la ley N°19.553, con excepción de sus letras d), en cuanto a la suscripción de un convenio de desempeño; f), en cuanto a la participación de un Ministerio, y g), en cuanto a la visación de un acto administrativo por un Subsecretario, para los efectos del otorgamiento del incremento por desempeño colectivo a que se refiere la letra c) del artículo 3º de la citada ley.

 
Artículo 5°.- El Consejo Directivo del Servicio Electoral deberá efectuar una cuenta pública en el mes de mayo de cada año. Asimismo, pondrá en conocimiento de las Comisiones del Senado y de la Cámara de Diputados que correspondan, la información relativa a la implementación de las leyes números 18.603, 19.884 y 18.700.

 
Para efectos de lo señalado en el inciso anterior, el Director del Servicio Electoral deberá informar, en marzo de cada año, al Consejo acerca de las materias que éste solicite.”.


Artículo 9°.- Introdúcense las siguientes modificaciones de adecuación a los textos legales que se indican:

 
1) En la ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios:
 
a) Sustitúyese, en el inciso primero del artículo 3°, la frase “Director del Servicio Electoral o el respectivo Director Regional del mismo Servicio, si lo hubiere,” por “Servicio Electoral” y suprímese la expresión “Director del” en el artículo 3° bis, las dos veces que aparece; en el inciso primero del artículo 7° y en el inciso segundo del artículo 53.
 
b) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 5°, la frase “Director del Servicio Electoral o el Director Regional respectivo”, por “Servicio Electoral”.


2) En la ley N° 19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral:

 
a) Reemplázase la expresión “Director del” por “Consejo Directivo del”, en el inciso séptimo del artículo 4°, y en el inciso tercero del artículo 14 bis.


b) Sustitúyese la expresión “Director” por “Subdirector de Control del Gasto y Financiamiento Electoral” en el artículo 30 las dos veces que aparece y en los artículos 32, 33 y 41.

 
3) En la ley N° 18.603, Orgánica Constitucional de los Partidos Políticos:

 
a) Elimínase la frase “Director del”, en el artículo 10 las cuatro veces que aparece; en el artículo 11; en el artículo 18; en el artículo 19; en el artículo 20 y en el artículo 51 las dos veces que aparece.

 
b) Reemplázase la palabra “Director” por “Consejo Directivo” en el inciso tercero del artículo 7° y en el inciso tercero del artículo 34.


c) Reemplázase en el inciso segundo del artículo 48, la expresión “Tribunal Calificador de Elecciones” por “Director del Servicio Electoral.”

 
d) Reemplázase en el inciso tercero del artículo 51, la palabra “Tribunal” por “Director del Servicio Electoral”.

 
e) Reemplázase en el artículo 53, la palabra “Director” por “Subdirector de Partidos Políticos”.
 
f) Reemplázase en el artículo 55, la palabra “el Tribunal” por el vocablo “se”.

 
g) Reemplázase en el artículo 57 la frase “en única instancia y sin ulterior recurso, por el Tribunal Calificador de Elecciones, conforme al procedimiento señalado en el artículo precedente”, por la siguiente: “por el Servicio Electoral, de conformidad a su ley orgánica.”.
 
h) Reemplázase en su artículo 59, la palabra “apelaciones”, por “reclamaciones”.

 
i) Elimínase en el artículo 61 la frase “ante el Director del Servicio Electoral y”.
Artículo 10.- Los gastos que irrogue esta ley en su primer año presupuestario de aplicación se financiarán con los recursos consultados en la Partida 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública y, en lo que faltare, se podrán suplementar con recursos provenientes de la Partida 50 Tesoro Público. Para los años siguientes, será financiado en la respectiva ley de Presupuestos del Sector Público.

DISPOSICIONES TRANSITORIAS

 
Artículo primero.- Durante los doce meses siguientes a la publicación de la presente ley en el Diario Oficial, el Servicio Electoral deberá mantener actualizados los Registros de Afiliados de cada partido político. Se considerarán actualizados dichos registros una vez que sean eliminadas de ellos las personas que se encuentren afiliadas a más de un partido político, las que hubieren renunciado a su afiliación, aquellas cuya inscripción no se hubiere completado de forma legal y las que, conforme a la información contenida en el Registro Electoral, estén fallecidas o inhabilitadas para ejercer el derecho a sufragio.

 
Artículo segundo.- Los partidos políticos deberán reinscribir a sus afiliados en cada una de las regiones en que se encuentren constituidos, en el plazo de doce meses desde la publicación de esta ley. Transcurrido dicho plazo, el Registro de Afiliados de cada partido que constará ante el Servicio Electoral se compondrá exclusivamente por quienes se hubieren reinscrito conforme a este artículo y por los nuevos afiliados inscritos a partir del mes de agosto de 2014, de conformidad a lo dispuesto en la resolución N° 2381, del Servicio Electoral, de 28 de julio de 2014.

 
Esta reinscripción consistirá en la ratificación, por parte de los afiliados, de su voluntad de permanecer en tal calidad en el respectivo partido político, la que deberá efectuarse en forma personal e indelegable ante un ministro de fe y utilizando el formulario único que, para este fin, elaborará el Servicio Electoral dentro de los quince días corridos desde la publicación de la ley. Para efectos de este artículo, se considerarán ministros de fe los notarios, los funcionarios del Servicio Electoral que determine su Director y los oficiales del Servicio de Registro Civil e Identificación que determine su Director, ninguno de los cuales podrá cobrar por este servicio o negarse a recibir dicha ratificación. El Servicio Electoral tendrá por acreditado el cumplimiento de esta obligación mediante la recepción de las ratificaciones debidamente efectuadas en cada región y deberá establecer mecanismos electrónicos para que los afiliados ratifiquen su afiliación ante dicho Servicio de forma fidedigna.

 
Durante los doce meses en que se efectúe la reinscripción, y antes de que se configure el padrón actualizado a que alude el inciso primero, en las elecciones internas que desarrollen los partidos políticos sólo podrán votar quienes figuren en el Registro de Afiliados que conste ante el Servicio Electoral, determinado con al menos un mes de anterioridad a la elección y, en ningún caso con posterioridad a la inscripción de candidaturas. En tales elecciones, supervisadas por el Servicio Electoral, los partidos políticos podrán implementar procesos de reinscripción de afiliados que participen en una elección interna del partido político. Esta reinscripción deberá realizarse utilizando el formulario correspondiente y el Servicio Electoral establecerá las condiciones que aseguren el carácter personal e indelegable de la misma, incluyendo la exigencia de acompañar una fotocopia simple de la cédula nacional de identidad de cada afiliado.

 
Cualquier afiliado podrá solicitar, a la directiva de su partido o al Servicio Electoral, copia del Registro de Afiliados al partido político al que pertenece, el cual deberá contener el nombre completo de los afiliados, cédula nacional de identidad y su domicilio. El Servicio Electoral determinará la forma de verificar la vigencia de los datos personales de los afiliados y otorgará facilidades para su entrega a éstos. Los afiliados no podrán divulgar los datos personales del Registro ni utilizarlos con finalidades distintas al ejercicio de sus derechos como militantes. La infracción de esta prohibición será sancionada con multa de diez a cincuenta unidades tributarias mensuales, de conformidad al artículo 392 del Código Procesal Penal, sin perjuicio de la responsabilidad que proceda en virtud de lo dispuesto en el Título V de la ley N° 19.628 sobre protección de la vida privada.

 
Durante los doce meses siguientes a la fecha de publicación de esta ley, los partidos políticos recibirán el total de los aportes que les correspondan según lo prescrito en el artículo 33 bis de la ley N° 18.603. Cumplidos estos doce meses, recibirán dicho aporte sólo respecto de las regiones en que su padrón de militantes, resultante luego del proceso de reinscripción, alcance el número de afiliados mínimo exigido en la ley N° 18.603 para constituirse como partido en cada región. Con todo, en aquellas regiones donde esta exigencia sea inferior a las 500 personas, los partidos deberán acreditar como mínimo a 500 afiliados. A partir de la próxima elección de diputados, los partidos recibirán el aporte establecido en el artículo 33 bis mencionado, de conformidad a las reglas que ahí se disponen.

 
Lo dispuesto en este artículo no obsta a la existencia legal de los partidos políticos ni modifica las causales de su disolución establecidas en la ley.

 
Los militantes que no se reinscribieren en virtud de este artículo quedarán suspendidos de sus derechos de afiliado al partido correspondiente y no serán contabilizados por el Servicio Electoral para efectos de determinar los mínimos que exige el artículo 42 de la ley N° 18.603.
 
Las normas sobre reinscripción no se aplicarán a los partidos políticos constituidos a partir del 5 de mayo de 2015 ni a los que se encuentren en proceso de formación a la fecha de publicación de la presente ley en el Diario Oficial.

Artículo tercero.- Facúltase al Presidente de la República para que, en el plazo de un año contado desde la fecha de publicación de esta ley, establezca, mediante un decreto con fuerza de ley, el texto refundido, coordinado y sistematizado de las leyes Nos.19.884, sobre Transparencia, Límite y Control del Gasto Electoral; 18.700, orgánica constitucional sobre Votaciones Populares y Escrutinios; 18.603, orgánica constitucional de los Partidos Políticos; 18.556, orgánica constitucional sobre Sistema de Inscripciones Electorales y Servicio Electoral; 18.583, orgánica constitucional que Fija Planta del Servicio Electoral y modifica ley N°18.556, y 20.640, que establece el Sistema de Elecciones Primarias para la Nominación de Candidatos a Presidente de la República, Parlamentarios y Alcaldes, bajo el título “Código Electoral”.


Artículo cuarto.- El presupuesto del Servicio Electoral, como órgano autónomo, se conformará en la ley de presupuestos del año siguiente al de publicación de esta ley, creándose para ello, las Partidas, Capítulos y Programas que se requieran, como asimismo, la apertura de subtítulos, ítem, asignaciones y las glosas que sean pertinentes.

 
En el año de publicación de la presente ley y sólo para efectos presupuestarios, el Servicio Electoral continuará rigiéndose por la Partida presupuestaria 05 Ministerio del Interior y Seguridad Pública.

 
En caso de que la presente ley entrare en vigencia en una época que haga inaplicable lo señalado en el inciso primero de este artículo, el Presidente de la República, por decreto expedido por intermedio del Ministerio de Hacienda, procederá a conformar para ese año presupuestario, el presupuesto del Servicio Electoral, pudiendo al efecto crear, suprimir o modificar las asignaciones, ítems y glosas presupuestarias que sean pertinentes.

 
Artículo quinto.- Los funcionarios que se encuentren desempeñando cargos calificados como de Alta Dirección Pública a la época de entrada en vigencia de la presente ley, mantendrán sus nombramientos y seguirán afectos a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, debiendo llamarse a concurso conforme a las disposiciones del Título VI de la ley N°19.882 cuando cesen en ellos por cualquier causa. El Director del Servicio Electoral que se encuentre designado a la fecha de publicación de esta ley, seguirá afecto a las normas que les fueren aplicables a esa fecha, y no regirá a su respecto lo dispuesto en los incisos segundo al quinto del artículo 68 de la ley N° 18.556, incorporados por medio del artículo 5° de la presente ley, salvo que opte por suscribir el convenio de desempeño que establece el inciso quinto antes señalado, caso en el cual la duración en el cargo se computará desde su designación en el mismo y la vigencia del convenio será por el período que le reste para completar cinco años en el cargo.
 
Artículo sexto.- Quien se encuentre desempeñando el cargo de Subdirector del Servicio Electoral en calidad de titular, a la época de entrada en vigencia de la presente ley, asumirá el cargo de Subdirector de la Subdirección de Registro, Inscripciones y Acto Electoral.”.

-------
Acordado en sesiones celebradas el 10 de agosto de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente), de la Senadora señora Lily Pérez San Martín (Alejandro Guillier Álvarez) y de los Senadores señores José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 3 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 7 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss (Alejandro Guillier Álvarez), Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 11 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 22 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 28 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 30 de septiembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Antonio Horvath Kiss (Alejandro Guillier Álvarez) y Víctor Pérez Varela y de la Senadora señora Adriana Muñoz D’Albora (Felipe Harboe Bascuñán); en sesión celebrada el 7 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Ricardo Lagos Weber (Felipe Harboe Bascuñán) y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 8 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 14 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 22 de octubre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán, Carlos Montes Cisternas (Alejandro Guillier Álvarez) y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 5 de noviembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesiones celebradas el 17 y 18 de noviembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela; en sesión celebrada el 24 de noviembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Alejandro Guillier Álvarez, Felipe Harboe Bascuñán y Víctor Pérez Varela, y en sesión celebrada el 25 de noviembre de 2015, con asistencia del Senador señor Ignacio Walker Prieto (Presidente) y de los Senadores señores José García Ruminot, Felipe Harboe Bascuñán, Víctor Pérez Varela y Rabindranath Quinteros Lara (Alejandro Guillier Álvarez).

Sala de la Comisión, a 4 de diciembre de 2015

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR

Secretaria de la Comisión

RESUMEN EJECUTIVO

____________________________________________________________

SEGUNDO INFORME DE LA COMISIÓN Especial encargada de conocer proyectos relativos a probidad y transparencia, recaído en el proyecto de ley, en segundo trámite constitucional, sobre fortalecimiento y transparencia de la democracia

(boletín Nº 9.790-07)

I.
PRINCIPALES OBJETIVOS DEL PROYECTO PROPUESTO POR LA COMISIÓN: Establecer estándares más exigentes de transparencia y control de la actividad política. Para ello, se propone un nuevo concepto de propaganda electoral y se establece la forma y plazos en que podrá realizarse; se regula la fuente de financiamiento de las campañas electorales y de los partidos políticos considerándose un aporte estatal permanente a los partidos políticos y un aumento al aporte público de las campañas y candidatos. Se rebaja el monto que se puede gastar en una campaña y el límite de dinero que una persona natural puede donar y se prohíbe el aporte de las personas jurídicas a campañas o a partidos políticos. 

En concordancia con lo anterior, se propone fortalecer las facultades de fiscalización y control del Director del Servicio Electoral en materia de transparencia, control y límites del gasto electoral, estableciendo el procedimiento administrativo sancionatorio aplicable al efecto.

II.
ACUERDOS: 

-Indicación 1. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 2 y 3. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 4. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 5. Rechazada. 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 5 a). Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 6 y 7. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 8 y 9. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 10. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 11, inciso primero. Aprobado 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 11, inciso segundo. Rechazado 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 12. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 13, 14 y 15. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 16. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 17 a 20. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 21. Retirada.


-Indicaciones 22, 23 y 24. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 25. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 26 y 27. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 28. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 29. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 30. Retirada.

-Indicaciones 31 y 32. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 33. Inadmisible.


-Indicaciones 34 y 35. Rechazadas 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 36 y 37 Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 38. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 39. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 40. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 41. Rechazada 4 en contra, Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 1 voto a favor, Senador Pérez Varela.

-Indicación 42. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 43. Retirada.


-Indicaciones 44, 45 y 46. Aprobadas 4 a favor, Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 1 voto en contra, Senador Pérez Varela.

-Indicaciones 47 y 48. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Indicaciones 49 y 50. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 51, 52 y 53. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 54. Rechazada 4 en contra, Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 a favor, Senador García Ruminot.


-Indicación 55. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 56. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 57. Rechazada 4 en contra, Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 a favor, Senador Harboe.


-Indicaciones 58 y 59. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 60 y 61. Rechazadas 4X0. Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 62 a 67. Aprobadas 3 a favor, Senadores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio, y 2 en contra, Senadores García Ruminot y Pérez Varela, en lo que respecta al reemplazo de “25” por “6”.

-Indicación 68. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 69. Rechazada 4X0. Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 70. Rechazada 4X0. Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 71, 72 y 73. Aprobadas 4X0. Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 74. Rechazada 4X0. Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 75. Aprobada 4X0. Senadora Muñoz y Senadores Horvath, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 75 a). Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, salvo locución “o faltas” que se aprobó 3 a favor, Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 en contra, Senador García Ruminot.


Indicación 76. Retirada.

-Indicación 77. Retirada.

-Indicación 78. Aprobada 4X0. Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 78 a). 5X0. Aprobada. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 79. Retirada.

-Indicación 80. Retirada.

-Indicación 81. Aprobada 3X0. Senadora Muñoz y Senadores Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 82. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 83. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 84. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 85. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 86. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 87. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 88. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 89. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 90. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 91. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 92. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 93. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 94, 96 y 97. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 95. Rechazada.


-Indicación 98. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 99. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 100. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y, en cuanto al artículo 24 bis, aprobada 3X0, Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 101 y 102. Retiradas.


-Indicación 103, letra a), 3 a favor, Senadores Guillier, Harboe y Pérez Varela, y 2 abstenciones, Senadores García Ruminot y Walker, don Ignacio.


-Indicación 103, letra b). Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 103, letra c). Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 103 a). Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 104, 105, 106, 107 y 108. Rechazadas 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 109, 110, 111 y 112. Rechazadas 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 113, 114, 115 y 116. Rechazadas 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 117. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 118. Rechazada. 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 119. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 120. Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 121. Rechazada 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 122. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 123 y 124. Rechazadas. 4 en contra, Senadores García Ruminot, Guillier, Harbor y Walker, don Ignacio y 1 a favor, Senador Pérez Varela.


-Indicaciones 125, 128, 130 y 131. Rechazadas. 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 126, 127 y 129. Rechazadas 4 en contra, Senadores García Ruminot, Guillier, Harbor y Walker, don Ignacio y 1 a favor, Senador Pérez Varela.


-Indicaciones 132 y 133. Aprobadas 4X0. Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 134. Rechazada 4 en contra, Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, y 1 a favor, Senador García Ruminot.

-Indicaciones 135 y 136. Rechazadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 137 y 138. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 139. Retirada.


-Indicación 140. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 141. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 142 y 143. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 144. Retirada. 


-Indicación 145. Inadmisible.


-Indicación 146. Retirada.


-Indicaciones 147 y 148. Aprobadas 4 a favor, Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención, Senador García Ruminot.

-Indicación 149. Aprobada 4 a favor, Senadores Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención, Senador García Ruminot.

-Indicación 150. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 151, 152 y 153. Retiradas.

-Indicación 154. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, por haberse aprobado la indicación 159 a).

-Indicaciones 155 y 156. Retiradas.


-Indicación 157. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, por haberse aprobado la indicación 159 a).


-Indicación 158. Aprobada 3x0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 159. Rechazada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, por haberse aprobado la indicación 159 a).


-Indicación 159 a). Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 160. Retirada.

-Indicación 161. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 162, 163, 164, 165 y 166. Retiradas.

-Indicación 167. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 168. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 169 y 170. Retiradas.


-Indicación 171. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 172, 173 y 174. Retiradas.


-Indicación 175. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 176. Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 177 y 178. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 179, 180, 182, 183, 185, 186, 187 y 188. Rechazadas 4X0, Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 189, inciso segundo. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 189, incisos primero y tercero. Rechazados 5X0.


-Indicación 189 a). Aprobada 5x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio


-Indicaciones 181, 184 y 190. Aprobadas 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 4X0 Senadora Muñoz y Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 190 a). Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio


-Indicación 191. Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 192. Retirada.

-Indicación 193. Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 194. Aprobada 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 195. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 196. Aprobada 3X0. Senadores Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicaciones 197 y 198. Aprobadas 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 199 y 200. Retiradas.


-Indicación 201. Inadmisible.


-Indicación 202. Retirada.

-Indicación 203. Retirada.

-Indicación 204 y 205. Rechazadas 3 votos en contra, Senadores Guillier, Lagos y Walker, don Ignacio y 2 a favor, Senadores García Ruminot y Pérez Varela.

-Indicación 206. Inadmisible.

-Indicación 207. Aprobada por mayoría 3 a favor, Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención del Senador Guillier.


-Indicación 208. Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicaciones, 209, 210 y 211. Rechazadas 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 212. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Lagos, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 213. Retirada.

-Indicación 214. Retirada.

-Indicación 215. Rechazada. 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 216. Retirada.

-Indicación 217. Rechazada. 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 218. Rechazada. 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 219. Rechazada. 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 220, 221, 222, 223, 224 y 226. Aprobadas por mayoría 3 a favor, Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y 1 abstención del Senador Guillier.


-Indicación 224. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, en cuanto afiliación de los independientes y respecto a los efectos desafiliación y afiliación a otro partido 3 votos a favor, Senadores Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio y 2 en contra, Senadores García Ruminot y Pérez Varela.

-Indicación 225. Inadmisible.

-Indicación 227. Inadmisible.

-Indicación 228. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 229. Rechazada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 230. Inadmisible.

-Indicación 231. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 231 a) Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 232 y 233. Aprobadas 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio y Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio, respectivamente.

-Indicación 234. Rechazada 3 votos en contra, Senadores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela y 2 a favor, Senadores Harboe y Walker, don Ignacio.

-Indicación 234 a). Aprobada 4 votos a favor, Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 235. Retirada.

-Indicación 236. Retirada.

-Indicación 237. Esta indicación introduce variadas modificaciones a la ley N° 18.556, de manera que sus diversos numerales fueron aprobados 4X0. García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio; 3X0. Senadores Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio; 3X0. Senadores García Ruminot, Pérez Varela y Walker, don Ignacio; 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio; 4X0. Senadores García Ruminot, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio; 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe y Walker, don Ignacio;

-Indicación 237 a). Aprobada 4 x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 237 b) Aprobada 4 x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 237 c). Aprobada 4x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 237 d). Aprobada 5 x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 238. Retirada.


-Indicación 239. Retirada.


-Indicación 240. Retirada.


-Indicación 241. Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 241 a). Aprobada 4x0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 242. Aprobados números 2 y 3 (artículos 4° y 5°) 3X0, Senadores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela y 4X0, Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

-Indicación 242. Rechazado el número 1 y los artículos 6° a 9° del número 3, por 3 votos en contra, Senadores García Ruminot, Guillier y Pérez Varela y 1 a favor, Senador Walker, don Ignacio.

-Indicación 243. Aprobada 4X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 244. Retirada.

-Indicación 244 a). Aprobada 5X0. Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 245. Rechazada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 246. Rechazada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 247. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicaciones 248 y 249. Rechazadas 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 250. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 251. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 252. Rechazada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 253. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 254. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Indicación 255. Rechazada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.

 
-Indicaciones 256 y 257. Aprobadas 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 258. Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 258 a). Aprobada 5X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Harboe, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 259. Aprobada 4X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 259 a). Aprobada 4X0 Senadores García Ruminot, Guillier, Pérez Varela y Walker, don Ignacio.


-Indicación 260. Retirada.

-Indicación 261. Inadmisible.


-Indicación 262. Inadmisible.

III.
ESTRUCTURA DEL PROYECTO APROBADO POR LA COMISIÓN: consta de diez artículos permanentes y seis disposiciones transitorias.
IV.      NORMAS DE QUÓRUM ESPECIAL: Los artículos 1°, 2°, 3°, 4°, 5°, 6°, 8° y 9° permanentes, y primero, segundo, quinto y sexto transitorios, tienen el rango de leyes orgánicas constitucionales, por lo que requieren de la aprobación de las cuatro séptimas partes de los Senadores en ejercicio, de conformidad al inciso segundo del artículo 66 de la Constitución Política de la República.
 
En lo que respecta al inciso final del artículo 34 bis del artículo 1° y al inciso segundo del artículo 27 quáter que se incorpora al artículo 2° del proyecto de ley, tienen la categoría de normas orgánicas constitucionales por estar relacionados con las atribuciones de los tribunales de justicia. Oportunamente se consultó a la Corte Suprema, mediante oficio 28 de esta Comisión Especial, dando cumplimiento a lo dispuesto en el artículo 77 de la Ley Fundamental y en el artículo 16 de la Ley Orgánica Constitucional del Congreso Nacional.
El inciso segundo del artículo 17 contemplado en el numeral 11 del artículo 2° del proyecto de ley, en lo que se refiere a la excepción a la publicidad de las actuaciones de los órganos del Estado, tiene el carácter de norma de quórum calificado, de conformidad con lo que dispone el inciso segundo del artículo 8° de la Constitución Política. Requiere para su aprobación del voto conforme de la mayoría absoluta de los Senadores en ejercicio, conforme lo dispone el inciso tercero del artículo 66 de la Ley Fundamental.

V.
URGENCIA: suma
VI.   ORIGEN INICIATIVA: Mensaje de S.E. la Presidenta de la República, señora Michelle Bachelet Jeria.

VII.
TRÁMITE CONSTITUCIONAL: segundo.

VIII.
APROBACIÓN POR LA CÁMARA DE DIPUTADOS: 97 votos a favor, 4 votos en contra y 2 abstenciones (votación en general).
IX.
INICIO TRAMITACIÓN EN EL SENADO: 21 de julio de 2015.

X.
TRÁMITE REGLAMENTARIO: segundo informe. Luego, pasa a la Comisión de Hacienda, en lo que corresponda a su competencia.
XI.   LEYES QUE SE MODIFICAN O QUE SE RELACIONAN CON LA MATERIA: La ley N° 18.700, orgánica constitucional sobre votaciones populares y escrutinios, publicada el año 1988; la ley N° 19.884, sobre transparencia, límite y control del gasto electoral, de 2003; la ley N° 18.603, orgánica constitucional de los partidos políticos, de 1987; la ley N° 19.885, que incentiva y norma el buen uso de donaciones que dan origen a beneficios tributarios y los extiende a otros fines sociales y públicos, de 2003; la ley N° 18.556, orgánica constitucional sobre sistema de inscripciones electorales y Servicio Electoral, de 1986; la ley N° 19.882, en lo que respecta a su artículo trigésimo sexto; la ley N° 18.583, orgánica constitucional que fija planta del Servicio Electoral y la ley N° 20.640, que establece el sistema de elecciones primarias para la nominación de candidatos a Presidente de la República, parlamentarios y alcaldes, de 2012.

_____________________________________________________________


Valparaíso, 4 de diciembre de 2015.

PILAR SILVA GARCÍA DE CORTÁZAR

Secretaria de la Comisión
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